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2.2. Caracterıśticas del régimen .................................................................................... 56

2.2.1. Nueva Constitución: concentración del poder y reelección 
presidencial indeϐinida ............................................................................ 56

2.2.2. Inexistencia de equilibrio de poderes ............................................... 57
2.2.3. Ausencia de un órgano electoral autónomo e independiente

y procesos electorales irregulares ...................................................... 60
2.2.4. Control del Poder Ciudadano ............................................................... 63



2.2.5. Mecanismos de ampliación y control de la base social  ............ 64
2.2.5.1. Establecimiento de un sistema de clientelaje ............... 64
2.2.5.2. Establecimiento de grupos civiles armados  ................. 65

2.2.6. Militarización de la polıt́ica y politización 
de las fuerzas armadas ............................................................................ 66

2.2.7. Represión a la prensa independiente y a la disidencia  ............ 69
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 Introducción

El libro que en esta oportunidad se ofrece a la comunidad académica y al público 
en general responde a la preocupación del Instituto de Estudios Internacionales 
(IDEI) de la Pontiϐicia Universidad Católica del Perú respecto de la situación de 
la democracia representativa en la región.

En efecto, es posible observar cómo en los últimos años las democracias de va-
rios de los paıśes latinoamericanos, lamentablemente, se han ido transforman-
do en verdaderas dictaduras o regıḿenes autoritarios y cómo otras, sean de 
derecha o de izquierda, muestran tendencias muy preocupantes hacia posturas 
autoritarias, que lastiman los elementos esenciales de toda democracia, tales 
como la libertad de expresión, la libertad de prensa, el respeto a los derechos 
humanos, la separación e independencia de los poderes, los sistemas de trans-
parencia, la rendición de cuentas, control y ϐiscalización, el respeto del voto ciu-
dadano, la pluralidad de participación de los partidos, entre otros.

Paralelamente, se aprecia la aparición de diversos lıd́eres populistas que bási-
camente tienen los mismos rasgos y cuyas decisiones no responden a la evalua-
ción del interés nacional a partir de criterios técnicos, sino más bien a la bús-
queda de lograr asegurar bolsones electorales a través de dádivas y beneϐicios 
directos en programas sociales, que luego le permitan al régimen perpetuarse 
en el poder, no importando que luego se genere una crisis económica y social de 
dimensiones, la cual luego será controlada a través de la represión.

A todo ello se suman procesos de reformas constitucionales que en el fondo 
buscan consagrar una estructura de poder que garantice la continuación del 
grupo que se encuentra en ese momento en funciones, a través de un esquema 
donde el triunfo en las elecciones electorales y los nombramientos de altas 
autoridades están reservadas en la práctica para quien tiene el control del 
Ejecutivo. 

Estos y otros problemas motivaron a que llevemos adelante una investigación 
que, en modo alguno, pretende agotar el análisis o los casos existentes en la 
región, pero sı ́llamar la atención a partir de realidades o señales preocupantes 
que todo ciudadano o ciudadana informada debe conocer. 

En este sentido, hemos escogido algunos paıśes que nos parecen particular-
mente interesantes para el análisis, desde claras dictaduras hasta democracias 
donde se observan tendencias que deben generar nuestra atención. 
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Para ello en el primer capıt́ulo, abordamos el fenómeno de la crisis de la demo-
cracia en el mundo y en particular en la región latinoamericana, ası ́como los 
principales factores de explicación.

Con este marco, el segundo capıt́ulo, está dedicado a estudiar las que en nues-
tra opinión son tres claras dictaduras latinoamericanas, como son la de Cuba, 
Nicaragua y Venezuela. Luego, el tercer capıt́ulo, versa sobre la situación de la 
democracia en otros paıśes de la región donde se observan mayores o menores 
señales de preocupación, como son los casos de Argentina, Bolivia, Brasil, El 
Salvador, México y el Perú.

Finalmente, el cuarto y último capıt́ulo, plantea un conjunto de conclusiones 
sobre el camino seguido para el establecimiento de dictaduras o gobiernos au-
toritarios en la región como también sobre las nefastas consecuencias del esta-
blecimiento de estos regıḿenes para la vida civil, polıt́ica, económica, social, etc. 
de sus respectivas poblaciones.

Miraϐlores, 15 de setiembre de 2022

Los Autores 



 CAPÍTULO I

 LA CRISIS DE LA DEMOCRACIA





 La crisis de la democracia 

1.  El decrecimiento de la democracia representativa en el mundo
Desde hace algunos años se viene apreciando la existencia de un amplio debate 
en torno a la crisis de la democracia representativa en el mundo, en tanto para 
un sector de especialistas la crisis está presente y en ascenso, para otros, no 
existe tal crisis, mientras que para un tercer grupo de autores la democracia 
se encuentra en su mayor esplendor (Casas Zamora y Lara Otaola, 2021, pp. 
57-ss). Incluso, hay quienes sostienen, que la crisis es natural en un sistema de 
gobierno que se encuentra en constante cambio y perfeccionamiento (Salvati, 
2018, p. 33). 

La discrepancia encuentra su explicación en tres factores fundamentales. El 
primero de ellos, deriva de la ausencia de acuerdo en torno a los criterios de 
medición que deberıán aplicarse a efectos de determinar el rango o nivel de 
democracia que posee un paıś. Ası ́se aprecia cuando se consultan las medicio-
nes de entidades como Freedom House, Polity IV, The Economist, Bertelsman, 
etc. (Jiménez, 15 de noviembre de 2017; Pickel, Breustedt y Smolka, 2016; 
Gagnon y Vasilev, 2016; Doorenspleet, 2015; Levitsky y Way, 2015; Ercan y 
Gagnon, 2014). 

El segundo factor está referido a los distintos contenidos que se le atribuyen 
al término democracia, pues según Merkel (2014), uno puede encontrar una 
deϐinición minimalista (limitada al voto ciudadano), intermedia (que agre-
ga los sistemas de check and balance y de control y ϐiscalización del Estado) y 
maximalista (que añade los componentes de seguridad y progreso económico 
y social de los habitantes del paıś), llegando incluso algunos autores a soste-
ner que la verdadera democracia tiene veintiún caracterıśticas indispensables1 
(Suárez-Iñiguez, 2005, pp. 31-40).  

De este mismo parecer es Huntington (1994) cuando inicialmente sostiene que 
un gobierno podrá ser categorizado como una democracia “siempre que la ma-
yorıá de los que toman las decisiones colectivas del poder sean seleccionados 
a través de limpias, honestas y periódicas elecciones, en las que los candidatos 
compiten libremente por los votos y en las que virtualmente toda la población 
adulta tiene derecho a votar” (p. 20), para luego añadir que se trata de una con-

1  Estas serıán: alternancia en el poder, remoción del mandato, rendición de cuentas, 
mecanismos de referéndum, prohibición de mandato imperativo, responsabilidad por 
las funciones desarrolladas, transparencia, descentralización, pluralismo, tolerancia, 
debate público, estado de derecho, justicia, gobierno en beneϐicio del pueblo, liberta-
des, igualdad de oportunidades, compensaciones, distribución de la riqueza y sociedad 
meritocrática. 
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cepción minimalista a la que se deberıán agregar muchos otros elementos que 
son fundamentales y propios de un sistema democrático (Huntington, 1995, p. 
20;  Del Prado, 2019, p. 245; Chacıń Fuenmayor, 2019, p. 30). 

A propósito de Huntington (1994, pp. 25-26), es muy conocida su obra en la 
cual plantea la existencia de tres olas democratizadoras en el mundo2: a) de 
1828 a 1926 (que tuvo una contra ola de 1922 a 1942); b) de 1943 a 1962 (aun-
que con una contra ola entre 1958 y 1975); y c) de 1974 (con el ϐin de la dicta-
dura portuguesa) a 1980, periodo en el que cuarenta Estados se transformaron 
en democráticos. Según del Prado (2019, p. 245) este proceso continuó en dis-
tintos continentes, lo que trajo como resultado que los paıśes con gobiernos 
democráticos pasaran de 76 en 1990 a 117 en 1996, lo que llevó a académicos 
de prestigio —como Fukuyama (2006)— a señalar el ϐin de la historia ante el 
triunfo de la democracia frente al autoritarismo planteado por una URSS que-
brada y desaparecida.

No obstante, la mayorıá de especialistas sostiene hoy en dıá que, aproximadamen-
te desde 2006, la democracia habrıá entrado a un periodo de crisis o recesión. 

Ası,́ el F reedom House (3 de marzo de 2021), en su informe de 2020, concluyó 
que por decimoquinto año consecutivo la libertad global se deterioró. En este 
sentido, se estableció que setenta y tres Estados redujeron su caliϐicación (los 
mismos que representan el 75% de la población mundial) de los casi doscientos 
paıśes analizados. Se determinó, además, que cincuenta y cuatro Estados ha-
bıán dejado de ser libres, lo que constituye casi el 40% de la población mundial, 
cifra jamás alcanzada. El deterioro no solo se presentó en regıḿenes  dictato-
riales —como Venezuela o Bielorrusia— o autoritarios —como China—, sino 
también en democracias como EE.UU. e India. En el caso de la superpotencia la 
caliϐicación cayó en once puntos en los últimos diez años, cayendo en una crisis 
social con protestas y la toma del Congreso por parte de sediciosos. 

Por su parte, el Instituto Internacional para la Democracia y la Asistencia Elec-
toral (IDEA Internacional, 2021a, pp. 1-2), en su informe de 2021 concluyó que 
los Estados con rasgos autoritarios habıán superado a aquellos que habıán más 
bien retornado a la democracia, tendencia que se inició en 2015 y que no se re-
gistraba desde la década del setenta. Este retroceso incluye a democracias como 
la de EE.UU. o a miembros de la Unión Europea como Eslovenia, Hungrıá y Polo-

2  Según Huntington (1995, p. 26) una ola democratizadora “es un conjunto de transi-
ciones de un régimen no democrático a otro democrático, que ocurren en determina-
do periodo de tiempo y que superan signiϐicativamente a las transiciones en dirección 
opuesta durante ese mismo periodo. Una ola también implica habitualmente la libe-
ralización o la democratización parcial en sistemas polıt́icos que no se convierten por 
completo en democráticos”. 
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nia. El autoritarismo se arraiga más en los regıḿenes hıb́ridos y no democráti-
cos y muchas veces ha contado con un apoyo popular signiϐicativo. También se 
observa la emergencia de protestas y movimientos democráticos en las calles, 
pero que lamentablemente son reprimidos de manera violenta.

Incluso, autores optimistas como Greppi (2012) reconocen que si bien:

[…] el prestigio del ideal democrático no se ha visto comprometido y no han 
surgido ideales alternativos que puedan desaϐiarlo, el lugar de privilegio que 
ocupaba en el imaginario colectivo ha ido diluyéndose. No se ha producido una 
oleada de fracasos democráticos que haya puesto seriamente en cuestión la de-
mocratización de diversas regiones del planeta; sin embargo, la creencia en la 
fuerza expansiva del proceso de democratización ha ido retrocediendo. (p. 10)

2.  Factores del decrecimiento 
Existen diversas explicaciones y posiciones doctrinarias respecto de los factores 
que explican el decrecimiento de la democracia representativa. Entre ellos, por 
ejemplo, Bozo (2007, pp. 277, 279, 283 y 284) sostiene que las democracias en 
el siglo XXI se caracterizan por su baja intensidad, mientras que las democracias 
donde imperó un Estado de bienestar vienen sufriendo un Estado de malestar. 

No obstante, si tratamos de establecer los factores del decrecimiento de la de-
mocracia que por consenso señalan una mayorıá importante de autores (Dia-
mond, 2016; Fukuyama, 2015; entre otros) es posible señalar los siguientes: 

a) Por el surgimiento de sistemas autoritarios e híbridos de gobierno
En el mundo actual, no solo se puede apreciar la existencia de regıḿenes 
dictatoriales y autoritarios en sentido clásico, sino que además se observa la 
presencia de muchos gobiernos que alcanzan el poder por medios constitucio-
nales y legales, es decir, mediante elección; pero luego, en el ejercicio de este, 
restringen la libertad de prensa, violan los derechos humanos de la población, 
persiguen a  los opositores, eliminan cualquier señal de disidencia, establecen 
alianzas con el sector militar ası ́como con la población (aunque en este último 
caso a través de prácticas clientelistas, que aseguren la reelección indeϐinida 
del lıd́er), toman el control de los otros poderes del Estado ası ́como de los de-
más mecanismos de transparencia y ϐiscalización, todo lo cual los transforma 
en una dictadura.

La diferencia radica entonces en que, en el segundo caso, las dictaduras se pre-
ocupan por dar una apariencia de legitimidad a través de elecciones periódicas, 
en las que normalmente la oposición no tiene ninguna oportunidad de victoria, 
a lo que se le conoce como neodespotismo (Keane, 2016, pp. 138, 140 y 143) o 
autoritarismo electoral (Schedler, 2004, pp. 138-139). En el mismo sentido se 
maniϐiesta Lagos (2018): 
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Estos paıśes no tienen dictaduras militares convencionales como las que gober-
naron en la región antes de la tercera ola. Estas nuevas autocracias son mixtas, se 
celebran elecciones (lo que desconcierta a muchos que ven en ello una creden-
cial democrática) pero a la vez no están necesariamente garantizadas [al no exis-
tir] la independencia de los distintos poderes del Estado. No todas las libertades 
se pueden ejercer plenamente. (pp. 3-4)

Por último, la doctrina señala la existencia de otros regıḿenes de carácter hıb́ri-
do, tales como las 

[…] repúblicas exclusivas, con fuertes instituciones democráticas, pero con res-
tricciones en las leyes civiles; democracias guiadas o tuteladas donde autorida-
des religiosas o militares ejercen poderes de veto; y la democracia no liberal que 
son regıḿenes democráticamente elegidos, pero donde no existen libertades 
polıt́icas y civiles; entre otros”. (Del Prado, 2019, p. 248)

b) Porque los países líderes en la promoción de la democracia parecen carecer de 
voluntad para continuar cumpliendo ese rol en el mundo 

No cabe duda que el abandono de las banderas de la democracia representativa 
por parte de las potencias occidentales y, en particular, por parte de EE.UU. hace 
un tremendo daño a la causa del fortalecimiento y expansión de este tipo de 
regıḿenes en el mundo. 

Si los paıśes europeos y EE.UU., que construyeron en 1945 la nueva arquitectu-
ra mundial sobre la base de ciertos principios como la democracia y los dere-
chos humanos, dejan de lado estos para satisfacer intereses coyunturales (como 
viene sucediendo recientemente al entrar en conversaciones con la dictadura 
venezolana, a efectos de satisfacer la demanda de petróleo, que escasea por la 
invasión de Rusia en Ucrania, no obstante no reconocer en el pasado la legitimi-
dad de su interlocutor), el mensaje entonces, es de un relativismo en los valores 
y en los principios.

Pero el problema se muestra aún más complejo, cuando se observa tanto en 
Europa como en EE.UU. la emergencia de jefes de Estado autoritarios o con poco 
apego a las formas y prácticas democráticas.

c) Por la crisis de los partidos políticos democráticos
La crisis de los partidos polıt́icos es un fenómeno generalizado y de corte mun-
dial que no solo viene presentándose en paıśes con democracias jóvenes, sino 
también con democracias ya consolidadas, lo que se maniϐiesta en menor res-
paldo electoral, en menor capacidad de estos para captar nuevos cuadros de 
adherentes, pero también en el hecho de que los electores persigan votar por 
lıd́eres carismáticos o mesiánicos antes que por candidatos que profesen una 
ideologıá (Del Valle Ruiz, 2017, pp. 163-164). 
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De otro lado, la crisis de los partidos polıt́icos ha signiϐicado para estos que de-
jen de ser un interlocutor válido que represente los intereses de la población, 
para ser reemplazados por movimientos independientes o lıd́eres coyuntura-
les, o por movimientos espontáneos de protesta de la propia población que sale 
a las calles para exigir cambios, reclamar por sus derechos, criticar ciertas deci-
siones de la clase polıt́ica, etc. (IDEA Internacional, 2016, pp. 97 y 104).

Ello explica porque el populismo ha tenido tanto éxito y ha logrado el poder o 
cuotas importantes de él en diversos paıśes del mundo (Ferrajoli, 2005, p. 38; 
Pérez-Liñán, 2017, p. 45). Y es que, ante la crisis de los partidos polıt́icos, los 
electores votan por movimientos independientes o, en el mejor de los casos, por 
candidatos de partidos polı ́ticos, pero siempre y cuando representen un pen-
samiento fresco, distinto o radical al interior de su partido, como ocurrió en 
los casos de Donald Trump o Bernie Sanders en EE.UU. (Frieden, 2017, p. 18). 

d) Por la limitación de las democracias de consolidar mayores niveles de igualdad
Si bien es cierto los paıśes democráticos y con una economıá de libre mercado 
han logrado en su gran mayorıá un mayor bienestar para sus poblaciones me-
diante la reducción de los niveles de pobreza y el mejoramiento de los niveles y 
condiciones de empleo de sus trabajadores, no han logrado incluir a todos los 
sectores de la población o responder a las nuevas demandas de las clases emer-
gentes, lo que socaba su legitimidad y provoca un estado de anomia e insatis-
facción de la población en torno a los regıḿenes democráticos (Subirats, 2012, 
pp. 159-160; Kelly y Morgan, 2018; Alvarado-Espina, 2018, pp. 83-84; Zamitiz 
Gamboa, 2018, p. 39; Rodrıǵuez Nava y Venegas Martıńez, 2016, p. 65).

Este es un fenómeno que se ha producido en América Latina y el Caribe, en 
tanto la pobreza y la pobreza extrema descendió a niveles signiϐicativos lo que 
implicó que decenas de millones de personas abandonaran su situación de po-
breza, pasando a conformar una nueva clase media, la misma que tenıá mayores 
expectativas de ascenso social. Al frustrarse estas expectativas comenzaron las 
demandas sociales y el cuestionamiento a los modelos de desarrollo imperante 
y a la democracia misma (Sanahuja, 2019, pp. 209-211). El panorama se com-
plicó en nuestra región cuando tras un crecimiento acelerado se produjo un 
fenómeno de desaceleración, lo que llevó a que América Latina se convirtiera en 
la región del mundo con el menor grado de satisfacción con el sistema democrá-
tico representativo (Zamitiz Gamboa, 2018, p. 45).

Este malestar viene generando una desafección polıt́ica de la población, la dis-
minución de la conϐianza y una baja popularidad de las clases polıt́icas dirigen-
ciales, todo lo cual alienta las tendencias y alternativas autoritarias o al menos 
la complacencia con ellas. También el malestar induce a la población electoral 
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a emitir lo que se denomina el “voto indignado” que no es otra cosa que la re-
belión contra las élites, fenómeno mundial que precisamente es aprovechado 
por lıd́eres populistas que se muestran contrarios al establishment (Sanahuja, 
2019, p. 216), los mismos que se caracterizan por ser:  

[…] lıd́eres oportunistas, habitualmente sin partidos, ni cuadros polıt́icos sólidos 
y sin un programa estructurado.  Suelen apoyarse en fuerzas polıt́icas margi-
nales […]. Apoyados en su carisma y en mensajes sencillos, explotan el resenti-
miento social y la frustración de expectativas para canalizar la desafección con 
la polıt́ica y los polıt́icos. Ofrecen explicaciones maniqueas y soluciones simples 
para conϐlictos complejos y su discurso, poco soϐisticado para llegar mejor a to-
dos los sectores sociales, es un compendio de propuestas simplistas. (Malamud 
y Núñez, 6 de abril de 2021, p. 7) 

e) Por el desprestigio de la clase política producto de la corrupción
Uno de los factores que más viene golpeando a las democracias del mundo es 
el crecimiento de la corrupción en todos los estamentos de los Estados, incluso 
en aquellos que poseen un régimen democrático de gobierno. Esto determina 
que la población perciba que todos los gobiernos son iguales, es decir, todos co-
rruptos; peor aún en los paıśes de América Latina, donde solo al 2018, 18 expre-
sidentes y ex vicepresidentes habıán sido acusados, procesados o condenados 
por delitos de corrupción (IDEA Internacional, 2018, p. 14). 

Si revisamos el IƵndice de percepción de la Corrupción 2021, observamos que 
ciento treinta y uno paıśes (de 180 puntuados) no han mostrado ningún pro-
greso en esta materia en los últimos diez años y que veintisiete Estados han 
alcanzado su ubicación más baja. También se visualiza que más de dos tercios 
de los paıśes están por debajo de 50 puntos sobre 100 en la escala, que la 
media global está en 43 y que el número de democracias con problemas de 
corrupción se incrementan (Transparencia Internacional, 2022, pp. 4 y 6).

f) Por la descon ianza en las instituciones democráticas 
Progresivamente las poblaciones de la mayorıá de paıśes —y más aún en La-
tinoamérica— han venido mostrando su desconϐianza en las instituciones de-
mocráticas. 

En efecto, si revisamos los ıńdices de conϐianza en la región observaremos que 
el 60% de ella no confıá en sus gobiernos, frente a un 40% de años anteriores. 
Esta tendencia descendente afecta a todas las instituciones aunque en diferente 
grado. En el caso de América Latina, los mayores niveles de conϐianza suelen es-
tar concentrados en la Iglesia, las fuerzas armadas y la policıá, y los niveles más 
bajos lo tienen el Ejecutivo, el Congreso, el Poder Judicial y los partidos polıt́icos 
(Sanahuja, 2019, p. 215).
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g) Por la polarización política creciente
La polarización es un fenómeno creciente en el mundo y en América Latina, 
la misma que no solo posee una dimensión ideológica, sino también religiosa, 
social y cultural.

Esta polarización deteriora la convivencia y la institucionalidad, en tanto di-
vide a las sociedades en partes o facciones, cada una de las cuales tiene su 
propia visión del paıś, incompatible con la otra, lo que impide alcanzar con-
sensos polıt́icos mıńimos, llevar a cabo reformas estructurales del Estado y, en 
general, diϐiculta la gobernabilidad del paıś. Esta polarización no se limita al 
periodo electoral sino que lo precede y lo prolonga. Ello se observa en Argentina 
—entre kirshneristas y antikirshneristas—, en Bolivia —entre evistas y antievis-
tas— (Malamud y Núñez, 6 de abril de 2021, p. 4; Rodrıǵuez Pinzón, 2012), en 
el Perú —entre fujimoristas y antifujimoristas— como también en Brasil, Chile, 
entre otros. 

h) Por el crecimiento del protagonismo militar
En varias democracias se observa un incremento de la participación de los 
militares en la polıt́ica o en la conducción de cuestiones públicas que exceden 
largamente su función tradicional. Esto no solo se presentó durante la pande-
mia del COVID-19 sino que viene de antes. Por ello es posible observar cómo 
muchos militares en retiro vienen ingresando a la polıt́ica activa, cómo las 
fuerzas armadas se ocupan del orden interno (función que tradicionalmente 
compete a la policıá), cómo miembros de las fuerzas armadas en retiro y en 
actividad vienen ocupando cargos públicos (véase en nuestra región el caso 
de Brasil), cómo respaldan en el poder a mandatarios autoritarios, o cómo se 
les asigna la realización de actividades económicas para cumplir una supuesta 
función social. 

i) Por la emergencia de potencias no democráticas 
La emergencia de una potencia como China o la reemergencia de otra como 
Rusia, caracterizadas por adolecer de un régimen democrático y respetuoso 
de los derechos humanos y las libertades individuales, no solo no contribuye 
al fortalecimiento de la democracia en el mundo, sino que además envıá una 
señal errada al resto de la comunidad internacional, en el sentido que se puede 
llegar a alcanzar el rango de potencia o superpotencia con un modelo polı-́
tico autoritario, distinto al democrático representativo. Más aún, son paıśes 
que no impulsan ni impulsarán los valores y principios de la democracia ni 
los incluyen como condición de su relacionamiento con el resto de paıśes del 
mundo, presentándose como una alternativa de respaldo para las dictaduras 
actualmente vigentes, como sucede en nuestra región en los casos de Cuba, 
Nicaragua y Venezuela.
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j) Por el crecimiento de la inseguridad ciudadana
En muchos de los paıśes del mundo, incluyendo a paıśes desarrollados, se ha 
producido un incremento de los factores de inseguridad ciudadana, producto 
de la urbanización de las ciudades, del incremento de bandas criminales, de la 
aparición de grupos extremistas, entre otros, que muchas veces no pueden ser 
eϐicientemente combatidos por las fuerzas de seguridad el Estado, despresti-
giando a la democracia y dando cabida a discursos que plantean la violencia o 
el armamentismo de la población civil como fórmula de solución (IDEA Interna-
cional, 2016, p. 102). 

A lo anterior podrıámos añadir otros factores, tales como: k) la economización 
de la política, caracterizada por la prevalencia de los asuntos económicos sobre 
cualquier otra preocupación social o polıt́ica, lo que implica la supremacıá del 
cumplimiento de los planes económicos con prescindencia de lo que no sea fun-
cional o compatible con ello; l) el fraccionamiento regional, caracterizado por el 
empoderamiento de ciertas regiones y su enfrentamiento con otras, situación 
que puede extenderse al ámbito local y que puede llevar a retar la autoridad del 
Gobierno nacional o central; m) la etnización de la política, caracterizada por 
demandas y reclamos de culturas o comunidades históricamente marginadas y 
que presionan para el respeto de sus derechos, aunque en varios casos termi-
nan siendo manipuladas por otros grupos de interés que las llevan a plantear 
reclamos que muchas veces exceden lo legal y lo posible; n) la escaza presencia 
de una intelectualidad política, acompañada de una extrema ideologización de 
la mayorıá de los intelectuales, lo que alienta la polarización, el enfrentamiento 
y el estrechamiento de los espacios de diálogo y concertación; ñ) el “democra-
tismo”, sea entendido como la “dictadura de las mayorıás” o cuando un gobierno 
quiere tomar decisiones siempre que cuente, en cada caso, con el apoyo ma-
yoritario de la población (Mires, 2006). Finalmente, otro factor importante ha 
sido la falta de decisión de las autoridades para reformar y modernizar las es-
tructuras estatales a efectos de responder de mejor manera a las necesidades y 
demandas sociales (Malamud y Núñez, 28 de octubre de 2021).

3.  La presencia de la crisis de la democracia en la región
La crisis de la democracia sin duda está presente en América Latina y el Caribe. 
En 2021, según IDEA Internacional (2021b, p. 12): 

[…] la calidad de la democracia continúa deteriorándose en la región. Las de-
mocracias de Barbados, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, El Salvador, 
Guatemala y Uruguay se han erosionado. […]
La mayorı ́a de las democracias de la región están estancadas en un nivel de 
desempeño medio […] (Argentina, Barbados, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, 
Costa Rica, Ecuador, México, Panamá, Perú, República Dominicana y Trinidad 
y Tobago).
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Mientras que El Salvador, Guatemala, Jamaica y Paraguay tienen un bajo desem-
peño, siendo Uruguay el único paıś que ha logrado una caliϐicación elevada. Asi-
mismo, las autocracias (Nicaragua y Venezuela) y los regıḿenes hıb́ridos (Haitı ́
y Honduras) en la región se aϐianzaron (IDEA Internacional, 2021b, p. 12). Ob-
sérvese que en este listado no aparece Cuba, que es claramente una dictadura. 

Resultados similares los encontramos en el IƵndice de la Democracia 2021 (The 
Economist, 2022, p. 47), donde se sostiene que América Latina cayó por sexto 
año consecutivo, pasando de 6.09 en 2020 a 5.83 en 2021, lo que signiϐicó el 
mayor decrecimiento registrado en esta o cualquier otra región desde que se 
elabora el referido ıńdice. El declive se presenta en la cultura polıt́ica, en el in-
cremento de la desafección con la democracia, ası ́como del escepticismo y la to-
lerancia al autoritarismo. Se destaca en particular a los regıḿenes autoritarios 
de Cuba, Nicaragua y Venezuela pero también a los gobiernos populistas ilibe-
rales de Bolsonaro en Brasil, Manuel López Obrador en México y Nayib Bukele 
en El Salvador (The Economist, 2022, pp. 47-48). 

La misma tendencia es apreciada por Cuevas et al. (2021) quienes sostienen 
que la caıd́a sostenida de la democracia representativa en América Latina “es 
transversal en los últimos años para prácticamente todos los paıśes de la re-
gión” (p. 16).  

Si hacemos referencia a la población de la región, este serıá el mapa: 

Grá ico Nº 1

Fuente: The Economist, 2022, p. 48.
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Precisamente, la crisis de la democracia representativa en el mundo y en la 
región ha hecho que el mundo académico vuelque su atención a los regíme-
nes autocráticos. Estos son deϐinidos como sistemas que no cumplen con los 
requisitos institucionales democráticos tales como elecciones libres y justas, 
libertad de expresión, respeto a los derechos humanos, presencia y partici-
pación de partidos polıt́icos diversos, y libertad de prensa. Se distinguen las 
autocracias cerradas (que no cumplen ninguno de estos requisitos) de las au-
tocracias electorales, caracterizadas estas últimas por celebrar elecciones, pero 
solo para darle una legitimidad formal a la autocracia. Asimismo, la autocracia 
puede darse como fruto de una ruptura repentina de la democracia pero tam-
bién puede ser un proceso gradual de descomposición; ası,́ hoy en dıá, casi el 
70% de las autocracias no fueron producto de un golpe de Estado tradicio-
nal sino más bien de lıd́eres polıt́icos que llegaron al gobierno utilizando los 
cauces legales y constitucionales, para luego, ya en el poder, convertirse en 
regıḿenes autoritarios. Sin embargo, la tendencia señala que las autocracias 
graduales generalmente suelen ser más sólidas que las instantáneas (Medina 
y Carrillo, 2020, pp. 311-312 y 314). 

Sobre esto último, se discute también cuáles son los factores que permiten que 
una autocracia se mantenga estable en el tiempo, ante lo cual autores como 
Gerschewski (2013, citado por Medina y Carrillo, 2020, p. 315) sostienen que 
son tres los pilares de esta estabilidad. El primer pilar es la legitimación, que 
consiste en formar una amplia base adepta al régimen, sea a través del adoc-
trinamiento ideológico o a través de un sistema clientelar que le reporte be-
neϐicios concretos al adepto. El segundo pilar es la represión, que implica el 
uso de la fuerza o de la amenaza (fıśica, económica, etc.) contra un individuo u 
organización para obtener su apoyo o respaldo. Finalmente, el tercer pilar es 
la cooptación, que implica vincular o atraer a actores estratégicos relevantes o 
a las élites a efectos de que apoyen al régimen y no se opongan a él (Medina y 
Carrillo, 2020, pp. 315-317).

En todo caso, más allá de distinciones teóricas o conceptuales, resulta claro que 
el decrecimiento de la democracia es un fenómeno mundial y regional. En el 
caso concreto de América Latina y el Caribe son muchos los ejemplos que pue-
den ser analizados y que comprenden no solo a claras dictaduras o regıḿenes 
autoritarios, sino también a regıḿenes democráticos donde se vienen impul-
sando proyectos o adoptando medidas que apuntan directamente a un mayor 
control del poder y a la eliminación del sistema de pesos y contrapesos. 

Precisamente, en los siguientes dos capıt́ulos abordaremos algunos de estos 
casos. Nuestra intención no es agotar todo el panorama democrático de la re-
gión pero si tomar algunos ejemplos representativos y numéricamente signi-
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ϐicativos que nos permitan llegar a conclusiones sobre los rasgos comunes y 
caracterıśticas que presentan estos regıḿenes en la región y las acciones que 
se adoptaron —o que se intentan adoptar— para la concentración del poder. 
Todo ello con el propósito ϐinal de establecer los antimodelos que un Estado 
democrático no debe seguir y frente a los cuales la ciudadanıá se debe man-
tener vigilante. 





 CAPÍTULO II

 LAS DICTADURAS LATINOAMERICANAS
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1.  Cuba

1.1.  Origen del régimen
Luego de un intento fallido de levantamiento destinado a derrocar al dictador 
Fulgencio Batista en 1953 y de su posterior exilio en México, Fidel Castro retor-
na en 1956 a Cuba, para encabezar desde Sierra Maestra una revolución. Es ası ́
que en el año nuevo de 1959 logró tomar el poder, implementando una serie de 
medidas para reformar la economıá, el agro y la polıt́ica exterior, plegándose en 
plena Guerra Frıá a la Unión Soviética, pero además desarrollando un proceso 
de nacionalizaciones de numerosas empresas privadas. Muchas de estas eran 
de propiedad de accionistas estadounidenses, lo que provocó una rápida reac-
ción de EE.UU., que decretó un conjunto de sanciones contra el paıś caribeño a 
efectos de provocar su aislamiento, ası ́como el posterior rompimiento de sus 
relaciones diplomáticas (Novak y Namihas, 2017, p. 27; Gómez, 19 de febrero 
de 2015).

Desde 1959, quienes conformaron el nuevo gobierno concentraron todo el po-
der en sı ́mismos; es decir, se pasó del proyecto original nacional-popular al de 
un Estado posrevolucionario, que adoptó el sistema de poder imperante en la 
U.R.S.S., consolidando un totalitarismo que se mantuvo incólume por décadas (a 
lo largo del periodo de Fidel Castro, 1959-2006). Sin embargo, este modelo se 
institucionalizó en 1976 con la dación de la nueva Constitución cubana, elabo-
rada por un órgano ad hoc dirigido por el Estado y el partido de gobierno y que 
constituyó el sıḿbolo ϐinal del “proceso de institucionalización de la revolución 
cubana” (Chaguaceda y Viera, 2021, pp. 1-3). En otras palabras, la Constitución 
de 1976 no tuvo como natural objetivo limitar el poder para proteger a la perso-
na, sino más bien legitimar un modelo totalitario y abusivo del poder. 

En 2006, cuando Fidel Castro abandonó el poder fue reemplazado por su her-
mano Raúl, quien asumió los roles de presidente tanto del Consejo de Estado 
como del Consejo de Ministros. Siete años después, en 2013, el Gobierno cu-
bano señaló que serıá el último periodo con los castro en el poder y que se 
abrıá un proceso de elecciones para elegir a un nuevo lıd́er de la revolución. Es 
ası ́que en abril de 2018 “se eligió” a Miguel Mario Dıáz-Canel Bermúdez como 
presidente de los Consejos de Estado y de Ministros3 y, a mediados de ese año, 
se presentó ante la Asamblea Nacional una propuesta de texto constitucional 

3  En este punto es importante señalar que en la Constitución cubana no se consagra 
la reelección indeϐinida. En efecto, El artıćulo 126 de esta Constitución se dispone: “El 
Presidente de la República es elegido por la Asamblea Nacional del Poder Popular de 
entre sus diputados, por un perıódo de cinco años, […]. El presidente de la República 
puede ejercer su cargo hasta dos perıódos consecutivos, luego de lo cual no puede des-
empeñarlo nuevamente”. Sin embargo, dado el diseño de la elección presidencial y la 

 Cuba
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(Chaguaceda y Viera, 2021, pp. 4 y 6). Con la salida de Raúl Castro y de los oc-
togenarios revolucionarios que formaron parte de la cúpula del poder se pensó 
que podrıá haber un cambio en la isla; sin embargo, la decepción y frustración 
rápidamente se presentó (Alda, 25 de abril de 2021).

En esta lıńea, la Constitución cubana promulgada el 10 de abril de 2019 preten-
dió dar la imagen del nacimiento de un nuevo régimen polıt́ico en Cuba luego 
de la dictadura de los hermanos Fidel y Raúl Castro. Sin embargo, este instru-
mento —que consta de un preámbulo y 229 artıćulos— no hizo sino conϐirmar 
el carácter dictatorial del régimen a nivel constitucional (Tedesco y Rut, 2020, 
p. 218), como se pasa a detallar en el siguiente punto.

Antes de ello, serıá pertinente destacar algunas novedades de la nueva constitu-
ción. Ası,́ en primer lugar, se incorporó la expresión derechos humanos, la mis-
ma que por décadas habıá sido vetada por el gobierno de los Castro. En segun-
do lugar, se incluyeron nuevos derechos que constituciones pasadas no habıán 
consagrado, tales como el debido proceso o las garantıás judiciales. En tercer 
lugar, se instauró la ϐigura del presidente de la república, al que se le conϐirió 
competencias de jefe de Estado pero también de jefe de Gobierno, dejando de 
lado la ϐigura de un primer ministro. No obstante, se tratarıá de cambios forma-
les y retóricos en tanto el régimen seguirıá siendo autoritario (Chaguaceda y 
Viera, 2021, pp. 11-12).

1.2.  Características del régimen
1.2.1.  Inexistencia de equilibrio de poderes
Conforme a la nueva Constitución cubana de 2019, el presidente y vicepresi-
dente de la república son elegidos por la Asamblea Nacional del Poder Popular; 
el primer ministro y los demás integrantes del Consejo de Ministros son de-
signados también por la Asamblea Nacional a propuesta del presidente, con lo 
cual se aprecia que la composición del Poder Ejecutivo depende ıńtegramente 
de la voluntad del referido órgano parlamentario. No obstante, es el Partido Co-
munista de Cuba (PCC) quien domina la Asamblea Nacional (como se explicará 
más adelante) y, por tanto, es quien realiza en la práctica estas elecciones y de-
signaciones. Ası ́ocurrió con Miguel Dıáz-Canel en octubre de 2019, cuando fue 
elegido presidente por el voto casi unánime de la Asamblea Nacional (Freedom 
House, 2022).  

En efecto, aunque los 605 representantes de la asamblea son elegidos a tra-
vés de una elección popular por cinco años, los postulantes a tales cargos son 
escogidos por una comisión compuesta por el Partido Comunista Cubano. En 

existencia de partido único, la reelección indeϐinida no es necesaria para asegurar que 
siempre gane el candidato oϐicialista.
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realidad, el PCC maneja todas las comisiones que designan a candidatos de los 
distintos procesos electorales, incluyendo los municipales. Esto determina en-
tonces que el poder real radique en el PCC y el poder formal en la Asamblea 
Nacional; esta última se reúne solo dos veces al año en breves sesiones y sus 
votaciones suelen ser unánimes (Freedom House, 2022). En sıńtesis, es el PCC 
quien determina la composición de la Asamblea y, con ello, quién es presidente 
y vicepresidente, quién primer ministro y quién compone el gabinete.

En cuanto al Poder Judicial, este tampoco es independiente, pues según la Cons-
titución cubana, es la Asamblea Nacional (es decir el PCC) quien controla las 
designaciones y suspensiones de los jueces. Por esta razón, estos magistrados 
fallan generalmente en favor del gobierno y se encargan de aplicar una legis-
lación penal que tipiϐica los delitos muy vagamente, precisamente para poder 
perseguir judicialmente a los opositores polıt́icos (Freedom House, 2022). En 
Cuba no existe, por tanto, un debido proceso ni garantıás para un juicio justo; 
“en la práctica, los tribunales están subordinados al poder ejecutivo y al legisla-
tivo” (Human Rights Watch, 2022). 

En sıńtesis, en Cuba no existe el equilibrio de poderes, que es una caracterıśtica 
medular en toda democracia representativa. Por el contrario, tanto el Poder Le-
gislativo como el Poder Judicial se encuentran sometidos al Poder Ejecutivo y, 
más especıϐ́icamente, a la voluntad del partido único cubano, lo que caracteriza 
al régimen de este paıś como una dictadura.

1.2.2.  Ideología y partido únicos 
En materia de partidos polıt́icos, el Partido Comunista de Cuba (PCC) es recono-
cido constitucionalmente como “único, martiano, ϐidelista y marxista-leninista, 
vanguardia organizada de la nación cubana […] es la fuerza dirigente superior 
de la sociedad y el Estado” (artıćulos 4 y 5 de la Constitución). De este artıćulo 
se desprende, en primer lugar, que la Constitución impone un partido único, ası ́
como una ideologıá única, pero además coloca al PCC por encima de las insti-
tuciones públicas. La CIDH ya se ha manifestado al respecto señalando que “la 
disposición constitucional de un partido único no solo impide un mayor nivel de 
discusión polıt́ica que es una condición fundamental para una democracia, sino 
que además, limita los derechos de quienes no tienen la convicción polıt́ica del 
Partido Comunista” (Instituto Internacional sobre Raza, Igualdad y Derechos 
Humanos, 2021a, p. 21).

A esto se suma la cláusula de intangibilidad consagrada en el artıćulo 4 de la 
Constitución cubana, según la cual:

Los ciudadanos tienen el derecho de combatir por todos los medios, incluyendo 
la lucha armada, cuando no fuera posible otro recurso, contra cualquiera que 
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intente derribar el orden polıt́ico, social y económico establecido por esta Cons-
titución. 

De esta manera se establece el carácter irrevocable e irreformable del sistema 
polıt́ico cubano, excluyendo el pluralismo polıt́ico y violando el derecho a la li-
bre determinación de los pueblos, según el cual todo pueblo tienen derecho a 
determinar libremente su condición polıt́ica, pero también a reformar o cam-
biar en el futuro esa condición (Instituto Internacional sobre Raza, Igualdad y 
Derechos Humanos, 2021a, pp. 22-23). 

Sobre la explicación o justiϐicación que históricamente ha hecho la dictadura 
cubana sobre la existencia de un partido único, se puede citar al propio Fidel 
Castro que, en un discurso publicado por Gramma en 2021, señaló:

El pluripartidismo es el gran instrumento del imperialismo para mantener a las 
sociedades fragmentadas, divididas en mil pedazos; convierte a las sociedades 
en sociedades impotentes para resolver los problemas y defender sus intereses.
Un paıś fragmentado en diez pedazos es el paıś perfecto para dominarlo, para 
sojuzgarlo, porque no hay una voluntad de la nación, ya que la voluntad de la 
nación se divide en muchos fragmentos […].
Un paıś del Tercer Mundo no se puede dar ese lujo. 
[…]
De modo que tengo la más profunda convicción de que la existencia de un parti-
do es y debe ser en muy largo periodo histórico que nadie puede predecir hasta 
cuándo, la forma de organización polıt́ica de nuestra sociedad. (Instituto Inter-
nacional sobre Raza, Igualdad y Derechos Humanos, 2021a, p. 34)

Los argumentos esgrimidos son completamente falaces en la medida que la uni-
dad de la nación cubana no depende de un solo partido y menos de una dicta-
dura. Por el contrario, un Estado democrático es más plural e inclusivo en tanto 
no segrega a ningún ciudadano sino que más bien busca acogerlo y hacerlo par-
tıćipe de los objetivos de esa nación. Otra falacia que suele repetirse es que el 
partido único fue idea del poeta José Martı,́ fundador del PCR, sin embargo, este 
claramente señaló que “siempre es desgracia para la libertad que la libertad sea 
un partido” (Instituto Internacional sobre Raza, Igualdad y Derechos Humanos, 
2021a, pp. 38-39). 

El partido único, entonces, excluye la posibilidad de participación de otras ideo-
logıás y pensamientos, elimina el pluralismo polıt́ico y la capacidad de disentir, 
lo que es esencial en una democracia representativa. 

De todo lo anterior también se deriva que en Cuba no se permite el disenso polı-́
tico, pues en caso ello ocurra, los disidentes son vigilados, detenidos, agredidos, 
encarcelados, o en el mejor de los casos multados o sus bienes conϐiscados. Si 
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son funcionarios públicos, son despedidos y luego les es difıćil conseguir un 
trabajo. Esta labor de acoso es ejecutada por el servicio de inteligencia y los 
militares. Según el Observatorio Cubano de Derechos Humanos (2020), en 2020 
se produjeron 1.800 detenciones arbitrarias de este tipo. En buena cuenta “el 
sistema unipartidista y autoritario de Cuba excluye al pueblo de toda participa-
ción polıt́ica genuina y autónoma” (Freedom House, 2022).

1.2.3.  Inexistencia de procesos electorales democráticos
El artıćulo 36 de la Ley Nº 127 – Ley Electoral cubana de 2019 establece que 
el Consejo Electoral Nacional, que está encargado de arbitrar los distintos pro-
cesos electorales que se realizan en la isla, está compuesto de 21 miembros, es 
decir, un presidente, un vicepresidente, un secretario y 18 vocales. 

Sin embargo, los tres primeros son elegidos por la Asamblea Nacional a pro-
puesta del presidente de la república, lo que en la práctica implica que son 
designados por este último. Los otros 18 vocales también son elegidos por la 
Asamblea Nacional,  pero a propuesta del presidente del Consejo Electoral, 
quien es designado en la práctica por el presidente de la república. Lo expuesto 
permite concluir que todos los miembros del órgano electoral son en la práctica 
designados por el presidente de la república y ratiϐicados por la Asamblea bajo 
el control del partido de gobierno (Instituto Internacional sobre Raza, Igualdad 
y Derechos Humanos, 2021a, p. 25).

Por otro lado, las Comisiones de Candidatura, establecidas por la misma ley, 
son las encargadas de postular a los candidatos previamente ϐiltrados para los 
más importantes puestos de elección en el sector público. Estas, a su vez, están 
compuestas por personas provenientes de organizaciones sociales y de masas, 
que no son ONG independientes ni representan una diversidad ideológica, sino 
que más bien son organizaciones dirigidas por el PCC y de carácter vertical, 
por lo cual resultan convirtiéndose en ϐiltros ideológicos de los futuros can-
didatos (Instituto Internacional sobre Raza, Igualdad y Derechos Humanos, 
2021a, pp. 26-27).

De lo anterior se concluye que los cargos de máxima representación del paıś 
como son los de presidente, vicepresidente y secretario de la Asamblea Nacio-
nal surgen de entre los candidatos presentados por las señaladas Comisiones de 
Candidaturas, asamblea que a su vez —como ya se explicó en el primer punto 
de este capıt́ulo— decide la elección del presidente de la república y de los ma-
gistrados del Poder Judicial. 

Resulta también interesante resaltar que en el seno de la Asamblea Nacional 
las votaciones de estas candidaturas se realizan en primer lugar a mano alzada, 
y luego a través de boletas a ser llenadas en secreto. Sin embargo, lo primero 
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no solo es una clara violación al voto secreto y al pensamiento propio, sino que 
además es una manera de asegurar la ϐidelidad del voto y el compromiso de los 
diputados con el resultado querido por el PCC.

Queda claro, entonces, que en Cuba no existe una elección electoral libre, justa, 
imparcial y democrática, sino que, por el contrario, su legislación electoral ase-
gura la permanencia en el poder de un solo partido, de una sola ideologıá y de 
un solo pensamiento. 

1.2.4.  Persecución y represión de la libertad de expresión 
En relación a los medios de comunicación, la Constitución prohıb́e la propie-
dad privada de medios, con lo cual estos son propiedad del Estado. También 
restringen el acceso a información proveniente del extranjero (Human Rights 
Watch, 2022). 

La prensa independiente opera ilegalmente y sus periodistas son normal-
mente asediados, difamados (es decir, desacreditados, acusándolos de mer-
cenarios, traidores, delincuentes, pagados por la CIA, etc.), deshumanizados 
(descaliϐicación que busca explotar la homofobia, el clasismo, el racismo, etc. 
contra el opositor), sometidos a un dispositivo de vigilancia panóptico (vigi-
lancia ciudadana ejercida a través de los Comités de Defensa de la Revolución 
o simplemente a través de los vecinos que buscan quedar bien con el régimen) 
o detenidos al ser acusados por terrorismo, difusión de noticias falsas, etc. 
(Garcés, 2021, pp. 52-53). 

Al respecto, resulta importante destacar el Decreto-Ley Nº 370/2018 que pro-
hıb́e a los ciudadanos colocar sus escritos en plataformas de medios sociales y 
que difundan “información contraria al interés social”, es decir, contraria al régi-
men, lo cual ha llevado a la detención de decenas de personas. El régimen tam-
bién persigue a los artistas y ϐiguras mediáticas que se maniϐiesten en contra de 
la dictadura (Human Rights Watch, 2022a; Freedom House, 2022; Asociación 
Pro Libertad de Prensa, 2021). 

Esta represión a la disidencia por parte de la dictadura cubana ha sido especial-
mente represiva a partir de las protestas de miles de cubanos que han salido a 
las calles desde el 11 de julio de 2021, cuando se produjo la protesta más grande 
vivida en el paıś en décadas, como consecuencia de la situación económica, la 
escasez de productos básicos y por la respuesta del gobierno a la crisis del CO-
VID-19. El gobierno de Dıáz-Canel sacó a las fuerzas de seguridad para reprimir 
a los protestantes, los cuales fueron detenidos, golpeados y heridos. Aquellos 
cubanos que protestaron en redes sociales, les cortaron el servicio de Internet 
y les bloquearon el acceso a diversas plataformas virtuales. Desde ese dıá, las 
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restricciones a las libertades de expresión y de prensa se acentuaron (Freedom 
House, 13 de julio de 2021).

De acuerdo al Comité para la Protección de los Periodistas, Cuba es uno de los 
10 paıśes con mayor censura en el mundo (Tedesco y Rut, 2020, p. 234), mien-
tras que la Relatorıá Especial para la Libertad de Expresión de la CIDH (2021, 
pp. 166-174) ha dado cuenta de las amenazas, hostigamientos, humillaciones y 
persecuciones desplegadas por las autoridades cubanas contra todas aquellas 
personas que quieren ejercer su libertad de expresión o tener acceso a informa-
ción pública.

En el mismo sentido, el Observatorio Cubano de Derechos Humanos (2020) 
ha denunciado el abuso de la policıá polıt́ica (MININT) y de la policıá nacional 
(PNR) contra periodistas independientes y activistas de derechos humanos, los 
que son arrestados sin orden judicial, sus viviendas allanadas y desnudados y 
humillados, sin que hayan cometido delito alguno. Este observatorio también 
denuncia que a los periodistas y activistas se les multa indebidamente4, se les 
conϐisca sus instrumentos de trabajo, se intimida a sus familias, entre otras ac-
ciones delictivas. 

Un punto especial a resaltar es que los abusos no solo son perpetrados por la 
policıá polıt́ica (MININT) y la policıá nacional (PNR) antes señaladas, sino tam-
bién por las fuerzas militares, la seguridad del Estado o G-2, la brigada especial 
del Ministerio del Interior (boinas negras) y por las denominadas Brigadas de 
Respuesta Rápida, esto es, grupos de civiles organizados por el gobierno que 
participan de las golpizas (Human Rights Watch, 19 de octubre de 2021; Garcés, 
2021, p. 49). 

Se ha señalado que cuando los periodistas y activistas son apresados, se les im-
pide a las familias visitarlos o llevarles comida, se les suspende las llamadas y se 
les traslada a provincias lejanas para evitar todo tipo de contacto (Observatorio 
Cubano de Derechos Humanos, 2020). 

Por otra parte, el Twitter ha cobrado especial importancia para la libertad de ex-
presión para los ciudadanos en la isla. Sin embargo, luego de que, en diciembre 
de 2018, el Gobierno permitiera su uso, la avalancha de crıt́icas fue tal que este 
ha tenido que limitar su acceso colocando precios muy altos por el servicio de 
Internet, robando saldos de datos móviles, bloqueando determinados portales 
informativos, provocando suspensiones, cortes o interferencias, o hackeando a 

4  Las multas ascienden a 3.000 pesos moneda nacional que equivalen, aproximada-
mente, a 120 dólares, monto elevadıśimo para la realidad económica y social cubana 
(Chaguaceda y Viera, 2021, p. 15). 
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redes sociales de activistas, ejerciendo entonces una coerción efectiva (Relato-
rıá Especial para la Libertad de Expresión de la CIDH, 2021, p. 175; Tedesco y 
Rut, 2020, p. 234; Amnistıá Internacional, 2021, p. 168; Human Rights Watch, 
2022; Cubalex, 2021, p. 8).

Asimismo, las organizaciones de la sociedad civil que buscan expresar su pen-
samiento son también reprimidas. En efecto, las personas que participan en 
marchas pacıϐ́icas o mıt́ines polıt́icos suelen ser detenidos y en los lugares de 
detención sufren golpizas, son incomunicados y reciben amenazas (Human Ri-
ghts Watch, 2022). Este es el caso del Movimiento San Isidro que ha sido objeto 
de acoso e intimidación, y que apareció como reacción contra el Decreto Nº 349, 
el cual establece una censura previa a las producciones artıśticas (Amnistıá In-
ternacional, 2021, p. 168; Tedesco y Rut, 2020, pp. 233-234). Otro grupo es el 
de las Damas de Blanco compuesto por esposas y madres de maridos e hijos 
detenidos, muchas de las cuales también han sido detenidas, sometidas a juicios 
sumarios y luego condenadas (Tedesco y Rut, 2020, pp. 232-233; Human Rights 
Watch, 2022).

Sumado a lo anterior, tenemos la Ley Nº 88 de Protección de la Independencia 
Nacional y la Economıá de Cuba de 1999, conocida como Ley Mordaza que ϐija 
penas privativas de libertad de 8 a 20 años para quienes actúen en favor de 
EE.UU., la misma que es utilizada para criminalizar todo ejercicio de libertad de 
expresión (Tedesco y Rut, 2020, p. 229).

Lo descrito anteriormente ha llevado a la existencia en Cuba de prisioneros po-
lıt́icos, entendidos como aquellos que son perseguidos y apresados por mani-
festar su opinión contraria al régimen o mantener una ideologıá diferente. 

Las personas que maniϐiestan sus crıt́icas al régimen son sometidas a juicios su-
marios (Proceso por Atestado Directo) en tribunales municipales en los cuales 
no se cumple ninguna garantıá del debido proceso. En estos, la policıá controla 
todo el proceso y es la que indica al juez si el juzgamiento se hará por atestado 
directo y ϐija la vista oral de la causa por el juez, sin que el abogado defensor ni 
el acusado estén presentes. Ya en la vista oral, el policıá hace un informe acusa-
torio donde el ϐiscal puede o no participar, y horas antes del mismo el acusado 
recibe la citación para participar en ella sin tener acceso al expediente. El abo-
gado defensor puede ver el expediente minutos antes de la causa y, luego del in-
terrogatorio del juez, este dicta sentencia de forma directa y oral, con lo cual no 
queda evidencia de los supuestos argumentos que fundamentan la acusación 
(Prisoners Defenders, 17 de julio 2021). 

Si bien, hasta agosto de 2021, se hablaba de aproximadamente 100 presos po-
lıt́icos, varias organizaciones señalan que esta cifra es mucho mayor (Human 



La democracia latinoamericana en crisis. Antimodelos y tendencias autoritarias | 39

Rights Watch, 2022). Ası ́ por ejemplo, según Prisoners Defenders (7 de abril 
de 2022), habrıán 1.204 prisioneros polıt́icos en Cuba al 31 de marzo de 2022, 
de los cuales 736 son convictos de conciencia (presos privados de libertad 
únicamente por motivos de conciencia), 200 condenados de conciencia (los 
que sufren autos de procesamiento ϐiscal o sentencias judiciales), 88 presos 
polıt́icos (identiϐicados en prisión polıt́ica tras las rejas), entre otros. Entre 
estos prisioneros polıt́icos hay 38 menores de edad (34 niños y 4 niñas) y, 
asimismo, 131 mujeres. 

Esto último, ha sido precisamente denunciado por el Instituto Internacional so-
bre Raza, Igualdad y Derechos Humanos (2021b, pp. I y II), que en un informe 
destaca la condena de una docena de mujeres activistas por expresar opiniones 
contra el Gobierno cubano. Se señala que durante el arresto pasaron por celdas 
de castigo y se les suspendió las llamadas y visitas familiares, y que además 
cuando ellas cumplieron sus condenas les fue difıćil reasumir sus actividades 
pues siguen sujetas a detenciones arbitrarias. 

Recientemente, el 18 de marzo de 2022, la dictadura cubana condenó a 127 
jóvenes (cuya gran mayorıá no llega siquiera a los 25 años y algunos tienen 16 
o 17 años) a penas que oscilan entre los 6 y los 30 años, solo por manifestar su 
pensamiento en las calles.

Adicionalmente, se observan condiciones de hacinamiento en las cárceles; la 
población penal excede las ocho horas de trabajo pero además es sancionada 
si no logran alcanzar la productividad señalada por la autoridad penitenciaria. 
Tampoco existe mecanismo mediante el cual se puedan plantear reclamaciones 
y aquellos que protestan o hacen huelgas de hambre sufren de golpizas o son 
conϐinados a celdas de aislamiento por extensos periodos, denegándoseles la 
atención médica (Human Rights Watch, 2022).

Incluso, a nivel amical, los cubanos suelen cuidarse de emitir opiniones sensi-
bles, debido a la presencia de los Comités para la Defensa de la Revolución que 
operan a nivel de barrios para ϐiscalizar y reprimir el disenso. 

1.2.5.  Restricciones a las libertades de asociación y circulación
La libertad de asociación está también restringida en Cuba pues, conforme a la 
Ley de Asociaciones de 1985, para inscribir una nueva organización, esta debe 
contar con la supervisión del Estado. A ello se suma que varias organizaciones 
de la sociedad civil son objeto de represión, sus integrantes sufren detenciones 
breves, y son impedidos de viajar al exterior u obligados a exiliarse (Freedom 
House, 2022). Lo mismo sucede con los sindicatos independientes, que en la 
práctica no existen (solo existe la Central de Trabajadores de Cuba, contro-
lada por el Gobierno), a lo que debe añadirse que los trabajadores cubanos 
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no gozan del derecho de huelga ni a la negociación colectiva (Human Rights 
Watch, 2022).

En materia de libertad de circulación (dentro y fuera del paıś) hay también res-
tricciones. Por ejemplo, para mudarse a La Habana los ciudadanos requieren 
de autorización (Decreto Nº 217/1997). Por otro lado, para obtener pasaporte 
los cubanos tienen que pagar muy altos aranceles y cuando algún cubano que 
sale al exterior deserta, no puede regresar por un periodo de ocho años. Si bien 
en 2013 se derogó la visa de salida, en la práctica el cubano que esté siendo 
“regulado” no puede viajar al exterior; se estima que, en 2020, los regulados su-
peraron las 200 personas (Freedom House, 2022; Human Rights Watch, 2022). 

Es importante precisar en este punto, que los “regulados” no poseen un estatus 
que tenga base legal o constitucional, o se ampare en alguna decisión judicial. 
Comenzó a aplicarse de facto desde 2016, cuando algunos disidentes pasaban 
por la ventanilla de inmigración y se les señalaba verbalmente que no podıán 
salir al exterior por “estar regulados”. No se explican las causas de esa regula-
ción ni las justiϐicaciones del impedimento de salida, como tampoco su dura-
ción; se trata de una decisión arbitraria y claramente violatoria de los derechos 
humanos que es impartida por una autoridad migratoria, que no le otorga al 
“regulado” documento alguno. Las personas reguladas se encuentran entonces 
en un limbo legal, no sabiendo a que autoridad acudir para reclamar y defender 
sus derechos (Tedesco y Rut, 2020, pp. 227-228; Garcés, 2021, pp. 50-51).

1.2.6.  Derechos humanos pauperizados
Si bien la nueva Constitución cubana de 2019 consagra los derechos humanos, 
también contiene una serie de disposiciones que mediatizan o eliminan estos 
derechos. En este sentido, Prisoners Defenders (29 de abril de 2021) remitió a 
la Unión Europea un dictamen en el que sostenıá que la referida Constitución no 
solo blinda a la dictadura cubana sino que consagra la violación de la libertad 
de pensamiento, no ampara la separación de poderes y más bien consagra la 
vulneración de todos los supuestos derechos recogidos en la Carta Magna. Pero 
eso no es todo. 

Desde la aprobación del texto constitucional hasta el 10 de abril de 2021, 
Prisoners Defenders (29 de abril de 2021) sostiene que el Gobierno cubano 
ha dictado cerca de dos mil disposiciones que no están dedicadas a estable-
cer mecanismos de implementación o aseguramiento de los derechos de las 
personas en la isla. Más bien, sı ́ se han promulgado leyes que reprimen estos 
derechos tales como el Decreto Ley Nº 370 (contrario al legıt́imo ejercicio de 
la libre expresión), la Ley Nº 128/2019 (que consagra todo un sistema de san-
ciones por lo que el gobierno llegue a considerar como un uso indebido de los 
sıḿbolos patrios), el Decreto Ley Nº 389 (relativo a la vigilancia electrónica y 
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formas de indagación poco transparentes, sin autorización o proceso judicial), 
la Resolución Nº 80 del Ministerio de Comunicaciones (que supedita al sub-
jetivo concepto de interés nacional la cantidad de información que se puede 
recibir por Internet), el Decreto Ley Nº 373 (que crea un comité con el objetivo 
de excluir a creadores audiovisuales contrarios al régimen), el Decreto Ley Nº 
16 (que, como se verá más adelante, posibilita el abuso y violación de derechos 
de los trabajadores que sirven en el exterior), el Decreto Ley Nº 13 y el Decreto 
Presidencial Nº 208 (los cuales establecen todo un sistema de control sobre 
los profesionales, administrativos y técnicos que trabajan en el Estado), entre 
otras normas restrictivas.

Adicionalmente a las violaciones a la libertad de expresión, la libertad de aso-
ciación y la libertad de circulación desarrolladas en los dos puntos anteriores, 
otro ámbito de permanente infracción por parte de la dictadura cubana es el 
tema de la libertad religiosa. En efecto, en las últimas seis décadas, se atribuye 
al Partido Comunista de Cuba y a la Oϐicina de Atención de Asuntos Religiosos 
(ORA) permanentes violaciones y represión a todas las confesiones religiosas, 
desde la Iglesia Católica Romana (a la que pertenece el 35% de la población) 
hasta las iglesias  protestantes y evangélicas, entre otras confesiones menores5. 
Ası,́ son constantes las denuncias de acoso contra comunicadores y medios de 
inspiración religiosa, el encarcelamiento de algunos de sus integrantes e incluso 
de laicos comprometidos prominentes, detenciones domiciliarias y secuestros 
de ϐieles para impedirles asistir a misa, el impedimento de salida del paıś de 
lıd́eres y máximos representantes de confesiones religiosas, la cancelación de 
celebraciones religiosas, la profanación de parroquias e iglesias, entre otras ac-
ciones claramente violatorias de la libertad religiosa (Instituto Patmos, 2020, 
pp. 7-8, 11-12). 

De otro lado, la Ley de Asociaciones cubana demanda que las organizaciones 
religiosas soliciten su registro en la Oϐicina de Atención de Asuntos Religiosos 
(ORA) que pertenece al Ministerio de Justicia, pero las decisiones de registro 
suelen ser arbitrarias y discriminatorias. Los grupos religiosos no registrados, 
por su parte, se encuentran en particular peligro dado que la legislación cubana 
considera como delito ser parte de uno de estos. Finalmente, todas las activida-
des desarrolladas por las organizaciones religiosas que no sean los servicios de 
culto, requieren de la autorización de la ORA (The U.S. Commission on Interna-
tional Religious Freedom, 2021, p. 62).

5  Testigos de Jehová, Bautistas Bereanos, Yorubas Libres de Cuba, Asociación Cubana 
para la Divulgación del Islam, Comunidad de Judıós Sefarditas BNEI Anusim, FE Abun-
dante Internacional, Congregaciones de Judıós Mesiánicos, además de redes nacionales 
religiosas (Instituto Patmos, 2020). 
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Otro amplio campo de violaciones a los derechos humanos por parte de la dicta-
dura cubana se presenta con los trabajadores que participan en las denomina-
das Misiones de Internacionalización. Se trata de 50 mil a 100 mil trabajadores 
cubanos que son enviados al exterior mediante acuerdos celebrados con 100 
Estados, para brindar diversos servicios en el campo de la medicina, el deporte, 
la ingenierıá, el arte, atención en cruceros, entre otros. 

En un informe donde se recogieron testimonios de 1.111 vıćtimas, se registra-
ron los abusos a los que estos trabajadores fueron sometidos por parte del go-
bierno cubano. Ası,́ el 80% del salario base de estos trabajadores es retenido 
por el Estado cubano, los trabajadores son coaccionados para abandonar a sus 
familias durante años y sus condiciones laborales suelen implicar violaciones 
a sus derechos humanos. El propio Código Penal cubano, en su artıćulo 135, 
obliga a estos trabajadores a volver a Cuba bajo pena de sufrir 8 años de prisión 
o de ser declarados traidores a la patria; además, están impedidos de salir de 
la isla, no pueden tener el mismo pasaporte que cualquier ciudadano para mi-
grar libremente, no pueden dejar la profesión y emigrar hasta en un periodo de 
5 años tras su solicitud, no se les exhibe el contrato de trabajo y, por ende, no 
conocen las condiciones en que se desarrollará el mismo, y no se les informa 
oportunamente su destino ϐinal. El 75% de los entrevistados sostienen que no 
se ofrecieron voluntariamente para realizar el trabajo y otro porcentaje sostuvo 
que debieron de aceptar para pagar sus deudas con el Estado (Prisoners Defen-
ders y CADAL, 2022, pp. 3, 6, 8 y 9; Garcés, 2021, p. 51). 

Por otro lado, con relación a los trabajadores de la salud que Cuba envıá al ex-
tranjero, estos son sometidos a condiciones de abuso, no solo en cuanto a la 
modalidad de remuneración que reciben sino también por las restricciones a su 
libertad y derecho de expresión (Human Rights Watch, 2022).

Los hechos antes descritos implican la violación de múltiples instrumentos in-
ternacionales de derechos humanos tales como: la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Polıt́icos, el 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la Conven-
ción Internacional sobre la Protección de los Derechos de todos los Trabajado-
res Migratorios y de sus Familiares, la Convención de los Derechos del Niño, el 
Convenio sobre el Trabajo Forzoso, la Convención Suplementaria sobre la Abo-
lición de la Esclavitud de 1956, el Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancio-
nar la Trata de Personas y el Estatuto de Roma (Prisoners Defenders y CADAL, 
2022, pp. 8 y 10).

También debe resaltarse el grave problema que existe en Cuba en materia de 
trata de personas y los pocos esfuerzos que su gobierno viene realizando para 
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combatir este delito que infringe numerosos derechos humanos. Ası,́ según Ofϐi-
ce to Monitor and Combat Trafϐicking in Persons (2021), “Cuba no cumple a ca-
balidad con los estándares mıńimos para la eliminación de la trata y no está rea-
lizando esfuerzos signiϐicativos para lograrlo”, por lo cual el gobierno de EE.UU. 
mantiene a Cuba en el Nivel 3 de su caliϐicación respecto de paıśes que cuentan 
con este fenómeno delictivo. 

Asimismo, si bien la Constitución de 2019 prohıb́e la discriminación de cual-
quier tipo, hay señalamientos de que la policıá cubana se niega a menudo a 
investigar ataques contra personas LGTBI, pero también de que personas de 
educación universitaria han sido despedidas del trabajo o excluidas por su 
orientación sexual o identidad de género (Human Rights Watch, 2022).

Por último, las escuelas y universidades privadas están prohibidas; en la edu-
cación pública, la libertad académica está restringida y el material de lectura 
suele tener un alto contenido ideológico. “Los estudiantes universitarios son 
expulsados por conductas disidentes y los profesores deben pedir autorización 
para viajar a conferencias académicas” (Freedom House, 2022). 

En resumen, los derechos humanos en Cuba están pauperizados más allá del 
texto constitucional y de la retórica. 

1.2.7.  Profunda crisis económica
En materia económica, el Estado cubano tiene el monopolio de las grandes em-
presas y del comercio, lo que se traduce en una altıśima corrupción por la falta 
de polıt́icas de transparencia, mecanismos de control y de rendición de cuentas, 
como se verá en el último punto de este capıt́ulo. 

Las Fuerzas Armadas Revolucionarias (FAR) administran la economı ́a cuba-
na, gestionando el turismo, el mercado interno de divisas (casas de cambio), 
el transporte aéreo, la minerı ́a, las exportaciones de tabaco, la biomedicina, 
entre muchas otras actividades económicas. Se calcula que las FAR controlan 
cerca de 900 empresas. El Grupo de Administración Empresarial S.A. (GAE-
SA) controla entre el 50% y el 80% de la recaudación empresarial. Este rol 
económico desarrollado por las FAR ha llevado a un proceso de desmilita-
rización de las fuerzas, dado que este no es ya su rol primordial (Tedesco y 
Rut, 2020, p. 226).

Una de las pocas excepciones del modelo económico estalinista cubano es el 
de los trabajadores por cuenta propia, que si bien no pueden ser asimilados a 
los conceptos de libre iniciativa o empresa privada de un modelo económico 
de libre mercado, es uno de los pocos sectores económicos eϐicientes y dinámi-
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cos en Cuba, no obstante el contexto polıt́ico y económico adverso6. Ası,́ desde 
sus inicios en 2010 hasta 2020, este sector ha crecido en 59%, empleando al 
30% de la fuerza de trabajo de la isla y aportando el 13% del presupuesto 
del Estado a través del pago de sus tributos. Se trata de un sector que labora 
principalmente en la elaboración y venta de alimentos, servicios de transpor-
te y telecomunicaciones, arrendamiento de bienes, entre otros. La naturale-
za emprendedora de este sector privado no solo ha puesto en evidencia la 
ineϐiciencia del modelo económico cubano sino que incluso “constituye una 
plataforma contracultural para la reϐlexión cıv́ica” (Observatorio Cubano de 
Derechos Humanos, 2021, pp. 3-4, 7 y 15). 

En cuanto al resultado económico del modelo cubano se puede concluir fácil-
mente que este ha sido desastroso. En primer lugar, podemos señalar que el 
peso de los sectores primario y secundario en la estructura del PBI ha caıd́o 
sostenidamente, pasando del 10% en 1990 al 4% a ϐines de 2019. La industria 
manufacturera también ha sufrido un retraimiento del 33% al 13,5% en el mis-
mo periodo, todo lo cual implica también una disminución en la capacidad de 
creación del empleo (Marquetti Nodarse, 2021, p. 198).

El mal manejo económico también ha generado la necesidad de importar la de-
manda doméstica de alimentos. Solo en el periodo 2017-2018 hubo que impor-
tar el 100% de las grasas comestibles, el 83,7% de la carne de pollo, el 67,5% 
del maıź, el 63,6% del arroz, el 52% de los granos, el 47,2% de la leche en polvo 
y el 27,8% del pescado (Marquetti Nodarse, 2021, p. 208).

Para hablar sobre la historia reciente, desde el segundo semestre de 2019, Cuba 
sufre una contracción económica, la misma que se agravó con la pandemia y que 
determinó que en 2020 la economıá cubana disminuyera en 10,9%. A su vez, la 
inϐlación fue de 18,5% mientras que el déϐicit ϐiscal se incrementó notablemen-
te, pasando de un 6,2% en 2019 a 17,7% del PBI en 2020 (Comisión Económica 
para América Latina y el Caribe –CEPAL, 2021, p. 1). 

La disminución de los indicadores económicos ha determinado también que 
Cuba encabece la lista de paıśes del IƵndice Mundial de Miseria 2021, seguido 
por Venezuela (Becerra, 5 de abril de 2022), como se aprecia en el siguiente 
cuadro.

6  Ası,́ por ejemplo, no se permite a profesionales universitarios y técnicos de nivel me-
dio incorporarse a este sector, se les prohıb́e la libre sindicalización, se les priva del 
derecho de participar en la elaboración y aprobación de polıt́icas públicas que les con-
ciernen, muchos de ellos son extorsionados por inspectores para actos de corrupción, 
etc. (Observatorio Cubano de Derechos Humanos, 2021, pp. 13-14).
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Cuadro Nº 1
Países con mayor nivel de miseria 2021

Fuente: IƵndice Anual de Miseria de Hanke, 
citado por Becerra, 5 de abril de 2022. 

En materia de ϐinanciamiento, Sánchez (2020) nos describe la situación: 

La economıá cubana sigue contando con altos niveles de descapitalización, con 
el coeϐiciente de formación bruta de capital más bajo de la región y con una crı-́
tica situación de sus ϐinanzas externas: se agudizan los problemas de balanza de 
pagos (aumenta el déϐicit de las balanzas de bienes y de ingresos primarios y se 
reduce el superávit en la de servicios); el costo del servicio de la deuda es alto 
y otra vez se acumulan atrasos en los pagos; aumenta la deuda de corto plazo 
y; las reservas internacionales no son suϐicientes para compensar los desequi-
librios. (p. 1)

Adicionalmente, los ingresos del Estado cubano cayeron en 2020 en 20%, lo 
que ha disminuido el desembolso público en las áreas de seguridad social, edu-
cación, salud pública, etc. Asimismo, el comercio exterior se vio fuertemente 
afectado por el bloqueo económico, comercial y ϐinanciero impuesto por EE.UU. 
(que según el gobierno cubano ocasionó daños por 5.000 millones de dólares en 
pérdidas), pero también por la caıd́a del comercio mundial. Ello explica el des-
censo en la exportación de productos farmacéuticos, bebidas, azúcar, tabaco, 
zinc, entre otros, ası ́como de los servicios, en particular los vinculados a la sa-
lud humana y a las actividades turıśticas (esta última cayó en 2020 en 74,6%). 
Esta situación no mejoró en 2021 (CEPAL, 2021, pp. 2 y 4; CEPAL, 2020, p. 1).
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De igual forma, el ıńdice de precios nos indica que estos se incrementaron en 
18% en 2020 y en 62% solo en los primeros ocho meses de 2021 (Torres, 2021, 
p. 4). Adicionalmente, este incremento tampoco se tradujo en la mejora de la 
calidad de los productos (Acosta González, 2021). Esta tendencia al alza con-
tinuó en 2022 no solo por la crisis provocada por la guerra de Rusia contra 
Ucrania, sino también por los signiϐicativos recortes efectuados por la dictadura 
cubana a los productos subsidiados, por el “descenso en la calidad de los servi-
cios de protección y de los recursos que se transϐieren por la vıá social (salud, 
educación y asistencia social), ası ́como por la disminución del gasto social” del 
Gobierno (Acosta González, 2021). 

Por último, según la Organización Internacional del Trabajo, solo el 55% de los 
ciudadanos en edad laboral forma parte de la población económicamente activa 
(Torres, 2021, p. 2), lo cual indica que una gran cantidad de cubanos y cubanas 
en edad de trabajar se encuentran desocupados, es decir, fuera del mercado la-
boral. 

1.2.8.  Aguda crisis social
Cuba es el único paıś del continente americano que no publica el ıńdice de 
pobreza como tampoco el ıńdice de desigualdad. De igual forma, las pocas 
cifras que publica se encuentran manipuladas lo que genera una distorsión de 
su realidad. 

Esto último, queda claramente demostrado en el IƵndice de Desarrollo Humano 
de Naciones Unidas de 20197 donde Cuba se ubicaba en el puesto 73 de 193 
paıśes, cuando en realidad era el último de los 193 por ingreso promedio anual 
per cápita. Como lo explica Azor (6 de noviembre de 2020):

El IƵndice de Desarrollo Humano, en el indicador de ingreso per cápita anual pro-
medio, no se corresponde a la realidad de este indicador en el paıś pues el Go-
bierno cubano lo informa en dólares, y la distorsión cambiaria y monetaria en 
Cuba, lo reduce 25 veces para los consumidores. El ajuste de dólar a peso cubano 
harıá descender el ıńdice de desarrollo humano para Cuba, del puesto 63 a los 
últimos lugares entre los paıśes del  mundo. 

En materia de salud, los hospitales presentan un pésimo nivel de infraestruc-
tura, donde no hay personal médico —pues la mayorıá cumple servicios fuera 
del paıś—, insumos médicos, ni medios para transportar a los enfermos (Azor, 
6 de noviembre de 2020). En efecto, en un trabajo realizado por el Observatorio 
de Derechos Sociales de Cuba, más del 40% de aquellos que requirieron alguna 

7  Más aún, las cifras de Cuba no aparecen en el Informe Regional de Desarrollo Humano 
2021 del PNUD, donde solo se cita a dicho paıś para temas de impuestos o protestas 
ciudadanas. 
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medicina no la obtuvieron, mientras que casi el 80% aseguró no tener acceso a 
mecanismos de asistencia social (Tedesco y Rut, 2020, p. 236). 

En materia de vivienda, el propio Estado cubano reconoce que el 40% de las 
existentes necesita de reparaciones importantes y más de un millón de per-
sonas carece de ella. Por lo demás, el levantamiento del catastro nacional que 
se viene elaborando desde 2014 no ha concluido, lo que lleva a establecer que 
las cifras oϐiciales no se condicen con la realidad que debe ser aún más crıt́ica 
(Azor, 6 de noviembre de 2020).

En cuanto al agua potable, esta no alcanza los estándares internacionales. Asi-
mismo, ni el 15% de la población cubana tiene acceso al agua durante todo el 
dıá, mientras que más del 85% puede acceder a este servicio de forma inter-
mitente y bajo diferentes modalidades. Finalmente, solo el 16% de los cubanos 
“tiene acceso fácil al agua” (Azor, 6 de noviembre de 2020). Una situación simi-
lar ocurre con el suministro eléctrico pues el 80% de la población no lo tiene 
continuo (Tedesco y Rut, 2020, p. 236).

En materia de salarios, habrıá que empezar señalando que, al mes, el mıńimo es 
de 16 dólares, esto es, el segundo de la región después de Venezuela (3 dólares). 
Si bien con la reforma salarial de 2019, algunos funcionarios cubanos aumenta-
ron sus salarios, otros trabajadores lo vieron descender por el costo creciente 
de la canasta básica familiar. Incluso, para algunos especialistas, el salario real 
al 2019 solo representaba el 46% del salario real de 1989 (Azor, 6 de noviembre 
de 2020). 

Asimismo, de acuerdo al Observatorio de Derechos Sociales de Cuba, el 55,4% 
de los hogares recibe menos de 100 dólares al mes (Tedesco y Rut, 2020, p. 
236). De lo anterior se deriva que —salvo el personal que trabaja para el Estado 
o está conectado con el partido de Gobierno, o labora en el ámbito turıśtico o 
para empresas extranjeras—, este sector de la población cubana no tiene ingre-
sos suϐicientes para poder vivir dignamente. 

En este punto resulta importante resaltar que el Estado cubano emplea a más 
del 70% de los trabajadores, mientras que el resto son trabajadores indepen-
dientes o empresarios privados, aunque este último sector se encuentra muy 
limitado (The Heritage Foundation, 2022, p. 163).

En relación a los jubilados y pensionados, estos 

[…] se encuentran entre los grupos más pobres en la población; para subsistir 
deben recibir remesas, ayuda de familiares o trabajar como informales. Debido 
a la uniϐicación monetaria en 2021, tanto los salarios como las pensiones fueron 
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aumentados, pero la enorme inϐlación excedió a esos incrementos”. (Mesa Lago, 
5 de agosto de 2021)

Si bien no existen cifras oϐiciales sobre la pobreza, todo 

[…] indica que debe haber aumentado sustancialmente, por lo cual la asistencia 
social para proteger a la población vulnerable debió expandirse, pero en la reali-
dad disminuyó entre 2005 y 2019 de 5,3 a 1,5 beneϐiciarios por 1.000 habitantes 
y de 2,3% a 0,4% del PIB. (Mesa Lago, 5 de agosto de 2021)

Adicionalmente, hay una reducción en el número de escuelas a todo nivel, ası ́
como de entidades dedicadas a la protección de los adultos mayores, meno-
res de edad y personas discapacitadas. En el ámbito rural, hay una mayor con-
centración de personas sin nivel escolar terminado o solo con nivel primario; 
además, solo el 5% de esa población alcanza un nivel superior de educación 
(Hidalgo López-Chávez, 2021, p. 3). 

Por último, en cuanto al nivel de alimentación de la población se señala que:

[…] la caı ́da en la producción agrı ́cola, ganadera y pesquera, combinada con la 
reducción de la importación de alimentos por la escasez de divisas, ha provo-
cado una aguda escasez de comida. El racionamiento, que antes aseguraba una 
magra cuota alimenticia a los cubanos, se ha reducido gradualmente. Los ali-
mentos “por la libreta” ahora se venden por la libre a precios cuatro o cinco 
veces del precio racionado. Las tiendas estatales que venden en divisas cargan 
una ganancia de 240%, pero debido a la crisis y la reducción de su importación 
cada vez hay menos alimentos en los estantes. Es imposible comprar alimentos 
y medicinas con CUP. Artı ́culos tı ́picos de la dieta cubana como arroz, frijoles 
y cerdo no se encuentran o cuestan mucho. Como el suministro oϐicial se ha 
deteriorado, el mercado negro se ha expandido, y también sus precios. La libra 
de pollo importado de los Estados Unidos o Brasil al costo de un dólar se vende 
a siete veces ese precio; el precio de una botella de aceite de cocinar se ha mul-
tiplicado cuatro veces, un paquete de perros calientes tres veces y la leche en 
polvo, que solo se vendı ́a a los niños y los ancianos, 120 veces (Mesa Lago, 5 de 
agosto de 2021).

Lo anterior evidencia que la situación de los indicadores sociales en Cuba es 
diametralmente diferente a la que el gobierno siempre ha difundido, aprove-
chándose de la falta de información oϐicial o distorsionando la realidad. 

1.2.9.  Altísima tasa de migración 
Desde que triunfó la Revolución cubana y se impuso la dictadura castrista, se 
produjeron olas masivas de migrantes que huıán de la represión en ese paıś y 
buscaban oportunidades y libertades en otras tierras.
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Se señala que desde 1880 a 1899, ya Cuba era el primer emisor de emigrantes 
de toda la región hacia EE.UU. De 1920 a 1959 fue el segundo emisor después 
de México y, luego del triunfo de la revolución y del establecimiento del régi-
men castrista hasta 2019, la cifra superó el millón y medio de habitantes, cifra 
equivalente al 67% de la emigración de toda América Central y del 48% de la 
emigración de toda América del Sur en esos años (Lamrani, 2021, pp. 24-25). 
Similares cifras son señaladas por Nodarse y Oliver (25 de marzo de 2022), 
cuando aϐirman que, tras la revolución cubana de 1959, en la isla se produjo el 
mayor ϐlujo migratorio de la historia de un paıś caribeño, el mismo que continúa 
hasta la fecha. 

La migración cubana hacia EE.UU. se vio favorecida por tres sucesos. El primero 
de ellos fue la salida de los denominados “marielitos” en 1980, que provocó la 
salida de aproximadamente 125 mil cubanos, cuando la isla abrió sus puertos 
a los barcos estadounidenses para evacuar a quien quisiera salir. El segundo 
fue el establecimiento, en 1995, de la denominada polıt́ica estadounidense de 
los “pies secos, pies mojados”, según la cual los cubanos que lograran llegar a 
territorio de EE.UU. permanecerıán legalmente en ese paıś. El tercer suceso fue 
la Ley de Ajuste Cubano que incrementó las deportaciones de ciudadanos de 
dicho paıś hacia la gran potencia (Blizzard y Batalova, 11 de junio de 2020). 

Sin embargo, más allá de estos tres sucesos que suelen ser citados por la doc-
trina, lo cierto es que ha habido otros. Ası ́tenemos la denominada crisis de los 
balseros cubanos en 1994, en la cual cerca de 31 mil cubanos arribaron a EE.UU. 
por mar (Salomon, 21 de abril de 2022). Más recientemente, en 2015, también 
se produjo un alto ϐlujo migratorio de cubanos hacia EE.UU. cuando se normali-
zaron las relaciones diplomáticas, calculándose que, solo en los primeros nueve 
meses, cerca de 27.000 cubanos ingresaron a la potencia del norte (Sánchez y 
Justiniani, 2021). Posteriormente, en octubre de 2021 explotó otra ola migra-
toria y en 2022, se calcula que 150.000 cubanos ingresaron por tierra a EE.UU., 
el mayor número en cuatro décadas, debido a que Nicaragua eliminó la visa 
para los cubanos, facilitando con ello su acceso a través de México (Abi-Habib y 
Sullivan, 3 de mayo de 2022). Esta acción de Nicaragua ha provocado, en efecto, 
que en los tres primeros meses de 2022 arriben a la frontera estadounidense 
47.431 cubanos, cifra que por sı ́sola es superior a todos los cubanos que arri-
baron en 2021 (Brismat, 30 de marzo de 2022); asimismo, en los primeros seis 
meses de 2022 la patrulla fronteriza estadounidense ha parado 79.800 veces 
a cubanos que han querido ingresar a EE.UU., cifra que representa el doble de 
2021 y cinco veces la cifra de 2020 (Salomon, 21 de abril de 2022). 

El crecimiento de este ϐlujo migratorio cubano también se ha extendido a paıśes 
de la región alejados geográϐicamente de la isla. Este es el caso, por ejemplo, de 
Uruguay, donde la cifra de migrantes cubanos viene creciendo año a año. Ası,́ en 
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2017 Uruguay recibió a 4.577 migrantes cubanos, en 2018 a 12.648, en 2019 
llegaron 20 mil y, tras el cierre por la pandemia, la migración ha sido retomada 
en 2022, cuando arribaron 1.454 cubanos en solo los primeros dos meses del 
año (Cibercuba, 2 de abril de 2022). 

Este ϐlujo migratorio se ha mantenido por diversas razones como son: la pro-
fundización de la crisis económica en las últimas tres décadas, el desabasteci-
miento de alimentos, medicinas y combustibles, el fortalecimiento del embargo 
estadounidense, ası ́como también por la pandemia del COVID-19. Esto deter-
mina que el 78% del total de migrantes cubanos en el exterior se encuentre en 
EE.UU. (Sánchez y Justiniani, 2021).

En los últimos años esta migración se ha caracterizado por estar compuesta 
por gente muy joven; ası,́ según una encuesta realizada en 2018, el 75% de los 
cubanos que residen temporalmente en el exterior y el 88% de quienes lo hacen 
de manera permanente tienen entre 15 y 49 años (Sistema Económico Latinoa-
mericano y del Caribe – SELA, 7 de marzo de 2022). En el mismo sentido, el 
Cuba Study Group sostiene que el grueso de los migrantes cubanos hoy en dıá 
son mujeres y personas de entre 20 y 40 años de edad (Nodarse y Oliver, 25 de 
marzo de 2022).

La selectividad de la migración antes indicada (rejuvenecimiento y feminiza-
ción de la migración) viene trayendo como consecuencia bajos niveles de fecun-
didad y un envejecimiento de la población cubana, proceso que continuará en 
los próximos años y que se calcula llegará a representar al 30% de la población 
total. Una prueba de esto es que los hogares unipersonales de ancianos se incre-
mentaron de 12,6% en 2012 a 17,4% en 2019, tendencia que sigue al alza. Esto 
a su vez llevará a una reducción de la población económicamente activa, una 
disminución de los cuidadores familiares o institucionales y a un incremento en 
el gasto de seguridad social y de salud por parte del Estado, todo lo cual impac-
tará enormemente en la economıá cubana (Portelles, 2021; Nodarse y Oliver, 25 
de marzo de 2022). De igual forma, se señala que las afectaciones de la migra-
ción cubana alcanzarán a la fuerza laboral del paıś que se ocupa de las labores 
agrıćolas, especıϐ́icamente en los campos de caña para la industria azucarera, lo 
que puede signiϐicar un duro golpe para la economıá de la isla (Everleny, 18 de 
abril de 2022).

1.2.10.  Altísimo nivel de corrupción
El régimen cubano muestra evidencias de muy altos niveles de corrupción pro-
ducto de diversos factores. 

El primero de ellos es que, como ya lo señalamos, el Estado tiene el monopolio 
de las grandes empresas y del comercio, con lo cual todos los recursos están en 
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manos de miembros del partido de gobierno (que además es partido único). El 
segundo factor es la falta de polıt́icas de transparencia, mecanismos de control 
y rendición de cuentas, con lo cual las asignaciones de obras públicas o de con-
tratos con el Estado son abiertamente discrecionales, arbitrarias y corruptas. 
El tercer factor es la ausencia de una prensa independiente que pueda ejercer 
el escrutinio sobre la conducta de los servidores públicos (López, 2021; Back, 
2020, p. 1; Camacho, 2022). 

Como señala Morales (27 de octubre de 2021), en Cuba “un mismo grupo deci-
de e implementa la polıt́ica, controla la economıá, las ϐinanzas, los órganos de 
represión e imparte justicia para tapar sus crıḿenes”.  

En este punto es menester resaltar al más grande oligopolio de negocios en 
la isla, el Grupo de Administración Empresarial S.A. –GAESA, el cual está ads-
crito al Ministerio de las Fuerzas Armadas Revolucionarias –MINFAR, y cuyo 
presidente ejecutivo fue, hasta mediados de 2022, el general de brigada Luis 
Alberto Rodrıǵuez López-Calleja. Este grupo maneja monopólicamente una se-
rie de actividades económicas como el turismo, la producción agropecuaria, la 
venta de divisas, la exportación e importación de productos, el control de las 
aduanas y los puertos, la construcción de hoteles, la administración del Ban-
co Financiero Internacional, y el manejo de empresas de telecomunicaciones, 
agencias de alquiler de autos y servicios hoteleros, supermercados, estudios 
fotográϐicos, red de cafeterıás, estaciones de combustibles, etc.; todo lo cual 
permitirıá a la cúpula militar y polıt́ica del régimen cubano enriquecerse ilı-́
citamente. Para ello actúan silenciosamente y con total falta de transparencia, 
pues la mayorıá de cubanos no sabe siquiera que existe, los medios oϐiciales 
jamás la mencionan y no hay información oϐicial sobre sus actividades e ingre-
sos (Vila, 21 de julio de 2021).

Para algunos autores, la gran corrupción se inició con la ola de expropiaciones 
decretada por el Gobierno cubano entre 1959 y 1968, cuando se nacionalizaron 
grandes y pequeñas empresas, pero también 50 mil pequeños establecimientos 
de producción, que nunca pasaron al pueblo (como se proclamó en el discurso), 
sino a manos de “funcionarios, jefes y administradores por criterios de ideolo-
gıá y ϐidelidad polıt́ica” (Castellanos, 15 de mayo de 2020). 

Posteriormente, la corrupción se multiplicó a casi todos los ámbitos de la activi-
dad pública y de la economıá, implicando no solo a funcionarios y autoridades 
civiles y militares, sino también a los simples trabajadores. 

En los establecimientos estatales, por ejemplo, dedicados a la venta de bienes 
para la población, diversos estudios de campo realizados por sectores de la so-
ciedad civil han encontrado violaciones de precios y alteraciones de los produc-
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tos, como por ejemplo la realizada entre el 1 y 15 de octubre de 2006 por la en-
tidad Juventud Rebelde, que realizó 222.656 inspecciones, encontrando que el 
52% de los centros examinados llevaron adelante estas violaciones y alteracio-
nes, cifra que se incrementó al 68% en el caso de los mercados agropecuarios 
(Castellanos, 15 de mayo de 2020). Este aprovechamiento de los funcionarios 
cubanos a cargo de la distribución de bienes para la población, profundiza las 
diferencias sociales. A esto se suman las coimas que se entregan a los distribui-
dores de alimentos por parte del Estado para que den aviso del instante cuando 
se produce la llegada de estos bienes, a efectos de obtenerlos para consumo 
propio o para la reventa. Situación que se repite con los servicios médicos a 
efectos de evitar demoras y lograr una atención más rápida. Entonces, el propio 
sistema propicia la corrupción, y a su vez esta sirve a la causa del régimen, pues 
“lo lubrica y facilita su supervivencia” (Garcés, 2022).

Por otro lado, en Cuba existe un público y visible mercado negro, el cual es to-
lerado por las autoridades del régimen cubano ante la ineϐiciente provisión de 
bienes públicos desarrollada por el Estado (Global Initiative Against Transna-
tional Organized Crime, 2021, p. 4). Como todo mercado negro, este implica 
contrabando y alteraciones de bienes, manipulación de precios y, por supuesto, 
corrupción de autoridades. 

Otra fuente de corrupción en Cuba es el sector de telecomunicaciones. Con la 
excusa de la seguridad nacional el gobierno justiϐica el control que tiene sobre 
la industria del sector, lo que representa uno de sus negocios más lucrativos. En 
efecto, con la exportación de servicios de telecomunicaciones por parte de la 
Empresa de Telecomunicaciones de Cuba S.A. (ETECSA) hacia Europa, China y 
Venezuela ingresaron a Cuba 21 mil millones de dólares entre 2005 y 2019. Sin 
embargo, en la propia Cuba la señal de conexión es débil, las velocidades son 
lentas y la tecnologıá de la infraestructura es obsoleta; pero adicionalmente, se 
desconoce el destino de los fondos obtenidos, manteniéndose mucha oscuridad 
sobre su manejo (Equipo YucaByte, s.f.).

Otras investigaciones señalan también como fuente de ingresos y corrupción la 
venta de sangre donada. Según la ONG Archivo Cuba, el gobierno de la isla obtu-
vo ingresos por ocho cientos millones de dólares por esta actividad desde el año 
1995 hasta ϐines de 2019. Se señala que las supuestas donaciones son promovi-
das en los centros de trabajo, universidades y entre la población penal, por los 
denominados Comités de Defensa de la Revolución. Ası,́ “hasta mayo de 2021, 
Archivo Cuba [registró] 31 casos de extracción de sangre forzada de presos polı-́
ticos antes de su ejecución por fusilamiento; 28 de las vıćtimas eran cubanos y 3 
eran estadounidenses”. La propia CIDH ha informado que en la prisión Fortaleza 
de la Cabaña, que se encuentra en la capital, se realiza esta siniestra actividad 
(Moreno, 4 de febrero de 2022). 
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Otro de los sectores de corrupción mayormente aprovechados por la dictadura 
cubana, según diversos estudios, es el de la construcción de hoteles. Antes de 
la pandemia, la construcción era ϐinanciada principalmente por el dinero pro-
veniente de las remesas de los migrantes, pero luego de esta, el ϐinanciamiento 
ha provenido de la exportación de servicios médicos, todo ello extrañamente, 
cuando el turismo se cayó y no existıán visitantes en la isla. A esto algunos le 
denominan “la caja negra de las inversiones en el sector turismo” (Morales, 27 
de octubre de 2021). Especıϐ́icamente se señala que en 2020 la inversión del 
Gobierno en el sector inmobiliario ascendió a 4.398,4 millones de dólares, mon-
to superior al del sector educación (12,3 millones) y al del sector de la salud 
pública (28,1 millones de dólares), todo ello en plena pandemia (Guillen, 22 de 
setiembre de 2021). 

A lo anterior añade Guillén (22 de setiembre de 2021), que el sector inmobi-
liario se ha mantenido, desde 2015, como el principal sector de inversión del 
Gobierno cubano con valores superiores al 26% de la inversión total, llegando 
a 2020 “hasta un insólito 45%”. Agrega el mismo autor que lo extraño del caso 
es que el turismo en Cuba, en sus mejores años, se caracterizó porque su oferta 
de habitaciones fue siempre mayor a la demanda, esto es, que “los niveles de 
ocupación de los hoteles cubanos por lo general se [mantenıán] cercanos al 50 
por ciento, y a menudo por debajo”.  

Todo esto indica, para estos mismos investigadores, que la creciente inversión 
inmobiliaria en el sector turismo por parte de la dictadura cubana tiene como 
única motivación incrementar los ingresos corruptos de la cúpula polıt́ica y mi-
litar que conduce la isla y no cubrir una necesidad del Estado cubano.

Por otro lado, otro escándalo de corrupción se produjo cuando Cuba apareció 
en los denominados Pandora Papers, una ϐiltración de más de 11,9 millones 
de archivos que fueron procesados por 600 periodistas del Consorcio Interna-
cional de Periodistas de Investigación y en donde se expusieron una serie de 
empresas y directivos que mantienen una telaraña de ϐideicomisos, sociedades 
interpuestas y archivos mercantiles oscuros en Panamá o las Islas Vıŕgenes Bri-
tánicas, a efectos de evitar su ϐiscalización y control. Entre estos archivos se de-
tectaron 11 compañıás y altos funcionarios del Gobierno cubano en decenas de 
negocios expuestos como entidades offshore, creadas en paraıśos ϐiscales. Entre 
estos funcionarios cabe destacar al hermano del general Luis Alberto Rodrıǵuez 
López-Calleja, presidente en ese entonces de GAESA, miembro del bureau po-
lıt́ico del Partido Comunista de Cuba y exyerno de Raúl Castro (Cubanet, 3 de 
octubre de 2021). 

Para concluir, se señala a la familia Castro como una de las principales bene-
ϐiciarias de la corrupción imperante en Cuba. Ya en el 2016, la revista Forbes, 
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ubicaba a Fidel Castro como el séptimo mandatario más rico del mundo, con 
una fortuna de 110 millones de dólares más decenas de propiedades. Más tarde 
en 2019, la misma revista aϐirmaba que esta fortuna habıá crecido ocho veces, 
esto es, alcanzaba los 900 millones de dólares. Ya unos años antes, en 2014, Juan 
Reinaldo Sánchez8, autor de la obra “La vida oculta de Fidel Castro”, atribuıá 
al exdictador la posesión de veinte mansiones, cuatro yates, cuentas bancarias 
cifradas, una mina de oro, además de múltiples inversiones (Del Pino, 2 de di-
ciembre de 2016). 

Una muestra más reciente de esta corrupción ocurrió en marzo de 2021, cuando 
Sandro Castro, nieto de Fidel, a quien se le atribuye la propiedad de varios bares 
en La Habana, alardeó de su Mercedes Benz en Miami, señalando “Tú sabes que 
nosotros somos sencillos, pero de vez en cuando hay que sacar estos juguetitos 
que tenemos en casa” (Muñoz, 9 de marzo de 2021). Paradójico para un paıś 
cuyo parque automotor es uno de los últimos del mundo, con 38 vehıćulos por 
cada mil habitantes, incluyendo camiones, autobuses y autos viejos y que, en 
1958, “era el sexto paıś del mundo en promedio de automóviles por habitante” 
(Muñoz, 9 de marzo de 2021). 

Lo anterior evidenciarıá cómo la familia Castro ha acumulado una gran fortuna 
producto de la corrupción en la isla, lo que contrasta dramáticamente con el 
hambre que la mayorıá de la población cubana padece a diario. 

8  Debe recordarse que Sánchez se encargó de la seguridad de Castro por más de 17 años. 
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2.  Venezuela

2.1.  Origen del régimen
Como en otros casos analizados en esta obra, la emergencia del régimen chavis-
ta en Venezuela se produjo en un contexto social y polıt́ico de particular com-
plejidad. Ası,́ el desprestigio de los partidos polıt́icos, la corrupción mostrada en 
distintos gobiernos, la desigualdad social, el desempleo, el estancamiento eco-
nómico, entre otros problemas (salud, alimentación, seguridad, etc.) explican el 
descontento que existıá en la sociedad venezolana pre Chávez. 

Los intentos de ajustes económicos desarrollados en el segundo gobierno de 
Carlos Andrés Pérez (1989-1993) fueron rechazados por la población, acos-
tumbrada a los subsidios estatales. Esto provocó grandes revueltas sociales que 
concluyeron en el denominado “Caracazo” y el intento frustrado de golpe de 
estado de Hugo Chávez (Osorio Bohórquez, 2021, p. 9). En mayo de 1993, el pre-
sidente Carlos Andrés Pérez serıá destituido por el Congreso venezolano tras 
fuertes acusaciones de corrupción, siendo sucedido por Rafael Caldera (1994-
1999), quien archivo el proceso contra Chávez por el golpe de estado.

En ese escenario difıćil reaparece la ϐigura del teniente coronel del Ejército 
Hugo Chávez Frıás quien ganó las elecciones de 1998 con el 56,2% de los vo-
tos, contando con el respaldo de varios partidos, como el Movimiento Quinta 
República, el Movimiento al Socialismo, el Partido Comunista, entre otros, ven-
ciendo a los dos partidos hegemónicos hasta ese entonces en Venezuela: Acción 
Democrática y el Comité de Organización Polıt́ica Electoral Independiente (CO-
PEI), conocido también por su eslogan Partido Socialcristiano o Partido Verde 
(Osorio Bohórquez, 2021, p. 9). Luego de que en 1999 se apruebe el nuevo texto 
constitucional, Hugo Chávez es reelegido ampliamente para un nuevo periodo 
presidencial que culminarıá en 2006. 

Hugo Chávez logra de nuevo ganar las elecciones en 2006, pero a diferencia de 
la elección pasada, esta vez sı ́planteó la construcción del socialismo bolivariano 
que, en la práctica, no serıá otra cosa que un régimen autoritario o dictatorial, 
de carácter populista y basado en la triada “lıd́er único-ejército-pueblo” (Ta-
blante, 2018, p. 184; Osorio Bohórquez, 2021, p. 9), cuyas caracterıśticas y evo-
lución, se describen a continuación.

Con la muerte de Hugo Chávez en marzo de 2013, lo sucederıá Nicolás Maduro 
quien en ese mismo año ganó por muy estrecho margen las elecciones gene-
rales contra el lıd́er opositor Henrique Capriles (50,7% versus 49,1% de los 
votos). Su régimen profundizó la represión y los abusos contra todo tipo de disi-
dencias, aϐirmando el carácter dictatorial del régimen venezolano (Barba, 2021, 
p. 22; Roberts, 2020, p. 48). 

 Venezuela
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2.2.  Características del régimen
2.2.1.  Nueva Constitución: concentración del poder y reelección presiden-

cial inde inida
El modelo chavista queda deϐinitivamente plasmado en el ordenamiento jurıd́i-
co y estructura polıt́ica de Venezuela a partir de la aprobación, mediante refe-
réndum de diciembre de 1999, de la Constitución Bolivariana de Venezuela, que 
reemplazó a la aprobada tres años antes y que, a partir de 2005, comenzarıá 
a ser reformada precisamente para viabilizar el proyecto chavista del llamado 
Socialismo del Siglo XXI. 

En efecto, la dación de una nueva Constitución en Venezuela tuvo como propó-
sito anular las funciones constitucionales clásicas de las instituciones polıt́icas 
para más bien diseñar una estructura que facilitara el copamiento de los po-
deres del Estado. Se trataba entonces de crear un marco de constitucionalidad 
para blindar la concentración del poder y anular el sistema de pesos y contra-
pesos de cualquier Estado democrático. Para tal efecto, el Gobierno aprovechó 
el respaldo popular con el que contaba con el objeto de consagrar reformas ne-
fastas con efectos permanentes (AƵ lvarez, 10 de diciembre de 2021).

Una de estas reformas que fue capital para el establecimiento de la dictadura 
fue la enmienda constitucional que estableció la ϐigura de la reelección inde-
ϐinida del presidente de la República, dejando de lado el artıćulo 230 del texto 
constitucional de 1999 que ya era bastante amplio al establecer un periodo pre-
sidencial de seis años y la posibilidad de una sola reelección.  

En efecto, a ϐinales de noviembre de 2008, Hugo Chávez manifestó su inten-
ción de lograr la enmienda constitucional para una reelección indeϐinida del 
presidente de la república, voluntad que fue ratiϐicada al mes siguiente cuando 
señaló que tal enmienda debıá tramitarse de manera rápida y ser aprobada por 
abrumadora mayorıá. Fue entonces cuando la Asamblea Nacional decidió deba-
tir el proyecto de enmienda constitucional, el mismo que fue aprobado el 19 de 
diciembre de 2008 con 141 a favor de un total de 167 votos. A inicios de 2009, 
Chávez le pidió a la Asamblea extender la reelección indeϐinida de gobernado-
res, alcaldes y legisladores, lo que también fue aprobado, pero esta vez con 146 
de los 167 votos. Más tarde, el 15 de febrero de 2009, la enmienda fue sometida 
a referéndum ratiϐicatorio, la misma que fue aprobada por el 54,8% de los votos 
(Grijalva Jiménez y Castro-Montero, 2020, pp. 23-24). 

La reelección presidencial indeϐinida consagrada constitucionalmente marcó el 
inicio de una dictadura disfrazada con un manto de legalidad en Venezuela. Y es 
que esta ϐigura no solo favorece la personalización y la concentración del poder 
en una misma persona, sino que además atenta contra el principio de la alter-
nancia democrática en el poder y debilita la competencia electoral, en tanto per-
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mite postulaciones a simple voluntad de una persona, sin restricción temporal 
alguna (Grijalva Jiménez y Castro-Montero, 2020, pp. 10 y 17), pero además 
contando con el presupuesto y demás mecanismos que posee el Ejecutivo para 
garantizar la reelección indeϐinida.

2.2.2.  Inexistencia de equilibrio de poderes
La consagración constitucional de la reelección presidencial indeϐinida si bien 
fue la base fundamental para establecer un régimen polıt́ico represivo y sin 
equilibrio de poderes, existieron otros factores que también coadyuvaron al lo-
gro de este objetivo. 

En este sentido, un elemento clave para la aϐirmación del poder único en Ve-
nezuela fue la creación en 2007 del Partido Socialista Unido de Venezuela 
(PSUV), cuyo propósito era establecer una alianza Estado-partido-sociedad a 
efectos de implantar un proyecto totalitario, donde la oposición no tenıá ca-
bida. La lógica era que aquella persona que quisiera obtener beneϐicios debıá 
acercarse al partido y ser leal al gobierno. Adicionalmente, los empresarios 
que querıán sobrevivir se vinculaban también al partido gobernante, forman-
do una nueva cúpula empresarial vinculada al poder polıt́ico. Finalmente, el 
partido debıá atraer a los sectores excluidos, respaldar las transformaciones 
sociales e impulsar la nueva consciencia ideológica socialista. Esto a su vez 
fue complementado con la participación activa de la Fuerza Armada Nacional 
Bolivariana (FANB), como garante del uso de la fuerza para mantener el or-
den y reprimir cualquier oposición al régimen, la misma que cada año se fue 
politizando y partidarizando (Osorio Bohórquez, 2021, pp. 2-3, 8-9, 23). Como 
señala Goig Martıńez (2018),

Se ha pasado de una democracia de representación exclusivamente partidis-
ta, pero pluralista, a una democracia de representación de un solo partido 
mayoritario, el PSUV, que apoya al gobierno, con la consiguiente creación de 
una autocracia partidista, que no solo no admite disidencia, sino que tampoco 
admite crı ́ticas desde el propio entorno del partido. Nos encontramos ante la 
conformación de una “falsa democracia” que se resiste al cambio de mayorı ́as 
[…]. (p. 123)

Bajo este régimen entonces, el Partido Socialista Unido de Venezuela (PSUV) no 
se distingue del Estado, y la cúpula partidaria suele copar los distintos cargos 
de la administración estatal. Se trata de un partido rıǵido con estructura ϐija y 
vertical, que además se apoya en colectivos militarizados, donde la ϐidelidad es 
compensada con dádivas gubernamentales. Frente a ello, aparecen un conjun-
to de partidos de oposición fragmentados aunque durante un tiempo llegaron 
a formar parte de un colectivo (Mesa de la Unidad Democrática - MUD) (Iwa-
nowski, 2018, pp. 29 y 31).
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En esta lógica, los partidos de oposición no debıán tener ningún protagonismo, 
como de hecho, ası ́ ocurrió. En efecto, la oposición venezolana nunca tuvo la 
posibilidad de ejercer algún nivel de poder, ni siquiera cuando ganó elecciones. 
Ası ́ocurrió cuando obtuvo mayorıá en la Asamblea General en 2015, pues a par-
tir de ese momento el Ejecutivo buscó la manera de neutralizar el poder de la 
Asamblea Nacional, bloqueando primero el ejercicio de sus funciones constitu-
cionales, a través del Tribunal Constitucional que ellos controlaban, para luego 
convocar a una Asamblea Nacional Constituyente que se encargara de ejercer 
en la práctica las mismas funciones que la Constitución venezolana le otorga a 
la Asamblea Nacional (Franco Pérez, 2020, pp. 275-276 y 278). 

Lo mismo ocurrió cuando el oϐicialismo perdıá una gobernación, pues en este 
último caso el Estado nombraba un protector de ese estado al que le asignaba 
recursos y competencias del gobernador electo; lo mismo sucedıá con los alcal-
des (Osorio Bohórquez, 2021, p. 12).

A ello hay que sumar cómo el Tribunal Supremo de Justicia anuló en 2020 las 
Juntas Directivas de los principales partidos polıt́icos del paıś como Acción De-
mocrática, COPEI y Primero Justicia, para dar paso al ingreso (inϐiltración) de 
gente vinculada al chavismo en las nuevas juntas de esos partidos y de esa ma-
nera neutralizarlos como oposición (Osorio Bohórquez, 2021, p. 12).

Sin embargo, no era suϐiciente con neutralizar a la oposición polıt́ica y aϐirmar 
la vigencia de un poder único a través del partido de gobierno, sino que fue 
necesario anular a los otros poderes del Estado, a efectos de quebrar cualquier 
órgano de control o contrapeso, que en deϐinitiva es la esencia de la democracia 
representativa.

En tal sentido, el Poder Judicial ha sido progresivamente sometido al Poder 
Ejecutivo. Ası,́ entre 1999 y 2003, se estableció una Comisión de Emergencia 
Judicial que destituyó a los jueces que habıán sido nombrados con anterioridad 
a la llegada al poder de Hugo Chávez.  Posteriormente, en 2004, se promulgó la 
Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, que permitió incrementar sig-
niϐicativamente el número de magistrados, quienes fueron nombrados también 
entre personas aϐines al gobierno, proceso que culminó en 2008. Más tarde, en-
tre 2009 y 2012, se promulgó la Ley del Sistema de Justicia (2009) que creó la 
Comisión Nacional del Sistema de Justicia y que sustituyó al Tribunal Supremo 
de Justicia en las labores de conducción de ese poder del Estado, la misma que 
fue compuesta por mayorıá oϐicialista. Entre 2013 y 2016, se consolidó la par-
tidización deϐinitiva del Tribunal Supremo de Justicia mediante la adhesión de 
este al Plan de la Patria y el nombramiento de doce jueces principales y cuatro 
suplentes que formaban parte del partido oϐicialista (Chacıń Fuenmayor, 2019, 
pp. 40-41). 
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Esto último ha permitido por ejemplo, que la Sala Constitucional del Tribunal 
Supremo de Justicia realice alteraciones a la letra y espıŕitu de la Constitución, 
mediante un uso ilimitado y fraudulento de su actividad interpretativa. Adicio-
nalmente, este órgano ha asumido competencias no reconocidas en la Cons-
titución y ha inventado ϐiguras como la acción directa para la interpretación 
abstracta de la Constitución. También, la Sala ha limitado el control difuso de 
la constitucionalidad por parte de los magistrados, relativizado el principio de 
la cosa juzgada, eliminado el rango supraconstitucional de los tratados sobre 
derechos humanos, negado la aplicabilidad directa e inmediata de estos, nega-
do la ejecutabilidad de las sentencias de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos  e, incluso, ha llegado a nombrar a miembros de órganos constitucio-
nales ante la falta de decisión de la Asamblea Nacional (Goig Martıńez, 2018, 
pp. 118-120). 

En cuanto al Tribunal Supremo de Justicia, se sostiene que: 

En deϐinitiva, el TSJ ha bloqueado, en claro beneϐicio gubernamental, todas y 
cada una de las propuestas adoptadas por la Asamblea Nacional, [en ese enton-
ces] de mayorıá opositora.
El TSJ se ha convertido en un órgano jurisdiccional auténticamente activista al 
ampliar el ámbito de sus competencias procesales o interpretativas y/o imponer, 
fomentar u obstaculizar la ejecución de una decisión que corresponderıá a otro 
órgano del Estado, o asumir las funciones que corresponderıá a otro de los pode-
res a los que está llamado a controlar como garante máximo de la Constitución. 
(Goig Martıńez, 2018, p. 120)

El copamiento del Poder Judicial también ha servido para llevar adelante una 
persecución judicial de los opositores polıt́icos del régimen. En 2018, el informe 
elaborado por la Secretarıá General de la OEA y el Panel de Expertos Interna-
cionales Independientes sobre la posible comisión de crıḿenes en Venezuela, 
denunció la politización del sistema de justicia y que los tribunales se hayan 
vuelto un instrumento del Poder Ejecutivo “para criminalizar el activismo po-
lıt́ico”. Especıϐ́icamente, el informe “aϐirma la complicidad criminal de jueces y 
ϐiscales al ordenar arrestos arbitrarios, encarcelaciones y privaciones de liber-
tad” (OEA, 29 de mayo de 2018). 

Según el World Justice Proyect, que elabora el IƵndice sobre la Calidad del Estado 
de Derecho y en el que se toma en cuenta la calidad del sistema judicial, de 113 
paıśes Venezuela es ubicada en el puesto 110 en materia de gobierno abierto, 
en el 105 en derechos fundamentales, en el 110 en orden y seguridad, en el 112 
en justicia civil y en el último puesto tanto en cumplimiento regulatorio como 
en justicia penal (Ribeiro, 2019, p. 171). 
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De lo anterior se desprende que el régimen chavista no solo controla el Poder 
Ejecutivo y el Poder Judicial, sino que además ha logrado controlar la Asam-
blea Nacional y, cuando ha perdido el poder sobre esta, la ha neutralizado 
a través de la Asamblea Constituyente, con lo cual en la práctica no existe 
ningún tipo de control o balance de poderes. A esto debemos sumar el con-
trol de los otros dos poderes creados por la Constitución de 1999, esto es, 
el Poder Electoral y el Poder Ciudadano, que desarrollaremos en los puntos 
siguientes. 

En el mismo sentido, Blanco (2002, pp. 355-400, citado por Rivas Leone, 2019, 
p. 9) sostiene que el régimen dictatorial de Hugo Chávez y Nicolás Maduro po-
see cuatro caracterıśticas fundamentales: 

1. Control de las ramas del poder público: produciéndose una alineación de los 
cinco poderes públicos [Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial, Poder 
Electoral y Poder Ciudadano] al servicio de la revolución.

2. Militarismo: el régimen muestra como nunca antes una exagerada presencia 
de oϐiciales de la Fuerza Armada Nacional Bolivariana, ya sea en condición de 
actividad o de retiro, en toda la administración pública, cancillerıá y demás 
cargos.

3. Caudillismo: como valor social, como expresión basada en el culto a la perso-
nalidad y al lıd́er.

4. Centralismo: no solo se ha promovido una redistribución del poder, sino una 
concentración del mismo —tanto en lo institucional, lo ϐinanciero, como en lo 
territorial— en manos del Poder Ejecutivo, relegando poderes y autoridades 
locales. 

Estas caracterıśticas permiten a autores como Duque Corredor (2006, citado 
por Rivas Leone, 2019, p. 8) denominar al régimen venezolano como un “estado 
de cosas inconstitucional”, es decir, el desconocimiento sistemático de la prima-
cıá de la Constitución, de la separación de poderes, de la inviolabilidad de los 
derechos humanos y de las libertades fundamentales, de la autonomıá de los 
jueces y de la transparencia en los actos públicos, acompañado de la promoción 
de una ideologıá única, la criminalización de la polıt́ica y de la disidencia u opo-
sición, y el ejercicio arbitrario del poder. 

2.2.3.  Ausencia de un órgano electoral autónomo e independiente y pro-
cesos electorales irregulares

La Constitución venezolana de 1999 modiϐicó la separación tripartita de pode-
res para consagrar un modelo pentapartito, en el que se incluıá un Poder Electo-
ral representado por el Consejo Nacional Electoral (CNE). A lo largo de los años 
del régimen chavista, la autonomıá e independencia de este poder del Estado 
fue quebrada a efectos de someterlo a la voluntad del Poder Ejecutivo; a tal cau-
sa contribuyó la propia Asamblea Nacional Constituyente, la Asamblea Nacional 
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—a través de su regulación legislativa— y la Sala Constitucional del Tribunal 
Supremo de Justicia.

En cuanto a la Asamblea Nacional Constituyente, esta emitió —sin tener poder 
para ello— un decreto el 22 de diciembre de 1999, en virtud del cual destituyó 
a todos los titulares del órgano electoral y al mismo tiempo nombró a sus reem-
plazantes, sin seguir para ello el trámite que la nueva Constitución establecıá 
para asegurar su autonomıá e independencia. Ası,́ todos los nuevos elegidos es-
taban vinculados al gobierno o a los partidos que lo apoyaban (Brewer-Carıás, 
2005, p. 18).

No obstante, los miembros del Consejo Nacional Electoral se vieron temprana-
mente obligados a renunciar tras el escándalo del fracaso de las elecciones del 
año 2000, por lo que fueron reemplazados por nuevos miembros provisiona-
les elegidos por un órgano legislativo transitorio, esto es, la Comisión Legisla-
tiva Nacional, que sı ́ incorporó a miembros independientes del poder polıt́ico 
(Brewer-Carıás, 2005, p. 19).

Es aquı ́cuando hace su aparición la Asamblea Nacional, que dictó la Ley Orgá-
nica del Poder Electoral el 20 de setiembre de 2000, la misma que violaba la 
Constitución al reemplazar en la práctica al Comité de Postulaciones Electorales 
—compuesto por representantes de diversos sectores de la sociedad— por un 
órgano controlado mayoritariamente por diputados elegidos por una mayorıá 
de dos tercios de la Asamblea (Brewer-Carıás, 2005, p. 20).

Sin embargo, el gobierno se percató de las diϐicultades para lograr reunir la 
mayorıá requerida de las dos terceras partes para controlar el Comité de Pos-
tulaciones, ante lo cual utilizaron en 2002 a la Sala Constitucional del Tribunal 
Supremo de Justicia y luego a la Sala Electoral del mismo tribunal para elimi-
nar la participación de uno de los cinco miembros del CNE y con ello impedir 
que el referido órgano pudiera tomar decisiones, en tanto requerıán 4 votos, 
es decir, la unanimidad, lo que resultaba imposible de conseguir. Adicional-
mente, la polarización polıt́ica impidió que la Asamblea Nacional pudiera ele-
gir a nuevos miembros del CNE, con lo cual se mantuvo su composición y, por 
tanto, la imposibilidad de que esta alcanzara a tomar decisiones (Brewer-Ca-
rıás, 2005, p. 27).

La captura ϐinal del CNE se produjo cuando la Sala Constitucional del Tribunal 
Supremo de Justicia, en su sentencia 2073 de 2003, le ϐija un plazo de 10 dıás 
a la Asamblea Nacional para llegar a un acuerdo que permitiera designar a los 
nuevos miembros del CNE, caso contrario dicha sala lo harıá dentro del término 
de 10 dıás, aunque con carácter provisional. Empero, la Sala Constitucional no 
solo se atribuyó inconstitucionalmente la facultad de nombrar a los miembros 
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del CNE, sino que además añadió en su sentencia que le indicarıá a dicho órga-
no algunas disposiciones o lineamientos a ser cumplidos por este, quebrando 
de esta manera su autonomıá e independencia. Esto ϐinalmente se materializó 
y la Sala Constitucional procedió a designar a sus miembros e incluso a su pre-
sidente y vicepresidente, al secretario y al consultor jurıd́ico, los mismos que 
juramentaron el 27 de agosto de 2003 (Brewer-Carıás, 2005, pp. 32-33 y 35). 
Desde ese momento, concluye Brewer-Carıás, el “Consejo Nacional Electoral se-
cuestrado por la Sala Constitucional, comenzó a conϐiscarle a los ciudadanos el 
derecho a la participación polıt́ica” (2005, p. 38).  

Lo anterior explica, en parte, las diϐicultades de la oposición polıt́ica venezolana 
para lograr derrotar a los representantes electorales de la dictadura. Pero a ello 
se añaden diversas irregularidades cometidas en los procesos electorales con el 
propósito de garantizar la continuidad de la dictadura chavista. 

Algunos estudios que han analizado los procesos electorales en Venezuela dan 
cuenta de lo dicho, señalando por ejemplo, que entre 1999 y 2019, las irregu-
laridades en 24 procesos electorales sumaron un total de 117, las mismas que 
tuvieron dos objetivos: asegurar el éxito del partido gobernante y desalentar a 
la oposición, provocando divisiones y abstencionismos (Corrales, 2020). Preci-
samente, las elecciones fraudulentas del 20 de mayo de 2018 fueron descono-
cidas por más de 60 paıśes que caliϐicaron el régimen de Nicolás Maduro como 
ilegal e ilegıt́imo. 

Si bien el régimen autocrático venezolano basó por muchos años su estabilidad 
y permanencia en una alta legitimación popular, en los últimos años, esta legi-
timidad y respaldo han llegado a sus niveles más bajos. Ası,́ según Datanálisis 
2020, el 83,4% de la población valoraba la gestión de Maduro como negativa, 
mientras que el 80% desaprobaba la gestión en los últimos seis años, todo lo 
cual se reϐleja en el incremento de las protestas ciudadanas, que solo en 2019 
fueron más de 16.000 (Medina y Carrillo, 2020, pp. 325-326). Esto obligó al 
régimen de Maduro a basar su estabilidad en elecciones fraudulentas y en una 
fuerte represión que se maniϐiesta en numerosas detenciones arbitrarias, ase-
sinatos polıt́icos, presos polıt́icos, torturas, procesamiento militar de civiles, 
violaciones a la libertad de expresión, agresiones contra periodistas, censura 
previa, procedimientos administrativos a medios de comunicación, trabas para 
el acceso a la información, entre otros mecanismos de represión a la disidencia  
(Medina y Carrillo, 2020, pp. 328-329). 

Esta pérdida de respaldo popular también generó un cambio en materia de con-
sulta popular directa. En efecto, durante el gobierno de Hugo Chávez, el referén-
dum fue utilizado de manera consistente para aprobar las reformas polıt́icas 
que llevaron a la construcción de un sistema dictatorial, pero también para mos-
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trar la legitimidad popular con la que contaba el régimen. Sin embargo, cuando 
Nicolás Maduro asume el poder en 2013, las consultas populares comenzaron a 
ser abandonadas en tanto los resultados de estas eran inciertos y no garantiza-
ban el triunfo de la posición gubernamental. Por el contrario, comenzaron a ser 
vistos como una amenaza “para las conservación del poder polıt́ico por parte 
del ahora ´chavismo sin Chávez´” (Garcıá Chourio, 2018, p. 195). 

En sıńtesis, la toma del Poder Electoral fue un objetivo a alcanzar desde el inicio 
del régimen chavista, el mismo que ha cobrado mayor relevancia con la pérdida 
de popularidad del régimen a partir del ingreso de Nicolás Maduro al poder. Si 
bien es innegable que los errores y divisiones de los partidos polıt́icos de opo-
sición han contribuido a su fracaso electoral, lo cierto es que las irregularidades 
electorales y la ausencia de un órgano electoral autónomo e independiente han 
sido pieza clave para el mantenimiento de la dictadura venezolana. 

2.2.4.  Control del Poder Ciudadano
El Poder Ciudadano o Poder Moral está conformado por el Ministerio Público, la 
Defensorıá del Pueblo y la Controlarıá General, supuestamente, para controlar 
la legalidad de los actos del Estado y, en particular, del Poder Ejecutivo, ası ́como 
denunciar todo acto abusivo o corrupto de este, y “prevenir, investigar y san-
cionar los hechos que atenten contra la ética pública y la moral administrativa” 
(artıćulo 274 de la Constitución).

No obstante, estos órganos se encuentran controlados por el régimen, no go-
zando de ninguna independencia ni posibilidad de cumplir con su misión de 
control. Ası,́ en el caso del Ministerio Público, el ϐiscal general de Venezuela, 
Tarek William Saab, fue elegido por la que en ese momento era la Asamblea 
Nacional Constituyente, únicamente compuesta por representantes aϐines al 
Gobierno. Además, desde 2017, Saab ha llevado adelante el procesamiento de 
más de 300 ϐiscales por presuntamente haber cometido delitos durante su ges-
tión, aunque muchos de ellos no habrıán cometido ninguna infracción, amén de 
la persecución por él desarrollada contra el expresidente interino Juan Guaidó 
(Infobae, 24 de mayo de 2022).

En cuanto a la Defensorıá del Pueblo, su falta de independencia y el incumpli-
miento de sus deberes de función determinaron que ya en octubre de 2016, 
el Subcomité de Acreditaciones del Comité Internacional de Coordinación de 
Instituciones Nacionales de Derechos Humanos9 hiciera 

[…] público un documento en el que expresó la decisión de degradar la Defen-
sorıá del Pueblo Venezolana a Categorıá B. Con esta decisión, [la Defensorıá del 

9  Que vigila a todos los defensores del Pueblo en el seguimiento de los denominados 
“Principios de Parıś”. 
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Pueblo de Venezuela pasó] a ser parte de las 33 instituciones a nivel mundial, 
suscritas a la Alianza Global de las Instituciones Nacionales para la Promoción y 
la Protección de los Derechos Humanos que tienen acreditación B, de un total de 
117”. (PROVEA, 27 de octubre de 2016) 

Finalmente, en el caso de la Contralorıá General de la República esta presenta 
serias limitaciones en sus competencias (Segovia Moreno, 2021, pp. 261-262) 
además de que la designación del contralor depende de la Asamblea Nacional, 
controlada por el régimen.

2.2.5.  Mecanismos de ampliación y control de la base social 
La nueva Constitución venezolana también dio paso a la creación de una se-
rie de ϐiguras de participación directa —como las Asambleas de Ciudadanos, 
los Consejos Locales de Planiϐicación y los Consejos Comunales— que lo que 
buscaban era mostrar al ciudadano que ya no se encontraban más ante una de-
mocracia representativa sino ante una democracia participativa. Esto fue com-
plementado con la organización y registro de la ciudadanıá, tanto urbana como 
rural, a través de organizaciones de diversa naturaleza, tales como los Cıŕculos 
Bolivarianos, las Unidades de Batalla Electoral, Patrulleros y, posteriormente, 
las milicias populares bolivarianas (Córdova Jaimes, 2019, pp. 17-18). 

La participación directa del pueblo tendrıá fundamentalmente como propósito 
asegurar la perpetuidad del régimen, para lo cual resultaba fundamental am-
pliar la base social de apoyo al régimen venezolano mediante el establecimiento 
de un sistema clientelar y utilizar a una porción de esa población para acallar 
violentamente cualquier disidencia o protesta. 

2.2.5.1.  Establecimiento de un sistema de clientelaje
En relación al primer objetivo, el régimen chavista creó una nueva institucio-
nalidad paralela a la burocracia tradicional, a través del diseño de programas 
sociales denominados Misiones Sociales, que fueron destinados a una multipli-
cidad de propósitos, como son: generación de empleos, construcción de vivien-
das, distribución de alimentos, asistencia a los ancianos, operación de cataratas, 
tramitación de documentos de identiϐicación, entre otros. Como ejemplos espe-
cıϐ́icos podemos citar: 

Misión Simoncito (educación preescolar), Misión Robinson I y II (alfabetización 
y educación primaria), Misión Sucre (educación secundaria), Misión Ribas (edu-
cación universitaria), Misión Avispa (construcción de vivienda), Misión Vuelvan 
Caras (generación de empleos), Misión Mercal (alimentación), Misión Identidad 
(documentos de identidad), Misión Sonrisa (atención médica a niños), Misión 
Milagro (oftalmologıá), Misión Barrio Adentro I, II y III (atención primaria), […] 
(Rivas Leone, 2019, pp. 14-15).
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Estos programas sociales tuvieron éxito durante el gobierno de Hugo Chávez 
debido a la bonanza petrolera y al precio de los combustibles, lo que le permitió 
al Estado una captación histórica de recursos ϐiscales, a lo que debe sumarse la 
ley que autorizó al Gobierno a utilizar las reservas internacionales del Banco 
Central de Venezuela para la ϐinanciación de estos programas. Ası,́ entre 1999 y 
2016, los ingresos petroleros sumaron 915.794 millones de dólares (Tablante, 
2018, p. 185).

Este modelo basado en procesos centralizados y paralelos de redistribución di-
recta de bienes y servicios a la población por parte del Estado es catalogado en 
doctrina como populista o neopopulista, al crear un sistema de clientelaje entre 
gobierno y población (Córdova Jaimes, 2019, p. 18). Este sistema clientelar con-
siste fundamentalmente en que el gobierno brinda apoyo directo a la población 
a cambio de su respaldo y de su voto en los procesos electorales; este sistema 
genera, entonces, una relación de dependencia, donde gobierno y pueblo se 
unen por intereses comunes. 

Si bien en los primeros años de Hugo Chávez hubo un amplio respaldo popular 
a su gobierno por el éxito de los programas sociales, los problemas comenzaron 
a surgir con la caıd́a del precio del petróleo, la ineϐiciencia en el manejo del Es-
tado —y en particular de la empresa estatal PDVSA—, la huida de talentos del 
aparato público y las sanciones internacionales, que llevaron a recortar estos 
programas y con ello a aparecer el descontento de la población. 

2.2.5.2.  Establecimiento de grupos civiles armados 
En relación al segundo mecanismo utilizado por el régimen venezolano este 
consistió en crear grupos de ciudadanos civiles armados con el objetivo de 
reprimir a todo opositor polıt́ico. Con ello se buscaba dar la apariencia de que 
era la propia población la que defendıá y sostenıá al régimen, y no solo una 
cúpula militar. 

En este punto debemos empezar por citar el Decreto Presidencial Nº 3.560 
de abril de 2005, por el cual Hugo Chávez creó la Milicia Nacional Bolivariana 
que en 2008 fue anexada formalmente a las fuerzas armadas, como una quin-
ta fuerza, al mismo nivel que el Ejército, la Marina, la Aviación y la Guardia 
Nacional. Las milicias tendrıán su propio comandante general y dependerıán 
directamente del presidente de la república, estarıán integradas por civiles y 
trabajarıán en la defensa de la soberanıá del Estado, aunque en realidad han 
terminado siendo una organización armada que deϐiende al gobierno (brazo 
armado de represión ciudadana), participa en actividades electorales y cola-
bora en los programas sociales en los barrios más pobres de las ciudades.  En 
2011, se creó la ϐigura de los Cuerpos Combatientes, dependientes de la mili-
cia, que tendrıán por objeto facilitar el entrenamiento militar de trabajadores 
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públicos y de empresas estatales. La Organización de Naciones Unidas se pro-
nunció desde un principio contra la creación de estas milicias, al considerar 
que la entrega de armas a civiles era un despropósito, más aún cuando en 
2017 Nicolás Maduro proclamó la ampliación de esta milicia a 500 mil miem-
bros (Moya Sánchez, 2018, pp. 117-118).

Asimismo, se crearon los Colectivos de Coordinación Comunitaria (CCC) cuya 
función serıá organizar “actividades de defensa integral de la nación” en conjun-
to con las milicias; es decir, estamos ante un nuevo grupo de civiles a los que el 
Estado les atribuye legalmente funciones pertenecientes al campo militar. Pero 
eso no es todo, también existen los denominados Colectivos Armados Ilegales, 
que cometen crıḿenes de manera clandestina en nombre de la defensa de la re-
volución y que constituyen una organización paralela a las milicias y a los CCC. 
En todo caso, para la opinión pública venezolana todos estos grupos son para-
militares, debido al tipo de actividad delincuencial que realizan con el amparo y 
apoyo del Estado (Moya Sánchez, 2018, pp. 119-121). 

Concluye Galavıś (2020, pp. 75 y 77) que estos grupos son fuerzas que realizan 
ejecuciones extrajudiciales selectivas como método de control social contra las 
personas opositoras o que participan en protestas, los mismas que actúan en 
coordinación con las fuerzas de seguridad del Estado. Estos criminales, a los 
que Maduro denominó “ángeles del socialismo”, cumplen entonces un rol funda-
mental para garantizar la perpetuación de la revolución bolivariana (McQuaid 
et al., 2021, p. 4; Latouche, 2019, p. 18). 

2.2.6.  Militarización de la política y politización de las fuerzas armadas
En la primera etapa del régimen chavista desarrollada entre 1999 y 2007, el 
vıńculo con la fuerza armada se desarrolló bajo la hipótesis de nuevas ame-
nazas para la seguridad venezolana, como por ejemplo la invasión por parte 
de EE.UU. o de Colombia, que si bien no tenıán ningún fundamento, sirvieron 
al régimen para cambiar la concepción de la defensa y la seguridad en el paıś 
(Jácome, 2018, p. 120).

En un segundo periodo, que va de 2007 a 2013, se desarrolló el proyecto del 
Socialismo del Siglo XXI y con este se profundizó “la politización y partidización 
de la Fuerza Armada Nacional Bolivariana” (Jácome, 2018, p. 121). En la tercera 
etapa, iniciada con la muerte de Hugo Chávez, se profundizó la participación de 
los militares en la polıt́ica, ası ́como la expansión del poder militar en los asun-
tos económicos del paıś (Jácome, 2018).

En efecto, una caracterıśtica del régimen chavista ha sido el protagonismo de las 
FF.AA. en la conducción y ejecución de las polıt́icas públicas, el mismo que se in-
crementó exponencialmente a partir de 2014, con Nicolás Maduro en el poder, 
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debido a que el nuevo presidente debıá echar mano de miembros del Ejército, 
de la Guardia Nacional Bolivariana (su componente, la Guardia del Pueblo) y a 
los llamados Colectivos Motorizados, para reprimir violentamente las manifes-
taciones en su contra producidas ese mismo año, en 2016 y en años posteriores 
(Córdova Jaimes, 2019, pp. 21-22). Prueba de este mayor protagonismo, es que 
los gabinetes de Maduro han sido ocupados en más de un 30% por militares 
activos o retirados (Jácome, 2018, p. 123). 

Este mayor protagonismo de las fuerzas armadas durante el régimen de Ma-
duro se explica entonces por el incremento de las protestas ciudadanas ante la 
profundización de la crisis económica provocada por el desplome de los precios 
internacionales del petróleo, la incapacidad del Gobierno para manejar eϐicien-
temente la economıá, el desaliento de la inversión extranjera y la imposición de 
sanciones internacionales, lo que sumado a las amenazas de una intervención 
militar externa, condujeron a un incremento de la represión interna (Ellner, 
2019, pp. 135 y 139). A los factores antes señalados, varios autores añaden la 
ausencia de liderazgo y carisma de Nicolás Maduro que contribuyó a la pérdida 
sostenida del respaldo popular, lo que quedó rápidamente evidenciado el 6 de 
diciembre de 2015, cuando el frente opositor Mesa de Unidad Democrática de-
rrotó ampliamente al oϐicialismo y pasó a controlar la Asamblea Nacional (Are-
nas, 2016, pp. 13-14).

Sin embargo, el excesivo protagonismo de los militares en el régimen chavista 
tuvo su origen, nuevamente, en la Constitución de 1999 cuando se redeϐinió 
el papel de las FF.AA. al otorgarle un papel dentro de la sociedad y permitirles 
ejercer su derecho al voto; pero también cuando se eliminó del texto constitu-
cional su carácter no deliberante, su obligación de mantener la estabilidad de 
las instituciones democráticas, su deber de respetar la Constitución y las leyes, 
la capacidad del Tribunal Supremo de Justicia de decidir si habıá mérito para 
juzgar a militares de alto mando o no, entre otras disposiciones (Brewer-Carıás, 
2007, pp. 61-78 citado por Rivas Leones, 2019, pp. 19-20). 

Esto normalizó la designación de militares activos y retirados en diversos 
cargos públicos como también su participación en cargos de representación 
popular en la Asamblea Nacional, gobernaciones y alcaldıás. Esto es particu-
larmente grave pues los militares al tener facultades de orden público y facul-
tades normativas, dictaron una serie de disposiciones para fortalecer su poder 
y dotarse de mayores capacidades y competencias para el mantenimiento del 
orden público, especialmente ante revueltas y conϐlictos sociales. Este poder y 
participación incluso se expandió a materias ajenas al ámbito de la seguridad 
y defensa, como es el caso de la explotación minera, el manejo de puertos y 
aeropuertos, el metro de Caracas, la infraestructura carretera, el manejo del 
sector eléctrico, telecomunicaciones, acueductos, las empresas de aluminio, 
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hierro y acero del sur de Venezuela, etc. A esto se denominó la militarización 
de la polıt́ica y de la administración pública (Córdova Jaimes, 2019, pp. 21-22; 
Rivas Leone, 2019, p. 14; Tablante, 2018, p. 184; Jácome, 2018, p. 125). 

Adicionalmente, se conformaron empresas militares como el Banco de la Fuer-
za Armada Nacional Bolivariana –BANFANB, el canal de televisión –TVFANB, 
otra empresa para el transporte de carga –EMILTRA y una empresa agrıćola 
–AGROFANFANB (Jácome, 2018, pp. 125-126). 

De otro lado, en 2016, se encargarıá a 18 generales la compra y distribución 
de alimentos y medicinas para la población, bajo el programa Gran Misión 
Abastecimiento Soberano y Seguro, el mismo que no cumplió sus objetivos 
pues cundió el desabastecimiento. Posteriormente, se creó la Compañıá Anó-
nima Militar de Industrias Minera, Petrolıf́era y de Gas –CAMIMPEG, para lue-
go colocar a un general en la presidencia de PDVSA, con lo cual los militares 
pasaron a controlar la empresa de mayor relevancia para la exportaciones del 
paıś (Jácome, 2018, p. 126).

Sin embargo, lo descrito anteriormente presenta también otra cara de la mone-
da, cual es la politización de las fuerzas armadas. En efecto, tanto Hugo Chávez 
como Nicolás Maduro realizaron una combinación de estrategias para lograr 
este objetivo. En primer lugar, la denominada contención por fragmentación que 
consistió en superponer “a la estructura jerárquica de cada fuerza una nueva es-
tructura territorial conformada por Regiones Estratégicas de Defensa Integral, 
Zonas Operativas de Defensa Integral y AƵ reas de Defensa Integral” (Rodrıǵuez 
De Caires y Brito, 2017, p. 141), instancias que implicaron una nueva lıńea de 
mando. A ello se debe añadir la introducción de las milicias dentro de las fuer-
zas armadas, como un cuerpo separado y dependiente del presidente. Con estos 
cambios se incrementó la desconϐianza entre las distintas unidades, se diϐicultó 
la coordinación de operaciones interfuerzas y limitó sus contactos, todo lo cual 
facilitó su control polıt́ico por parte del Gobierno (Rodrıǵuez De Caires y Brito, 
2017, pp. 141-142).

La segunda estrategia fue la del apaciguamiento, lograda a partir de la satis-
facción de los intereses corporativos de las instituciones armadas, mediante la 
provisión de beneϐicios económicos y sociales, dotación de equipamiento mi-
litar, creación de más de una decena de empresas militares, otorgamiento de 
créditos para acceso a viviendas y vehıćulos, aplicación de programas sociales 
para militares (“Mi casa bien equipada”, “Venezuela automotriz” y “La gran mi-
sión soldado negro”), construcción de miles de viviendas para este sector, entre 
otros beneϐicios (Rodrıǵuez De Caires y Brito, 2017, pp. 142 y 144). Por último, 
la tercera estrategia fue la de la politización mediante el adoctrinamiento, pre-
mio y sanción. Esta consiste en premiar a los militares por su lealtad al régimen 
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o castigarlos cuando muestran señales de lo contrario, pero también en trans-
formar la doctrina militar, inculcándoles el discurso bolivariano, socialista, an-
tiimperialista, anticapitalista y anticolonialista en la creada Universidad Militar 
Bolivariana, todo ello fundado en lo que se denomina el Nuevo Pensamiento 
Militar Venezolano (Rodrıǵuez De Caires y Brito, 2017, p. 146). 

El proceso antes indicado fue complementado con la militarización de la so-
ciedad, esto es, la participación de militares en la vida social del paı ́s y la 
participación de la sociedad en actividades militares, mediante el ejército de 
reservistas, guardia territorial, entre otros, que a cambio de su participación 
se convierten en beneϐiciarios de los programas sociales (Córdova Jaimes, 
2019, p. 21).

Todo lo expuesto condujo también a la desprofesionalización de las fuerzas ar-
madas y al debilitamiento de su imagen frente a la sociedad venezolana (Jáco-
me, 2018, p. 127). 

2.2.7.  Represión a la prensa independiente y a la disidencia 
Una de las caracterıśticas más crıt́icas del régimen venezolano es el ataque 
a los medios de comunicación independientes. Para tal efecto, la Asamblea 
Nacional aprobó un conjunto de normas destinadas a restringir la libertad de 
prensa lo que luego fue complementado con sentencias dictadas por el Tri-
bunal Supremo de Justicia que consagró la validez de medidas de represión 
contra la disidencia. 

En este sentido, en junio de 2000, la Asamblea Nacional aprobó la Ley Orgánica 
de Televisiones, la cual permitió activar la censura y ejecutar medidas arbitra-
rias contra los medios de comunicación opositores. Esta norma fue complemen-
tada con la Ley sobre Responsabilidad Social de Radio y Televisión de 2003, que 
consolidó la ejecución de medidas contrarias a la libertad de expresión (AƵ lva-
rez, 10 de diciembre de 2021).

Amparado en estas normas, el gobierno chavista comenzó con la no renova-
ción de concesiones radioeléctricas al canal de televisión Globovisión y a Ra-
dio Caracas Televisión —la más antigua del paıś— pero también a otras “200 
emisoras de radio y 45 televisoras en todo el paıś”. Posteriormente, la Asam-
blea Nacional Constituyente aprobó la Ley contra el odio, por la convivencia 
pacıϐ́ica y la tolerancia, conocida como Ley Mordaza y que ha sido caliϐicada 
por el Instituto Prensa y Sociedad (IPYS) como violatoria de los principios de 
pluralidad, diversidad y libertad (Tablante, 2018, pp. 181-182), en tanto  la 
misma reprime la difusión de noticias contrarias a la seguridad y estabilidad 
del paıś, dejando a criterio de las autoridades lo que ello signiϐica. 
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Empero, la censura y la represión no solo fueron dadas por normas aprobadas 
por la Asamblea Nacional e implementadas por el Ejecutivo, sino que la propia 
Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia —mediante sucesivas sen-
tencias— validó leyes de desacato, reaϐirmó la censura previa de la información 
y hasta estableció la procedencia de penas privativas de la libertad contra las 
personas que se manifestaran en contra de funcionarios públicos (AƵ lvarez, 10 
de diciembre de 2021).

La situación descrita condujo a que solo entre 2013 y 2018, 70 diarios dejaran 
de circular (lo que equivalıá al 52% del total en ese momento), ası ́como 65 es-
taciones de radio y 10 canales de televisión, cifras que en los años posteriores se 
ha ampliado y expandido debido al monopolio estatal del papel y otros insumos 
de prensa (AƵ lvarez, 10 de diciembre de 2021).

Todo lo anterior llevó a la digitalización de diversos medios de comunicación 
a efectos de evadir la censura y la represión (periódicos digitales y redes so-
ciales). No obstante, el Gobierno ha implementado diversas restricciones a es-
tos medios de comunicación (Facebook, Twitter, Instagram, etc.) a través de la 
Compañıá Anónima Nacional Teléfonos de Venezuela (CANTV), que es la pro-
veedora estatal de servicios telefónicos. Estas restricciones implican reducir el 
número de horas de acceso a estos medios, bloquear cuentas, entre otras accio-
nes, además de inundar las redes sociales con información favorable al régimen. 
Maduro es el tercer lıd́er del mundo más efectivo en Twitter y posee 14 cuentas, 
cada una en un idioma distinto. Finalmente, otra limitación es el hecho de que el 
acceso a Internet en Venezuela es muy limitado, siendo mayor en la capital que 
en el resto del paıś (Barba, 2021, pp. 23-24 y 26). 

Esta situación ha sido denunciada por el Comité de Derechos Humanos de Na-
ciones Unidas, el Relator Especial de Naciones Unidas para la Libertad de Ex-
presión, ası ́como por  la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y su 
Relatorıá Especial para la Libertad de Expresión. Todas ellas han criticado la 
tendencia a abrir procesos penales contra comunicadores por supuestos de-
litos de desacato y difamación; el mantener abiertos estos procesos durante 
largo tiempo a efectos de intimidar a los periodistas; la existencia de normas 
incompatibles con el derecho a la libertad de expresión; la imposición de mul-
tas elevadas contra los periodistas independientes; el uso de la violencia fıśica, 
torturas fıśicas y psicológicas, ası ́como amenazas de agresión (AƵ lvarez, 10 de 
diciembre de 2021; Peña, 2015, pp. 8 y 16).

Pero la prensa independiente no es la única que es objeto de represión por par-
te del régimen dictatorial venezolano sino que en general se castiga a cualquier 
ciudadano que se maniϐieste contrario al gobierno. En tal sentido, la dictadura 
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venezolana criminaliza la disidencia, persiguiendo, apresando y torturando a 
los que se oponen al régimen, existiendo en consecuencia presos polıt́icos. A 
ello se debe sumar la brutal represión de las protestas, sobre todo en años crı-́
ticos como 2017 donde 157 personas fueron asesinadas por miembros de las 
fuerzas armadas y de los colectivos del régimen, además de los fallecidos por 
resistirse a los policıás y militares que, en ese mismo año, sumaron 5.535 per-
sonas (Tablante, 2018, p. 183).

Esto determinó que tanto la Comisión como la Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos se pronunciaran y dictaran medidas cautelares en resguardo de 
los derechos de los venezolanos que eran violentados por el régimen. 

Frente a ello, la dictadura venezolana comenzó a desacatar las sentencias y re-
soluciones de la Corte, para luego el 10 de setiembre de 2012 denunciar la Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos y, con ello, salirse del sistema de 
protección interamericana de estos derechos.  

A partir de ese momento, la violación a los derechos humanos en la Venezuela 
chavista se volvió mucho más amplia y compleja. Ası,́ Amnistıá Internacional 
(2021) y la Oϐicina de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos (AƵvila, 2019) señalaron la existencia en ese paıś de ejecu-
ciones extrajudiciales —al menos 2.000 personas entre enero y setiembre de 
2020—, uso excesivo de la fuerza y homicidios cometidos por las fuerzas de 
seguridad del paıś. En efecto, los homicidios y muertes en manos de las fuer-
zas de seguridad del Estado se han incrementado y, solo en 2018, esta cifra 
ascendió a 15.885 personas. Ese mismo año, el 33% (en 2010 era apenas un 
4%) de los homicidios ocurridos en el paıś fueron consecuencia de la interven-
ción de la fuerza pública, en su mayorıá contra jóvenes pertenecientes a clases 
populares, lo que representó la muerte de 15 jóvenes cada dıá a manos de los 
agentes del orden (AƵvila, 2019).

Asimismo, estos órganos de protección de los derechos humanos han estableci-
do cómo los opositores al régimen sufren represión mediante su incorporación 
en procesos judiciales (sometiendo a civiles a la jurisdicción militar), detención 
arbitraria, tortura y otros malos tratos, en particular propinados por el Servicio 
Bolivariano de Inteligencia Nacional –SEBIN y la Dirección General de Contrain-
teligencia Militar –DGCIM (Amnistıá Internacional, 2021, pp. 455-457). 

Se señala que incluso algunos lıd́eres polıt́icos han tomado distancia de las acti-
vidades polıt́icas para garantizar su seguridad personal y la de su familia (Jimé-
nez, 2021, p. 13), teniendo muchos de ellos que exiliarse.
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2.2.8.  Comisión de crímenes internacionales
El régimen dictatorial venezolano no solo es acusado por la violación de los 
derechos humanos de su población sino también por la comisión de crıḿenes 
internacionales. 

En efecto, la Misión Internacional Independiente de Determinación de los He-
chos sobre la República Bolivariana de Venezuela, establecida por la ONU, sos-
tiene que “hay motivos razonables para considerar que en el paıś se han cometi-
do crıḿenes de lesa humanidad desde 2014” y que tanto Nicolás Maduro como 
su cúpula militar y ministerial habrıán ordenado estos crıḿenes (Amnistıá In-
ternacional, 2022).

En el mismo sentido, se ha manifestado la organización regional americana. 
Ası,́ en el informe de la Secretarıá General de la OEA y del Panel de Expertos 
Internacionales Independientes de 2018 se concluye que existe fundamento 
suϐiciente para considerar que por lo menos, desde el 12 de febrero de 2014, 
se vienen cometiendo crıḿenes de lesa humanidad en el paıś llanero, incluyen-
do “el asesinato, encarcelación, tortura, violación y otras formas de violencia 
sexual, persecución y desaparición forzada” (OEA, 29 de mayo de 2018). Este 
informe identiϐica 8.292 ejecuciones extrajudiciales, más de 1.300 presos polı-́
ticos y de 12 mil detenidos arbitrariamente, “ası ́como un patrón generalizado y 
sistemático de abuso dirigido a un segmento identiϐicado de la población civil” 
en Venezuela (OEA, 29 de mayo de 2018). 

El informe también señala que estos crıḿenes habrıán sido perpetrados por 
el gobierno, la cúpula militar, judicial y administrativa del régimen venezola-
no, ası ́como por las fuerzas del orden y de seguridad del gobierno. Asimismo, 
el informe sostiene que los crıḿenes se habrıán cometido en tres situaciones 
diferentes: a) en el contexto de las protestas contra el régimen desarrolladas 
entre 2014 y 2019; b) en el contexto de control social a través de la policıá (Ope-
raciones de Liberación del Pueblo) y las fuerzas armadas (Plan Rondón) que, 
en vez de combatir la delincuencia, estuvieron destinadas a ejecutar y asesinar 
personas; y, c) en el contexto de la represión polıt́ica selectiva contra personas 
opositoras del gobierno (Regojo Matarranz, 2021, pp. 37-39).

Este informe sirvió también de base para que seis Estados partes del Estatuto 
de Roma (Argentina, Canadá, Colombia, Chile, Paraguay y el Perú) remitieran a 
la Fiscalıá de la Corte Penal Internacional (CPI) una denuncia a efectos de que 
se abriera una investigación (Pastor Palomar, 2021, p. 52). 

Fue entonces que el 3 de noviembre de 2021, el ϐiscal Karim Khan de la CPI de-
terminó la conclusión de la fase de examen preliminar de este caso para abrir 
una investigación formal por crıḿenes de lesa humanidad contra el propio pre-



La democracia latinoamericana en crisis. Antimodelos y tendencias autoritarias | 73

sidente Nicolás Maduro y otras autoridades de ese régimen. Se tratarıá enton-
ces del primer caso latinoamericano en el que la CPI juzgará posibles crıḿenes 
internacionales (AƵ lvarez, 10 de diciembre de 2021). 

2.2.9.  Manejo ine iciente de la economía y de la cosa pública
También se debe añadir como una de las caracterıśticas de la dictadura venezo-
lana, las terribles consecuencias económicas producidas por el pésimo manejo 
económico del paıś.

En efecto, la actual crisis que atraviesa Venezuela es producto de una serie de 
medidas tales como las devaluaciones y distorsiones económicas, las estatiza-
ciones, los controles de precios, los controles cambiarios, las expropiaciones de 
empresas —que al ser operadas por el Estado produjeron menos y contrataron 
a más empleados con criterios polıt́icos— y tierras —para ponerlas en manos 
de particulares vinculados al poder—, todo lo cual condujo a una hiperinϐlación, 
un amplio desempleo, la caıd́a de las exportaciones, más de 8 mil empresas ce-
rradas, la escasez de productos básicos de primera necesidad (alimentos y me-
dicamentos), la caıd́a del PBI, además de un incremento notable de la inseguri-
dad y la violencia (Rivas Leone, 2019, p. 5; Tablante, 2018, p. 187). Asimismo, 
la deuda externa del paıś solo entre 2006 y 2012 se quintuplicó y, para 2017, la 
deuda externa aproximada era de 178 millardos de dólares, lo que equivalıá a 
15 años de ingresos petroleros del paıś (Tablante, 2018, p. 186). 

Por otro lado, la caıd́a del PBI venezolano es la mayor de su historia económica 
(solo entre 2014 y 2018 se contrajo a la mitad, esto es, en -49,32%), mientras 
que su inϐlación es la más alta del mundo (a 2018 fue de más de 130.000%), 
todo ello, paradójicamente, en una paıś con las reservas petroleras más grandes 
del mundo, por encima, incluso, de las de Arabia Saudita (Puente y Rodrıǵuez, 
2020, p. 56; Musialkowska et al., 2020, p. 14). 
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Grá ico Nº 2 
Tasa de Crecimiento del PBI y de la in lación 

1998-2019

Fuente y elaboración: Castellano-Montiel, 2020, p. 775.

En cuanto al fenómeno inϐlacionario, es importante precisar que este proviene 
de las emisiones de dinero inorgánico que han sido efectuadas por el Banco 
Central de Venezuela —en clara violación de la Constitución— para ϐinanciar 
el déϐicit económico del Estado, la misma que se convirtió en hiperinϐlación a 
partir de 2016 (Rojas Dıáz, 2020). 

Si bien la hiperinϐlación que existió en Venezuela hasta el 2019 —cuando al-
canzó la cifra de 19.906.02%— ha venido disminuyendo progresivamente —
en 2020  fue 2.355,15%, en 2021 llegó a 1.588,51% y, en lo que va de 2022 
a 500% (Statista Research Department, 8 de julio de 2022)—, este paıś sigue 
teniendo la inϐlación más alta de la región y del mundo (González Cappa, 11 
de enero de 2022).

La inϐlación antes señalada y las devaluaciones de la moneda han llevado a que 
el salario mıńimo real en Venezuela sea el más bajo de las últimas décadas en 
ese paıś pero también el más bajo de América Latina, lo que en la práctica deter-
mina que los venezolanos vivan con menos de 0.15 dólares de ingreso por dıá 
(Puente y Rodrıǵuez, 2020, p. 67). 
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Esto último explica en parte por qué Venezuela es el segundo paıś que encabeza 
—luego de Cuba— la lista de paıśes del IƵndice Mundial de Miseria 2021 (Bece-
rra, 5 de abril de 2022).

Por otro lado, resulta de especial relevancia destacar el mal manejo de la em-
presa PDVSA por parte de la dictadura venezolana, más aún si tenemos en cuen-
ta que se trata de un PetroEstado, cuyas exportaciones históricamente depen-
dieron del petróleo.

Los denominados PetroEstados son aquellos altamente dependientes de la ex-
portación de hidrocarburos, de cuyos ingresos depende la estabilidad económi-
ca del paıś y el ϐlujo de ingresos del Estado. Se trata también de paıśes que están 
expuestos a las ϐluctuaciones del mercado internacional y a la disponibilidad 
del recurso, por lo cual pueden experimentar periodos económicos adversos. 
Venezuela es precisamente un PetroEstado que goza de todas las caracterıśticas 
antes indicadas (Chaustre Virgüez y Mijares, 2020, p. 36).

Por lo antes descrito, el mal manejo de la empresa Petróleos de Venezuela (PD-
VSA) por la dictadura venezolana trajo consigo la destrucción de la capacidad 
productiva de su principal industria, lo que sumado a largos periodos de pre-
cios decrecientes del petróleo generaron una agudización de la crisis económi-
ca y social en ese paıś (Chaustre Virgüez y Mijares, 2020, p. 36). Como lo señala 
AƵ lvarez (10 de diciembre de 2021): 

No hay faceta del funcionamiento de PDVSA que no haya sido azotado por el 
tráϐico de intereses; la desviación de la actividad productiva de la empresa con 
cargas económicas absolutamente apartadas de su objeto social; desfalco gene-
ralizado con la Flota de Transportes del ALBA, Transalba, y los negociados con 
ϐletamento de buques, gabarras y equipos auxiliares; convenios internacionales 
de suministro incontrolados; y, en especial, el impacto negativo del convenio pe-
trolero con Cuba. El resultado ha sido el dramático derrumbe en la producción 
nacional al punto de una terrible escasez de combustible en lo interno.

En efecto, PDVSA no solo expulsó a sus principales cuadros técnicos sino que 
llenó estos vacıós con allegados al régimen que no tenıán ni formación ni co-
nocimiento en la materia. Asimismo, se produjo una baja en la calidad de la 
ϐiscalización y el incumplimiento de las normas técnicas y de seguridad. Los 
ingresos que generaba la empresa fueron mal empleados, ya sea para actos de 
corrupción (desfalcos), para ϐinanciar el intensivo gasto social del Gobierno a 
efectos de mantener el apoyo del pueblo y su legitimidad —para 2007, PDVSA 
asignaba nueve mil millones de dólares anuales a programas sociales (Chaustre 
Virgüez y Mijares, 2020, p. 46)— o para prácticamente despilfarrar este recur-
so a paıśes de la región —a través de  las iniciativas de Petrosur, Petrocaribe y 
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Petroandina— a cambio de su apoyo y votación favorable en organizaciones 
internacionales como la OEA, UNASUR, entre otras. 

Ello explica porque PDVSA, entre 1989 y 1998, fue una de las cinco empresas 
petroleras más grandes del mundo, con una producción que alcanzó los 3.3 mi-
llones de barriles diarios y un crecimiento interanual de 7,5% (Chaustre Vir-
güez y Mijares, 2020, p. 44) y luego pasó a convertirse en una empresa ineϐi-
ciente y poco productiva.

Otro tema crıt́ico de la economıá venezolana, está relacionado al grado de aper-
tura de esta. Al respecto cabrıá indicar que, según el IƵndice de Apertura Eco-
nómica del Instituto Legatum, Venezuela es uno de los 27 paıśes (de los 157 
estudiados) que tienen tendencias negativas en los cuatro indicadores utiliza-
dos para la elaboración del ıńdice: acceso a la infraestructura de mercado, con-
diciones óptimas de mercado, gobernanza e inversión en medio ambiente; pero 
además, Venezuela ocupa el puesto 153 —superando tan solo a las más pobres 
repúblicas africanas— (Chaustre Virgüez y Mijares, 2020, p. 55). 

También Venezuela presenta una creciente desigualdad en oportunidades eco-
nómicas debido a que los recursos no se encuentran distribuidos equitativa-
mente, a que los recursos son desviados a un reducido grupo de personas en el 
poder, y por el acceso limitado al trabajo debido a los altos niveles de nepotis-
mo, arbitrariedad y eliminación de meritocracia en los cargos estatales (Chaus-
tre Virgüez y Mijares, 2020, pp. 55-56).

A lo anterior debemos añadir la irregular disponibilidad del transporte público 
ası ́como la escasez de agua y de electricidad (Salman, 2021, p. 21).

En cuanto al IƵndice de Calidad Institucional elaborado por la Red Liberal de 
América Latina (RELIAL), que evalúa la calidad de las instituciones polıt́icas y 
de las instituciones económicas de los paıśes, este registra a Venezuela entre los 
20 paıśes peor ubicados del mundo y el último de América Latina y el Caribe, 

[…] por su irrespeto a los derechos de propiedad, a la inestabilidad polıt́ica, el 
colapso económico y poco respeto por los estándares democráticos, [ası ́como 
por contar con] […] servicios públicos colapsados, mayor desempleo, menor in-
versión, aumento de la pobreza e incluso, mayor impacto negativo en la calidad 
ambiental. (Fonseca Sánchez, 2018, p. 81)

En materia de libertad económica, el Instituto Frasier elabora un ranking 
anual, presentando a Venezuela en último lugar de 159 paıśes evaluados. El 
mismo instituto elabora el IƵndice de Libertad Humana, en el que no solamen-
te se consideran las libertades civiles y polıt́icas sino también las libertades 
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económicas, ubicando nuevamente a Venezuela en el último lugar (Ribeiro, 
2019, p. 171).

En el mismo sentido, en el IƵndice de Libertad Económica elaborado por la Heri-
tage Foundation, Venezuela es ubicada en el puesto 179 de 180 paıśes, solo por 
encima de Corea del Norte. Mientras que, en el ıńdice de facilidades para hacer 
negocios del Doing Business, el paıś llanero ocupa el puesto 188 de 190 paıśes 
(Ribeiro, 2019, p. 174). 

En sıńtesis, los resultados económicos de la revolución bolivariana llevan a aϐir-
mar que es el periodo de la peor crisis económica de la historia de Venezuela, 
producto de las erradas polıt́icas económicas, la alta ineϐiciencia y corrupción, 
la alta tasa de endeudamiento externo, los incrementos del gasto público y la 
paralización de la producción y de la inversión privada, lo que ha llevado al paıś 
llanero al colapso macroeconómico (Puente y Rodrıǵuez, 2020, p. 71) y a alcan-
zar niveles históricos de riesgo paıś (Rivero Urdaneta y Moreno Dıáz, 2021).

2.2.10.  Altísimo nivel de corrupción y narcotrá ico
Una gran caracterıśtica del régimen venezolano ha sido la corrupción genera-
lizada en las altas esferas del poder. Ası,́ existen diversas denuncias sobre la 
participación de las FF.AA. en actividades delictivas tales como narcotráϐico, 
contrabando de gasolina, crimen organizado, tráϐico de personas y contrabando 
de alimentos. También se señalan diversos actos de abuso y robo de alimentos 
en perjuicio de la tropa. Por si fuera poco, en 2017, se comprobó que al menos 
785 oϐiciales en actividad y en retiro dirigıán empresas que contrataban con el 
Estado (Jácome, 2018, p. 127).

Otra manifestación de la corrupción imperante en Venezuela fue el manejo del 
control de divisas que fue aprovechado por sectores del gobierno y aϐines para 
obtener divisas más baratas (Tablante, 2018, p. 188). En efecto, en 2003, Hugo 
Chávez instauró la Comisión Nacional de Administración de Divisas (CADIVI), 
la que “estaba encargada de controlar el sistema cambiario. Los canales de esta 
entidad se convirtieron en un esquema de lavado de activos, donde cientos de 
funcionarios limpiaron y justiϐicaron sus ingresos” (Chaustre Virgüez y Mijares, 
2020, p. 57). 

La corrupción también se ha desarrollado en el ámbito del tráϐico ilıćito de dro-
gas ası ́como en el contrabando de gasolina, y en la enorme compra de arma-
mentos desplegada por Hugo Chávez y Nicolás Maduro, sin ningún tipo de con-
trol ϐiscalizador. En cuanto al narcotráϐico, se ha denunciado la vinculación de 
diversas autoridades civiles y militares venezolanas con este fenómeno delicti-
vo transnacional. Ası,́ el Tribunal Federal del Distrito de Manhattan y la Fiscalı ́a 
General del Distrito Sur de Nueva York han denunciado vıńculos de altos fun-
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cionarios del régimen con el narcotráϐico, grupos terroristas (las FARC y el ELN 
colombianos) y cárteles de la droga, llegando incluso a acusar al propio Nicolás 
Maduro, por el cual se ofrece una recompensa de 15 millones de dólares para 
aquel que lo capture y entregue a las autoridades estadounidenses (AƵ lvarez, 10 
de diciembre de 2021).

Respecto al origen y funcionamiento del denominado “cartel oϐicial” de la droga, 
nos explica Tarre Briceño (setiembre de 2022):

Al inicio de la primera presidencia de Hugo Chávez en 1998, a través de emi-
sarios enviados a negociar secuestros cometidos en Venezuela por la guerrilla 
colombiana, le hacen llegar el mensaje que, si realmente desea apoyar a las FARC, 
y además, “debilitar al imperio del Norte”, que permitiera el paso y salida de co-
caıńa, que para ese entonces controlaba esa organización criminal. En 2002, lue-
go del golpe de Estado que por unas horas lo sacó de la presidencia, Hugo Chá-
vez da luz verde a esa solicitud. A partir de ese momento se inicia un complejo 
proceso de participación de actores, militares y civiles en esas operaciones, con 
un impacto de corrupción, pero también de muertes que convirtió a Venezuela, 
durante muchos años, en uno de los paıśes más violentos del mundo, con cifras 
en constante ascenso y que alcanzaron, en el 2015, a 90 Homicidios por Cien Mil 
Habitantes.
A partir del 2013, ya con Nicolás Maduro en la presidencia, la importancia de las 
economıás ilıćitas irá aumentando por la caıd́a de la producción petrolera y las 
sanciones de diferente naturaleza impuestas a actores del gobierno.  El tráϐico 
de cocaıńa, de oro, gasolina y otras modalidades delictivas enriquecen a quienes 
participan y se utilizan como herramientas polıt́icas. En el 2017, disminuido por 
la crisis generalizada y el contexto internacional, el régimen decide que los cuan-
tiosos ingresos que genera el tráϐico de cocaıńa, ahora suministrados por el ELN 
y Disidencia FARC, no vayan sólo a “bolsillos privados o de testaferros”, sino que 
también aporten recursos para mantener al régimen en el Poder. Ası ́nace lo que 
se conocerá como la “Cocaína O icial”.
[…] La Policı ́a Nacional Bolivariana y especialmente el grupo FAES jugaron un 
rol protagónico para imponer por la violencia y la fuerza el control y la hege-
monı ́a requerida. Era necesario establecer los mecanismos para que los em-
barques de cocaı ́na propios o de terceros con los que se han suscrito acuerdos, 
entraran, recorrieran el paı ́s y salieran por aire, mar, rı ́os o por tierra, sin su-
frir ningún problema y que cualquier inconveniente fuera castigado de forma 
ejemplar; intervenir cuando ocurrı ́a una extralimitación, imprevisto o cambios 
decididos en Caracas; eliminar toda operación “independiente” de tráϐico de 
cocaı ́na e imponer a las bandas delictivas locales el monopolio y reglas decidi-
das en Caracas; ası ́ como reprimir a bandas inconformes que incurren en cierta 
“insurgencia criminal”; castigar deslealtades, deudas no pagadas, acuerdos in-
cumplidos, fugas de información; redistribuir la droga decomisada o castigar 
a funcionarios y “peones” tentados en sustraer unos kilos de la cocaı ́na que 
pasaba por sus manos.  
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Todo lo anterior explica porque el IƵndice de percepción de la corrupción 2021 
sostenga que este paıś ha perdido progresivamente sus niveles de caliϐicación, 
alcanzando un mıńimo de 14 puntos de 100 en la evaluación hecha ese año, 
siendo el último paıś del continente americano en esta materia (Transparencia 
Internacional, 2022, pp. 11 y 12).

Estos altos niveles de corrupción han sido materia de preocupación por par-
te de la CIDH, quien ha señalado que este hecho debilita aún más la ya frágil 
institucionalidad en ese paıś, pero además priva a los ciudadanos del acceso y 
disfrute a los derechos económicos, sociales, culturales y ambientales que le co-
rresponden (Tablante, 2018, pp. 176-177). En efecto, la corrupción venezolana 
ha tenido un impacto en el derecho a la alimentación y la escasez de medica-
mentos, lo que ha llevado a un incremento de los suicidios relacionados con esta 
escasez. Solo en dos años (2013-2015), se redujo el porcentaje de la población 
que podıá consumir debidamente alimentos a 16,5%10, no obstante que, para-
dójicamente, el Gobierno gastaba ingentes recursos para importar alimentos 
que en verdad eran otro nicho de corrupción, pues las autoridades encargadas 
se beneϐiciaban por la diferencia entre el dólar oϐicial y el dólar paralelo, como 
también por la sobrefacturación de estas importaciones, a lo que debemos aña-
dir la adquisición de alimentos vencidos o por vencerse y pagos ϐicticios (Ta-
blante, 2018, pp. 190-194).

La corrupción también afectó el derecho a la salud pues las importaciones de 
medicamentos eran utilizadas con los mismos ϐines indicados respecto al tema 
de los alimentos; provocando una escasez del noventa por ciento de medicinas 
e insumos, lo que a su vez incrementaba el precio de estos y los hacıá inalcanza-
bles para los más pobres. Ello provocó un aumento exponencial de las “muertes 
maternas y de los niños menores de un año, el ascenso de enfermedades cróni-
cas” y la reaparición de otras (Tablante, 2018, pp. 197-198, 201-202).

Esta corrupción también se extendió al campo de la construcción lo que ha sido 
explıćitamente señalado por la CIDH, al acusarse al Estado de construir vivien-
das de mala calidad y sin ningún criterio técnico, sin seguir patrones de seguri-
dad, desarrolladas sin ninguna transparencia y con altos ıńdices de corrupción 
(Tablante, 2018, pp. 205-206). Adicionalmente, Transparencia Internacional re-
portó en 2019 que la empresa brasileña Odebrecht habıá ϐirmado 33 contratos 
con el Gobierno venezolano donde se extraviaron casi 30 billones de bolıv́ares, 
además de entregas incompletas de obras. Sin embargo, nada de esto generó 
ningún proceso judicial (Chaustre Virgüez y Mijares, 2020, p. 57).

10  Entendiendo por debidamente a la alimentación de tres veces al dıá. 
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Finalmente, el sector eléctrico fue otro campo de corrupción del Gobierno ve-
nezolano, con la paradoja de que este ha invertido cinco veces el equivalente al 
Plan Marshall para su supuesta modernización, no obstante lo cual desde 2010 
los venezolanos sufren racionamientos y cortes del suministro eléctrico (Ta-
blante, 2018, p. 209).

Y es que Venezuela carece completamente de órganos contralores autónomos e 
independientes que lleven adelante una ϐiscalización del gasto público. 

Por lo expuesto, para muchos, el Estado venezolano parece haber reemplazado 
la democracia por una cleptocracia —sistema de gobierno en el que prima el 
interés por el enriquecimiento propio a costa de los bienes públicos— y una 
caquistocracia —el gobierno de los peores o menos capaces— (Tablante, 2018, 
p. 179). 

2.2.11.  Colapso alimentario 
El Informe de Alerta Temprana sobre Seguridad Alimentaria y Agricultura FAO/
ONU 2019 ubicaba a Venezuela en tercer lugar dentro de los diez paıśes de alto 
riesgo de una emergencia o deterioro signiϐicativo de su seguridad alimentaria. 
Esta caıd́a se inició en 2012 y se produjo sostenidamente en el campo de la 
producción, disponibilidad y acceso a los alimentos (Landaeta–Jiménez et al., 
2018, p. 67). Solo entre 2020 y 2021, el consumo de alimentos per cápita ha 
caıd́o entre 2% y 13% según el estrato social. La falta de acceso a los alimentos 
se explica en gran parte por el hecho de que el 94,5% de la población venezola-
na es pobre y que de estos el 76,6% se encuentre en lıńea de pobreza extrema 
(Álvarez, ١٠ de diciembre de ٢٠٢١).

En cuanto al acceso a los alimentos, el 94% de los venezolanos no tiene ingresos 
suϐicientes para cubrir el costo de una canasta básica, no solo por los bajos sa-
larios sino también por la alta inϐlación; ası,́ para adquirir la referida canasta un 
venezolano necesitarıá ganar dos salarios mıńimos por dıá. Adicionalmente, la 
producción nacional de alimentos cayó estrepitosamente por las malas polıt́icas 
gubernamentales, incluida su reforma agraria, lo que obliga a que la mayorıá de 
los productos sean importados y su distribución sea limitada. Asimismo, existe 
un mercado negro y contrabando de alimentos que también diϐiculta el acceso 
a estos por la vasta mayorıá de la población (Landaeta–Jiménez et al., 2018, pp. 
67 y 75; ONU, 12 de febrero de 2021).

La disponibilidad de alimentos de calidad se ha visto afectada por los bajos 
aportes de las fuentes de proteıńa animal, de minerales y de vitaminas de los 
alimentos que puede llegar a consumir la población, lo que viene generando 
deϐiciencias de hierro, calcio, zinc, vitaminas A, B, C, etc. Adicionalmente los im-
portadores de alimentos no vienen cuidando la calidad de los mismos ni vienen 
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pasando por controles sanitarios. La alimentación de la población se ha reduci-
do a pocos productos como son arroz, maıź, pasta, granos y aceite (Landaeta–Ji-
ménez et al., 2018, pp. 68-69).

Se han realizado también numerosas investigaciones sobre el retraso del cre-
cimiento en los niños venezolanos como consecuencia de la malnutrición; una 
de ellas fue el proyecto de emergencia social de 2018, que estableció que 21 de 
cada 100 niños padecıá retraso de crecimiento moderado y severo y que el 33% 
de los niños se encontraba con retraso en talla alta. Sin embargo, los efectos 
negativos de la vulnerabilidad nutricional se extienden a otros ámbitos como 
es el del desarrollo intelectual de los niños (Landaeta–Jiménez et al., 2018, pp. 
70 y 73).

Asimismo, la desnutrición viene incrementando los niveles de mortalidad ma-
terna como también de la mortalidad infantil y neonatal. A 2018, la mortalidad 
infantil en Venezuela habıá retrocedido 20 años y, en cuanto a la tasa de morta-
lidad materna, sus altos niveles solo eran superados en la región por Bolivia y 
Guyana (Landaeta–Jiménez et al., 2018, p. 74). 

Esta situación ha sido denunciada por Amnistıá Internacional (2021), que ha 
mostrado su preocupación por el hecho de que una de cada tres personas care-
ce de seguridad alimentaria en Venezuela y que 79% de su población esté en si-
tuación de pobreza extrema y sea incapaz de cubrir la cesta básica de alimentos. 

2.2.12.  Colapso de la salud
La situación de la salud pública en Venezuela es crıt́ica debido a la falta de mé-
dicos y enfermeras suϐicientes, falta de medicinas básicas —o económicamente 
inasequibles (Amnistıá Internacional, 2022)—, equipos médicos, pruebas y va-
cunas, todo ello para curar diversas enfermedades de carácter severo como el 
cáncer, el VIH/SIDA, la hemoϐilia, problemas cardiológicos, entre otros (ONU, 12 
de febrero de 2021). 

A lo anterior se añade que los hospitales públicos se encuentran en pésimas 
condiciones y que solo funciona el 10% de los equipos de radiologıá, ultra soni-
do, tomografıá, resonancia magnética, mamografıá, laboratorio clıńico, hemodi-
namia, medicina nuclear y anatomıá patológica, ası ́como del 5% de los equipos 
de tratamiento o radioterapia (AƵ lvarez, 10 de diciembre de 2021).

A ello se suma la escasez de agua11 y energıá eléctrica que resultan fundamen-
tales para el funcionamiento de los hospitales y sus equipos, pero también de 

11  Solo uno de cuatro hogares goza de suministro continuo de agua  (Amnistıá Interna-
cional, 2022).



82 | Las dictaduras latinoamericanas

los sistemas de comunicación. Un ejemplo es el Hospital de Cardiologıá Infantil 
en Caracas que ha disminuido en cinco veces el número de cirugıás al año, no 
solo por la fuga de los médicos al exterior sino también porque solo el 20% del 
equipo médico funciona (ONU, 12 febrero de 2021).

2.2.13.  Abandono estudiantil
Otro de los perniciosos efectos del régimen autoritario venezolano es el alto 
crecimiento del abandono estudiantil a nivel universitario, lo que responde a 
múltiples factores: los bajos salarios de la inmensa mayorıá de la población, 
los problemas de suministro del servicio eléctrico que hacen imposible la co-
nectividad en muchas regiones del paıś (y por ende de las clases virtuales o de 
la educación online), la falta de equipos y laboratorios, la fuga de profesores 
universitarios al exterior, la reducción de los presupuestos de las universidades 
estatales, la desaparición de programas de atención integral al estudiante en las 
universidades públicas, entre otros, que han llevado a una progresiva reducción 
de la matrıćula estudiantil en todos los niveles educativos pero en especial en el 
nivel universitario (Ramıŕez et al., 2021).

Sobre esto último, es posible observar en las universidades que menos de la 
mitad de los alumnos inscritos culminan el periodo lectivo o que las clases se 
dictan sin contar con el número de estudiantes suϐicientes. También se aprecia 
una falta de motivación de los estudiantes hacia los estudios de pregrado pues 
son conscientes que la obtención del tıt́ulo no les signiϐicará conseguir un pues-
to laboral y menos garantizar su estabilidad económica futura, en tanto el Esta-
do venezolano no ofrece alternativas de reclutamiento laboral (Albarrán-Peña, 
2019, pp. 61-62).

2.2.14.  Crecimiento de la violencia criminal
Durante el régimen de Chávez y Maduro la violencia criminal creció de mane-
ra exponencial. Ası ́, entre 1998 y 1999, la tasa de homicidios se incrementó 
en un 29%, pero a partir de ese año el crecimiento fue aún mayor. Ası ́, entre 
2001 y 2011, el incremento fue de mil homicidios más por cada año, es decir, 
en esos 10 años hubo 10 mil homicidios más (Chaustre Virgüez y Mijares, 
2020, p. 50).

Más tarde, en 2015, de los 145 mil homicidios cometidos en toda América La-
tina y el Caribe, el 19% correspondıán a Venezuela. En 2016, Venezuela se po-
sicionó como el primer paıś más violento de América y el segundo del mundo, 
situación que se mantuvo en 2017 y 2018, no obstante que la tasa de homicidios 
presentó un ligero descenso (Chaustre Virgüez y Mijares, 2020, p. 50).

Desde 2018, la tasa de homicidios en Venezuela ha ido disminuyendo año a año, 
llegando al 2020 a 45,6 homicidios por cada 100.000 habitantes, para disminuir 



La democracia latinoamericana en crisis. Antimodelos y tendencias autoritarias | 83

aún más en 2021, alcanzando los 40,9 homicidios por cada 100.000 habitantes 
(Statista Research Department, 18 de febrero de 2022).

No obstante esta disminución, si analizamos las causas de los homicidios ocu-
rridos en Venezuela en 2021 (11.081 personas), el Observatorio Venezolano de 
Violencia (28 de diciembre de 2021) señala con preocupación que: 

[…] 3.112 homicidios fueron cometidos por los delincuentes, para una tasa de 
11,5 vıćtimas por cada cien mil habitantes. Se contabilizaron 2.332 muertes ca-
talogadas por las autoridades como resistencia a la autoridad, las cuales fueron 
homicidios cometidos por los cuerpos de seguridad del Estado, por un uso exce-
sivo de la fuerza o mediante ejecuciones extrajudiciales, con una tasa de 8,6 vıć-
timas por cada cien mil habitantes. Pudimos estimar que hubo al menos 4.003 
muertes de intencionalidad indeterminada, registradas oϐicialmente como ave-
riguaciones de muerte, y que consideramos son homicidios que permanecen sin 
aclarar y muchas veces sin investigar, y cuya tasa estimada es de 14,8 vıćtimas 
por cada cien mil habitantes. Adicionalmente, en […] 2021 pudimos observar en 
el paıś un notable incremento de las desapariciones, las cuales implican una pre-
sunción de muerte no conϐirmada por la ausencia del cadáver, lo cual nos llevó a 
diferenciar la información y establecer esta nueva categorıá en la que se encuen-
tran 1.634 personas, para una tasa de 6,0 vıćtimas por cada cien mil habitantes.
Esto signiϐica que en el 2021 los delincuentes cometieron diariamente 8,5 ho-
micidios, que los cuerpos policiales mataron a 6,3 personas diarias por resistir-
se a la autoridad. Que no hubo esclarecimiento de un promedio de 11 vıćtimas 
fatales, las cuales quedaron clasiϐicadas como muertes en averiguación, y que 
cada dıá del año fueron denunciadas por sus familiares la desaparición de 4,4 
personas.

Por último, según el Global Peace Index 2021 (Institute for Economics & Peace. 
2021, p. 10), que cada año realiza una medición sobre los paıśes más seguros y 
menos seguros del mundo, basado en 23 criterios cualitativos y cuantitativos de 
medición aplicados a un total de 163 paıśes, Venezuela es el paıś peor ubicado 
de la región (el más inseguro) y uno de los últimos del mundo (152).

2.2.15.  Explosión de la migración 
A lo largo de su historia hasta el siglo XX, Venezuela se caracterizó por ser un 
paıś de recepción de inmigrantes provenientes primero de Europa y luego de 
América Latina, que huıán de sus paıśes por crisis económicas, polıt́icas o so-
ciales. Esto cambió radicalmente con el ascenso al poder de Hugo Chávez, en un 
inicio por el riesgo de amenaza a la seguridad e integridad de los intereses de 
las clases medias y pudientes, y más tarde por la grave crisis económica y social 
que impactó en los sectores populares y que fue provocada por el mal manejo 
del Estado por parte de la dictadura venezolana, en particular con la llegada de 
Nicolás Maduro al poder (Garcıá Arias y Restrepo Pineda, 2019, pp. 11-13).
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En efecto, la escasez de alimentos y medicinas, el desempleo y grave crisis eco-
nómica ha llevado a que el 64% de los venezolanos en promedio hayan perdido 
once kilos de peso y que el 90% de la población se encuentre bajo la lıńea de 
pobreza. Si a esto sumamos la violencia generalizada que provoca decenas de 
miles de muertos por homicidios en ese paıś, además de las ejecuciones extraju-
diciales y las desapariciones forzadas por razones polıt́icas, ello explica la grave 
crisis migratoria que este paıś viene sufriendo. La primera fase de migración 
de venezolanos se produjo entre 2011 y 2014 y estuvo compuesta por profe-
sionales de la industria petrolera, ası ́ como personas provenientes del sector 
académico.  A partir de 2014 los migrantes provienen de las clases medias y de 
los sectores más pobres del paıś, incapaces de soportar la crisis económica ve-
nezolana; pero además a partir de dicho año, se multiplican los pedidos de asilo 
polıt́ico por parte de sectores perseguidos por el gobierno. En todos los casos, 
se trata también de migrantes que buscan ingresos en otros paıśes a efectos de 
enviar remesas a sus familiares en Venezuela (Serbin Pont, 2018, pp. 132-133; 
Garcıá Arias y Restrepo Pineda, 2019, p. 14).

Si bien el primer grupo de migrantes tenıán como principales destinos a EE.UU., 
Canadá y España, el segundo grupo ingresarıá a paıśes fronterizos como Colom-
bia y Brasil, a islas caribeñas como Aruba, Bonaire y Curazao, pero también a 
otros paıśes de la región como el Perú, Ecuador, Argentina y Chile (Serbin Pont, 
2018, pp. 133-134). La explicación de esto nos la dan Gandini et al. (2020):

[…] las personas pioneras de esta oleada denotaban varias señales de selectivi-
dad: niveles educativos relativamente altos, con experiencia laboral en puestos 
no manuales, con disposición de cierto capital económico al menos para el tras-
lado, el primer tiempo de asentamiento, y con el recurso de capital social activa-
do para la elección del destino. Ciertamente, se evidencia una alta relación entre 
el grado de selectividad y la distancia geográϐica con respecto a Venezuela […] 
entre otras cosas porque, al menos el grueso de quienes arribaron a [los paıśes 
más distantes] lo hizo por vıá aérea y con pasaporte. (pp. 108-109)

Amnistıá Internacional (2021, p. 459) calcula que el número de migrantes ve-
nezolanos en el exterior supera los 5,4 millones de personas, ello sin contar 
los migrantes con doble nacionalidad y aquellos que lo hacen en condición 
irregular. Sin embargo, en una actualización hecha el 24 de noviembre de 
2021 por la Plataforma Regional de Coordinación Interagencial para Refu-
giados y Migrantes de Venezuela, el número de venezolanos refugiados y mi-
grantes en el mundo alcanzarı ́a la cifra de 6.038.937 personas, de los cuales 
4.992.664 estarı ́an asentados en América Latina y el Caribe (AƵ lvarez, 10 de 
diciembre de 2021). 

En este punto, merece resaltarse el tema de la fuga de talentos. Ası,́ por ejem-
plo, se estima que Venezuela ha perdido 2.482 investigadores desde 1960 hasta 
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julio de 2020. Esta cifra representa el 16% de los investigadores que el paıś 
ha formado durante los últimos 60 años (Diez et al., 2020, p. 6). Por su parte, 
Requena (2021, p. 480) aϐirma también que la fuga de talentos formados en 
ciencia y tecnologıá ha revertido el desarrollo que este sector alcanzó durante 
la segunda mitad del siglo XX en Venezuela, concluyendo que “el daño hecho 
al sistema nacional de ciencia y tecnologıá es tan extenso que señala su ocaso”.

En sıńtesis, se puede concluir que esta oleada de migrantes es sin duda la más 
importante que se ha producido en la región latinoamericana. Asimismo, prác-
ticamente todos los paıśes de la región se han convertido en lugares de acogida, 
muchos de ellos sin ninguna experiencia al respecto. De otro lado, se trata de un 
ϐlujo mixto compuesto por migrantes y refugiados. Y, por último, esta migración 
ha generado serios problemas humanitarios y de seguridad para los paıśes re-
ceptores, como también una precarización de las condiciones de traslado y es-
tancia de los venezolanos en estos paıśes y, lamentablemente en algunos casos, 
situaciones de xenofobia (Gandini et al., 2020, p. 109).  

2.2.16.  Búsqueda de in luencia regional 
Un último aspecto particularmente interesante y complejo, es el hecho de que 
la dictadura chavista durante muchos años, intentó exportar su modelo a otros 
paıśes de la región, en un claro acto de intervención contrario a la soberanıá de 
los Estados y del derecho internacional.

En efecto, el régimen venezolano buscó ejercer una inϐluencia en otros paıśes 
del subcontinente americano, exportando el modelo del Socialismo del Siglo 
XXI, utilizando para ello una polıt́ica exterior energética basada en sus enormes 
reservas de petróleo y armando una arquitectura internacional regional favora-
ble a sus intereses.

Una institución internacional que fue clave para el mantenimiento de Hugo Chá-
vez y Nicolás Maduro en el poder y para la expansión de este modelo, fue el Foro 
de Sao Paulo, creado en 1990 por Fidel Castro y Lula da Silva para fortalecer los 
partidos socialistas, antiimperialistas y revolucionarios de la región. Este foro 
no solo debıá servir para proteger a los gobiernos que compartieran los objeti-
vos del Socialismo del Siglo XXI de posibles presiones internacionales, sino que 
además debıán ϐinanciarlos a través de sus bancos gubernamentales, buscando 
ampliar los regıḿenes de este tipo en la región (Ribeiro, 2019, pp. 173-174).

De igual forma, se creó y/o respaldó una arquitectura organizacional afıń a 
este objetivo como la Alianza Bolivariana de los Pueblos de América (ALBA), la 
Unión de Naciones del Sur (UNASUR) y la Comunidad de Estados de Latinoamé-
rica y el Caribe (CELAC) (Serbin Pont, 2018, pp. 144-145), a lo que puede su-
marse también PetroCaribe, con el propósito de entregar petróleo casi gratuito 
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a cambio de votaciones favorables en organizaciones regionales como la OEA, 
o universales como la ONU. Sin embargo, la caıd́a de los precios mundiales del 
petróleo en 2014, la agudización de la crisis económica en Venezuela, el surgi-
miento de diversos gobiernos de derecha en la región en esos años (Macri en 
Argentina, Bolsonaro en Brasil y Moreno en Ecuador) y un mayor activismo de 
la OEA  impidieron a Maduro continuar con este protagonismo internacional 
(Rozental y Jeifets, 2018, p. 56). 

En este sentido, la Alianza Bolivariana para los Pueblos de Nuestra América 
(ALBA) perdió eϐicacia ante la disminución del suministro de petróleo que Ve-
nezuela otorgaba a paıśes de Centroamérica y del Caribe, lo que quedó eviden-
ciado con la salida de Ecuador y el escaso apoyo obtenido en las votaciones de 
la OEA por parte de los integrantes de este bloque; ası,́ la resolución de esta or-
ganización sobre el no reconocimiento de las elecciones de 2018 en Venezuela 
solo obtuvo tres votos en contra de los paıśes del ALBA: Bolivia, Dominica y San 
Vicente y las Granadinas. Lo mismo sucedió con el Mercosur cuando, en 2016, 
Venezuela fuera suspendida como miembro del bloque ante la ausencia de un 
régimen democrático en ese paıś (Rozental y Jeifets, 2018, p. 63). 

Por si esto fuera poco la llegada de Donald Trump al poder en EE.UU. abrió la 
posibilidad de una intervención militar en Venezuela, ası ́como generó un endu-
recimiento contra el régimen de Maduro, quien comenzó a orientarse hacia so-
cios extrarregionales como Rusia y China, a efectos de obtener respaldo polıt́ico 
y ϐinanciamiento (Rozental y Jeifets, 2018, pp. 64-65). Si bien los recientes acer-
camientos por parte del actual gobierno de Joe Biden a Venezuela para reducir 
los efectos negativos de la invasión de Rusia a Ucrania pueden signiϐicar un res-
piro para el régimen venezolano, difıćilmente este recuperará la capacidad de 
inϐluencia que alcanzó en sus años de mayor prosperidad. 

Por último, la Venezuela chavista también generó tensiones con paıśes vecinos, 
cuya causa se atribuye a la búsqueda de apoyo interno ante un enemigo externo 
común. Este es el caso de Guyana, donde las tensiones se produjeron por pro-
yectos de explotación petrolera en aguas bajo disputa, pero también es el caso 
de Colombia, por la realización de operaciones contra el tráϐico ilıćito de drogas 
y el rechazo venezolano al Plan Colombia, a la presencia de la DEA y a su vıńculo 
con EE.UU., llegando incluso a acusar a presidentes colombianos de atentar con-
tra la vida de Nicolás Maduro y alentar protestas sociales en Venezuela (Rozen-
tal y Jeifets, 2018, p. 61)12.

12  Sin embargo, esta situación variarıá con la asunción de Gustavo Petro en Colombia. 
En efecto, en su primera semana de gobierno el nuevo presidente colombiano designó 
embajador en Venezuela y Nicolás Maduro hizo lo propio (Torrado y Singer, 11 de agos-
to de 2022).
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A todo esto se le ha denominado la militarización de la polıt́ica exterior vene-
zolana. Según esta, Venezuela se encuentra bajo constante ataque de paıśes 
enemigos a su revolución, por lo cual resulta necesario un elevadıśimo gasto 
en armamento para defender la supuesta soberanıá del paıś en peligro (Serbin 
Pont, 2018, pp. 137-139; Pastrana, 2011).

Tanto la búsqueda de inϐluencia regional como la generación de crisis con paı-́
ses vecinos provocaron una seria preocupación de diversos Estados latinoame-
ricanos con gobiernos democráticos y economıás abiertas que consideraron a 
Venezuela como un problema de seguridad (Romero y Benayas, 2018, p. 302). 

Esta fue una de las razones por las que se impulsó la creación del denominado 
Grupo de Lima para ası ́propiciar elecciones libres, ayuda humanitaria y el res-
tablecimiento de la democracia en Venezuela, demandando ante la Corte Penal 
Internacional la investigación de presuntos crıḿenes de lesa humanidad come-
tidos en dicho paıś desde febrero de 2014, y desconociendo a Nicolás Maduro 
como presidente por ser resultado de elecciones fraguadas. Pero también fue la 
razón que impulsó a muchos paıśes sudamericanos a denunciar el acuerdo de 
Unasur, crear en su reemplazo el Prosur y mediatizar su presencia en el Celac, 
buscando con ello neutralizar la inϐluencia bolivariana en detrimento de sus 
soberanıás nacionales. 
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3.  Nicaragua

3.1.  Origen del régimen 
Si bien el Frente Sandinista de Liberación Nacional (FSLN), con Daniel Orte-
ga a la cabeza, asumió la presidencia de Nicaragua entre 1985 y 1990, las tres 
elecciones posteriores fueron ganadas por candidatos opositores, debido a la 
profunda escisión interna sufrida por el FSLN (Dıáz González et al., 2022, p. 31). 

En 2007, este frente liderado por Daniel Ortega recuperó la presidencia de Nica-
ragua (2007-2012), luego de ganar las elecciones del 5 de noviembre de 2006, 
respaldado por el sector privado, el Partido Liberal y la Iglesia Católica,13 al es-
tablecer las paces con el cardenal Miguel Obando y Bravo14. 

Su victoria se produjo gracias al acuerdo del año 2000 (conocido como “El 
Pacto”) que Daniel Ortega celebró con Arnoldo Alemán, lıd́er del Partido Li-
beral Constitucional (partido antisandinista y claramente de derecha), y que 
permitió reformar la ley electoral, en el sentido de que se podıán ganar las 
elecciones con el 40% de los votos o con el 35% de estos si la diferencia con 
el segundo lugar era superior al 5%. Es ası ́que el FSLN pudo alcanzar el poder 
con el 38% de los votos. 

La reforma además eliminó las asociaciones de suscripción popular para par-
ticipar en los procesos electorales, con lo cual solo los partidos polıt́icos po-
dıán presentarse; adicionalmente, se “limitó la conformación de los partidos 
polıt́icos, su forma de aϐiliación y de obtención de la personalidad jurıd́ica y 
aumentó las causales de suspensión y cancelación” de dicha personerıá (Ruiz y 
Blázquez, 2007, p. 29). También se varió el sistema de financiación de los partidos, 

13  Ortega, caracterizado por ser un hombre religioso, buscó capitalizar la religiosidad 
del pueblo, para lo cual era fundamental acercarse a la Iglesia Católica e incluso a la 
protestante. Asimismo, un año antes de la elección contrajo matrimonio con Rosario Mu-
rillo, hecho que fue celebrado por el cardenal Obando y Bravo, no obstante de que esta 
relación tenıá años y habıá dado lugar a varios hijos (Dıáz González et al., 2022, p. 38).
14  Miguel Obando, primer obispo centroamericano, cumplió un rol fundamental con-
tra la dictadura de Somoza, denunciando la corrupción y las violaciones a los derechos 
humanos del régimen. Luego, fue mediador entre la guerrilla sandinista y la dictadura 
y, cuando el sandinismo alcanzó el poder, fue un opositor permanente. Sin embargo, 
en 2004, sorpresivamente Obando se reconcilió con Ortega e incluso, en 2005, lo casó 
con su compañera Rosario Murillo. Para algunos analistas nicaragüenses este cambio se 
produjo cuando Ortega se convirtió al catolicismo, pero para otros fueron los escánda-
los de corrupción que alcanzaron al cardenal en los noventa, lo que permitió al manda-
tario nicaragüense controlar al obispo. Este acercamiento llevó a la Iglesia nicaragüense 
a alejarse de la ϐigura de Obando quien fallecerıá en 2018 ( Salinas Maldonado, 3 de 
junio de 2018).

 Nicaragua
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estableciendo que el apoyo se recibiría con posterioridad a las elecciones y solo 
para los partidos que superaran el 4% de los votos válidos emitidos (Ruiz y 
Blázquez, 2007). Este pacto, en realidad, buscaba asegurar que la alternancia en 
el poder se llevara a cabo entre los partidos polıt́icos de los dos suscriptores del 
acuerdo15 (CIDH, 2021a, p. 10). 

También contribuyó a la victoria de Ortega la transformación de la imagen 
y el discurso del lı ́der, quien se enfocó en la paz, el amor y la reconciliación 
polı ́tica, dejando el rojo y el negro —que caracterizaban a su partido— para 
vestirse de rosado y pedir el voto de toda la sociedad nicaragüense. Otro 
factor favorable fue la aparición de nuevas fuerzas polı ́ticas que evitaron el 
tradicional duelo entre sandinistas y antisandinistas. Finalmente, la victoria 
también fue producto de sus promesas de campaña como otorgar créditos a 
los productores agrarios y facilitar las remesas del exterior; todo ello frente 
a una oposición totalmente dividida (Dı ́az González et al., 2022, pp. 31-32; 
Martı ́ i Puig, 2019, p. 5). 

El caudal electoral del partido de Ortega se incrementó dos años después gra-
cias al crecimiento económico producido en esos dos años entre 3,5% y 5% 
anual (Sanahuja, 2019, p. 241), lo que sumado al control del Poder Judicial y 
del Consejo Supremo Electoral, le permitió ganar nuevamente las elecciones 
de 2011 y posteriormente las de 2016 para el periodo presidencial de 2017-
2022. Como se verá a continuación, las caracterıśticas autoritarias del régimen 
se fueron profundizando aún más hasta derivar en una clara dictadura, lo que 
provocó fuertes protestas sociales a partir de 2018 y una seria crisis polıt́ica 
que culminó con las elecciones de 2021 y la nueva reelección de Ortega, no re-
conocida por gran parte de la comunidad internacional. 

Precisamente, este aislamiento internacional y las sanciones impuestas por di-
versos paıśes democráticos del mundo han llevado muy recientemente al ré-
gimen de Ortega a buscar otros socios extrarregionales e incluso de carácter 
disruptivo, como es el caso de Rusia. Ası,́ Ortega no solo ha respaldado la inva-
sión de Rusia a Ucrania sino que también la Asamblea Nacional ha autorizado 
el ingreso de tropas, naves y aeronaves de la Federación de Rusia a su territorio 
para cumplir labores humanitarias en el paıś, lo que ha merecido la preocupa-
ción de sus vecinos y ha sido caliϐicado por el subsecretario del Departamento 
de Estado para Asuntos Hemisféricos estadounidense, Brian Nichols, como una 
provocación para el Hemisferio (Triviño, 16 de junio de 2022).

15  Y que según algunos autores aseguró “la impunidad mutua cuando Alemán fue acusa-
do de corrupción y Ortega de violar a su hija adoptiva” (Lacombe, 2020).
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3.2.  Características del régimen
3.2.1.  Ausencia de equilibrio de poderes
Actualmente, el gobierno de Ortega se ejerce sin ningún tipo de rendición de 
cuentas pues ha ido progresivamente debilitando las instituciones democráti-
cas al lograr el control de la Asamblea Nacional, de la Corte Suprema de Justicia 
y del Consejo Supremo Electoral, todo lo cual le facilitó la modiϐicación de la 
Constitución para poder ser elegido ilimitadamente, lo que ha ocurrido en tres 
periodos sucesivos. 

El sometimiento de los otros poderes al Ejecutivo implicó la eliminación del 
principio de balance de poderes, la ausencia de controles y un desmedro del 
estado de derecho y de la democracia. 

En el caso de la Asamblea Nacional, esta se encuentra mayoritariamente com-
puesta por el partido oϐicialista, mostrando un alineamiento total con el Poder 
Ejecutivo al aprobar un conjunto de leyes que no solo han restringido la libertad 
de expresión, sino que también han cerrado los espacios democráticos. En efec-
to, el FSLN tiene 71 de los 95 diputados en la Asamblea Nacional, mientras que 
los otros 14 están distribuidos en otros seis partidos; asimismo, el FSLN tiene el 
control de las 16 comisiones permanentes, en las cuales mantiene 13 presiden-
cias y 5 vicepresidencias, lo cual le da el control de la Secretarıá de la Asamblea, 
que es vital en el recibo y trámite de las iniciativas legislativas, ası ́ como en 
el manejo del plenario. Lo anterior permite al partido oϐicialista aprobar leyes 
y decretos, derogarlos o reformarlos sin necesidad de ninguna otra voluntad, 
pero además este control les permite elegir y ratiϐicar a diversos funcionarios 
públicos, lo que no guarda precedentes desde la caıd́a de la dictadura de Somo-
za (Martı ́i Puig, 25 de junio de 2021, pp. 3-4; CIDH, 25 de octubre de 2021).

En cuanto al Poder Judicial (y en particular la Corte Suprema de Justicia), los 
procesos de designación y permanencia en el cargo de los magistrados depen-
den de la manipulación e inϐluencia del partido oϐicial a través de la Asamblea 
Nacional, esto debido a las reformas legales de 2010. Tal es ası ́que, para 2014, 
tres de las cuatro salas del Poder Judicial eran ocupadas por jueces cercanos 
al presidente o al FSLN (CIDH, 2021a, pp. 8-9; CIDH, 25 de octubre de 2021, 
pp. 40-41).

En cuanto al Ministerio Público, ha ocurrido el mismo fenómeno pues el nom-
bramiento de aϐiliados al partido de gobierno y próximos al Ejecutivo o la reu-
bicación de ϐiscales no vinculados al partido oϐicialista han determinado la pér-
dida de su independencia. Incluso, algunos ϐiscales independientes han sido 
perseguidos polıt́icamente obligándolos a renunciar a su cargo. Una situación 
similar ocurre con el Consejo Supremo Electoral (CIDH, 2021a, p. 9; CIDH, 25 de 
octubre de 2021, pp. 42-43). 
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La situación descrita ha llevado a la CIDH (2021b) a concluir que:

[…] la concentración del poder ha facilitado que Nicaragua se transforme en un 
Estado policial, donde el Poder Ejecutivo tiene instalado un régimen de terror y 
de supresión de todas las libertades, mediante el control y vigilancia de la ciuda-
danıá y la represión a través de las instituciones de seguridad estatales y paraes-
tatales avalado por los demás poderes del Estado. (p. 67)

A la toma de los poderes del Estado debemos sumar la destrucción de la autono-
mıá municipal. En este sentido, en 2017, el Gobierno destituyó a alcaldes y con-
cejales, y aϐianzó como polıt́ica de Estado el fraude electoral municipal, lo que 
le permitió controlar el 88% de los gobiernos locales: 135 alcaldıás asignadas 
al FSLN, 11 al Partido Liberal Constitucionalista, 6 a Ciudadanos por la Libertad 
y 1 a la Alianza Liberal Nicaragüense (Centro Nicaragüense de Derechos Huma-
nos, 2018, pp. 6-7). A esto se debe sumar la violación de la autonomıá municipal 
mediante la reducción de transferencias a las alcaldıás opositoras que oscilan 
entre 7,92% y 10,57% de su presupuesto (Osorio Mercado y Rodrıǵuez-Ra-
mıŕez, 2020, pp. 23-24).

De otra parte, el gobierno suplantó a las autoridades indıǵenas como el Sıńdico 
y el Wihta de la Costa Caribe, que eran elegidas tradicionalmente por consenso 
de la comunidad, las que fueron reemplazadas por autoridades elegidas entre 
los miembros de los Consejos de Liderazgo Sandinista, todo ello con el propósi-
to de asegurar la economıá extractivista en los territorios indıǵenas pero tam-
bién garantizar el resguardo de los intereses del gobierno (CIDH, 25 de octubre 
de 2021; Osorio Mercado y Rodrıǵuez-Ramıŕez, 2020, p. 9).

Otro ámbito importante de control por parte del régimen de Ortega fue el de 
las fuerzas armadas. Para tal efecto, en 2014, la Asamblea Nacional reformó 
la Constitución y el Código Militar y aprobó una nueva Ley de Organización y 
Funciones, cambios que implicaron la eliminación de los contrapesos institu-
cionales de estas fuerzas (la función de supervisión y control del Ministerio de 
Defensa, las facultades de supervisión del Ministerio de Gobernación sobre las 
Polıt́icas de Seguridad, etc.), el establecimiento de una subordinación directa de 
estas fuerzas al presidente de la República y la permanencia indeϐinida del jefe 
del Ejército y del director de la Policıá Nacional a criterio del presidente (CIDH, 25 
de octubre de 2021, pp. 33-34; Osorio Mercado y Rodrıǵuez-Ramıŕez, 2020, p. 8). 

De lo anteriormente expuesto, se concluye que el poder de Daniel Ortega se ha 
ido expandiendo y que no solo ha logrado el control de los otros dos poderes 
del Estado (Asamblea Nacional y Poder Judicial – Ministerio Público), sino que 
además ha obtenido el control de los gobiernos locales y de las comunidades 
indıǵenas, a todo lo cual se suma el sometimiento absoluto de las Fuerzas Ar-
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madas a la ϐigura presidencial y sin ningún contrapeso institucional, lo que ha 
convertido a su régimen en uno de carácter dictatorial.

El poder de Ortega, sin embargo, es compartido por su esposa y vicepresidenta. 
Más aún, muchos analistas estiman que ella tiene mayor poder de inϐluencia 
que el propio presidente. En efecto, en un inicio Rosario Murillo presidió el Con-
sejo de Comunicación y Ciudadanıá, controló “la comunicación del Gobierno, 
del partido y el protocolo del Estado. Además, [fue] la secretaria del mandata-
rio, jefa de  Gabinete y maestra de ceremonias” (Ruiz y Blázquez, 2007, p. 37), 
poder que se incrementó con el tiempo hasta llegar a la vicepresidencia. Por 
su parte, los hijos de la pareja presidencial son empresarios, dueños de radios, 
canales de televisión y empresas de publicidad, y se encargan de hacer prose-
litismo al régimen de sus padres, por lo que muchos analistas consideran que 
en Nicaragua se viene consolidando una nueva dinastıá familiar, al estilo de los 
Somoza  (Dıáz González et al., 2022, pp. 38-39).

3.2.2.  Deterioro de los procesos electorales
El deterioro de los procesos electorales en Nicaragua se inició en 2008, en tan-
to a partir de la elección de ese año no existieron posibilidades reales para la 
oposición, pues esta comenzó a quedarse progresivamente disminuida y sin ca-
pacidad real de competir, gracias a la acción del régimen de Ortega, del Poder Ju-
dicial, del Consejo Supremo Electoral y la libre disposición de recursos públicos. 

Ası,́ en las elecciones de 2011 los partidos polıt́icos que representaban una op-
ción distinta a la del gobierno, no contaron con representantes en las deno-
minadas Mesas Electorales, pero además el padrón de electores contenıá una 
serie de errores. Adicionalmente, el presidente del Consejo Supremo Electoral 
expresó explıćitamente su simpatıá por Ortega durante el periodo de campaña 
y favoreció su candidatura al retardar el otorgamiento de los documentos nacio-
nales de identiϐicación en aquellas regiones que habıán votado sucesivamente 
contra el régimen y colocar trabas para la acreditación electoral de los partidos 
opositores (Miranda y AƵ lvarez, 2016, p. 16). 

Incluso, a pesar de la prohibición expresa de la reelección inmediata, Ortega se 
presentó nuevamente como candidato gracias a un recurso de amparo conce-
dido por el Poder Judicial. La Sala Constitucional de la Corte Suprema se reunió 
de manera irregular en abril de 2009 y aprobó una sentencia donde se decretó 
la inaplicabilidad de los artıćulos 147 y 178 de la Constitución, los que prohi-
bıán la reelección presidencial. Esta sentencia aprobada por cinco magistrados 
sandinistas debıá ser cumplida de forma ineludible por el Consejo Supremo 
Electoral (CSE) que tuvo que aceptar la inscripción de Ortega como candida-
to presidencial (Centro Nicaragüense de Derechos Humanos, 2018, p. 5; Gri-
jalva Jiménez y Castro-Montero, 2020, p. 26). Como señalan Miranda y AƵ lvarez 
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(2016), esta decisión “conϐirmaba que en la Nicaragua de Ortega la independen-
cia entre los poderes era únicamente un espejismo; pero además, la institucio-
nalidad establecida en la organización del Estado, que costó años de debate y 
discusión consolidar, contravenıá las nuevas reglas del juego impuestas por el 
mandatario” (p. 20). A todo esto debemos añadir los informes de las misiones 
de observación de la OEA y de la Unión Europea que señalaron una serie de 
irregularidades ocurridas en esa elección (CIDH, 25 de octubre de 2021, p. 26; 
Martı ́i Puig, 2019, pp. 5-6).

En 2016, tras controlar a la Corte Suprema de Justicia y al CSE, Ortega comen-
zó a eliminar toda competencia a cinco meses de las elecciones a realizarse en 
dicho año. Ası,́ a través de una resolución del CSE despojó de la representación 
legal al Partido Liberal Independiente, lo que a su vez impidió la participación 
de la Coalición Nacional por la Democracia, principal fuerza de oposición del 
paıś (Centro Nicaragüense de Derechos Humanos, 2018, p. 6). A lo anterior de-
bemos añadir que dos años antes, esto es en 2014, Ortega habıá logrado que 
su mayorıá parlamentaria en la Asamblea Nacional aprobara la reforma de la 
Constitución, consagrando la reelección presidencial indeϐinida, lo que lo habi-
litó para participar en las elecciones de 2016 (Miranda y AƵ lvarez, 2016, p. 20; 
CIDH, 25 de octubre de 2021, p. 27). 

Esta situación siguió agravándose hasta la última elección de 2021. Ası,́ en cuan-
to a los sujetos con capacidad de ser candidatos, tenemos la ϐigura de Rosario 
Murillo, quien según el artıćulo 147 de la Constitución nicaragüense no debió 
ser admitida, pues dicha norma prohıb́e que se puedan presentar a los cargos 
de presidentes o vicepresidentes las personas relacionadas con el presidente en 
funciones por vıńculos consanguıńeos o de aϐinidad; el oϐicialismo, sin embar-
go, interpretó que esa norma no incluıá al cónyuge estrictamente, lo que fue cri-
ticado por la oposición pues entendıán que el espıŕitu de la norma era prohibir 
candidaturas de personas estrechamente vinculadas con quien detenta el poder 
(Martı ́i Puig, 2019, p. 9).

De otro lado, la oferta partidaria de la oposición fue restringida en cada elec-
ción. Ası,́ en 2008, se eliminó la personerıá jurıd́ica de algunos partidos como 
el Movimiento Renovador Sandinista –MRS o se intervino en procesos judicia-
les intrapartidarios con el ϐin de fragmentar la disidencia. En 2016, el Tribunal 
Supremo destituyó al legislador Eduardo Montealegre de la dirección del Par-
tido Liberal Independiente, para dársela a Pedro Reyes, personaje poco conoci-
do que luego se apartó de la competencia electoral. Como señala Martı ́ i Puig, 
“se aseguraban ası ́ la exclusión de competidores” (2019, p. 9). Esta voluntad 
de excluir a los opositores se agudizó en las elecciones de 2021, mediante la 
detención arbitraria y criminal de más de 30 personas bajo cargos infundados, 
incluyendo a 7 precandidatos a la presidencia, algunos de los cuales contaron 
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con medidas provisionales de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
Asimismo, el Consejo Supremo Electoral “canceló la personerıá jurıd́ica del Par-
tido Restauración Democrática (PRD) y luego canceló de oϐicio la personerıá 
del Partido Conservador y del partido Ciudadano por la Libertad”, con lo cual se 
eliminó a todo aspirante opositor (CIDH, 2021b, p. 10). 

De otra parte, en materia de formación de preferencias hubo un acceso desigual 
a los medios de comunicación y a recursos económicos para ϐinanciar las cam-
pañas. Ası,́ se calcula que, en los dos primeros lustros del régimen, el FSLN uti-
lizó más de tres mil millones de dólares otorgados por el Gobierno venezolano 
para ϐinanciar el partido y realizar labores de propaganda. Además, la familia 
Ortega Murillo es propietaria de múltiples estaciones de radio y televisión, ası ́
como de agencias de publicidad. A ello debe sumarse las denuncias por la opo-
sición de la anulación de miles votos por los ϐiscales del FSLN en los centros de 
votación, ası ́ como la falta de actualización y depuración del padrón electoral 
(Martı ́i Puig, 2019, p. 9; Miranda y AƵ lvarez, 2016, p. 16). 

Por último, algunos candidatos elegidos luego no pudieron ejercer su cargo, 
como cuando en 2013 se le retiró la condición de diputada a la sandinista Xó-
chitl Ocampo por abstenerse de votar la Ley de Concesión del Canal Interoceá-
nico, o a Agustıń Jarquıń por anunciar la ruptura de su alianza con el FSLN en 
2015, a lo que se debe sumar el caso de 28 legisladores de la oposición a quie-
nes el Consejo Supremo Electoral retiró de sus escaños por negarse a reconocer 
a la persona que designó el gobierno como lıd́er del partido opositor (Martı ́ i 
Puig, 2019, p. 10). 

Todo lo anterior llevó a la CIDH (2021b, p. 67) a señalar que las condiciones 
antes señaladas hacıán inviable que el proceso electoral de noviembre de 2021 
fuera ıńtegro y libre, en detrimento del ejercicio de los derechos polıt́icos de la 
ciudadanıá, añadiendo que tales elecciones solo servirıán para que el gobierno 
se perpetuase en forma indeϐinida en el poder.

Asimismo, la Organización de Estados Americanos ϐijó el mes de mayo de 2021 
como plazo máximo para que Nicaragua implementara, juntamente con la opo-
sición, un conjunto de reformas electorales que garantizaran elecciones libres 
y transparentes. No obstante, el 4 de mayo de 2021, la Asamblea Nacional de 
Nicaragua aprobó una reforma electoral contraria a lo señalado por la OEA; en 
este sentido, se restringió el acceso a los observadores electorales internacio-
nales; se colocó obstáculos a la participación de candidatos de la oposición; se 
reorganizó el Consejo Supremo Electoral —que ya era favorable al gobierno de 
Ortega—, haciéndolo más dependiente del presidente de la república (que se-
lecciona a sus candidatos) y de la Asamblea Nacional (que los conϐirma), dán-
dole además a este órgano electoral el poder exclusivo de disolver los parti-
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dos polıt́icos. Esta reforma además, redujo los requisitos de responsabilidad y 
transparencia, entre otras medidas claramente antidemocráticas (Martı ́i Puig, 
25 de junio de 2021, pp. 7-8).

Las reformas, sin embargo, irıán mucho más allá. Según nos cuentan Malamud 
y Núñez (28 de octubre de 2021):

El presidente y su entorno han acometido una reforma constitucional para per-
mitir su reelección y concentrar mayores competencias. Desde 2020, un equipo 
liderado por el [entonces] vicepresidente Félix Ulloa ha impulsado la reforma. Es 
un proceso muy personalista, donde el presidente señala qué reformas impulsar 
y cuáles no. El anteproyecto propone modiϐicar 216 de los 274 artıćulos de la 
Constitución de 1983. De este modo, se busca crear un modelo plebiscitario (re-
feréndum, plebiscito y revocatoria de mandato) y reforzar el poder presidencial, 
cuyo mandato pasa de cinco a seis años.

A lo anterior habrıá que añadir que muchos de los lıd́eres de los partidos polıt́i-
cos de oposición “están dispersos, en la cárcel o en el exilio” (Martı ́i Puig, 25 de 
junio de 2021, p. 9). Ası ́ha sucedido con Cristiana Chamorro, lıd́er de la oposi-
ción que fue privada de libertad por el gobierno, por supuesto lavado de dinero. 
En tres semanas (las dos últimas de mayo y la primera de junio de 2021), el 
régimen de Ortega dejó también fuera de juego a cinco precandidatos presi-
denciales y a otras personalidades polıt́icas. El 21 de junio se allanó la casa del 
periodista Carlos Fernando Chamorro (hermano de Cristiana) que era la mayor 
ϐigura mediática de oposición al régimen de Ortega, quien se suma a otros 120 
presos polıt́icos (Martı ́i Puig, 25 de junio de 2021, pp. 9-10).

3.2.3.  Represión contra la prensa y grupos opositores 
Una especial preocupación del gobierno de Ortega fue la del control de los me-
dios de comunicación. Ası,́ progresivamente el Gobierno logró obtener la mayo-
rıá de los medios de comunicación televisivos (canales 2, 4, 6, 8, 13, 15 y 22), 
como también comprar diversas compañıás de radio, no solo para transmitir 
los anuncios oϐiciales sino también para crear una opinión pública favorable al 
régimen (Osorio Mercado y Rodrıǵuez-Ramıŕez, 2020, pp. 7-8). En cuanto a los 
medios de comunicación de oposición, estos serıán permanentemente vıćtimas 
de la represión del gobierno. 

En este sentido, si bien las protestas de 2018, evidenciaron ante el mundo en-
tero el gran malestar existente contra el régimen de Daniel Ortega, ya mucho 
tiempo antes de ello, comenzaron a mostrarse señales, que fueron manejadas 
por el régimen mediante dispositivos utilizados desde 2007 “para silenciar y 
ocultar todas las expresiones y ́ sıńtomas´ del malestar social: a) los aparatos de 
coerción y represión, y b) los dispositivos de vigilancia y control social” (Cuadra 
Lira, 2018, p. 246).
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En cuanto a los aparatos de coerción y represión, este se encuentra integrado 
por la Policıá Nacional —que asume el orden interno—, dependencias del Mi-
nisterio de Gobernación —como la Dirección de Migración y Extranjerıá—y los 
grupos paramilitares. “Funcionan de manera coordinada, cuentan con estructu-
ras organizativas, jerarquıás de mando y recursos para realizar sus acciones, ya 
sea de manera separada o en conjunto” (Cuadra Lira, 2018, p. 246). 

En el caso de la  Policıá, esta fue cooptada por el Gobierno en 2014 cuando apro-
bó su nueva ley, la cual eliminó al Ministerio de Gobernación como entidad de 
supervisión y control entre el presidente y la jefatura de la institución policial; 
y estableció tanto “la posibilidad que el director o directora permaneciera en el 
cargo, si ası ́lo disponıá el presidente; y la posibilidad de incorporar en cargos 
civiles a policıás en retiro o en servicio activo, si el presidente lo consideraba 
conveniente” (Cuadra Lira, 2018, p. 247); todo lo cual ha permitido al régimen 
contar con una fuerza policial represora de toda expresión de disidencia.

En el caso de las fuerzas de choque, estas se formaron a ϐines de 2007 e inicios 
de 2008, la mayorıá de ellos son expandilleros, armados y pagados por el ré-
gimen de Ortega, que actúan impunemente contra la oposición. Estas fuerzas 
fueron complementadas por “turbas” compuestas por fanáticos del régimen, 
muchos de ellos incorporados en las planillas del Estado y reclutados a través 
de diferentes mecanismos, tales como el programa de reinserción de jóvenes 
pandilleros y jóvenes en riesgo promovido por la misma Policıá Nacional (Cua-
dra Lira, 2018, pp. 247-248). Finalmente, están los paramilitares, conformados 
por exmilitares, y que “tienen una estructura casi militar, utilizan armamento 
de guerra y realizan operaciones militares”. Este grupo se hizo más visible “a 
partir del 30 de mayo de 2018, cuando comenzaron a salir a las calles de Mana-
gua en horas de la noche, organizados en caravanas de vehıćulos, cubiertos con 
pasamontañas, portando armas de guerra y disparando indiscriminadamente” 
(Cuadra Lira, 2018, pp. 248-249).

En cuanto a los dispositivos de vigilancia y control social, podemos citar la si-
guiente explicación: 

El gobierno también construyó un dispositivo de vigilancia y control social or-
ganizado territorialmente […]. [Se constituyen] entonces, promovidos desde la 
presidencia, los Consejos de Poder Ciudadano (CPC) y los Gabinetes de Poder 
Ciudadano (GPC) en cada barrio y comunidad, a partir de la promulgación del 
Decreto No. 112 del 29 de noviembre de 2007. También se creó un Gabinete 
Nacional de Poder Ciudadano, como la expresión nacional de una serie de ins-
tancias locales similares. Esta estructura de organización y participación ciuda-
dana quedó bajo la dirección de Rosario Murillo, […] Estas estructuras han sido 
las encargadas de asegurar la participación de los empleados estatales en las 
actividades partidarias y de gobierno como marchas, ocupación de rotondas o 
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redondeles en la ciudad de Managua, ferias y actos polıt́icos. [En 2014 los CPC 
fueron reemplazados por los Gabinetes de Familia, asegurándoseles] funciones 
estatales y recursos del presupuesto público.
[…]
A lo largo de diez años, el gobierno utilizó de manera combinada los diversos 
dispositivos de control social y represión para contener las expresiones de des-
contento social hasta que el ciclo que se abrió en abril de 2018 rebasó todas sus 
capacidades.16 (Cuadra Lira, 2018, pp. 250-252)

En efecto, en 2018, el régimen de Ortega comenzó a recibir una ola de protestas, 
particularmente de estudiantes universitarios, jubilados y del sector empresa-
rial representado en el COSEP, que si bien en un inicio fueron motivadas por 
reformas en las cotizaciones del Instituto Nicaragüense de Seguridad Social y 
por el mal manejo de un incendio de la Reserva Biológica Indio Maıź, las revuel-
tas luego se extendieron y ampliaron a otros temas, tales como el recorte de las 
pensiones, la corrupción, el enriquecimiento de las personas allegadas al poder, 
el incremento de la desigualdad, entre otros; todo lo cual motivó protestas de la 
población, las mismas que fueron duramente reprimidas. Como señala Sánchez 
Benites (2018):

El 18 de abril del 2018 la población nicaragüense explotó, expulsando la tensión 
y el descontento social acumulado durante doce años. La erupción volcánica de 
la insatisfacción sociopolıt́ica nicaragüense no ha sido sólo contra el gobierno, 
también incluye a todos los partidos polıt́icos. El estallido social brotó como una 
expresión espontánea de repudio contra el sistema polıt́ico que venıá enquistán-
dose en Nicaragua. La población continúa clamando aquella libertad por la que 
Sandino luchó, por la que combatió el FSLN en los años setenta para emancipar 
al pueblo nicaragüense de la tiranıá somocista. El sandinismo presente en la me-
moria colectiva de la sociedad nicaragüense despertó de su remanso y se reveló 
contra un nuevo intento de eternizar en el Estado una dinastıá familiar. (p. 127)

A la represión policial (que utilizó munición real contra los manifestantes) se le 
sumaron grupos armados presentados como agentes voluntarios (turbas orte-
guistas), que en verdad eran una fuerza paramilitar comprometida con el régi-
men que actuó con total impunidad frente a las fuerzas policiales, apaleando a 
los manifestantes (Lacombe, 2020; Salgado, 2018, pp. 121-122). 

Hacia agosto de 2018, esta represión habıá causado 325 muertos, 2.000 heridos 
y más de 600 detenidos, algunos de los cuales fueron torturados, no solo por 
parte de las fuerzas del orden sino por grupos armados progubernamentales, a 
lo que deben sumarse miles de nicaragüenses que han venido desplazándose a 
otros paıśes por la negación de sus derechos y de garantıás fundamentales, todo 
lo cual fue denunciado por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 
16  En el mismo sentido se pronuncia la CIDH, 25 de octubre de 2021, p. 37.
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el Parlamento Europeo, el Sistema de Integración Centroamericana –SICA y la 
Alta Comisionada para los Derechos Humanos de las Naciones Unidas (Sanahu-
ja, 2019, p. 242; Martı ́i Puig, 2019, p. 14; Monte y Gómez, 2020, p. 2).

Como reϐieren Monte y Gómez (2020):

El despliegue diario de fuerzas policiales y paraestatales que ronda las calles 
y que es expresión de un “Estado policiaco” se ha vuelto una norma en el paı ́s 
que hasta el mes de abril del año pasado [2018] era considerado “el más segu-
ro de Centroamérica”. Ciertamente, la violencia estatal generó una crisis y un 
clima de terror que no ha cesado, aun cuando su causa original, las reformas 
unilaterales a la seguridad social, dejó de ocupar muy rápidamente el centro 
de la atención. (p. 2)

El Gobierno además expulsó a una misión de la ONU y luego a una delegación 
de la CIDH, “varios organismos de derechos humamos fueron cerrados por el 
régimen y vandalizados por sus agentes de represión” (Lacombe, 2020). Esto se 
complementa con la ocupación ilegal por parte de las autoridades nicaragüen-
ses de las oϐicinas de la OEA en Managua, luego de anunciar su retiro de la or-
ganización a través de la denuncia de la Carta de esta, en clara transgresión del 
tratado de sede y de la inmunidad del local de la representación interamericana 
(OEA, Comunicado de Prensa, 24 de abril de 2022).

No obstante, el deterioro del régimen de Ortega continuó. En tal sentido, se 
sumó la persecución contra disidentes, la intimidación a personas opositoras y 
despidos arbitrarios de funcionarios no leales al régimen. Al respecto, el presi-
dente Ortega y su esposa y vicepresidenta Rosario Murillo argumentan que se 
trata de terroristas e insurgentes que buscan derrocar al gobierno, lo que los 
llevó a incrementar la represión en 2019 y 2020 (Sanahuja, 2019, p. 242). De 
esto último da cuenta Amnistıá Internacional (2022, p. 324), quien en su último 
informe sostiene que en Nicaragua continúa la detención y represión arbitraria 
de personas que hacen activismo polıt́ico y que, recientemente, se han adopta-
do nuevas leyes amenazadoras contra la disidencia. 

Entre esas leyes tenemos la Ley Nº 977 – Ley contra el lavado de activos, el 
ϐinanciamiento al terrorismo y a la proliferación de armas de destrucción ma-
siva, que si bien solo contiene dos artıćulos, establece penas de 15 a 20 años de 
prisión y ha sido utilizada para criminalizar la protesta, pues decenas de ciuda-
danos vienen siendo procesados “por actos de terrorismo y otros delitos como 
crimen organizado y ϐinanciamiento del terrorismo, convirtiendo a Nicaragua, 
de la noche a la mañana, en la jurisdicción continental con la mayor cantidad de 
procesos por delitos de esta naturaleza” (Equipo IEEPP, 2018, p. 268). Adicio-
nalmente, la ley abre la posibilidad de elaborar 
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“[…] una lista negra de personas (u organizaciones) investigadas por lavado de 
dinero y/o ϐinanciamiento del terrorismo, con el objetivo de inmovilizar sus fon-
dos y/o activos (art.41.1 de la Ley Antiterrorista), impidiendo que dicha persona 
(u organización) puedan recibir ningún tipo de ayuda, a riesgo de que quien pre-
tende ayudar pueda enfrentar también una sanción por ϐinanciamiento al terro-
rismo”. (Equipo IEEPP, 2018, 272)

Sobre la situación de represión ha señalado la CIDH (2021b):

Como ha sido ampliamente documentado por la CIDH, las protestas iniciadas 
desde abril de 2018 fueron reprimidas mediante el uso de la fuerza letal por 
grupos policiales y parapoliciales bajo el mando de la presidencia, como Jefe Su-
premo de las mismas. Asimismo, se estableció un Estado policial para acallar la 
disidencia y cerrar los espacios democráticos, mediante la detención y privación 
arbitraria de la libertad de personas consideradas como opositoras, caliϐicar las 
manifestaciones públicas como ilegales, allanar y tomar instalaciones de las or-
ganizaciones de derechos humanos y medios de comunicación independientes, 
entre otras. (p. 8)

En materia de libertad de expresión y de asociación, en Nicaragua se ataca a los 
periodistas, a las personas defensoras de derechos humanos y a las ONG locales. 
En cuanto a la libertad de expresión, se han producido cientos de ataques contra 
la prensa independiente lo que incluye detenciones arbitrarias, hostigamiento 
a periodistas y sus familias, agresiones fıśicas, utilización del aparato judicial 
para criminalizar la disidencia, etc. Asimismo, la Asamblea Nacional ha aproba-
do la Ley de Regulación de Agentes Extranjeros, la Ley Especial de Ciberdelitos 
y la Ley de Defensa de los Derechos del Pueblo a la Independencia, la Soberanıá 
y la Autodeterminación para la Paz, que no son sino un paquete de normas que 
restringen aún más la libertad de expresión y el ejercicio de los derechos polıt́i-
cos de los nicaragüenses (Amnistıá Internacional, 2022, p. 325). 

La ley que aprueba la Estrategia Nacional de Ciberseguridad (29 de setiembre 
de 2020) impone un control a la difusión de información por parte de los tra-
bajadores estatales. Por su parte, la Ley Especial de Ciberdelitos (30 de octubre 
de 2020) busca controlar la divulgación y propagación de noticias falsas y/o 
tergiversadas a través de las tecnologıás de la información y la comunicación, 
lo que ha sido caliϐicado por los medios de comunicación como una ley morda-
za, en la medida que se trata de una norma subjetiva donde la caliϐicación de 
falsa depende enteramente del gobierno de turno, colocando a los periodistas 
y comunicadores bajo constante amenaza. Por otro lado, la Ley de Regulación 
de Agentes Extranjeros (15 de octubre de 2020) obliga a las personas naturales 
o jurıd́icas, nacionales o de otra nacionalidad, que reciban fondos o respondan 
a intereses extranjeros a registrarse como “agentes” ante el Ministerio de Go-
bernación, todo ello con el espıŕitu de controlar o neutralizar a las fundaciones 
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y ONG crıt́icas al gobierno. La Ley de Defensa de los Derechos del Pueblo a la 
Independencia, la Soberanıá y Autodeterminación para la Paz (21 de diciembre 
de 2020) establece “que los ciudadanos que promuevan u organicen protestas, 
que celebren o soliciten sanciones internacionales contra el régimen podrán 
ser considerados como traidores a la patria y no podrán optar a cargos de elec-
ción popular”. Finalmente, la reforma del Código Procesal Penal (2 de febrero de 
2021) amplıá hasta un máximo de 90 dıás el plazo en que una persona puede 
estar detenida sin ser acusada de manera formal (antes solo eran 48 horas). 
Todo este conjunto de normas consagra evidentemente un marco jurıd́ico de 
persecución y castigo a todo opositor al régimen de Ortega (Martı ́i Puig, 25 de 
junio de 2021, pp. 5-7).

En cuanto a las ONG habrıá que destacar que en solo una semana (la última de 
mayo de 2022) la dictadura de Ortega canceló 179 organizaciones y que estas 
suman un total de 400 desde 2018, todas ellas canceladas por no inscribirse 
en el registro impuesto por la Ley de Regulación de Agentes Extranjeros antes 
citada (El Comercio, 2 de junio de 2022).

3.2.4.  Graves violaciones a los derechos humanos y comisión de crímenes 
internacionales

El régimen de Ortega, en particular a partir de 2018, viene empleando un alto 
nivel de represión y un uso excesivo de la fuerza a través de las fuerzas poli-
ciales y de paramilitares (“policıás voluntarios”), con el propósito de reprimir, 
criminalizar, secuestrar y detener de manera selectiva e ilegal a todas aquellas 
personas que ejerzan sus derechos polıt́icos de manera pacıϐ́ica (Centro Nicara-
güense de Derechos Humanos, 2018, p. 2). 

Las violaciones a los derechos humanos incluyen violaciones al derecho a la 
vida (mediante ejecuciones extrajudiciales), a la integridad fıśica y psicológica 
(a través de la aplicación de torturas), a la libertad (por medio de detenciones 
arbitrarias), al trabajo (mediante despidos arbitrarios), a la libre expresión y a 
la protesta, entre otros derechos (Centro Nicaragüense de Derechos Humanos, 
2018, pp. 2 y 3). Estas violaciones no solo han sido perpetradas por la Policıá 
Nacional nicaragüense sino también, como ya lo hemos señalado, por grupos 
de choque integrados por pandilleros y miembros de la Juventud Sandinista, 
grupos paraestatales (conformados por exmilitares) y francotiradores (Osorio 
Mercado y Rodrıǵuez-Ramıŕez, 2020, p. 23).

Respecto a la propiedad privada, el gobierno ha incentivado que simpatizantes 
partidarios tomen las tierras de grandes y medianos agricultores; además, ha 
creado la Empresa Nicaragüense de Importaciones y Exportaciones que com-
pite deslealmente con el sector privado, a lo que debe sumarse una reforma tri-
butaria que reduce las ganancias de las empresas. La propiedad comunal de los 
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indıǵenas y afrodescendientes ha sufrido la misma suerte, al permitir concesio-
nes indebidas de recursos naturales y no sancionar la persecución o asesinato 
de lıd́eres indıǵenas (Osorio Mercado y Rodrıǵuez-Ramıŕez, 2020, p. 23). Más 
recientemente, el Gobierno llevó adelante la conϐiscación del ediϐicio y bienes 
del diario La Prensa, el más antiguo y crıt́ico del régimen, transgrediendo el ar-
tıćulo 44 de la Constitución Polıt́ica de Nicaragua que garantiza el derecho a la 
propiedad privada (Deutsche Welle – DW, 22 de agosto de 2022).

En cuanto a los trabajadores y funcionarios públicos, muchos de ellos han sido 
castigados económicamente o cesados por no participar en las marchas o plan-
tones gubernamentales o por acudir a las protestas cıv́icas contra el Gobierno. 
En este punto también se denuncia que los campesinos crıt́icos al régimen vie-
nen siendo objeto de diversas medidas de represión; ası,́ desde abril de 2018, 
se estima que 147 de ellos han sido asesinados y otro tanto perseguidos, encar-
celados y acusados de los delitos de terrorismo y narcotráϐico (Osorio Mercado 
y Rodrıǵuez-Ramıŕez, 2020, p. 24).

La Iglesia Católica también ha sido objeto de fuerte represión y persecución. 
En ese sentido, tenemos a un obispo secuestrado y recluido en su domicilio 
(Monseñor Rolando AƵ lvarez), sacerdotes detenidos por la policıá, misioneras 
de la caridad expulsadas, parroquias sitiadas, varios medios de comunicación 
católicos cerrados, numerosas restricciones al culto, profanaciones, irrupción y 
saqueos en las iglesias, entre otras acciones de violencia (Berdejo, 23 de agosto 
de 2022).

En relación a la libertad de asociación, al término de 2020, las inscripciones de 
nueve organizaciones de derechos humanos habıán sido canceladas y no se les 
restablecıá su condición legal; y algunas otras de estas organizaciones habıán 
sido objeto de conϐiscaciones arbitrarias (Amnistıá Internacional, 2022, p. 325).

En cuanto al derecho de reunión pacıϐ́ica, se ha recibido información sobre ac-
tos de represión por parte del régimen nicaragüense contra las protestas y de-
más expresiones de descontento (Amnistıá Internacional, 2022, p. 325).

Finalmente, el Grupo Interdisciplinario de Expertos Independientes (GIEI-Ni-
caragua) en su “Informe sobre los Hechos de Violencia Ocurridos entre el 18 
de abril y el 30 de mayo de 2018 en Nicaragua,” establece que en este paıś se 
han cometido crıḿenes de lesa humanidad “llevados a cabo por agentes esta-
tales bajo el mando del presidente Ortega, utilizando las instituciones públicas 
y grupos parapoliciales, con el ϐin de asesinar y perseguir a aquellas personas 
que se oponen a sus polıt́icas”, lo que ha sido respaldado por la Comisión In-
teramericana de Derechos Humanos (CIDH) y Amnistıá Internacional (21 de 
diciembre de 2018).
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En el mismo sentido y basados en el Informe de la Verdad ‘Dictadura y Repre-
sión en Nicaragua: Lucha contra la Impunidad’, quince organizaciones de dere-
chos humanos de Nicaragua en diciembre de 2021, denunciaron a Daniel Ortega 
por la presunta comisión de crıḿenes de lesa humanidad en ese paıś, ante lo 
cual, plantearon a la Organización de Naciones Unidas que se establezca lo que 
llamaron  Misión Internacional Independiente de Determinación de los Hechos 
sobre Nicaragua (DW,  18 de noviembre de 2021).

3.2.5.  Manejo de la economía y de los programas sociales
El régimen de Ortega se inició con condiciones favorables en lo económico, en 
tanto alcanzó el poder cuando el paıś tenıá bajo endeudamiento, baja inϐla-
ción, crecimiento económico, una reinserción en el comercio internacional y 
un crecimiento en los precios de las materias primas que Nicaragua exportaba. 
Su gobierno también recibió recursos de los organismos ϐinancieros interna-
cionales tales como el FMI, el BM, el BID y el Banco Centroamericano de In-
tegración Económica –BCIE. A esto se debe añadir el apoyo de Venezuela que, 
a través del ALBA y de Petrocaribe, signiϐicó un aporte de  580 millones de 
dólares anuales de 2008 a 2014, lo que representaba más de la cuarta parte 
del presupuesto general de Nicaragua (Osorio Mercado y Rodrıǵuez-Ramıŕez, 
2020, p. 10).

El régimen económico de Ortega se caracterizó por continuar la agenda libe-
ral heredada —razón por la cual algunos la denominaron peyorativamente “iz-
quierda neoliberal” (Miranda y AƵ lvarez, 2016, p. 17)—, aunque paralelamente 
desarrolló algunos proyectos en donde el Estado participarıá en sociedad con 
un Estado extranjero o formando empresas público-privadas. También promo-
vió la inversión extranjera y se alió entre 2007 y 2018 con las élites empresa-
riales del Consejo Superior de la Empresa Privada –COSEP y con el Instituto de 
Prevención Social Militar –IPSM, a cargo del Ejército Nacional. Esto último re-
sulta de particular relevancia pues los dirigentes de estos tres entes (Ejecutivo, 
COSEP e IPSM) se mantuvieron en sus cargos a lo largo de estos años mediante 
reformas de los reglamentos, reformas constitucionales o reformas legislativas, 
constituyéndose en el núcleo de poder de ese paıś (Martı ́i Puig, 2019, p. 7; Mon-
tes y Gómez, 2020, p. 15). 

Sobre la alianza con el COSEP, señala Baldizón (2018, p. 153):

Esta relación se basaba en un “modelo de alianzas, diálogo y consenso” que, 
según palabras del presidente del COSEP, expresadas a un medio oϐicialista: 
“ha dado muy buenos resultados en los campos económico, productivo y social 
y le ha permitido al sector privado tener un canal de comunicación para solu-
cionar problemas y aportar ideas de cara al desarrollo”. Los crı ́ticos de esta re-
lación —bautizada como Modelo COSEP—, señalaron estos estrechos vı ́nculos 
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como una clara muestra de la existencia de un régimen polı ́tico corporativista 
y autoritario, en el cual las polı ́ticas públicas más importantes eran deϐinidas 
por el gobierno y los empresarios, excluyendo los intereses del resto de nica-
ragüenses.

Esta apreciación también es compartida por Miranda y AƵ lvarez (2016, p. 25), 
quienes sostienen que los sectores económicos más inϐluyentes de Nicaragua 
no se opusieron a las decisiones del régimen de Ortega hasta 2018, debido a 
que sus intereses eran protegidos por el Gobierno. Finalmente, Osorio Mercado 
y Rodrıǵuez-Ramıŕez (2020, p. 2) caracterizan al régimen de Ortega entre 2006 
y 2017 como un corporativismo autoritario debido a la concentración y falta de 
equilibrio en el poder y la vinculación del Gobierno con los grupos de interés 
económico, que incluso le permitió al régimen obtener el apoyo de EE.UU. y de 
otros paıśes de Occidente. 

También se destaca del Gobierno la solución de la crisis energética, a lo que hay 
que agregar 

[…] la ampliación del servicio de energıá eléctrica a comunidades rurales hasta 
convertir a Nicaragua en el segundo paıś en Centroamérica con mayor cobertura 
de electriϐicación, la pavimentación de calles en barrios populares, la moderni-
zación de vıás de acceso al interior del paıś o la creación de espacios de recrea-
ción para los sectores más empobrecidos”. (Fernández Ampié, 2018, p. 186) 

Adicionalmente, la inversión extranjera directa creció, entre 2007 y 2017, en 
135%, pasando de 381.7 millones de dólares a 896.6 millones de dólares. Esta 
inversión incluyó capitales latinoamericanos, estadounidenses y asiáticos, que 
concentraron su inversión en caña de azúcar, palma africana, minerıá metáli-
ca, telecomunicaciones y manufactura (Osorio Mercado y Rodrıǵuez-Ramıŕez, 
2020, p. 11).

El buen manejo económico del régimen sumado al apoyo por buenos años de 
Venezuela y del ALBA le permitió a Ortega la implementación de una serie de 
programas sociales, a través de los denominados Consejos del Poder Ciudada-
no, luego reemplazados por los Gabinetes de Familia que fueron coordinados 
directamente por Rosario Murillo. Estos programas sociales permitieron al ré-
gimen de Ortega obtener el apoyo de los sectores más pobres de la sociedad. 
Entre estos programas destacan el de Hambre Cero, Plan Techo, Bono Solida-
rio, Vivienda Digna, Usura Cero, etc., con resultados variables. Ası,́ el primero 
si bien redujo la pobreza rural de un 70% a un 59% entre 1993 y 2015, en 
términos absolutos, el número de pobres no disminuyó (Martı ́ i Puig, 2019, p. 
7; Miranda y AƵ lvarez, 2016, pp. 25-26). En todo caso, estos programas socia-
les tuvieron claras caracterıśticas clientelares y buscaron aumentar las bases 
polıt́icas del régimen.  
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Los apoyos sociales sirvieron durante muchos años al régimen de Ortega para 
movilizar gente a su favor en manifestaciones públicas. Sin embargo, estas mo-
vilizaciones en autobuses de miles de personas luego se comenzaron a realizar 
de manera obligatoria, utilizando además recursos del Estado e incluso recor-
tando el horario laboral de los funcionarios y trabajadores que eran trasladados 
para participar en las manifestaciones masivas de apoyo al régimen (Miranda y 
AƵ lvarez, 2016, p. 21).

Con el tiempo, los nicaragüenses comenzaron a tomar consciencia de la nece-
sidad de obtener un carné de militancia del partido de gobierno para obtener 
diferentes tipos de beneϐicios. Como señalan Miranda y AƵ lvarez (2016):

[…] para obtener algún beneϐicio, sea laboral o académico —como una beca para 
estudiar en el extranjero o para recibir capacitación técnica—, el aval polıt́ico es 
determinante. Quien no lo posee simplemente está excluido. (p. 20)

3.2.6.  Altos niveles de corrupción 
Como señalan Peñailillo et al. (2009):  

La corrupción es un mal endémico en Nicaragua. Ha sido una constante que los 
gobiernos durante dos siglos de vida republicana, han considerado al Estado 
como un botıń al cual tienen derecho por haber sido seleccionados como gober-
nantes. La rendición de cuentas y el control social hasta ahora no han sido vistas 
como caracterıśticas normales de una relación regular entre Estado y sociedad. 
La sociedad nicaragüense, por el contrario, ha asumido y tolerado las prácticas 
corruptas en su devenir histórico. (p. XI)

La corrupción ha sido también una caracterıśtica central de la dictadura de 
Ortega. Ası,́ según el IƵndice de Percepción de la Corrupción 2021, este paıś ha 
perdido progresivamente sus niveles de caliϐicación alcanzando un mıńimo de 
20 puntos de 100 en la evaluación hecha ese año, convirtiéndose en el segundo 
paıś más corrupto de la región, solo superado por Venezuela (Transparencia 
Internacional, 2022, pp. 10 y 12). 

Esta corrupción fue desarrollada fundamentalmente por la alianza ya señalada 
del Ejecutivo – COSEP – IPSM. En cuanto al Ejecutivo, existen fuentes de infor-
mación que señalan que el patrimonio de Ortega, su familia, autoridades del 
régimen y lıd́eres del FSLN se ha incrementado ilıćitamente a lo largo de estos 
años, el mismo que carecerıá de todo tipo de ϐiscalización y control público. Ası,́ 
señala Velásquez (25 de enero de 2022): 

Desde abril de 2018, altos funcionarios e instituciones nicaragüenses han sido 
sancionados por Estados Unidos, la Unión Europea, Canadá, Reino Unido y Suiza 
por graves violaciones de derechos humanos y abusos de corrupción. Al anun-
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ciar las medidas estos paıśes han revelado actos de lavado de dinero, enriqueci-
miento ilıćito y malversación de fondos que no han sido investigados.

En cuanto al Instituto de Prevención Social Militar –IPSM a cargo del Ejército 
Nacional, este ha acumulado un gran capital producto de la venta de armas, gra-
nos y realización de negocios de bienes raıćes, proyectos turıśticos, desarrollo 
urbanıśtico, etc., habiéndose “convertido en uno de los mayores grupos empre-
sariales del paıś, cuyas inversiones son realizadas sin control público y con una 
gran ventaja sobre los otros sectores sociales” (Montes y Gómez, 2020, p. 18). 

Finalmente, en el caso del COSEP se tratarıá de grupos empresariales que han 
sido beneϐiciados directamente por el gobierno de turno en su alianza institu-
cionalizada e incluso elevada a rango constitucional (Montes y Gómez, 2020, 
p. 19). A todo ello habrıá que sumar los ingresos desde Venezuela que si bien 
ϐinanciaron los programas sociales, carecieron de todo control y fueron a enri-
quecer “a la familia en el gobierno” (Montes y Gómez, 2020, p. 22). 

Este alto nivel de corrupción ha sido facilitado por el propio gobierno al debi-
litar todos los mecanismos polıt́icos y sociales de control y auditorıá, no exis-
tiendo la mıńima posibilidad que la Controlarıá General de la República señale 
responsabilidades administrativas o presunción de responsabilidad penal aun 
cuando existan pruebas irrefutables de actos de corrupción (Centro Nicara-
güense de Derechos Humanos, 2018, p. 8). 

Una última denuncia que los medios de comunicación vienen publicando con-
tra el régimen de Ortega es el ofrecimiento de la nacionalidad nicaragüense a 
fugitivos o de representaciones diplomáticas, todo con el ϐin de eludir la acción 
de la justicia; detrás de lo cual, se señala, no existe ideologıá, sino tan solo ne-
gocios. Varios de ellos pertenecıán al Gobierno del expresidente de Honduras 
Juan Orlando Hernández —extraditado en abril de 2021 a EE.UU., acusado de 
participar en actividades ilıćitas como el narcotráϐico y venta de armas— otros 
pertenecieron a las FARC, etc. Se sostiene que: 

Nicaragua es la única y mejor alternativa ante la posibilidad de rendir cuentas y 
pagar por sus crıḿenes en sus paıśes: tienen refugio, tienen una nueva naciona-
lidad, […], hasta nueva identidad. También tienen acceso a los servicios legales y 
de protección del Estado, pero también tienen acceso a la banca y oportunidades 
de nuevos negocios, lo que les permite seguir operando nacional e internacio-
nalmente en sus negocios mal habidos. (Medina Sánchez, 23 de junio de 2022) 





 CAPÍTULO III

 DEMOCRACIAS CON TENDENCIAS O MANIFESTACIONES 
AUTORITARIAS
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1.  Argentina

1.1.  Origen del régimen
El 10 de diciembre de 2019 asumió la presidencia de la República Argentina 
el peronista Alberto Fernández, gracias a una coalición peronista-kirchnerista 
denominada el Frente de Todos, liderada por la expresidenta Cristina Fernán-
dez de Kirchner, quien también asumirıá la vicepresidencia de la nación y del 
Senado. El peronismo se impuso con el 47,84% de los votos contra el 40,66% 
obtenido por el entonces presidente Mauricio Macri (Fest, 28 octubre de 2019).

La estrategia empleada para el triunfo de Alberto Fernández implicó que la ex-
presidenta Cristina Fernández declinara a cualquier aspiración presidencial 
para más bien respaldar a un candidato con peso propio que permitió la unidad 
entre los peronistas. A su vez, la presencia de Cristina permitió al candidato 
contar con los votos más a la izquierda del peronismo, todo lo cual fue resumi-
do con la siguiente expresión: “con Cristina no alcanza y sin ella no se puede” 
(Smink, 28 de octubre de 2019). 

El triunfo de Fernández también se explica por el contexto económico tan difıćil 
por el que estaba atravesando ese paıś, caracterizado por una inϐlación record, 
dos años de recesión, el crecimiento en 10% de la población argentina bajo lı-́
nea de pobreza, ıńdices de pobreza por encima del 44%, una moneda por los 
suelos y serias diϐicultades para honrar los pagos de la deuda externa, de la cual 
65 mil millones de dólares en bonos se encontraban en default (Saettone, 2021, 
p. 135; Rivas, 9 de diciembre de 2020; Smink, 24 de octubre de 2019; Smink, 28 
de octubre de 2019). 

Las diϐicultades, además, se extendıán a la futura relación que mantendrıán la 
expresidenta Fernández y su exjefe de Gabinete, ahora presidente. Y es que Al-
berto Fernández fue muy crıt́ico del gobierno de Cristina, acusándola de encu-
brir la corrupción de su vicepresidente, caliϐicando su acción institucional como 
deplorable y responsabilizándola de encubrir a los autores del atentado contra 
la Asociación Mutual Israelita Argentina (AMIA). A ello se debe añadir “las ten-
siones en la coalición de gobierno, donde conϐluyen corrientes peronistas de 
izquierda y derecha, además de organizaciones sociales radicales” (Rivas, 9 de 
diciembre de 2020).

Si bien esta asociación de los Fernández se manejó pacıϐ́icamente durante los 
primeros meses de gobierno, han surgido algunas discrepancias públicas. Con-
cretamente, el ala más izquierdista del peronismo, controlada por Cristina Fer-
nández, no ha estado de acuerdo con el compromiso ϐirmado por el gobierno 
con el Fondo Monetario Internacional para reϐinanciar su deuda externa, provo-

 Argentina
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cando incluso la renuncia de su hijo Máximo Kirchner como lıd́er de la bancada 
oϐicialista. Asimismo, el incremento de las tarifas de luz y gas acordado con el 
FMI será otro punto de fricción. Más recientemente, la propuesta de Cristina 
Fernández de modiϐicar la composición de la Corte Suprema (donde ella tiene 
abiertos varios casos en su contra), ampliando el número de sus miembros de 
5 a 9, no ha sido secundada por el presidente quien claramente no desea tomar 
partido en este espinoso tema (Estepa, 25 abril de 2022).

1.2.  Signos de preocupación 
1.2.1.  Búsqueda de control de los poderes del Estado
Uno de los problemas más serios en la democracia argentina son las acusacio-
nes de búsq ueda de control polıt́ico por parte del Ejecutivo sobre el Poder Judi-
cial, el Ministerio Público y el Consejo de la Magistratura. 

Respecto del Poder Judicial, este viene procesando a Cristina Fernández de Kir-
chner por diversas causas de corrupción, concretamente se le señala como pre-
sunta jefa de una asociación ilıćita que tuvo por objeto la concesión de obras 
públicas a cambio de dinero, habiendo recientemente el ϐiscal federal Diego 
Luciani pedido 12 años de prisión contra ella, ası ́como la inhabilitación de por 
vida para ejercer cargos públicos, por el caso Vialidad, calculándose que los de-
litos por corrupción durante su Gobierno (2007-2015) ascenderıán a mil millo-
nes de dólares (France 24, 23 de agosto de 2022). Precisamente sectores de la 
oposición y de la opinión pública señalan que el presidente Alberto Fernández 
—quien ha sostenido que los problemas judiciales de su vicepresidenta y exje-
fa son impulsados por sus rivales polıt́icos, además de haber declarado en los 
procesos judiciales que “no hubo nunca reparto arbitrario de fondos” (France 
24, 15 febrero de 2022)— estarıá inϐluyendo o tratando de intervenir para neu-
tralizar estos procesos (Fest, 3 agosto de 2020). El propio Fiscal Luciani, ante 
declaraciones formuladas por el Presidente Fernández respecto del caso Viali-
dad, ha señalado recientemente: 

Es preocupante el grave avasallamiento de las instituciones por parte de un Pre-
sidente de la Nación o el Ministro de Seguridad, que deberıán ser los primeros 
en practicar los valores republicanos. No deben olvidarse de que representan a 
toda la ciudadanıá. (Rodrıǵuez Niell, 25 de agosto de 2022)

En el mismo sentido, otra señal de preocupación fue el proyecto del Ejecutivo 
de reforma del Poder Judicial y de la Corte Suprema que contaba con un Comi-
té Asesor de once miembros, en el que se pretendió incluir al abogado Carlos 
Beraldi, entonces abogado defensor de la vicepresidenta. Esto, sin embargo, fue 
rechazado por la oposición, al considerar que el referido comité no podıá con-
tar entre sus miembros con personas con claros conϐlictos de intereses (Fest, 3 
agosto de 2020). 
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Adicionalmente, Cristina Fernández viene impulsando la modiϐicación de la 
composición de la Corte Suprema a efectos de agregarle más miembros a los 
que actualmente posee (cinco, aunque opera con solo cuatro), para llegar a un 
total de 25, de forma tal de lograr un control polıt́ico de la máxima instancia 
judicial, al tener el Senado que elegir a los 21 faltantes, lo que resulta grave, 
dado el rol esencial que esta tendrá que cumplir en todos los casos de corrup-
ción donde la expresidenta viene siendo investigada (Guglielmone, 19 de junio 
de 2022). 

De otro lado, para abril de 2022, un tercio del Poder Judicial se encontraba va-
cante, es decir, 246 juzgados nacionales y federales no contaban con un juez 
titular, siendo tales puestos ocupados por jueces suplentes (provisionales) que 
carecen de estabilidad. De los cargos vacantes, 150 estaban en trámite en el 
Consejo de la Magistratura, mientras que otros 38 estaban para ser votados en 
el Senado y 53 para ser resueltos por el presidente de la república y enviados al 
Senado. Sin embargo, se sostiene que ni la presidenta del Senado Cristina Fer-
nández ni el presidente la república Alberto Fernández agilizan estos procedi-
mientos, lo que es señalado por la oposición como una falta de compromiso con 
el buen funcionamiento del Poder Judicial, en cuya Corte Suprema se encuen-
tran 85 recursos contra exfuncionarios, dirigentes y empresarios kirchneristas 
(Salinas, 29 de abril de 2022). 

En cuanto al Ministerio Público se critica el proyecto de reforma impulsado por 
el gobierno de Fernández, que ya fue aprobado por la Cámara de Senadores y ha 
obtenido dictamen favorable en la Cámara de Diputados. Según este, se reduce 
la mayorıá requerida para designar al Procurador General de la Nación (el jefe 
de los ϐiscales), requiriéndose tan solo una mayorıá absoluta del Senado y no la 
mayorıá especial de dos tercios; esto permitirıá al gobierno nombrar al postu-
lante sin necesidad de buscar consensos con otras fuerzas polıt́icas. El proyecto 
también reduce la duración del cargo, dejando de ser vitalicio para tener una 
vigencia de cinco años. De igual forma, para la remoción de este funcionario, 
según el proyecto, bastarıá el voto de la mitad más uno de los miembros de 
ambas cámaras, cuando actualmente solo puede realizarse la remoción si dos 
tercios de los representantes de ambas cámaras están de acuerdo (El Cronista, 
19 mayo de 2021).

Adicionalmente, el proyecto impulsado por el gobierno de Fernández politiza 
la conformación del Tribunal de Enjuiciamiento del Ministerio Público, dado 
que este intenta modiϐicar su actual composición, con la disminución de la re-
presentación de los sectores independientes para incrementar la de sectores 
vinculados con la polıt́ica partidaria, al insertar tres integrantes de la Comisión 
Bicameral del Congreso y además uno de ellos presidir el referido tribunal (Li-
pera, 16 de mayo de 2021).
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Todos estos cambios pueden atentar contra la independencia, estabilidad y au-
tonomıá del Ministerio Público, que tiene una importancia capital luego de las 
reformas del código procesal al otorgar a los ϐiscales el rol central de investi-
gación y acusación; pero también por ser la entidad que conduce los procesos 
acusatorios por corrupción contra la actual vicepresidenta y otros polıt́icos vin-
culados a su Gobierno (Lipera, 16 de mayo de 2021).

Más allá de lo señalado, el mayor golpe dado por el oϐicialismo contra el sistema 
de justicia es la medida impulsada por Cristina Fernández para tomar el con-
trol del Consejo de la Magistratura. El consejo fue creado en 1994 y tiene dos 
funciones primordiales: a) la selección de los magistrados mediante concursos 
públicos  para ocupar los juzgados federales y nacionales; y, b) el control de 
estos jueces, mediante la imposición de sanciones que pueden conducir a su 
acusación, suspensión y remoción (Delϐino, 22 abril de 2022). 

La composición de este consejo estaba regulada por una ley de 1997, la mis-
ma que fue modiϐicada por otra ley de 2006 impulsada por la senadora Fer-
nández de Kirchner y que le permitıá a la mayorıá peronista el control de este 
importante órgano de justicia. Sin embargo, en diciembre de 2021, la Corte 
Suprema de Justicia declaró la inconstitucionalidad de la referida ley de 2006, 
ordenando por tanto que la composición del Consejo de la Magistratura debıá 
seguir funcionando con 20 miembros (y no 13) y que debıá estar presidido por 
el presidente de la Corte Suprema. De esta manera, se necesitó que las diversas 
entidades (académicas, gremiales, ası ́como senadores y diputados) que eligen a 
sus representantes como consejeros tuvieran que designar a sus representantes 
para completar los siete puestos vacantes. En el caso del Congreso, cada Cámara 
debıá elegir un nuevo consejero, correspondiéndole por ley a la segunda 
minorıá del ente legislativo, es decir, a la Unión Cıv́ica Radical la elección de 
estos. Sin embargo, Frente de Todos anunció su ruptura partiéndose en dos 
bloques: el Frente Nacional y Popular (con 21 senadores) y Unidad Ciudadana 
(14 senadores), con lo cual esta última se convirtió en la segunda minorıá y, 
por tanto, la que elegirıá sus representantes ante el Consejo de la Magistratura 
(Delϐino, 22 abril de 2022).

Esta maniobra polıt́ica del oϐicialismo por controlar el Consejo de la Magistra-
tura se complementa con su propuesta ya señalada de modiϐicar la Corte Su-
prema, en tanto el presidente de esta también preside el Consejo. Más aún, la 
vicepresidenta Cristina Fernández ha mostrado públicamente su desacuerdo 
con que el actual presidente de la Corte Suprema, Horacio Rosatti, asuma la 
presidencia del Consejo de la Magistratura (Infobae, 18 abril de 2022).

De materializarse estas acciones desplegadas por el Ejecutivo y por el oϐicia-
lismo en el Congreso para el control de otros poderes del Estado se afectarıá 
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seriamente el sistema de contrapesos que debe regir en toda democracia re-
presentativa. Esto agravarıá la situación que ya indicaba IDEA Internacional, 
cuando en su informe de 2021, observaba un estancamiento en cuanto al nivel 
de desempeño medio de la democracia en ese paıś (2021b, p. 1). 

Tampoco resulta aconsejable impulsar proyectos que restrinjan la libertad de 
expresión. En este sentido, ha causado preocupación el proyecto gubernamen-
tal para regular las redes sociales a efectos que “dejen de intoxicar el espıŕitu de 
la democracia”, el mismo que ha sido materia de pronunciamiento por parte de 
la Asociación de Entidades Periodıśticas Argentinas –ADEPA y el Foro de Perio-
dismo Argentino –FOPEA. Ambas entidades consideran que las imprecisiones 
del referido proyecto pueden tener un potencial efecto sobre “la libertad de ex-
presión y la pluralidad de ideas, derechos inalienables en una sociedad demo-
crática”, al contar con entidades estatales destinadas a monitorear, restringir o 
auditar el uso de las redes sociales (Clarıń, 29 de marzo de 2022).

1.2.2.  Respaldo a gobiernos no democráticos de la región
No obstante que el gobierno de Alberto Fernández condena frecuentemente las 
violaciones a los derechos humanos perpetradas durante la dictadura militar en 
Argentina, no ha mostrado el mismo compromiso cuando se trata de las dicta-
duras venezolana, cubana o nicaragüense. 

Por el contrario, el 24 de marzo de 2021, su gobierno anunció el retiro de Ar-
gentina del Grupo de Lima que, precisamente, busca el retorno de la democracia 
en ese paıś y el cese de las violaciones masivas a los derechos humanos que 
viene perpetrando el régimen de Nicolás Maduro. Pero eso no fue todo, sino que 
además su gobierno retiró el apoyo de Argentina a la demanda que el mismo 
grupo interpuso contra el régimen venezolano ante la Corte Penal Internacio-
nal por la presunta comisión de crıḿenes de lesa humanidad. No obstante las 
denuncias de la OEA, la ONU y de la propia ϐiscalıá de la CPI, el presidente Fer-
nández considera que “el problema de los derechos humanos en Venezuela fue 
desapareciendo” (Choroszczucha, 28 de marzo de 2022).

Más aún, en mayo de 2022, el presidente Fernández señaló su decisión de re-
cuperar su vıńculo diplomático con Venezuela y dos meses después nombró a 
un embajador, con lo que se superarıá la situación que desde 2015 venıá pre-
sentándose en las relaciones bilaterales, manejadas a nivel de encargados de 
negocios. Además, en su calidad de presidente protempore de la Comunidad de 
Estados Latinoamericanos y Caribeños –CELAC, invocó a los presidentes de la 
región a restablecer relaciones diplomáticas con el gobierno de Nicolás Maduro, 
pero también criticó el bloqueo económico impuesto a dicho paıś por parte de 
EE.UU., lo que no solo mereció una reacción adversa por parte del Congreso de 
esta potencia sino también de organizaciones como Human Rights Watch (Cla-
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rıń 21 de abril de 2022; La Nación, 26 de mayo de 2022). En el mismo sentido, 
Fernández ha cuestionado el rol desempeñado por la OEA en relación a Vene-
zuela y Bolivia, acusando a esta organización de legitimar un golpe de Estado en 
este último paıś (InfoBrisas, 10 de junio de 2022).

La misma actitud ha mostrado el gobierno de Fernández respecto de la dictadu-
ra cubana, no habiendo expresado repudio alguno hacia la represión y el encar-
celamiento de numerosos ciudadanos cubanos que vienen protestando pública-
mente desde 2021 contra el régimen de Miguel Dıáz-Canel (Choroszczucha, 28 
de marzo de 2022). 

Finalmente, Fernández se ha mostrado también complaciente con la dictadura 
nicaragüense, no sumándose a la resolución de condena aprobada por el Conse-
jo Permanente de la OEA por las múltiples violaciones a los derechos humanos 
contra los opositores al régimen de ese paıś, justiϐicándose en virtud del princi-
pio de no intervención. Esta actitud mereció también el repudio de organizacio-
nes como Amnistıá Internacional (Clarıń, 18 de junio de 2021).

1.2.3.  Problemas de corrupción 
De acuerdo al informe de Transparencia Internacional de 2022, Argentina re-
trocedió 18 lugares en el ranking sobre corrupción, ocupando el puesto 96 
entre 180 paıśes. En 2020, es decir, en el primer año de gobierno de Alberto 
Fernández, ya Argentina habıá descendido 12 puestos en este ranking (El Cro-
nista, 7 de febrero de 2022). Esto ha llevado a que en el reporte anual de 2021 
sobre los derechos humanos en el mundo elaborado por el Departamento de 
Estado de EE.UU. se señale que Argentina posee una corrupción gubernamen-
tal grave y serios problemas con la independencia del Poder Judicial (TN, 13 
de abril de 2022).

Para algunos analistas, las causas de ello responden a la ineϐiciencia de los or-
ganismos estatales para prevenir la corrupción. En este sentido, autores como 
Saettone (23 de febrero de 2022) sostienen que el Consejo de la Magistratura 
—que debe velar por la selección transparente de los jueces— ha sido modiϐi-
cado en su estructura por el kirchnerismo en 2006, reduciendo sus integrantes 
y dándoles mayor poder a los legisladores para participar en su conformación, 
hecho que en diciembre de 2021 fue declarado inconstitucional. Por su parte, 
la Defensorıá del Pueblo, llamada a velar por los derechos de los ciudadanos, se 
encuentra descabezada desde hace 13 años, pues el Congreso no cumple con la 
obligación de elegirlo. En cuanto al Ministerio Público Fiscal, el Congreso tam-
bién ha incumplido con la obligación de elegir al nuevo procurador desde 2017, 
mientras que la Auditorıá General de la Nación se encuentra limitada en sus 
capacidades ya que, al detectar una irregularidad debe reportarla a la Comisión 
Bicameral Mixta revisora de cuentas, quien a su vez debe elevar un pedido de 
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informe al Poder Ejecutivo. Finalmente, la Oϐicina Anticorrupción tiene la limi-
tación de que el titular es elegido por el presidente de la república. 

En el mismo sentido, se ha pronunciado la ONG Foro de Estudios sobre la Ad-
ministración de Justicia –FORES, cuyo informe titulado “Un paıś en estado de 
sospecha”, elaborado para la auditorıá del Mecanismo de Seguimiento de Im-
plementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción de la OEA, 
concluye que el problema de corrupción en Argentina no se encuentra en el 
sistema normativo del paıś, sino más bien en los órganos encargados de imple-
mentarlo y hacerlo cumplir (FORES, 2021; Ferrer, 16 de junio de 2021). 

El referido informe señala que uno de los primeros inconvenientes para el com-
bate a la corrupción es la obstrucción por parte de los organismos dependientes 
del Poder Ejecutivo para el acceso a la información pública, en tanto no suelen 
responder peticiones para el suministro de información. Otro problema que se 
detectó es la falta de estadıśticas e indicadores que permitan conocer el estado 
de la corrupción en el paıś. Un tercer problema es la impunidad frente a los 
casos de corrupción evidenciada en el hecho de que, en los últimos doce años, 
no ha habido ninguna sentencia condenatoria ϐirme en esta materia. Ası,́ según 
la fundación Conocimiento Abierto, solo el 15% de las causas de corrupción en 
Argentina llega a juicio oral, esto es, de 1.311 causas, solo 119 alcanzaron esa 
instancia (Freire, 26 de enero de 2022), mientras que solo el 0,5% de las causas 
por corrupción llegan a condena (Grimaldi, 5 de octubre de 2021; OEA y MESI-
CIC, 17 de marzo de 2022).

Aunado a lo anterior, en cuarto lugar, los procesos por corrupción suelen ser 
extremadamente largos, lo que genera que las causas terminen por prescrip-
ción o porque los acusados fallecen, lo cual resulta funcional para los corrup-
tos. Ası,́ de 21 causas analizadas, el promedio de duración de los procesos es 
mayor a los 11 años. Finalmente, otro problema detectado son las tenden-
cias institucionales para neutralizar la acción de los órganos encargados de 
la lucha contra la corrupción, pues como ya se señaló, proyectos del Ejecutivo 
pretenden modiϐicar el Ministerio Público Fiscal o la Corte Suprema de la Re-
pública, buscando en el primer caso nombrar al procurador general sin mayor 
consenso o remover ϐiscales con mayor facilidad, mientras que el segundo per-
sigue modiϐicar y politizar la composición de la misma (Fores, 2021, pp. 8-10; 
Ferrer, 16 de junio de 2021). 

Además de los diversos casos de corrupción por los cuales vienen siendo pro-
cesados funcionarios del gobierno de Cristina Fernández de Kirchner —inclu-
yendo a ella misma—, los escándalos de corrupción se extienden a miembros 
del actual gobierno. Ası,́ durante la pandemia se dieron escándalos vinculados 
al otorgamiento de vacunas a familiares del ministro de Salud y dirigentes del 
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kirchnerismo, ası ́como por la reserva de tres mil vacunas para inmunizar a fun-
cionarios del ministerio que no eran población de riesgo (“Vacunatorio Vip”) y 
la venta fraudulenta de pruebas de descarte del COVID-19 pertenecientes a un 
hospital (“Hisopados Vip”), lo que obligó a este ministro a dimitir (Taj et al., 25 
febrero de 2021; El Cronista, 28 de febrero de 2022). 

Otro de los escándalos de corrupción —que si bien tiene su origen durante el 
gobierno de Néstor Kirchner, continúa durante el gobierno de Alberto Fernán-
dez— es el del gasoducto “Néstor Kirchner”. Esta obra pretendıá traer el gas 
desde Bolivia y transportarlo a diversas provincias del nordeste argentino. Sin 
embargo, la construcción de este gasoducto fue objeto de denuncias por corrup-
ción pero además nunca fue terminado, quedando literalmente tiradas 20 vál-
vulas importadas a un costo de 60 mil dólares cada una, habiendo sido además 
“canibalizadas” en los últimos años (Alegre, 10 de junio de 2022). Esta obra 
motivó la renuncia del ministro de Desarrollo Productivo Matıás Kulfas, del go-
bierno de Alberto Fernández, ante la presión de la vicepresidenta Cristina Fer-
nández, por una declaración interna hecha por el referido ministro en el sentido 
de que “funcionarios cristinistas armaron el pliego de licitación del gasoducto a 
la medida de la empresa Techint” (Infobae, 5 de junio de 2022).

Otro de los hechos que ha merecido crıt́ica de la opinión pública es la destitu-
ción de la ϐiscal Cecilia Goyeneche, no obstante que fue ella la que investigó al 
exgobernador Sergio Urribarri —premiado por el actual gobierno con la Em-
bajada de Argentina en Israel— consiguiendo su inhabilitación a perpetuidad 
para ejercer cargos públicos y su condena a ocho años de prisión por corrup-
ción (Clarıń, 12 de junio de 2022). 

Quizás todo lo anterior puede explicar por qué en el IƵndice de percepción de la 
corrupción 2021, Argentina tenga solo 38 puntos de 100 y que se ubique en el 
puesto 96 de 180 paıśes evaluados (Transparencia Internacional, 2022).
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2.  Bolivia

2.1.  Origen del régimen 
En los años previos a la llegada de Evo Morales al poder existió un amplio pe-
riodo de inestabilidad polıt́ica, marcada por cortos periodos presidenciales in-
terrumpidos por protestas sociales. Ası,́ solo entre los años 2000 y 2005, Bolivia 
pasó por cinco presidentes diferentes, el 60% de su población era pobre y el 
80% de esta vivıá en zonas rurales (McKay y Colque, 2021, p. 2).

Todo lo anterior facilitó la irrupción de este lıd́er social que se presentaba como 
anti neoliberal, antiimperialista, indigenista y promotor de una revolución 
agraria, partidario de una soberanıá alimentaria y de reconocer los derechos de 
la madre naturaleza, pero asumiendo además una identiϐicación con el régimen 
de Hugo Chávez en Venezuela. 

Con este discurso Evo Morales gana las elecciones en 2006, adoptando desde 
un principio una “polıt́ica binaria polarizadora” (McKay y Colque, 2021, p. 2), 
mediante la cual enfrenta a los más pobres con los sectores más privilegiados, 
incluye a los indıǵenas en cargos polıt́icos y de representación y se ampara en 
el Movimiento al Socialismo (MAS) para gozar de una amplia base popular. A 
propósito de esto último, el MAS estaba compuesto por una amplia gama de mo-
vimientos populares rurales y urbanos que se gestó antes del ingreso al poder 
de Morales, pero que se consolidó con él (Anrıá y Huber, 2018).  

Desde el inicio de su gobierno, Evo Morales desarrolló una polıt́ica de división, 
imponiendo una narrativa de “dos Bolivia” para conseguir el respaldo de movi-
mientos sociales e indıǵenas, pero también para anular a los partidos polıt́icos 
tradicionales. En tal sentido, opuso a los de arriba y los de abajo, a derecha e 
izquierda, a los indıǵenas con los que no lo eran, a los desposeıd́os con las clases 
dominantes, recurso tıṕico de un lıd́er populista. 

Luego de ello, alimentó el miedo en la población que lo seguıá, señalando que 
los opositores al régimen conspiraban contra el proceso de cambio, identiϐicán-
dolos entonces como enemigos del pueblo o vende patrias. 

Morales, además, incorporó al sector indıǵena al poder polıt́ico que habıá sido 
históricamente relegado, lo que los hizo sentir parte del proceso de cambio. Esta 
fue una transformación excepcional en una sociedad excluyente, que le permitió 
a Evo Morales y al MAS gozar de una muy amplia base popular (Anrıá y Huber, 
2018). Precisamente, esto último es lo que añade al populismo evista el carácter 
de indianista (Gamboa Rocabado, 2021, p. 231). 

 Bolivia
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Efectivamente, el MAS en el poder “apareció como una nueva ideologıá anti-im-
perialista y descolonizadora, utilizando al indianismo como interpelación popu-
lista para reconstruir el orgullo de los indios sojuzgados” (Gamboa Rocabado, 
2021, p. 231). Esto también vino acompañado de un culto a la personalidad de 
Evo, calculándose que entre 2009 y 2019, el gobierno gastó mil millones de dó-
lares únicamente en propaganda gubernamental para robustecer la admiración 
al lıd́er. Al respecto señala Gamboa Rocabado (2021):

Lo más notorio fue que las élites polıt́icas del MAS utilizaron el culto a la perso-
nalidad de Evo como el recurso principal para reforzar la identiϐicación entre las 
masas campesinas, pobres, cocaleras e indıǵenas, con la ϐigura de un lıd́er que, 
fenotıṕicamente, era igual a ellos: de poca formación, piel morena y simultánea-
mente osado para llevar hasta las últimas consecuencias las utopıás revolucio-
narias.
La conciencia indianista y la revolución cultural acaudilladas por el MAS, en 
teorı ́a debı ́an transformarse en la principal fortaleza del partido […]. (pp. 
234-235)

Lo anterior explica también el discurso sobre el carácter sagrado de la hoja de 
coca, que se presentó como una defensa de los campesinos cocaleros contra las 
labores de erradicación impulsadas por EE.UU. “El indianismo se integró sin 
problemas con la lucha por la liberación del imperialismo de los cocaleros, ha-
ciendo ver que la guerra contra las drogas era solamente un invento de Estados 
Unidos” (Gamboa Rocabado, 2021, pp. 239-240)

Adicionalmente, desplegó algunos programas sociales y medidas populistas 
amparadas en el 5% de crecimiento anual que obtuvo durante su gobierno 
(2006-2019) debido al auge de los precios de las materias primas y a su econo-
mıá extractiva. Ası ́tenemos “la entrega de dobles aguinaldos al sector público y 
privado, transferencias directas a sectores pobres con bonos de apenas sesenta 
dólares y el gasto dispendioso de 54 mil millones de dólares que representó la 
renta petrolera entre 2006 y 2014” (Gamboa Rocabado, 2021, p. 249). 

Sin embargo, Evo Morales no terminó por formular polıt́icas públicas hacia este 
sector que fueran sostenibles en el tiempo, por el contrario, fomentó en exceso 
el clientelismo estatal, además de aliarse con los cocaleros, los mineros coo-
perativistas y empresarios que obtuvieron convenios con el Estado a cambio 
de respaldo al gobierno, quedando relegados entonces los sectores indıǵenas 
tradicionales (Gamboa Rocabado, 2021, pp. 232-233).

Incluso, durante este Gobierno se promulgaron diversas normas que extendie-
ron las áreas de cultivo en la selva, concedieron amnistıás a los sectores que 
habıán llevado adelante procesos ilegales de deforestación y se impusieron ba-
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jas multas por la destrucción y quema de árboles, todo lo cual facilitó que entre 
2010 y 2020 cerca de cinco millones de hectáreas de tierras indıǵenas fuesen 
quemadas (Human Rights Watch, 2022a).

A la amplia base social alcanzada por Morales, se sumó el control de los poderes 
del Estado. En este sentido, promovió la reforma de la Constitución planteando 
como argumento que se trataba de una refundación de la república a efectos de 
volverla más social y pluralista. 

Sin embargo, con el tiempo, estas reformas en realidad sirvieron para ampliar 
y consolidar el poder de Morales, logrando no solo el control del Ejecutivo y 
del Legislativo (por la amplia mayorıá con la que contaba), sino también del 
Poder Judicial y del Tribunal Supremo Electoral (TSE), todo lo cual le permi-
tió ser reelegido para un segundo mandato en 2009, para un tercer mandato 
en 2014 —gracias a una interpretación del TSE que sostuvo que la elección 
de 2009 fue su primer mandato con la nueva constitución (McKay y Colque, 
2021, p. 3)— y para un cuarto mandato en 2019, gracias a otra interpretación 
inconstitucional. 

Las elecciones de 2019, sin embargo, marcarıán un duro revés para Evo Mo-
rales. En efecto, a pesar de las irregularidades mostradas a lo largo del pro-
ceso electoral, al 84% del conteo de los votos, era claro que se pasarıá a una 
segunda vuelta (en tanto el MAS obtenıá el 45% de los votos y la opositora 
Comunidad Ciudadana el 37%), la cual muy probablemente serıá ganada por 
la oposición unida en un solo frente. No obstante, el TSE ordenó a la organi-
zación encargada del conteo rápido detener este proceso, para luego de unos 
dıás revertir la tendencia y aϐirmar que Morales habıá ganado en primera vuel-
ta con el 47,08% de los votos frente al 36,51% del opositor (más de 10% de 
diferencia). Esto generó no solo protestas de la oposición y de la propia Misión 
de Observación de la Organización de Estados Americanos (OEA) que pidió 
anular los resultados electorales y repetir el proceso electoral (Wolff, 2020, p. 
168), sino que la violencia estalló en las calles de todo el paıś. Frente a ello, 
el ejército se negó a salir a las calles para reprimir a la población y el general 
Williams Kaliman, comandante general del Ejército, sugirió a Morales dimitir 
por el bien de Bolivia, abandonando el presidente el territorio nacional con 
dirección a México, produciéndose la renuncia de su vicepresidente y de los 
presidentes de las Cámaras de diputados y senadores (McKay y Colque, 2021, 
p. 3; Audubert, 2021). 

Las protestas en favor de Morales perdieron rápidamente fuerza ante las prue-
bas del fraude electoral mostradas por la OEA y los vıd́eos donde se observaba a 
Morales instruyendo a sus seguidores para impedir que las ciudades recibieran 
bienes y servicios esenciales a efectos de alimentar la protesta. 
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Sobre esto último y más allá de las posiciones enfrentadas que existen frente a 
estos sucesos (Stefanoni, 21 de enero de 2020) —y en donde la izquierda inter-
nacional plantea la existencia de un golpe de Estado contra Evo Morales —, lo 
cierto es que poco a poco Morales no solo abandonó muchas de sus banderas 
levantadas cuando fue candidato (por ejemplo, al aliarse con sectores dominan-
tes y de capital, ası ́como depender de la economıá extractiva), sino que fue con-
virtiendo a su régimen en uno de carácter autoritario al concentrar casi todos 
los poderes en él.

De otro lado, la salida de Morales determinó el ingreso de un régimen proviso-
rio —reconocido por el TCP— a cargo de la senadora Jeanine AƵñez (segunda 
vicepresidenta del Senado), que intensiϐicó la violencia (CIDH, 19 de noviembre 
de 2019; Wolff, 2020, p. 169), lo que sumado a la debilidad de los partidos po-
lıt́icos de oposición, determinó que bajo un nuevo liderazgo, el MAS recuperara 
más tarde el poder. 

Efectivamente, en las elecciones generales del 18 de octubre de 2020, ganó el 
candidato presidencial del MAS, Luis Arce Catacora (exministro de Economıá de 
Evo Morales), con el 55,11% de los votos emitidos en la primera vuelta, subien-
do este partido 8 puntos porcentuales desde las elecciones de 2019. Este incre-
mento se explica por el aumento en el apoyo de El Alto, La Paz y Cochabamba, 
pero también en zonas rurales como Villa Tunari, Achacachi, Viacha, Yapacanı ́y 
Caravani (Instituto Internacional de Estudios Estratégicos, 2020; Bjork-James, 
2021). Además, como señala Montenegro (2022):

Tal como reconocen varios analistas polıt́icos locales, la estrategia polıt́ica y ju-
dicial del MAS logró —exitosamente— borrar de la memoria colectiva de una 
parte de la población el fraude electoral, la fallida estrategia oϐicialista para crear 
un vacıó de poder, la fuga del paıś de Evo Morales y Garcıá Linera y otros de sus 
colaboradores, e instalar entre sus adherentes una narrativa entre heroica y vic-
timista en torno a los sucesos de 2019, que se resumen en la teorıá del golpe de 
Estado. (p. 191)

Esta elección, sin embargo, no implicarıá el ϐin de los problemas para la demo-
cracia en ese paıś, como tendremos ocasión de desarrollar a continuación.

En este punto resulta menester destacar que, a diferencia del tratamiento de la 
situación de la democracia en otros paıśes, en el caso de Bolivia nos parece par-
ticularmente importante analizar los hechos desde el régimen de Evo Morales 
hasta el actual de Luis Arce, no solo porque ambos tienen similar base social 
sino también porque en ambos casos es el MAS el partido de gobierno y existen 
algunos rasgos comunes en cuanto a las caracterıśticas de ambos regıḿenes 
gubernamentales. 
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2.2.  Crisis de la democracia representativa
2.2.1.  Diseño constitucional para el control de los poderes del Estado
En materia de equilibrio de poderes, la situación durante el régimen presiden-
cial de Evo Morales puede caliϐicarse de crıt́ica. Ası,́ para McKay y Colque (2021, 
p. 8), el autoritarismo del régimen de Evo Morales17 construido a partir de su 
segundo mandato, obedeció a los siguientes factores: 

a) la necesidad de expandir la frontera extractiva para aumentar los ingresos 
del Estado y, con ello, la implementación de programas de ayuda social. Esto 
implicó una alianza Estado-capital entre Morales y las élites del departamento 
de Santa Cruz, pero a la vez, el uso de la violencia contra los indıǵenas que 
marchaban por la defensa de la tierra, lo que fracturó sus relaciones con este 
sector; 

b) la necesidad de silenciar las crıt́icas de medios de comunicación y 
organizaciones no gubernamentales; y 

c) vinculado a lo anterior, la necesidad de acallar los escándalos de nepotismo y 
corrupción de Evo Morales y su vicepresidente AƵ lvaro Garcıá Linera. 

En su objetivo de concentración de poder, Morales apeló a varias estrategias. En 
primer lugar, cambió la Constitución para transformar los poderes del Estado a 
efectos de permitir su control y copamiento. 

Ası,́ en cuanto al Poder Judicial, se dictó una norma en 2010 que dispuso que 
aquellos magistrados nombrados con anterioridad a la Constitución vigente se-
rıán considerados provisionales —no importando si eran jueces de carrera—, 
lo cual precarizó su estabilidad, seguridad e independencia. Otra disposición 
dictada en 2011 posibilitó que el Consejo de la Magistratura pudiera nombrar 
a magistrados (aϐines al régimen) hasta que se creara alguna entidad dedicada 
a la capacitación de estos, los mismos que también serıán provisionales, encon-
trándose entonces en la misma situación que el anterior grupo. Esto determinó 
que, a setiembre de 2018, solo 163 de los 1.200 jueces del paıś fueran jueces 
permanentes. A esto debemos añadir que, entre 2017 y 2019, el gobierno de 
Morales habıá destituido de manera arbitraria a cerca de 100 jueces, no indi-
cándose el motivo de tal medida ni dándose la oportunidad a estos de impugnar 
la referida remoción, sometiendo deϐinitivamente a este poder del Estado a los 
dictámenes presidenciales (Human Rights Watch, 29 de abril de 2019).

Respecto del Consejo de la Magistratura, este fue reformado y compuesto por 
tres miembros, dos de ellos habıán participado como autoridades del régimen 

17  Algunos autores han caliϐicado al régimen de Evo Morales como dictadura plebiscita-
ria, régimen autoritario competitivo o, simplemente autoritario (Sánchez-Sibony, 2021, 
p. 119).
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masista y el tercero un asesor de varios municipios gobernados por el MAS. Pos-
teriormente, a partir de 2017, las personas que integrarıán el referido consejo se-
rıán elegidas de manera directa pero de una lista de diez candidatos elaborada por 
la Asamblea Plurinacional, dominada por representantes del régimen de Morales 
tenıá una mayorıá de dos tercios. Además, tenıá a seis candidatos que habıán cum-
plido funciones gubernamentales (Human Rights Watch, 29 de abril de 2019).

En cuanto al Tribunal Supremo Electoral (TSE), este está compuesto de siete 
magistrados, de los cuales seis son elegidos por el Congreso boliviano, entonces 
dominado por el MAS, pero además el séptimo, que es el presidente del TSE, es 
nombrado por el propio presidente de la república, en su caso, por Evo Morales. 
Esto implicó que entre 2009 y 2020, el MAS no tuviera que negociar con la oposi-
ción el nombramiento de los jueces de este tribunal (McKay y Colque, 2021, p. 8).

De otro lado, mediante la dación de diversos instrumentos legales publicados 
durante el primer semestre de 2010, tales como la Ley de Régimen Electoral, la 
Ley del OƵ rgano Judicial y la Ley del OƵ rgano Electoral, los magistrados del Tribu-
nal Supremo de Justicia (TSJ) y del Tribunal Constitucional Plurinacional (TCP) 
serıán elegidos por sufragio universal directo, pero de una lista elaborada por la 
Asamblea Legislativa Plurinacional —el Congreso—, que como ya explicamos, 
era de absoluta mayorıá del MAS; esto garantizó también el control de estos dos 
órganos por el Poder Ejecutivo durante el periodo antes señalado (McKay y Col-
que, 2021, p. 8; Audubert, 2021; Sánchez-Sibony, 2021, pp. 129-). Pero incluso 
antes, en 2007, el MAS ya habıá iniciado procesos de destitución contra varios 
magistrados y movilizaciones populares exigiendo la renuncia de miembros de 
ambos tribunales, lo que provocó que se abrieran varias vacantes; y luego en 
2010, el Ejecutivo mediante el uso de la denominada Ley Corta nombró a cinco 
magistrados de la Corte Suprema, diez jueces del Tribunal Constitucional y tres 
miembros del Consejo de la Judicatura, para asegurar el control de estos órga-
nos incluso antes de la aplicación del sistema de elección popular (Sánchez-Si-
bony, 2021, pp. 131 y 133-134).

En cuanto a los procesos de elección popular de los magistrados del TSJ y del 
TCP, desarrollados en 2011 y 2017, los dos tercios de la Asamblea debıán con-
sensuar previamente una lista de precandidatos a ser votada por el electorado. 
El MAS se encargó en la práctica de elaborar y entregar esta lista a sus repre-
sentantes en la Asamblea quienes votaban en bloque por la misma y en la que 
se privilegiaban a candidatos leales al régimen más que a candidatos probos e 
independientes (Sánchez-Sibony, 2021, p. 135).

En sıńtesis, durante el régimen de Evo Morales, este controló el Poder Ejecutivo, 
la Asamblea Legislativa Plurinacional, el Tribunal Supremo Electoral, el Tribu-
nal Supremo de Justicia y el Tribunal Constitucional Plurinacional. 
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De otro lado, una segunda estrategia implementada por Morales para el control 
del poder fue establecer una alianza estratégica con las FF.AA. lo que le garan-
tizó al MAS una estabilidad polıt́ica de largo plazo y le permitió resistir durante 
los primeros años de su gobierno la fuerte resistencia opositora en la región 
conocida como la “media luna”, todo ello a cambio de importantes incrementos 
presupuestarios para las tres fuerzas —entre el primer y el último año de man-
dato de Evo Morales (2006-2019), el incremento del presupuesto creció de 144 
millones de dólares a 538,6 millones, es decir, un 373%—, la ampliación de sus 
funciones más allá de las institucionales (como el combate al contrabando, la 
seguridad presidencial, y otras de carácter social y económico) y la presencia 
en la escena pública nacional (lo que ocurrió desde 2006, cuando se produjo la 
nacionalización de los hidrocarburos y la teatral toma militar de las instalacio-
nes) (Montenegro, 2022).

Es importante destacar que esta misma estructura de poder permanece duran-
te el nuevo régimen del MAS con Luis Arce a la cabeza (2020-2025), basado en 
la misma triada Gobierno-FF.AA.-Sindicatos que constituyó la base del régimen 
de Evo Morales (Montenegro, 2022, p. 193), y si bien desde 2006, por primera 
vez no posee los 2/3 de la Asamblea Legislativa Plurinacional, sigue teniendo 
una amplia mayorıá, con 75 de 130 diputados y 21 de 36 senadores.  Y es que 
el sistema de control de los poderes del Estado deriva del diseño de la propia 
Constitución boliviana que otorga al Poder Ejecutivo con mayorıá en la Asam-
blea Legislativa, el control de los otros poderes del Estado. 

2.2.2.  Reelección inde inida y estrategias para impedir elecciones abier-
tas, libres y justas

La democracia representativa tiene como uno de sus principios la celebración 
de elecciones periódicas, universales, secretas, libres y justas,  las cuales tienen 
como propósito evitar la perpetuación en el poder y alcanzar la alternancia en-
tre los diferentes partidos o movimientos polıt́icos. Sin embargo, durante los 
periodos gubernamentales de Evo Morales en Bolivia se realizaron una serie de 
reformas y se dictaron diversas normas que quebraron este principio básico de 
la democracia representativa.

En primer lugar, Morales impuso la reelección presidencial indeϐinida a través 
de diversas y sucesivas estrategias, implementadas mediante el control del Tri-
bunal Plurinacional Constitucional, pero también con la reforma de la Constitu-
ción boliviana. 

Ası,́ en marzo de 2006, Morales logró la convocatoria a una Asamblea Consti-
tuyente que aprobó una nueva Constitución donde se consagró la posibilidad 
de una reelección presidencial inmediata. Luego, en 2009, logró una interpre-
tación del Tribunal Plurinacional Constitucional que le permitió postular a un 
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tercer mandato (Grijalva Jiménez y Castro-Montero, 2020, p. 36). Sin embargo, 
ante la imposibilidad constitucional de presentarse por cuarta vez como candi-
dato presidencial, en 2016, Evo planteó una enmienda constitucional del artıću-
lo 168 para volver a presentar su candidatura a la presidencia en 2019, que fue 
rechazada mediante referéndum el 21 de febrero de ese mismo año (lo que se 
conoce como el 21F) por el 51,3% de los votos emitidos. Morales no aceptó esta 
decisión y, sabiendo que controlaba el Tribunal Constitucional Plurinacional, 
planteó un recurso ante este señalando que él tenıá un derecho humano a pos-
tular a la presidencia el que se encontraba por encima de cualquier otra norma 
que limitara este supuesto derecho. El TCP, en su sentencia de 28 de noviembre 
de 2017, reinterpretó la Constitución y desconoció la voluntad popular expre-
sada en el referéndum, habilitándolo para un cuarto mandato 2020-2025. En 
buena cuenta, el TCP señaló que el texto constitucional al limitar la reelección 
presidencial infringıá los derechos polıt́icos tanto de los ciudadanos como de 
los votantes (Sánchez-Sibony, 2021, p. 136; Grijalva Jiménez y Castro-Montero, 
2020, p. 37).

Al respecto se debe señalar que la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
en la Opinión Consultiva 28/21, solicitada por el entonces presidente de Co-
lombia Iván Duque, estableció que “la prohibición de la reelección indeϐinida es 
compatible con la Convención Americana sobre Derechos Humanos”. Asimismo, 
contradiciendo al Tribunal Constitucional boliviano, señaló que “la reelección 
presidencial indeϐinida no constituye un derecho autónomo protegido por la 
Convención Americana, ni por el corpus iuris del derecho internacional de los 
derechos humanos”. Pero más aún, este órgano judicial concluyó que “la ree-
lección presidencial indeϐinida es contraria a los principios de una democracia 
representativa” y luego precisó que su proscripción “busca evitar que las per-
sonas que ejercen cargos por elección popular se perpetúen en el ejercicio del 
poder” (CorteIDH, 7 de junio de 2021).

No obstante, Morales siguió adelante y se presentó a las elecciones de 2019. 
El inmenso poder que este presidente llegó a acumular ya no estarıá entonces 
destinado a lograr los objetivos que inicialmente planteó al inicio de su Gobier-
no, sino más bien a mantenerlo en el poder, independientemente de si gozaba 
o no de respaldo popular, de lo establecido por la Constitución y las leyes de 
esa república, o de lo establecido por el derecho internacional de los derechos 
humanos. Se convirtió en un régimen claramente autoritario.

Pero eso no es todo, a la reelección presidencial indeϐinida, Morales añadió la 
implementación de diversas estrategias para impedir que los procesos electora-
les desarrollados durante sus diversos mandatos gozaran de las caracterıśticas 
clásicas de una democracia representativa. 
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En este sentido, Sánchez-Sibony (2021, pp. 121-122) sostiene que el MAS se en-
cargó de socavar la integridad de los procesos electorales en Bolivia, mediante 
la implementación de cuatro estrategias. La primera consistió en asegurar el ac-
ceso desigual a los recursos de campaña. En este sentido, el gobierno incremen-
tó drásticamente los recursos públicos para publicidad en favor del régimen, a 
efectos de resaltar sus logros y favorecer al candidato oϐicial; ası,́ entre 2006 y 
2016, el Ministerio de Comunicación y el canal 7 gastaron unos 300 millones de 
dólares por dicho concepto. A ello se debe sumar que otros medios de comuni-
cación del gobierno y entidades estatales como Entel, ABC, Satélite Tupac Katari 
e YPFB con sus propios presupuestos se sumaron a estas campañas. De otro 
lado, el MAS usó discrecionalmente las licencias y contratos estatales para favo-
recer a ciertas empresas quienes luego ϐinanciaban las candidaturas del partido 
de gobierno. Y por último, el MAS eliminó la ϐinanciación pública de los partidos 
polıt́icos, mediante la Ley Transitoria Electoral de 2009, lo que supuso el golpe 
ϐinal para las posibilidades de estos de realizar una campaña con mıńimas po-
sibilidades de éxito.

La segunda estrategia implicó la captura partidista del organismo nacional de 
gestión electoral. Desde el inicio del primer gobierno de Evo Morales, tanto este 
como sus partidarios atacaron a los miembros de la entonces Corte Nacional 
Electoral (luego, Tribunal Supremo Electoral), acusándolos de fraude y corrup-
ción, a lo que se sumó una drástica reducción de sus salarios, todo lo cual im-
plicó la renuncia de algunos de sus miembros y de su presidente, ası ́como su 
reemplazo por personas aϐines al régimen mediante su elección en la Asamblea 
controlada por el MAS (Sánchez-Sibony, 2021, p. 124).

La tercera estrategia consistió en truncar artiϐicialmente la oferta electoral. El 
régimen utilizó al órgano electoral, ası ́como a jueces y ϐiscales aϐines, para per-
seguir judicialmente a los candidatos presidenciales de oposición, a casi todos 
los expresidentes de la república (Jorge Quiroga, Gonzalo Sánchez de Lozada, 
Carlos Mesa y Eduardo Rodrıǵuez Veltzé) y a los candidatos a gobernadores 
o alcaldes, aplicándoles leyes de manera retroactiva. Esta estrategia de sacar 
de la contienda a los opositores se inició a los dos meses de que Morales llegó 
al poder y continuó a lo largo del régimen. Además, a la criminalización de los 
opositores o su descaliϐicación por supuestos incumplimientos de requisitos 
(en 2015, el TSE descaliϐicó al 43% de los candidatos a elecciones regionales y 
locales), se sumó la campaña en medios de comunicación para desacreditarlos 
ante la opinión pública (Sánchez-Sibony, 2021, pp. 126-127). Al respecto:

El Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR) reveló 
que, a principios de 2013, el régimen de Morales habıá generado 774 exiliados 
polıt́icos en paıśes como Argentina, Paraguay, Perú, Brasil y Estados Unidos. Para 
2016, la cifra fue calculada por ACNUR en 1.232 exiliados polıt́icos. El grupo está 
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compuesto por una variedad de lıd́eres empresariales, jueces, activistas de de-
rechos humanos, polıt́icos, periodistas y funcionarios públicos, que abandona-
ron Bolivia debido a la persecución polıt́ica. El organismo de la ONU también 
computó la existencia de 50 presos polıt́icos.  El número de polıt́icos opositores 
de alto perϐil en ese grupo erosionó aún más la libertad de oferta en las contien-
das electorales, un componente básico de las elecciones libres (Sánchez-Sibony, 
2021, p. 127).

Finalmente, la cuarta estrategia implicó reiteradas violaciones del principio de-
mocrático de irreversibilidad de las elecciones. En este caso, lo que se hizo fue 
impedir que los gobernantes elegidos concluyeran sus mandatos, mediante la 
aplicación de una nueva norma, la Ley Marco de Autonomıá y Descentralización 
Andrés Ibañez, por la cual, cualquier nueva autoridad que fuera acusada de un 
delito debıá abandonar el cargo, aunque no se hubiera concluido el proceso ni 
existiera sentencia ϐirme, lo que permitió que a través de los tribunales someti-
dos al Gobierno, se destituyera a más de un centenar de gobernadores, alcaldes 
y consejeros regionales (Sánchez-Sibony, 2021, p. 128).

De hecho, la última reelección de Evo Morales fue, como ya lo hemos señalado, 
cuestionada por los observadores electorales, entre ellos la Misión Electoral de 
la OEA que planteó la necesidad de celebrar un nuevo proceso electoral, lo que 
fue respaldado al menos por otros cuatro informes independientes, incluyendo 
el de la misión de observadores electorales de la Unión Europea.

Si bien, el proceso electoral en el que el actual presidente Luis Arce obtuvo 
la victoria no ha sido materia de cuestionamiento, su comportamiento en las 
elecciones departamentales, regionales y municipales desarrolladas en 2021 
ha sido objeto de cuestionamientos por parte de la oposición, debido a que en 
numerosas ocasiones rompió la neutralidad electoral que todo presidente debe 
mantener, para apoyar públicamente a los candidatos del MAS e incluso señalar 
que con ellos se podrıá trabajar y coordinar mejor (Añadir fuente). Adicional-
mente, la interpretación “constitucional” sobre la posibilidad de reelección pre-
sidencial indeϐinida continúa vigente a la fecha. 

2.2.3.  Judicialización de la política
Los analistas coinciden en señalar que, al término del periodo presidencial de 
Evo Morales, el sistema judicial boliviano sufrió la crisis más grave de su histo-
ria, no solo por el abuso de la prisión preventiva (65% de los presos), los contro-
vertidos procedimientos de elección de los magistrados, la falta de presupuesto, 
las diϐicultades para el acceso a la justicia, entre otros problemas, sino también 
por la utilización de este aparato para la persecución polıt́ica. Esto último se se-
ñala, se extiende al gobierno provisional de AƵñez ası ́como también al del actual 
presidente Luis Arce (Molina, 22 de febrero de 2022; Tegel, 2021). 
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Esto último queda claramente establecido en el informe del Grupo Interdis-
ciplinario de Expertos Independientes para Bolivia instalado por la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos. En este se estableció que la judicatura 
y el Ministerio Público son utilizados para ϐines polıt́icos por el gobierno de 
turno, lo que también fue denunciado por Human Rights Watch en sus infor-
mes “La justicia como arma” y “La justicia como revancha”. El informe del Grupo 
Interdisciplinario de Expertos Independientes para Bolivia identiϐicó que esta 
práctica no solo se habıá presentado durante el gobierno de AƵñez sino también 
durante el gobierno de Evo Morales, identiϐicando en este último caso situacio-
nes especıϐ́icas de persecución polıt́ica judicial como el proceso contra el expre-
sidente Rodrıǵuez Veltzé (2006), el caso de supuesto terrorismo contra lıd́eres 
de oposición en Santa Cruz (2009), acciones penales contra los directores de 
medios periodıśticos no alineados al gobierno (2012), acciones penales contra 
expresidentes y lıd́eres de oposición por supuesta corrupción (2015-2019), en-
tre otros (Subieta, 2021). 

En su informe sobre Eventos 2021, Human Rights Watch (2022a) aϐirma tam-
bién que “el expresidente Evo Morales socavó la independencia judicial durante 
sus casi 14 años en el poder”. Especıϐ́icamente se señala que durante su gobier-
no, “los ϐiscales presentaron cargos contra varios de sus rivales polıt́icos, res-
pondiendo aparentemente a motivaciones polıt́icas”. Asimismo, sobre la actua-
ción ϐiscal, Rivera (2017) nos cuenta:

El Gobierno utiliza al Ministerio Público para ejercer presión sobre los jueces y 
magistrados; es cada vez más frecuente que los ϐiscales de Materia, cuando no 
logran sus objetivos, acusen a los jueces de prevaricato, los enjuicien y logren su 
encarcelamiento mediante detención preventiva, incluso con allanamientos a los 
despachos judiciales. Esta conducta ha llegado a lıḿites extremos de encarcelar 
a abogados defensores de las personas a las que acusa al Gobierno. (p. 4)

El informe del Grupo Interdisciplinario de Expertos Independientes para Bolivia 
también detectó procesos contra personas con liderazgo polıt́ico y la criminali-
zación de la disidencia y del liderazgo social. Todo lo cual sirvió para identiϐicar 
la existencia de patrones sobre el uso polıt́ico de la persecución penal, en parti-
cular, la utilización arbitraria y excesiva de crıḿenes como sedición, terrorismo 
y ϐinanciamiento de terrorismo, lo que fue aprovechado por la ϐiscalıá para en-
marcar cualquier tipo de conducta en esos tipos penales. Otro patrón es la grave 
deϐiciencia en la fundamentación jurıd́ica de los casos. El tercer patrón apunta a 
la aplicación de la prisión preventiva sin cumplir los requisitos legales. Y el cuarto 
y último patrón apunta a un funcionamiento de las instituciones de justicia sin 
independencia y con evidentes ϐines de persecución polıt́ica (Subieta, 2021).

En el caso de la presidenta AƵñez, se sostiene que su gobierno presionó a ϐiscales 
y jueces para realizar “investigaciones penales por sedición, terrorismo o per-
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tenencia a una organización delictiva contra más de 150 personas vinculadas 
con el gobierno de Morales, que en muchos casos también parecıán responder 
a motivaciones polıt́icas” (Human Rights Watch, 2022a). 

Finalmente, el presidente Arce decretó una amnistıá que posibilitó la impuni-
dad por delitos graves en favor de sus simpatizantes, pero además en su go-
bierno el ϐiscal general detuvo a AƵñez y a dos de sus ministros por terrorismo, 
acusando además a la expresidenta de haber cometido los delitos de sedición y 
genocidio, no hallándose pruebas de tales actos (Amnistıá Internacional, 2022, 
p. 118; Human Rights Watch, 2022a; Ramıŕez, 21 de febrero de 2022; Ramıŕez, 
6 de abril de 2022). 

Sobre el caso AƵñez especıϐ́icamente, tanto la Unión Europea, el Departamento 
de Estado de EE.UU., el Relator Especial de Naciones Unidas sobre la indepen-
dencia de jueces y abogados y la Oϐicina del Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para los Derechos Humanos en Bolivia se han pronunciado sobre la con-
dena en primera instancia a 10 años de prisión contra la ex presidenta inte-
rina. Estos han señalado que los procedimientos judiciales no han respetado 
plenamente el derecho al debido proceso de la señora AƵñez, que la tipiϐicación 
penal de “incumplimiento de deberes” es excesivamente amplia y ambigua, que 
la prisión preventiva fue excesiva, pero también han observado el acceso a la 
prueba testimonial y el formato virtual e hıb́rido de las audiencias, ası ́como la 
afectación del equilibrio procesal (Comunicado de la UE, 19 de junio de 2022).

2.2.4.  Control y atentados contra la libertad de expresión 
Según Sánchez-Sibony (2021, p. 138), el MAS utilizó tres estrategias para esta-
blecer una posición hegemónica del régimen en los medios de comunicación. La 
primera fue una campaña silenciosa para el control editorial de los principales 
medios de comunicación bolivianos, mediante la adquisición de varios canales 
de televisión y periódicos a través de empresarios vinculados al partido oϐicia-
lista. Ası ́ocurrió con los canales de televisión ATB (el de mayor audiencia), PAT, 
Full TV, Abya Yala TV, ası ́como los periódicos La Razón y Extra (los más vendi-
dos en La Paz). 

Al respecto, resulta interesante destacar las investigaciones desarrolladas en 
2020, en el sentido de “que el gobierno de Evo Morales habrıá desviado más de 
16 millones de dólares provenientes de Venezuela”, entre 2008 y 2009, “para 
comprar medios de comunicación, para deϐinir una lıńea favorable al gobierno” 
y limitar la crıt́ica opositora (Chambi, 24 de setiembre de 2020).

La segunda estrategia implicó la dación de una serie de leyes destinadas a limi-
tar la libertad de expresión, como fue la Ley de Desacato, que establecıá pena 
de cárcel para quien difamara a un funcionario público, con penas mayores si 
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se trataba del presidente, congresistas o magistrados (Sánchez-Sibony, 2021, p. 
138). Pero en realidad, hubo mucho más iniciativas durante los catorce años de 
gobierno de Morales, tales como la promovida en 2007 destinada a reglamen-
tar el trabajo de los medios, crear un consejo nacional de ética o establecer un 
observatorio de medios, iniciativa que si bien fracasó, fue continuada por otras 
como la nueva ley de telecomunicaciones de 2011 que sı ́fue aprobada y que dio 
el control mayoritario de las radiofrecuencias al gobierno y a sus movimientos 
sociales (33% para el Estado, 17% para los pueblos indıǵenas y 17% para sec-
tores sociales). Luego, en 2016, Morales planteó sin éxito la regulación de las 
redes sociales tras la derrota en el referéndum del 21F y, más tarde, en 2020, 
también sin éxito propuso el proyecto de ley de lucha contra la legitimación de 
ganancias ilıćitas en la que se eliminaba la conϐidencialidad profesional, lo que 
es fundamental para un periodista que guarda en secreto su fuente (DPL News, 
29 de octubre de 2021). 

La tercera estrategia consistió en utilizar los órganos reguladores en el campo 
laboral, tributario, comunicacional, etc., para reprimir a los medios de comuni-
cación que no fueran aϐines al gobierno, a través de la imposición de multas o 
cancelaciones, lo que fue denunciado por la Sociedad Interamericana de Prensa, 
quien señaló que esta polıt́ica se utilizaba cada vez que un medio de comunica-
ción daba una información “desagradable para el gobierno” (Sánchez-Sibony, 
2021, pp. 140-141).

En cuanto al régimen de Luis Arce, los atentados contra la libertad de expresión 
y de prensa han continuado. Ası,́ a principios de marzo de 2022, el Observatorio 
de Defensores de UNITAS reportó que solamente entre enero y febrero de 2022 
hubo 27 vulneraciones a la libertad de prensa, empezando por la agresión a 
periodistas, como el tipo de vulneración más recurrente, y el impedimento de 
acceso a la información (Rıó s Garcıá, 4 de mayo de 2022). 

En el mismo sentido, en el Informe Anual del Relator Especial para la Libertad 
de Expresión, aprobado el 26 de mayo de 2022 por la CIDH, se evalúa la situa-
ción de Bolivia durante el año 2021, que coincide con el primer año de gobierno 
del presidente Luis Arce. Aquı ́se denuncia que:

[…] durante ese perıódo ha recibido reportes sobre diversas afectaciones al ejer-
cicio de la libertad de expresión de los periodistas en Bolivia, como ser: agre-
siones verbales y fıśicas, retenciones ilegitimas, detenciones arbitrarias, hos-
tigamiento, amenazas —incluso contra la vida—, despojo y daño de equipos, 
además de otros actos de obstrucción a las labores de la prensa; campañas de 
desprestigio y estigmatización contra periodistas y medios de comunicación, 
además de vulneraciones al derecho de reserva de fuentes informativas y el se-
creto profesional, ası ́como limitaciones al derecho de acceso libre a la informa-
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ción pública; actos que no pueden ser tolerados en una sociedad democrática y 
que constituyen un patrón de violación a los derechos fundamentales. En par-
ticular la Relatorıá conϐirma haber recibido información sobre la escalada de 
actos de violencia e intimidaciones hacia la prensa, particularmente en la cober-
tura en contexto de protestas y movilizaciones sociales; actos que muchas veces 
han sido atizados por declaraciones provenientes de lıd́eres públicos o personas 
que ejercen funciones públicas. (Orias, 8 de junio de 2022)

2.2.5.  Alta corrupción 
Para muchos analistas el MAS construyó durante los periodos de gobierno de 
Evo Morales “una nueva élite de clase media que aprovechó las inϐluencias del 
poder estatal para enriquecerse a gran escala”.  Un ejemplo de ello es el de “las 
múltiples denuncias de corrupción que involucran a la cúpula del MAS con el 
programa Bolivia Cambia, Evo Cumple de la Unidad de Proyectos Especiales 
que dependıá del Ministerio de la Presidencia” (Gamboa Rocabado, 2021, pp. 
245 y 248).

A lo anterior podrıámos sumar numerosos escándalos de corrupción, como 
fueron los casos, por ejemplo, de las Barcazas Chinas (2009), Papelbol (2010), 
Fondo Indıǵena y otros fondos (2014), Taladros de YPFB (2017), Banco Unión 
(2017) y Neurona (2019), todos ellos estancados en el Poder Judicial (Callisa-
ya, 2021). 

El primer caso ocurre cuando la Empresa Naviera Boliviana –ENABOL suscribe 
un acuerdo con empresas coreano-chinas con el propósito de adquirir 16 barca-
zas y dos empujadores, adelantándose un pago de 28.9 millones de dólares. Sin 
embargo, estos bienes nunca llegaron a territorio boliviano, por lo cual la Fisca-
lıá presentó acusación contra diez militares y cuatro civiles por diversos delitos 
contra el Estado. El segundo caso se produjo cuando el gobierno de Morales 
pagó más de 13 millones de dólares para la construcción de una fábrica de papel 
(Papelbol) por parte de una empresa brasileña. Empero, no solo el objetivo no 
llegó a ser alcanzado, sino que, adicionalmente, se formularon acusaciones en 
el sentido de que la ediϐicación de la fábrica habıá tenido un sobreprecio de más 
de siete millones de dólares. En este caso el responsable fue procesado y luego 
se beneϐició de un arresto domiciliario del cual escapó para asilarse en Chile 
(Callisaya, 2021).

El tercer caso es el del Fondo de Desarrollo para los Pueblos Indıǵenas y Co-
munidades Campesinas, administrado por campesinos e indıǵenas urbanos que 
desviaron cerca de 35 millones de dólares a sus cuentas personales, por medio 
de proyectos fantasmas. A ello se debe añadir las relaciones clientelares de las 
personas que manejaban este tipo de fondos, como es el caso de Nemecia Acha-
collo, exministra de Desarrollo Rural y presidenta del Directorio del referido 
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fondo y cuya hija de 17 años estuvo involucrada en una relación sentimental 
con Evo Morales (Gamboa Rocabado, 2021, p. 245). A propósito de esto último, 
también se señala la relación de este lıd́er con la militante del MAS Gabriela 
Zapata, quien desarrolló un conjunto de acciones para inϐluir en beneϐicio de 
la empresa china CAMC, por contratos valorados en 500 millones de dólares 
(Gamboa Rocabado, 2021, p. 248).

El cuarto caso mencionado se reϐiere a la adjudicación a una empresa italiana 
para la compra de tres taladros por 148 millones de dólares en favor de la em-
presa Yacimientos Petrolıf́eros Fiscales Bolivianos –YPFB. Sin embargo, la Con-
tralorıá General del Estado detectó 13 irregularidades en el proceso de contra-
tación, iniciando la Fiscalıá una investigación sin que hasta el momento se haya 
iniciado el proceso judicial. A lo anterior es posible añadir el contrabando de 
gasolina que involucró a altos funcionarios estatales y militares, alentado por 
la polıt́ica del Gobierno de subvencionar el combustible que se vendıá a precios 
inferiores a los del mercado interno. También en este ámbito llama la atención 
los diez cambios que se produjeron respecto de los presidentes de YPFB, todos 
acusados por supuestos actos de corrupción (Gamboa Rocabado, 2021, p. 250). 

El quinto caso se trató de un desfalco millonario a la agencia ϐinanciera del Banco 
Unión por parte de su exjefe de operaciones, quien conjuntamente con otros fa-
miliares, amigos y funcionarios del banco fueron denunciados, encontrándose el 
caso actualmente en investigación. Por último, el sexto caso fue la adjudicación a 
una ϐirma mexicana que no contaba con la trayectoria debida de ocho contratos 
por asignación directa del Ministerio de Comunicación por más de 12 millones 
de bolivianos, hecho que fue denunciado por la prensa, pero luego sobreseıd́o 
por la Fiscalıá argumentando insuϐiciencia de pruebas (Callisaya, 2021).

A todo lo anterior se suman las denuncias de favoritismo a los parientes del 
vicepresidente AƵ lvaro Garcıá Linera, los que mediante la empresa Air Catering 
abastecıán de los alimentos requeridos a la empresa aérea boliviana BOA; lo 
que se extiende a los familiares de diputados y congresistas del MAS (Gamboa 
Rocabado, 2021, p. 249).

A todo lo expuesto debemos añadir la incorporación de muchos indıǵenas en 
cargos públicos, por su sola condición y sin ningún respeto a la capacidad pro-
fesional para el cargo. Si bien esto era vendido como la terminación de la mar-
ginación del pueblo indıǵena boliviano, en realidad era parte del clientelismo 
donde los cargos públicos se otorgaban a cambio de apoyo, lo que constituıá un 
claro caso de corrupción (Gamboa Rocabado, 2021, p. 246).

La misma lógica funcionó para las contrataciones de grandes obras públicas, 
para lo cual los ministerios utilizaban la invitación directa para favorecer a de-
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terminadas empresas; ası,́ en todo el perıódo gubernamental de Morales, “un 
90% de los contratos que realizaron las entidades del Estado con particulares, 
[…] se los realizó bajo esta modalidad, sin previa licitación pública, concurso 
de méritos o acceso a la información”. Según el Banco Mundial, Bolivia perdió 
anualmente 2.570 millones de dólares producto de la corrupción (Gamboa Ro-
cabado, 2021, p. 248).

En cuanto al actual régimen de Luis Arce, los problemas y escándalos de co-
rrupción continúan. Ası,́ el ministro de Desarrollo Rural y Tierras, Edwin Cha-
racayo, fue destituido luego de haber sido detenido en La Paz en momentos en 
que recibıá más de 20.000 dólares de un presunto soborno para la dotación y 
saneamiento de tierras. A ello se puede añadir que en el citado ministerio se han 
recibido denuncias por actos de corrupción y sobornos, lo que también se ha ex-
tendido al ministerio de Educación y a la Empresa de Apoyo a la Producción de 
Alimentos –EMAPA (Agencia de Noticias Fides, 8 de noviembre de 2021). Otro 
ministro que tuvo que ser reemplazado fue el ministro de Educación, Adrián 
Quelca, acusado por supuesta corrupción en un caso de tráϐico de exámenes 
(Agencia EFE, 19 de noviembre de 2021). 

Asimismo, en medio de crıt́icas —incluso desde algunos sectores oϐicialistas—, 
Arce se vio obligado a cambiar al subcomandante y jefe de Estado Mayor de la 
Policıá, por diversas denuncias e investigaciones desarrolladas en los últimos 
meses por presuntos actos ilıćitos cometidos por agentes vıńculos con el tráϐico 
de vehıćulos robados y el narcotráϐico (Agencia EFE, 2 de julio de 2022). 

No debe entonces sorprender, que en el IƵndice de Percepción de la Corrupción 
2021, Bolivia aparezca con solo 30 puntos de 100, donde 0 es la máxima corrup-
ción y 100 la mıńima (Transparencia Internacional, 2022).
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3.  Brasil

3.1.  Origen del régimen
La elección de Jair Bolsonaro en Brasil fue producto de una serie de factores que 
venıán produciéndose en el escenario polıt́ico interno de ese paıś.

Ası,́ desde 2013, aparecieron en Brasil una serie de protestas masivas que re-
clamaban mayores niveles de igualdad, una mejor calidad de los servicios so-
ciales (transporte, educación, salud), reformas en el sistema de seguridad pú-
blico (que rompió récord en 2017, registrando 175 muertes diarias), una lucha 
contra la corrupción sistémica en la clase polıt́ica (en particular en el gobierno 
del Partido de los Trabajadores –PT) y la impunidad (Brasil ocupaba el séptimo 
lugar entre aquellos de mayor nivel de impunidad, según el IƵndice Global de Im-
punidad 2017), la recuperación frente a la crisis económica (Brasil sufrió en 2015 
y 2016 un declive de su PBI de más del 7%, mientras que su deuda interna ascen-
dió a 65% del PBI), entre otros reclamos (Serrano Rodrıǵuez, 2019, pp. 158-159). 

Posteriormente, en 2014, es que se produce el segundo mandato de la presiden-
ta de Dilma Rousseff, que se caracterizó por una fuerte polarización con la opo-
sición, escándalos de corrupción de grandes empresas como Petrobras y Ode-
brecht que alcanzaron a lıd́eres de su partido y gobierno18, recesión económica, 
etc., lo que llevó a un proceso de impeachment que condujo en 2016 al relevo de 
Rousseff por su vicepresidente Michel Temer, quien también tenıá acusaciones 
de corrupción. Durante su mandato provisional continuaron las protestas en 
las calles y se incrementó la represión policial. Posteriormente, el expresidente 
Lula da Silva serıá condenado a prisión por casos de corrupción.  

Es ası ́que en 2017 irrumpe en el difıćil escenario antes descrito, el congresis-
ta Jair Bolsonaro, quien comenzó a capitalizar el descontento de la mayorıá de 
la población a través de un discurso antisistema, populista y radical, lo que le 
permitió ganar las elecciones presidenciales en segunda vuelta en 2018, con el 
55% de los votos.  

Durante su mandato (2019-2022), Bolsonaro ha mostrado rasgos de autorita-
rismo y ha desplegado acciones contrarias a un sistema democrático, quizás a 
sabiendas del limitado compromiso con la democracia de la sociedad brasileña19 

18  La llamada operación Lava Jato, que empezó en 2014, determinó la amplia cobertura 
de la corrupción brasileña, alcanzando a lıd́eres del PT, como es el caso del expresidente 
Lula da Silva, lo que favoreció un clima de desprestigio contra el gobierno y su partido, 
y facilitó la destitución de la presidenta Rousseff (Miguel, 2018, p. 82). 
19  Algunos estudios han señalado que la cultura polıt́ica brasileña es hıb́rida, es decir, 
apoya de manera general la democracia pero sin realizar una deϐinición coherente de 

 Brasil
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como sucede, lamentablemente, con varias de América Latina. Esto lo conϐirma 
el informe 2021 de IDEA Internacional cuando señala que Brasil “registra el 
mayor número de atributos en declive del mundo y desde 2016 está transitando 
un proceso de retroceso democrático” (2021b, p. 12).

3.2.  Características del régimen
3.2.1.  Polarización del país a través de un discurso nacionalista y popu-

lista
Para la mayorıá de autores, Jair Bolsonaro es el tıṕico polıt́ico populista si nos 
basamos en la categorización de Finchelstein, al recusar la verdad empıŕica, ca-
liϐicar a sus adversarios como enemigos del pueblo, mostrar un nacionalismo 
extremo, confundir la mayorıá electoral con una delegación total de poderes 
para ser ejercidos de manera autoritaria y, por su marcado mesianismo (Ferrei-
ra do Nascimento y Sousa Braga, 2021, p. 88).

Bolsonaro apela efectivamente al nacionalismo y al patriotismo para defender 
los valores tradicionales de la sociedad brasileña, mediante el uso de una re-
tórica moral-conservadora, colocando como ejemplo de ello a los militares y a 
todos los sectores de la población que lo respaldan. El populismo de Bolsonaro 
se evidencia al mostrarse deϐinitivamente como “un exmilitar en defensa de los 
valores tradicionales (la familia y la fe) y redentor de los sectores culpabilizados 
por los males históricos del paıś: los militares y los empresarios agrıćolas” (Ca-
ñete y Martıńez Schandeler, 2019, p. 8).

Sostiene que solo ellos son leales a la nación, “utilizando el esencialismo para 
deϐinir qué es ser brasileño” (Silveira Bauer, 2019, p. 48), mientras que él se 
muestra contrario a los defensores de los derechos humanos, la mujer, la diver-
sidad racial y sexual, la globalización o la prohibición de armas (Svampa, 2019, 
p. 131; Soares et al., 2021, pp. 44 y 54; Braga, 15 de junio de 2021).

En efecto, uno de los rasgos populistas más tıṕicos es el de dividir a la pobla-
ción entre buenos y malos, en este caso, entre verdaderos brasileños y quienes 
no lo son, según el criterio de Bolsonaro. Y para sembrar esta división/exclu-
sión utiliza diversos temas como el feminismo, el ecologismo, el indigenismo, 
la migración, la dictadura militar, etc. (Gamboa, 2020, p. 146). El gobierno de 
Bolsonaro se ha caracterizado, entonces, por incentivar la polarización del paıś 
entre sectores polıt́icos de derecha e izquierda, pero también entre abortistas y 

la misma, además de desconϐiar de las instituciones democráticas y no compartir del 
todo los valores que estas promueven. En la Encuesta Mundial de Valores se estableció 
que los tres valores predominantes entre los brasileños son: 1) autoritarismo y orden; 
2) familia; y, 3) predominancia de la religión (De Oliveira de Castro y Vizcarra Castillo, 
2020, pp. 680 y 687).
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antiabortistas, entre militaristas y antimilitaristas, entre negacionistas del CO-
VID-19 y aquellos que reconocieron su existencia y peligrosidad, etc., buscando 
siempre obtener el respaldo de un amplio sector antisistema. 

Por ejemplo, en el caso de su polıt́ica contra la pandemia del COVID-19, Bol-
sonaro asumió una postura radical de negación, criticó a los gobernadores y 
alcaldes que imponıán medidas de distanciamiento social o de conϐinamiento, e 
incluso despidió a dos ministros de Salud por negarse a defender públicamente 
la hidroxicloroquina; todo lo cual le permitió echar la culpa a estos sectores de 
la crisis económica provocada por la pandemia, presentarse como defensor de 
las libertades de los ciudadanos y como protector de los pobres que no podıán 
soportar estas medidas de conϐinamiento como sı ́podıán hacerlo las élites eco-
nómicas. Por esta razón, cuando en las encuestas de diciembre de 2020 —en 
plena pandemia— se consultaba a la población sobre la responsabilidad de Bol-
sonaro en el manejo de la crisis del COVID-19, solo el 8% lo sindicaba como el 
principal responsable (Stuenkel, 2021, p. 11). 

Su estrategia polarizadora y excluyente de quienes no piensan como él llevó al 
Tribunal Supremo a intervenir, en junio de 2020, cuando el Ministerio de Justi-
cia elaboró un dossier con cientos de nombres y direcciones “de supuestos in-
telectuales marxistas culturales y antipatrióticos, periodistas de investigación y 
profesores” (Prutsch, 2021, p. 102).

Pero hay otros rasgos populistas de Bolsonaro y de su régimen. Ası,́ la autode-
terminación individual sumada a la aϐirmación de la soberanıá nacional y “su 
recuperación” están presentes en el discurso y en la acción de ese gobierno. 
En cuanto a lo primero, Bolsonaro ha prometido a los brasileños recuperar su 
futuro pero al mismo tiempo los alienta a defender su propiedad privada, in-
cluso con las armas, teniendo al “yo” como sujeto principal. Esto último impide 
comprender que en algunas situaciones existan derechos colectivos, como el de 
los indıǵenas sobre sus tierras. De ahı ́su frase “sin duda, el indio está evolucio-
nando. Se está convirtiendo cada vez más en un ser humano como nosotros […] 
pero los indıǵenas no hablan nuestra lengua, no tienen dinero, no tienen cultu-
ra […]. Pero, ¿cómo han conseguido el 13% del territorio nacional?” (Prutsch, 
2021, pp. 99-100). En cuanto a lo segundo, Bolsonaro identiϐica no solo a ene-
migos externos sino también internos como son los casos de las ONG, los acti-
vistas del clima, los socialistas, la población indıǵena Yanomami, etc. (Cañete y 
Martıńez Schandeler, 2019, p. 8; Prutsch, 2021, p. 100). 

Adicionalmente, los populistas suelen identiϐicarse con el pueblo, en oposición 
a las élites y los expertos quienes son presentados como enemigos de aquel. Al 
respecto, se debe recordar que, desde la campaña electoral y luego en el ejer-
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cicio del poder, Bolsonaro se autocaliϐicó como un hombre común y portavoz 
directo del pueblo (Prutsch, 2021, p. 103). Como lo señala Cañete y Martıńez 
Schandeler (2019),

Se presenta como un mesıás, que deϐiende la autoridad frente al crimen y a la 
corrupción, dispuesto a combatir la violencia estructural, la creciente pobreza; 
como el defensor del cristianismo frente a la llamada ideologıá de género, del 
trabajador frente a los subsidiados por el Estado,  y  del nacionalismo  brasileño.  
(p. 8) 

De otra parte, los populistas tienden a instrumentalizar los medios de expre-
sión mediante la propagación de los denominados fake news. En la campaña 
electoral, Bolsonaro utilizó las redes sociales como plataformas pero también 
recibió el apoyo “de su imperio mediático Rede Record, que incluye 100 canales 
de televisión y radio”; pero ya en el poder, empleó estos mecanismos para emitir 
información inexacta sobre la pandemia del COVID-19, sobre opositores polı-́
ticos, sobre supuestas conspiraciones mundiales o culturales, etc. Esto último 
quizás explique por qué convirtió al Ministerio de Cultura en una Secretarıá de 
Turismo, suspendió las subvenciones a proyectos de cultura y arte analıt́ico o 
redujo en 30% el presupuesto de las universidades públicas (Prutsch, 2021, pp. 
90, 96 y 105). 

Finalmente, la personalidad y el carisma del lıd́er son fundamentales para el 
aϐianzamiento de un régimen populista. Los casos de Hugo Chávez en Venezuela 
y Luiz Inácio Lula da Silva en Brasil son un ejemplo de ello. Bolsonaro, prove-
niente de una familia de clase media, que ingresó luego al ejército y posterior-
mente a la polıt́ica, goza entre sus simpatizantes de esta caracterıśtica, al pre-
sentarse como un provocador permanente y como un opositor al establishment 
(Cañete y Martıńez Schandeler, 2019, p. 8; Prutsch, 2021, pp. 106-107). 

3.2.2.  Militarización de la política y de la sociedad
Según Ramalho (2021), el proceso de militarización20 producido durante el ré-
gimen de Jair Bolsonaro presenta tres claras manifestaciones: a) el empleo de 
las fuerzas armadas en actividades subsidiarias; b) la participación polıt́ica de 
los militares y su interferencia en procesos polıt́ico-democráticos; y, c) la inten-
siϐicación del uso de los militares como administradores. 

Coincidiendo con este autor brasileño, el Instituto Tricontinental de Investiga-
ción Social (2022, pp. 17-19) sostiene que la militarización en Brasil tiene múl-

20  Verdes-Montenegro y Ferreira-Souza, 2021, p. 3: “Se entiende por militarización un 
tipo de securitización que se lleva a cabo por medio de un proceso intersubjetivo que 
institucionaliza el predominio de lo militar sobre lo polıt́ico, con una serie de efectos 
excepcionales que cristalizan en el espacio público”. 
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tiples expresiones: la creciente ocupación de cargos en el sistema polıt́ico, el 
traslado de las doctrinas militares a otros ámbitos de las polıt́icas gubernamen-
tales (orden interno), la transferencia de valores militares a las escuelas, la se-
curitización de todos los problemas de la sociedad —por ejemplo la pandemia 
del COVID-19—, la militarización del presupuesto del Estado y la participación 
creciente de militares en cargos de elección popular. 

Sobre el nombramiento de militares en cargos públicos en detrimento del ejer-
cicio civil del poder, Bolsonaro ha nombrado al mayor número de “militares en 
los niveles más altos del gobierno después de la dictadura militar” (1964-1985), 
especıϐ́icamente a 6.000 miembros activos y jubilados de las FF.AA. (Human Ri-
ghts Watch, 2021). 

En efecto, según el Tribunal de Cuentas de la Unión, en 2018, el número de mi-
litares que ocuparon cargos en la administración pública brasileña fue de 2.765 
personas, pero tras el ingreso de Bolsonaro esta cifra subió a 6.157 hacia ϐines 
de 2020. Este crecimiento no fue solo por la contratación de militares para car-
gos administrativos sino también para puestos de dirección en empresas esta-
tales como Petrobras, Electrobras, Itaipú Binacional, Telebras y Correios (Ver-
des-Montenegro y Ferreira-Souza, 2021, p. 2).

Este proceso de militarización se podrıá explicar por la admiración que pública-
mente ha expresado el presidente Bolsonaro y su vicepresidente, el general (r) 
Antônio Hamilton Martins Mourão, por la dictadura militar en ese paıś (1964-
1985). Ası ́en algún momento Mourão señaló: 

Los grupos marxistas y leninistas del Brasil decıán que se estaban enfrentando 
a la dictadura, pero en verdad estaban luchando para imponer otra dictadura, la 
del sistema comunista. Fue una guerra muy pequeña para un paıś de 90 millones 
de habitantes. De los dos lados, sumando, murieron poco más de 400 personas. 
Hoy, matan 60.000 en Brasil al año y nadie habla al respecto. (Silveira Bauer, 
2019, p. 45)

Bolsonaro ha tenido similares o peores expresiones desde que fue diputado. Ya 
como presidente alabó al dictador paraguayo Alfredo Stroessner (1954-1989), 
al que caliϐicó de “un hombre de visión, un estadista”. Lo mismo hizo con el dic-
tador chileno Augusto Pinochet cuando en relación a su régimen señaló “en 
Chile, en el pasado, tuvo que haber un baño de sangre para que se aprobaran 
principios macroeconómicos”. Asimismo, ha incorporado dentro de la efeméri-
de del paıś la autorización para que se festeje el golpe de 1964 y se enaltezca la 
memoria militar (Silveira Bauer, 2019, p. 46), caliϐicando tal fecha como el “dıá 
de la libertad” (Amnistıá Internacional, 2022, p. 119). 
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A lo anterior se suma el interés del gobierno por aprovechar la imagen positi-
va que los militares poseen en la sociedad brasileña. Ası,́ a ellos se suele atri-
buir valores como la obediencia, el patriotismo, la abnegación, la eϐicacia, entre 
otros, lo que sin duda puede favorecer la imagen y legitimidad del actual man-
datario (Verdes-Montenegro y Ferreira-Souza, 2021, p. 3). 

Bolsonaro y una parte de las fuerzas armadas han construido entonces una 
alianza que no solo permite mantener la estabilidad de su gobierno, combatir 
conϐlictos sociales, sino también incrementar el poder y la inϐluencia militar en 
una serie de temas, muchos de ellos distantes de su ámbito profesional (Hunter 
y Vera, 2022, pp. 338 y 348). 

Sumado a lo anterior, el militarismo de Bolsonaro se extiende a la propia socie-
dad civil, cuando promueve el armamentismo entre la población mediante la 
libre venta de armas. En efecto, a través de más de treinta decretos o actos nor-
mativos presidenciales, Bolsonaro ha ϐlexibilizado la venta de armas en Brasil, 
pudiendo cada ciudadano adquirir hasta seis armas; en el caso de los miembros 
de la Magistratura, del Ministerio Público, agentes y guardias penitenciarios 
pueden adquirir ocho armas;  los francotiradores pueden adquirir sesenta ar-
mas de fuego y los cazadores treinta (Bandarra et al., 2021, p. 213). Todo esto 
ha llevado a que en los últimos dos años la tenencia de armas por civiles se haya 
elevado en 65%. Adicionalmente, ha reducido el control y rastreo de armas y 
municiones, ası ́como de proyectiles y máquinas para la recarga de municiones 
y cargadores, lo que implica un serio riesgo de que ello favorezca a las maϐias 
del crimen (Jiménez y Oliveira, 16 de febrero del 2021). 

Asimismo, mediante otros decretos se ha autorizado a cualquier psicólogo a lle-
var adelante la evaluación de los solicitantes de armas para que pueda otorgár-
seles la licencia correspondiente, se han reducido los tipos de armas que deben 
ser ϐiscalizadas por la fuerza armada y se ha ampliado la base de los profesiona-
les autorizados a adquirir armas (Bandarra et al., 2021, p. 213).  

Es interesante señalar que parte de estos decretos fueron suspendidos por deci-
sión de la ministra de la Corte Suprema Rosa Weber, al considerarlos incompa-
tibles con la Ley de Desarme de 2003, la misma que solo puede ser modiϐicada 
por el Congreso. No obstante, la polıt́ica del gobierno de Bolsonaro es muy clara 
en tanto este aϐirma que la solución para la violencia urbana en el Brasil es ar-
mar a la población (Bandarra et al., 2021, pp. 211 y 213). 

De todo lo anterior es posible concluir que el proceso de militarización de la po-
lıt́ica y de la sociedad brasileña desarrollado por Jair Bolsonaro es contrario a la 
autoridad del poder civil que debe primar en toda democracia representativa. Si 
bien los militares en retiro tienen todo el derecho de participar en polıt́ica o de 
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ocupar cargos públicos y los militares en actividad tienen el derecho y el deber 
de cumplir con sus propósitos institucionales, una cosa muy distinta es llevar 
adelante un copamiento de los puestos públicos por parte de este sector, o des-
naturalizar las funciones institucionales que deben cumplir las fuerzas arma-
das, en tanto se les convierte en actores polıt́icos deliberantes, lo que contradice 
el estado de derecho y la democracia. 

3.2.3.  Ataques a otros poderes del Estado
Bolsonaro también ha atentado contra las instituciones democráticas del paıś 
y la separación de poderes que caracteriza a toda democracia representativa. 

Ası ́ocurrió, por ejemplo, cuando atacó al Tribunal Superior Electoral en setiem-
bre de 2021, al señalar que los brasileños no podıán permitir que se mantuviera 
el sistema electoral vigente y sembró dudas sobre las elecciones de 2022, insi-
nuando un fraude electoral sin ninguna prueba. Además añadió: “corremos el 
riesgo de no tener elecciones el año que viene”, lo que generó temores de que el 
presidente estuviera preparando el camino para cancelar las elecciones o recha-
zar sus resultados (Human Rights Watch, 2021). Más recientemente se produjo 
otro incidente cuando el juez del Tribunal Superior Electoral ordenó retirar un 
vıd́eo oϐicial en el que el presidente Bolsonaro ataca a las urnas electrónicas 
y formula sus sospechas sobre las próximas elecciones frente a embajadores 
extranjeros acreditados en Brasil (Galarraga Gortázar, 24 de agosto de 2022). 

Otra acción se produjo cuando el Poder Judicial ordenó investigar la veracidad 
de las acusaciones de fraude electoral de Bolsonaro, pues el presidente reaccio-
nó amenazando a este poder del Estado con tomar medidas “fuera de los lıḿites 
de la Constitución” y a la par solicitó al Senado que sometiera al magistrado que 
lo investigaba a juicio polıt́ico (Human Rights Watch, 2021). 

De igual forma, Bolsonaro ha atacado y amenazado al Tribunal Supremo de Bra-
sil quien ha cumplido con su función de frenar las polıt́icas contra los derechos 
humanos de Bolsonaro, protegiendo por ejemplo la vigencia de la ley sobre ac-
ceso a la información. Asimismo, por sus investigaciones de la presunta partici-
pación de Bolsonaro en los nombramientos internos de la Policıá Federal, este 
poder ha sido advertido por Bolsonaro que debe archivar tales investigaciones 
y que el juez que lo investiga debe ser castigado, pues de lo contrario el siste-
ma de justicia “podrıá sufrir algo que no queremos que pase” (Human Rights 
Watch, 2021). También ha atacado a este tribunal por las investigaciones que 
este lleva a cabo para determinar si Bolsonaro cometió prevaricato en un caso 
de presunta corrupción en la compra de vacunas. 

Todo lo cual indica la poca tolerancia del presidente Bolsonaro con el sistema 
de pesos y contrapesos que debe regir en toda democracia representativa, lo 
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cual ha llamado recientemente a preocupación de la Alta Comisionada de las 
Naciones Unidas para los Derechos Humanos, Michelle Bachelet, quien ha cri-
ticado al presidente brasileño “por agitar el fantasma del fraude electoral, ata-
car al poder judicial y no respetar la democracia” (Europapress, 25 de agosto 
de 2022).

3.2.4.  Atentados contra la libertad de expresión
Bolsonaro ha atacado también la libertad de expresión, esencia de todo sistema 
democrático, al promover acusaciones penales contra 17 periodistas, académi-
cos y polıt́icos opositores a su Gobierno, realizar amenazas contra periodistas y 
comunicadores, bloquear las cuentas en redes sociales de personas que critican 
su gestión, entre otras acciones denunciadas por organismos internacionales 
de derechos humanos (CIDH y OEA, 2021, p. 12; Human Rights Watch, 2021; 
Human Rights Watch, 2022). 

En cuanto al bloqueo de cuentas de redes sociales, según Human Rights Watch, 
hasta mediados de 2021, el presidente Bolsonaro habıá bloqueado cerca de 180 
cuentas en Twitter, pertenecientes a periodistas, congresistas, in luencers y ciu-
dadanos comunes. Al ser una cuenta oϐicial este bloqueo se considera como una 
violación a la libertad de expresión, ası ́como también del derecho de acceso a 
la información y a participar en el debate público. A ello se suman los 135 perio-
distas bloqueados por altos funcionarios gubernamentales, según la Asociación 
Brasileña de Periodismo de Investigación (Human Right Watch, 19 de agosto 
2021).

Por otro lado, según el informe de la ONG Article 19, entre enero de 2019 y se-
tiembre de 2020, diversos funcionarios del gobierno formularon declaraciones 
contra periodistas en 449 oportunidades, en las que se pudo observar claros 
actos de difamación, amenaza, discriminación, etc. (Amnistıá Internacional, 
2022, p. 120).

Lo anterior también ha llevado a sostener que la violencia contra los periodistas 
en Brasil se ha convertido en una polıt́ica institucionalizada y conducida por el 
propio presidente de la república. Al lenguaje agresivo empleado por Bolsonaro 
y otros funcionarios contra los periodistas de oposición se añade la militancia 
bolsonarista que actúa como un bloque contra dichos profesionales, hostigando 
a los periodistas e incluso amenazándolos de muerte, ası ́como a sus familias, 
en caso propalen información contra Bolsonaro, su familia o sus intereses, lo 
que se ha convertido en un método de acción. Adicionalmente, varios militares 
del entorno del presidente que ocupan puestos de dirección interϐieren “direc-
tamente en la producción periodıśtica, tanto en la TV Brasil como en las esta-
ciones de radio que componen la EBC, ası ́como en las agencias y el portal de 
noticias” (Braga, 2021, p. 23; Colombié, agosto de 2020). 
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A todo lo expuesto deben sumarse las investigaciones desarrolladas por la Cor-
te Suprema del Brasil por la diseminación de noticias falsas por parte de un 
entramado polıt́ico y empresarial denominado “gabinete de odio” y que tendrıá 
como propósito deslegitimar la información propalada por la prensa indepen-
diente, de forma tal de hacer prevalecer “otra vedad que favorezca al gobierno 
de Jair Bolsonaro” (Gámez Pérez, 2021). Este trabajo de desinformación serıá 
implementado por un grupo de trolls, ası ́como robots informáticos programa-
dos. La Corte Suprema también se encuentra investigando los ataques contra 
congresistas y magistrados que vienen ocurriendo desde la campaña electoral 
de 2008 como también el origen del ϐinanciamiento del presunto gabinete de 
odio, provenientes presuntamente del sector empresarial. Según el magistrado 
encargado de la investigación Alexandre de Moraes del Supremo Tribunal Fede-
ral  (2019),  

As provas colhidas e os laudos periciais apresentados nestes autos apontam para 
a real possibilidade de existência de uma associação criminosa, denominada nos 
depoimentos dos parlamentares como “Gabinete do OƵ dio”, dedicada a dissemi-
nação de notıćias falsas, ataques ofensivos a diversas pessoas, às autoridades e 
às Instituições, dentre elas o Supremo Tribunal Federal, com ϐlagrante conteúdo 
de ódio, subversão da ordem e incentivo à quebra da normalidade institucional 
e democrática21. (p. 3)

En el mismo sentido, Emanuel Colombié, director de Reporteros Sin Fronteras 
(RSF) para América Latina, señala:

EƵ  um sistema organizado e estruturado que tenta semear desconϐiança em 
relação ao trabalho dos jornalistas, destruindo a credibilidade dos jornalistas, 
construindo pouco a pouco a imagem de um inimigo em comum. (Oliveira, 27 de 
agosto de 2020)

Estas presiones y amenazas contra la libertad de expresión han llevado a que 
algunos investigadores, periodistas y ϐiguras polıt́icas se hayan visto obligadas 
a exiliarse en otros paıśes (Gámez Pérez, 2021). 

3.2.5.  Deterioro de los derechos humanos
Se acusa también al gobierno de Bolsonaro de intensiϐicar la retórica contra 
los derechos humanos y reducir la participación de la sociedad civil, mediante 
21  Traducción libre: Las pruebas recabadas y los informes periciales presentados en 
estos autos apuntan a la posibilidad real de la existencia de una asociación criminal, 
denominada en los testimonios de los diputados como “Gabinete de Odio”, dedicada a 
la difusión de noticias falsas, ataques ofensivos a varias personas, a las autoridades y 
a las instituciones, incluido el Supremo Tribunal Federal, con evidente contenido de 
odio, subversión del orden e incentivo a la ruptura de la normalidad institucional y 
democrática.
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un discurso que estigmatiza a los periodistas independientes, organizaciones 
civiles, personas encargadas de la defensa del medio ambiente y de los derechos 
fundamentales. Sobre esto último, el informe de la ONG Global Witness ha des-
tacado, especialmente, la compleja situación de los defensores de los derechos 
humanos, ubicando a Brasil como “el tercer paıś más letal para los activistas 
medioambientales y de derechos humanos” (Amnistıá Internacional, 2022, pp. 
119 y 121).  

De igual forma, se observa una pauperización de las instituciones del Gobierno 
que tienen como tarea la protección de los pueblos indıǵenas que vienen siendo 
desalojados y desplazados por incendios forestales iniciados por ganaderos que 
vienen invadiendo ilegalmente sus territorios, pero también por mineros ilega-
les. Ası,́ en solo un año (de agosto de 2019 a julio de 2020), se devastaron más 
de 11.000km2 de selva (Amnistıá Internacional, 2022, pp. 119 y 122). 

Adicionalmente, se señala que cuatro ministerios como los de Medio Ambien-
te, Agricultura, Salud (Secretarıá Especial de Salud Indıǵena –SESAI) y Justicia 
(Fundación Nacional del Indio –FUNAI) vienen implementando una polıt́ica 
desarrollista en perjuicio de los pueblos indıǵenas, los quilombolas y los ribe-
reños. Se señala que estos ministerios no solo han propiciado con sus normas 
y decisiones22 los actos indicados en el párrafo anterior, sino que además han 
desprotegido a los lıd́eres que encabezan los movimientos de preservación de 
la selva amazónica, incrementando el número de muertes de estos (Beldi de 
Alcântara, 2021, p. 357). 

Por último, el proceso de demarcación de tierras indıǵenas que implica su le-
galización viene siendo frenado por el propio FUNAI a través de una interpre-
tación de la norma conocida como la “tesis jurıd́ica del marco temporal” que 
ha sido criticada y denunciada por la CIDH. Según esta tesis, los pueblos indı-́
genas solo tendrıán derecho a aquellos territorios ocupados en 1988, fecha en 
la cual se promulgó la Constitución de Brasil; sin embargo, como sostiene la 
CIDH, esta interpretación desconoce el hecho de que numerosos pueblos in-
dıǵenas fueron desplazados de sus tierras con extrema violencia antes de esa 
fecha, con lo cual no tendrıán derecho de homologación (CIDH, 23 de agosto 
de 2021). Esto ha determinado que, entre 2019 y 2021, no se haya homologa-
do ninguna tierra indıǵena a diferencia de las 145 homologaciones realizadas 
durante el mandato de Fernando Henrique Cardoso, las 79 producidas en el 

22  Tales como la disminución del presupuesto para la protección de la biodiversidad, 
el desmantelamiento de organismos de ϐiscalización para evitar una expansión sin lı-́
mites del frente agrıćola, la reducción de las inspecciones ambientales, la reducción de 
embargos por deforestación, la disminución del apoyo ϐinanciero para la FUNAI, entre 
otras (Beldi de Alcântara, 2021, pp. 358-359).
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gobierno de Luiz Inácio Lula da Silva o las 21 realizadas por Dilma Rousseff 
(Beldi de Alcântara, 2021, p. 360).

Desde la asunción de Bolsonaro también se han debilitado las leyes ambien-
tales, se ha desmantelado el Ministerio de Medio Ambiente, legalizado el uso 
de 382 plaguicidas y debilitado la fundación indıǵena FUNAI (Prutsch, 2021, 
p. 90); esto en la práctica ha fortalecido a redes delictivas que impulsan la tala 
y deforestación y recurren a amenazas y violencia contra quienes deϐienden la 
selva. Ası,́ entre agosto de 2020 y julio de 2021 se deforestaron 13.235 km2 de la 
Amazonıá, lo que representó un incremento del 22% respecto al mismo periodo 
del año anterior (Human Rights Watch, 2022).

Asimismo, organismos internacionales han denunciado, por parte de altos fun-
cionarios de gobierno, expresiones de odio o discriminatorias que incentivan 
el uso de la violencia por parte de grupos racistas, homofóbicos y misóginos 
(CIDH y OEA, 2021, p. 12 y 182). 

De igual modo, se observa un aumento signiϐicativo de la acción institucional 
violenta y punitiva de la policıá cuando ejecuta su polıt́ica de seguridad pública. 
La militarización de la seguridad pública y el nuevo régimen de responsabilidad 
de los agentes militares por la muerte de civiles, en particular en casos carac-
terizados por racismo institucional, implementa la lógica bélica en los centros 
urbanos y rurales, lo que genera un fuerte proceso de reacción también violenta 
(CIDH y OEA, 2021, pp. 12 y 124). 

Solo en 2020, murieron más 6.400 personas en acciones policiales, donde si 
bien la mayorıá de ellas fueron en defensa propia, otras resultaron del uso ilegal 
de la fuerza. Un ejemplo de esto último ocurrió también en 2021 en la deno-
minada masacre de Jacarezinho, en Rıó de Janeiro, donde una operación de la 
Policıá Civil terminó con la muerte de 25 personas, incluyendo un policıá, hecho 
que fue denunciado por la directora ejecutiva de Amnistıá Internacional Brasil 
(Amnistıá Internacional, 6 de mayo de 2021). 

La violencia policial en Brasil ha sido además materia de un informe de la Alta 
Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (Human Ri-
ghts Watch, 2022) y de especial preocupación por parte de Amnistıá Interna-
cional (2022, pp. 123-124).

3.2.6.  Corrupción 
Durante el gobierno de Jair Bolsonaro se han producido numerosas denuncias 
periodıśticas, ϐiscales y hasta de autoridades del propio régimen sobre presun-
tos actos de corrupción. 
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Ası,́ por ejemplo, luego de su renuncia al cargo de ministro de Justicia, el exjuez 
Sergio Moro formuló una serie de acusaciones en materia de corrupción contra 
el gobierno de Jair Bolsonaro. Entre estas estaba la de interferir en investigacio-
nes conducidas por la Policıá Federal sobre prácticas de corrupción que involu-
crarıán a personas muy cercanas al presidente, incluyendo a su propia familia. 
De igual forma, señaló que el gobierno interferıá en las investigaciones desarro-
lladas sobre actuaciones de grupos paramilitares, a los que se le atribuyen el 
asesinato de la concejala Marielle Franco (Neiburg, 2020).

Empero, más allá de las denuncias de Moro, también existen otras acusacio-
nes de corrupción contra el presidente Bolsonaro, su entorno polıt́ico e incluso 
contra su familia. Ası,́ en julio de 2021 la Corte Suprema abrió una investiga-
ción para determinar si Jair Bolsonaro cometió el crimen de prevaricato en la 
compra de la vacuna india Covaxin. A esto se añade que se han planteado varias 
denuncias sobre que altos funcionarios habrıán exigido coimas para aprobar 
contratos de compra de vacunas, con intermediarios sospechosos, lo que habrıá 
sido advertido al presidente y este no habrıá tomado acción alguna, por lo cual, 
la Corte Suprema autorizó a la Fiscalıá a abrirle una investigación por peculado 
(Agencia EFE, 11 de julio de 2021). De otra parte, una comisión del Senado bra-
sileño, que ha venido investigando al gobierno de Bolsonaro durante la pande-
mia del COVID-19, ha concluido señalando la responsabilidad penal de un total 
de sesenta y un personas, entre los cuales destaca cuatro ministros de Estados 
(BBC News Mundo, 20 de octubre de 2021). 

Asimismo, recientemente, en julio de 2022, se detuvo, por presuntos actos de 
corrupción, al exministro de Educación Milton Ribeiro. El comisario encargado 
de la investigación, Bruno Calandrini, 

[…] aϐirmó en un informe de la Policıá Federal que el exministro sabıá que iban 
a registrar su residencia y que supuestamente habıá sido informado por una lla-
mada del presidente Bolsonaro. Más tarde, apareció una grabación telefónica en 
que el exministro le comentaba a su hija que Bolsonaro le habıá alertado de la 
operación policial”. (Royo Gual, 4 de julio de 2022)

Esto ha provocado que el caso sea visto por el Tribunal Supremo a efectos de de-
terminar si hubo interferencia del presidente contra la administración de justi-
cia (Royo Gual, 4 de julio de 2022). Quizás por ello, en recientes encuestas, el 70 
% de los brasileños considere que hay corrupción en el Gobierno del presidente 
Jair Bolsonaro (Agencia EFE, 11 de julio de 2021).

En lo referente a su familia, ahı ́se encuentran las investigaciones del Ministerio 
Público desde 2018 contra el senador Flávio Bolsonaro, hijo primogénito del 
presidente, por una supuesta apropiación de parte de los salarios de las perso-
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nas que trabajan con él cuando era diputado en Rıó de Janeiro (Gámez Pérez, 
2021). DE igual forma, se viene investigando los diecinueve inmuebles que ad-
quirió y transϐirió entre los años 2010 y 2017 (Benites, 3 de marzo de 2021). 
Por otro lado, el Tribunal de Justicia de Rıó de Janeiro levantó el secreto banca-
rio y ϐiscal del concejal Carlos Bolsonaro, por presuntamente desviar recursos 
públicos por contratar funcionarios “fantasmas” en el Concejo Municipal de Rıó 
de Janeiro (DW, 1 de setiembre de 2021).
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4.  El Salvador

4.1.  Origen del régimen
Luego de los Acuerdos de Paz de Chapultepec ϐirmados el 16 de enero de 1992, 
se puso ϐin al conϐlicto militar que existió en El Salvador desde 1980, lo que dio 
inicio a un nuevo orden polıt́ico que tuvo como principales protagonistas a dos 
partidos polıt́icos: la Alianza República Nacionalista –ARENA (de derecha) y el 
Frente Farabundo Martı ́para la Liberación Nacional –FMLN, convertido en par-
tido polıt́ico de izquierda luego de abandonar la guerrilla. 

Con el devenir de los años, comenzaron a surgir numerosos escándalos de co-
rrupción que determinaron que dos expresidentes fueran encarcelados (Fran-
cisco Flores y Antonio Saca —este último convicto— de ARENA), un tercero 
prófugo de la justicia, Mauricio Funes (que se asiló en Nicaragua) y otro tanto de 
exministros e incluso un ϐiscal general. Adicionalmente, se produjo una escisión 
en ARENA que se transformó en otro partido polıt́ico, la Gran Alianza Nacional 
–GANA (Roque Baldovinos, 2021, pp. 238-239; Masek y Aguasvivas, 2021, p. 
162; Rodrıǵuez Rojas, 18 de junio de 2019, p. 8). 

A todo esto hay que sumar la escalada de violencia social, provocada fundamen-
talmente por los Maras, que cometieron diversos crıḿenes en las distintas re-
giones del territorio salvadoreño, lo que a su vez determinó la militarización de 
la seguridad pública y la violencia institucional reϐlejada en ejecuciones extra-
judiciales y desapariciones forzadas (Roque Baldovinos, 2021, pp. 239-240). Lo 
anterior determinó, hacia ϐines de 2018, una desafección de la población hacia 
la democracia, especıϐ́icamente solo conϐiaban en la Iglesia (52%), en las FF.AA. 
(27%) y la Policıá (22%), quedando mucho más rezagados el Congreso, el Poder 
Judicial, el Gobierno y los partidos polıt́icos. Es en este escenario de crisis que 
hace su aparición Nayib Bukele (Verdes-Montenegro Escánez y Rodrıǵuez-Pin-
zón, 2020, p. 216). 

Bukele es hijo de un próspero empresario de origen palestino quien es cercano 
al FMLN. Este origen resulta importante en una sociedad como la salvadoreña 
cuya oligarquıá —formada entre 40 y 50 familias— nunca aceptó a los inmi-
grantes árabes, lo que puede explicar la tensa relación entre el actual presiden-
te salvadoreño y los grupos tradicionales de poder, como también su atractivo 
frente al pueblo (Roque Baldovinos, 2021, p. 241). 

Bukele ingresa formalmente a la polıt́ica ganando la elección municipal de 2012 
de la pequeña ciudad de Nuevo Cuscatlán, portando las banderas del FMLN, don-
de realizó importantes obras sociales gracias a la ayuda del ALBA y de ciertos 
empresarios. En 2015, se presenta como candidato a la alcaldıá de San Salvador 

 El Salvador



La democracia latinoamericana en crisis. Antimodelos y tendencias autoritarias | 147

ganándola por estrecho margen, donde implementó proyectos muy populares 
de conservación y mantenimiento de los espacios públicos, ası ́ como iniciati-
vas de inclusión social. Pero será en los comicios presidenciales de 2019 donde 
decide presentarse como candidato del GANA, abandonando las banderas del 
FMLN, a quien criticó duramente por sus escándalos de corrupción e identiϐicó 
a ARENA como un grupo de polıt́icos inescrupulosos y corrompidos del pasado. 
Con una base importante de votantes que despojó del FMLN, la candidatura de 
Bukele comenzó a crecer especialmente en la población juvenil, basado en el 
uso de redes sociales y estrategias de publicidad informática con discursos y 
propuestas populistas que algunos denominaron ciberpopulismo (Roque Bal-
dovinos, 2021, pp. 241-244; Verdes-Montenegro Escánez y Rodrıǵuez-Pinzón, 
2020, p. 215).

Luego de ganar las elecciones con el 53,10% de los votos (aunque con el 51% 
de abstencionismo del padrón electoral), asumió el poder el 1 de junio de 2019 
y eligió al centro histórico de la ciudad para su juramento —no el recinto de 
la Asamblea Legislativa como establece la Constitución— acompañado de un 
discurso afectivo en el que vinculó la educación paterna de su infancia con la 
ϐidelidad que el público debıá darle para construir el nuevo paıś que les habıá 
prometido (Roque Baldovinos, 2021, pp. 246-247). 

4.2.  Crisis de la democracia representativa
4.2.1.  Polarización y populismo millenial 
Desde antes de asumir la candidatura presidencial, Bukele se mostró como 
crıt́ico de su propio partido, el FMLN, del cual fue expulsado en 2017, por pro-
mover prácticas que incitaban a la división interna y no respetar los principios 
del partido. Ya como candidato extendió sus crıt́icas al partido Arena, seña-
lando que tenıá los mismos vicios que el FMLN. Esta actitud crıt́ica de Bukele 
hacia los partidos polıt́icos (FMLN y ARENA) fue aprovechada para presentar-
se como un rebelde frente a las viejas prácticas de los partidos tradicionales 
(Moallic, 2021).

Esta imagen fue reforzada cuando el Tribunal Supremo Electoral negó el regis-
tro de su nuevo partido y le canceló su personerıá jurıd́ica, pues se victimizó 
culpando al sistema que no dejaba participar a los nuevos lıd́eres. 

Ya en el gobierno, Bukele ha continuado con el uso de un discurso polarizante 
y agresivo contra sus adversarios que imposibilita todo acuerdo nacional; este 
discurso además utiliza superlativos cuando se trata de anunciar obras públi-
cas de infraestructura —“el hospital más grande de toda América Latina”, “la 
mayor inversión extranjera jamás realizada”, etc. (Masek y Aguasvivas, 2021, 
p. 164)—; un negacionismo de la guerra interna ocurrida en el paıś a la que 
caliϐica de farsa; un desprecio hacia los Acuerdos de Paz de 1992, cuya fecha 
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emblemática de aniversario se niega a celebrar y que en el fondo implica des-
conocer los acuerdos que ahı ́ se establecieron para construir una sociedad 
más abierta y democrática y redeϐinir el mandato de las FF.AAA.; e incluso por 
acciones pintorescas como el uso constante de selϐies (en uno de los cuales lle-
gó a caliϐicarse como “el presidente más guapo y más cool” (ABC Internacional, 
25 de junio de 2019).

Todo lo anterior le ha brindado al presidente Bukele un alto nivel de popula-
ridad. Ası,́ según el Instituto Universitario de Opinión Pública, durante los dos 
primeros años de su gobierno, Bukele obtuvo una nota de 8,37 donde 10 es el 
punto más alto de la escala y en los primeros 100 dıás de su tercer año la nota 
fue de 8,5. Todo esto, según Cristancho Cuesta y Rivera Andrade (2021), se ex-
plica porque: 

Su estrategia de comunicación gubernamental ha sido exitosa, puesto que ha ex-
plotado su carisma y ha atraıd́o a gran parte de la sociedad con un discurso y 
posicionamiento de su gestión, centrada en la superación de la problemática de 
inseguridad que vive el paıś. En pocas palabras, ha construido una narrativa en la 
que él representa el ϐin del sistema polıt́ico gestado tras la ϐirma de los Acuerdos 
de Paz”. (p. 3)

Por otro lado, como buen populista, Bukele se muestra como un lıd́er salvador 
que encausa al paıś hacia dıás mejores. De igual forma, divide a la población 
entre la élite (a la que él denomina “los mismos de siempre”) y aquellos que 
votaron por él y que buscan el cambio. La búsqueda de una polarización del 
paıś no solo es una manifestación de su acentuado populismo sino que es una 
estrategia para ganar el apoyo de los disconformes salvadoreños. 

En cuanto a las caracterıśticas de su populismo, este es caliϐicado como de dere-
cha (por plantear una economıá de libre mercado y promoción de la inversión 
extranjera) y millenial, debido principalmente al uso de medios digitales y de 
nuevas tecnologıás para comunicarse directamente con la población y por uti-
lizar el vocabulario y las formas de expresión de los jóvenes (Navas, 2020, p. 
23; Baltazar Landeros, 10 de setiembre de 2020). En este sentido, durante su 
mandato ha transmitido las decisiones presidenciales y órdenes a sus minis-
tros a través del Twitter, empleando especıϐ́icamente la fórmula “se le ordena”, 
buscando con ello mostrar su poder y determinación en la solución de los pro-
blemas públicos. Bukele emite un promedio de 50 tuits por dıá, no obstante que 
la frecuencia recomendada es de 5 a 10 diarios, habiéndose convertido en una 
celebridad de las redes sociales  (Navas, 2020, pp. 20-21).

Adicionalmente, su populismo millenial encuentra también asidero en la im-
portancia que en su discurso Bukele le otorga a la ciencia, la tecnologıá y la mo-
dernización del paıś. En tal sentido, en setiembre de 2021, el presidente Bukele 
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anunció que El Salvador adoptaba el bitcoin como moneda de curso legal del 
paıś, lo que no solo tomó por sorpresa a la población sino particularmente a los 
agentes económicos.

La Cámara de Comercio e Industria de El Salvador determinó en una encuesta 
que el 93% de los salvadoreños se oponen a esta medida, a los que se suman los 
empresarios y gremios empresariales, quienes salieron a las calles para protes-
tar por esta decisión. No obstante, el gobierno ha creado una aplicación para 
celulares (“Chivo Wallet”) para permitir a los ciudadanos enviar y recibir pagos 
en bitcoin, también dio treinta dólares a cada uno de los salvadoreños para que 
adopten el monedero electrónico y ha reservado 150 millones de dólares para 
garantizar la libre convertibilidad de bitcoin a dólares (Kurmanaev et al., 11 de 
octubre de 2021).

Esta medida, en la que Bukele ha puesto particular empeño, ha generado tam-
bién un impase con organizaciones ϐinancieras internacionales como el Fondo 
Monetario Internacional, quien considera el bitcoin como una amenaza para la 
estabilidad ϐinanciera de ese paıś, procediendo a bloquear otras fuentes tradi-
cionales de ϐinanciamiento, lo que sin duda complicará los programas de corte 
populista de Bukele (Kurmanaev et al., 11 de octubre de 2021).

4.2.2.  Autoritarismo y avasallamiento de otros poderes del Estado
Los primeros meses de gestión de Bukele se caracterizaron por mediáticas 
destituciones de funcionarios nombrados en regıḿenes anteriores (Masek y 
Aguasvivas, 2021, p. 163) y juicios por corrupción de varios de ellos, medidas 
que eran difundidas por twitter por el propio presidente. En ese entonces, sin 
embargo, Bukele no tenıá el control del Congreso como tampoco de la Corte 
Suprema de Justicia, que revirtieron muchas de estas medidas, ordenando re-
instalar a varios de los funcionarios removidos. Esto obligó a Bukele a tener que 
contratar más funcionarios, pero esta vez aϐines a su régimen, lo que le llevó a 
crear 3.662 empleos públicos en 2020 y 9.363 en 2021 (Moallic, 2021).

Luego ejecutó algunas medidas para mejorar la seguridad del paıś a través del 
denominado Plan de Control Territorial 1 (PCT), consistente en desplegar miles 
de policıás y soldados en las municipalidades con mayores niveles de violen-
cia, lo que fue acompañado con otras medidas de prevención e inclusión social 
(Garcıá Pinzón y Rojas Ospina, 2020, p. 106). Esto permitió disminuir los indi-
cadores de criminalidad (de 11 homicidios diarios en 2017 a 2 diarios en 2020), 
todo lo cual elevó su popularidad. No obstante, cuando el gobierno de Bukele 
le pidió a la Asamblea la aprobación de la fase 3 de su plan, nuevamente este 
se confrontó con las limitaciones de su poder23. Ası,́ el Consejo de Ministros 

23  Los choques entre Bukele y la Asamblea Legislativa quedan evidenciados cuando en 
su primer año de gobierno se veriϐica que el presidente vetó 23 iniciativas del poder 
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convocó a la Asamblea a reunirse extraordinariamente el domingo 9 de febrero 
de 2020, pero la Asamblea declaró improcedente la convocatoria, en tanto di-
cho órgano del Ejecutivo solo podıá realizarla en una situación de emergencia 
que no habıá sido declarada. Ante esto, Bukele invocó a la población a insur-
gir contra la Asamblea Legislativa a efectos de destituir a sus miembros (Ver-
des-Montenegro Escánez y Rodrıǵuez-Pinzón, 2020, pp. 217-219); más aún, el 
propio presidente acompañado de efectivos del Ejército y de la Policıá ingresó 
a la sala de sesiones de la Asamblea, se sentó en la silla del presidente y señaló: 
“Está claro quién tiene el control aquı”́ (Verdes-Montenegro Escánez y Rodrı-́
guez-Pinzón, 2020, p. 220) y, tras realizar una oración y asegurar que Dios le 
habıá aconsejado obrar con prudencia (González, 17 de febrero de 2020), se 
retiró, declarando lo siguiente a la prensa:

Si estos sinvergüenzas no aprueban en la semana […] A todos estos sinvergüen-
zas los vamos a sacar por la puerta trasera. Una semana, señores. Pidan la pa-
ciencia, la prudencia por una semana. Ningún pueblo que va en contra de Dios 
ha triunfado. En una semana los convocamos acá.  (Verdes-Montenegro Escánez 
y Rodrıǵuez-Pinzón, 2020, p. 220)

Esta acción violenta y antidemocrática contra un poder del Estado salvadoreño, 
que además implicó quebrar el deber de neutralidad polıt́ica de las FF.AA., lasti-
mó la reputación internacional del presidente Bukele, en paıśes que habıá visi-
tado como EE.UU., China y Japón, y que le habıán prometido importante ayuda 
internacional (Verdes-Montenegro Escánez y Rodrıǵuez-Pinzón, 2020, pp. 221).

Con la pandemia del COVID-19, Bukele tomó medidas más drásticas y contro-
vertidas —como por ejemplo, la detención por 30 dıás de las personas que vio-
laran la cuarentena domiciliaria o el cierre del Municipio de Puerto de La Liber-
tad por parte de las FF.AA. para imponer las restricciones cuarentenarias— que 
fueron objeto de rechazo por parte de la Corte Suprema de Justicia salvadoreña, 
las ONG de derechos humanos, la Organización de Naciones Unidas y la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos (Verdes-Montenegro Escánez y Rodrı-́
guez-Pinzón, 2020, pp. 206, 222-223), cuestionamientos que han sido ignora-
dos por el presidente salvadoreño. 

Esto resulta particularmente grave en el caso del desacato de las tres senten-
cias emitidas por la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema, pues indica 
nuevamente la transgresión del respeto al principio de equilibrio de poderes 
que debe existir en toda democracia. Ante el cuestionamiento formulado por 
el presunto manejo oscuro de los fondos públicos para combatir la pandemia, 
Bukele resaltó la construcción de grandes obras, como el Hospital El Salvador 
que le mereció una buena imagen en el paıś e incluso a nivel de Centroamérica. 

legislativo (Tobar, 2020, pp. 74-75).
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La realidad, sin embargo, es que sus medidas debilitaron a la economıá salvado-
reña, que el mentado hospital no estuvo listo durante el auge de los contagios 
y que hubo claros problemas en el manejo de las cifras y de los fondos (Roque 
Baldovinos, 2021, pp. 249-250; Verdes-Montenegro Escánez y Rodrıǵuez-Pin-
zón, 2020, p. 222). 

Bukele fue consolidando su poder formando una alianza con los militares y la 
policıá para aplicar su polıt́ica de seguridad y restringir las libertades. En este 
sentido, durante la pandemia del COVID-19, el Gobierno otorgó importantes 
fondos públicos a las fuerzas armadas no solo para la modernización de sus 
equipos sino también para la ampliación del número de sus efectivos, a lo que 
se sumó la ampliación de sus competencias en materia de control interno. El 
propio Bukele cerró toda posibilidad de acceder a los archivos militares por 
parte del juez penal encargado del asunto de la masacre de El Mozote de 1981, 
donde fueron asesinados más de mil campesinos, a lo que debe sumarse el otor-
gamiento de bonos, seguros privados y aumentos presupuestales a la Policıá 
Nacional Civil. El presidente también ha protegido al viceministro de seguridad 
y director general de centros penales —acusado también de actos de corrup-
ción—, gracias a lo cual la policıá se ha alineado con el presidente y ha llegado 
incluso a desacatar órdenes de la Asamblea Legislativa (Moallic, 2021). 

Esta alianza de Bukele con las fuerzas armadas es una estrategia muy bien pen-
sada. Y es que las fuerzas armadas salvadoreñas han venido asumiendo progre-
sivamente un mayor protagonismo en las tareas de seguridad pública, lo que 
le ha signiϐicado el respaldo y la conϐianza de un amplio sector de la población. 
Ası,́ según el Instituto Universitario de Opinión Pública salvadoreño, las fuer-
zas armadas ocupan el cuarto lugar en las instituciones que gozan de mayor 
credibilidad en el paıś. De ahı ́el interés de Bukele por aliarse con este sector 
para combatir a las pandillas, presentarla como una gloriosa institución a tra-
vés del aparato propagandıśtico del gobierno y a la vez mostrarse como su lı-́
der en ceremonias y actos públicos. El discurso presidencial de exaltación de 
la militarización de las tareas de seguridad pública y de apologıá a la violencia 
contra los ejecutores del crimen no solo busca respaldar a las fuerzas armadas 
y mantenerlas como aliadas del régimen, sino también construir en el imagi-
nario colectivo un respaldo hacia dichas fuerzas y, por tanto, hacia la ϐigura del 
presidente mismo como su jefe supremo. En tal sentido, la expresión “Nación de 
héroes” colocada en todos los escenarios públicos lo incluye implıćitamente a él 
(Cristancho Cuesta y Rivera Andrade, 2021, pp. 4-5, 10 y 18). 

En esta búsqueda por consolidar y ampliar su poder, Bukele se ha vinculado 
también con lıd́eres evangélicos y empleado el cristianismo para construirse 
una imagen de mesıás y ganar la adhesión de un sector importante de la socie-
dad (Dıáz González et al., 2022, p. 41). Esto último le ha permitido que en las 
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elecciones del 28 de febrero de 2021, su partido Nuevas Ideas asuma el control 
de la Asamblea Legislativa con una mayorıá de dos tercios (56 diputados de 
84)24, lo que no solo le permite aprobar leyes sino también nombrar a miem-
bros de la Corte Suprema y al Fiscal General, controlando de esta manera el apa-
rato de justicia. Adicionalmente, este partido ganó 145 consejos municipales de 
los 261 existentes, es decir, 50,3% del total (Masek y Aguasvivas, 2021, p. 165). 

Este abrumador apoyo popular se explica por el desprestigio de los dos par-
tidos polıt́icos tradicionales de ese paıś, lo que se traduce prácticamente en 
la inexistencia de una oposición polı ́tica; también porque Bukele ha logrado 
que la población abrace su visión del paı ́s como lı ́der en la región y que 
tendrá un futuro brillante bajo su comando; pero además por la desafec-
ción popular a la existencia de un sistema polı ́tico con contrapesos (Masek 
y Aguasvivas, 2021, p. 166).

El deterioro del sistema democrático y del sistema de contrapesos continuó du-
rante el año 2021, cuando el 1 de mayo se produjo la destitución inconstitucio-
nal de los cinco magistrados de la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema25 
ası ́como del Fiscal General de la República, el primer dıá de sesión de la nueva 
Asamblea, nombrando inmediatamente a reemplazos aϐines al partido oϐicialis-
ta, afectando la independencia judicial, el sistema de frenos y contrapesos y la 
protección de los derechos de las personas. La remoción de estos funcionarios 
no siguió el trámite regular, no fue debatida ni estudiada, ni se sustentó en cau-
sales reguladas por ley, sino que se basó en una acusación genérica de violación 
a la Constitución por decisiones adoptadas en ejercicio de sus funciones. La de-
cisión incluso no fue comunicada a los destituidos como tampoco las supuestas 
acciones imputadas y, menos aún, se les permitió ejercer su derecho de defensa, 
violándose ası ́todas las normas que garantizan un juicio justo. Lo mismo suce-
dió con las personas designadas como reemplazo, no convocándose a concurso 
público alguno ni siguiéndose el trámite constitucional. Peor aún, la medida fue 
impuesta por la fuerza cuando la Policıá Nacional Civil ocupó las sedes institu-
cionales de la Corte Suprema de Justicia y la Fiscalıá General de la República 
(Abogados sin Fronteras Canadá –ASFC et al., 4 de mayo de 2021).

Estos cambios llevaron a sendos pronunciamientos de la OEA que aϐirmó que 
“cuando las mayorıás eliminan los sistemas de pesos y contrapesos en el marco 
institucional, están alterando la esencia del funcionamiento del mismo” y, asi-

24  Mientras que los partidos tradicionales como ARENA y el FMLN, solo obtuvieron 14 y 
4 diputados respectivamente (Pineda, 4 de marzo de 2021).
25  Los jueces debieron haber concluido su periodo de 9 años que culminaba en 2027. En 
todo caso, su remoción debió seguir el procedimiento establecido en el artıćulo 186 de 
la Constitución, el mismo que no se respetó (Diario El Mercurio, 4 de mayo de 2021).
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mismo de la Unión Europea, esta última a  través del Alto Representante para la 
Polıt́ica Exterior, Josep Borrell, quien aseveró que en El Salvador se está cues-
tionando el funcionamiento del Estado de derecho. A ellos se sumó el secretario 
general de Naciones Unidas Antonio Guterres quien hizo un llamado al presi-
dente Bukele para que “respete el marco constitucional, el estado de derecho 
y la división de poderes con vistas a preservar el progreso democrático en el 
paıś”. Por su parte, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) 
pidió revertir las destituciones para poder “garantizar la separación de poderes 
y el orden democrático” (El Mercurio, 4 de mayo de 2021). En el mismo sentido, 
se pronunciaron la Casa Blanca y organizaciones como Human Rights Watch. 

No obstante la oposición de los organismos internacionales a las medidas adop-
tadas por Bukele, la cooptación de la Corte Suprema ha continuado en ese paıś. 
Ası,́ la Asamblea, contraviniendo la legislación nacional, ha nombrado a diez 
magistrados de este tribunal cuando le está permitido elegir solo a cinco. Adi-
cionalmente, la Asamblea aprobó una ley para cesar de sus funciones a jueces 
y ϐiscales mayores de 60 años —siguiendo la estrategia de Hungrıá y Polonia— 
aunque con la posibilidad de que estos permanezcan por razones de “necesi-
dad” o “especialidad”, abriendo de esta manera la facultad para que el gobierno 
utilice la excepción de manera arbitraria y se premie a los jueces leales al go-
bierno (Malamud y Núñez, 28 de octubre de 2021).

A esto se suma que la Asamblea Legislativa dominada ahora por el partido oϐi-
cialista promueva, a petición del Ejecutivo, la aprobación de normas arbitrarias 
que propician la impunidad, la opacidad y acciones ilıćitas (Acción Ciudadana, 6 
de diciembre de 2021; Moallic, 2021). 

El control de la Asamblea ha permitido también la elección de siete nuevos 
miembros del Consejo Nacional de Judicatura, lo que le posibilita manejar este 
órgano fundamental para la administración de justicia, pues se encuentra en-
cargado de proponer a los candidatos para ocupar las nuevas plazas de ma-
gistrados.

Complementariamente, Bukele llevó adelante un proceso para debilitar distin-
tas instituciones de control y ϐiscalización del paıś, por ejemplo, recortándoles 
su presupuesto. Este fue el caso del Instituto de Acceso a la Información Públi-
ca, la Corte de Cuentas y la Procuradurıá de Derechos Humanos. También ha 
promovido reformas legislativas para concentrar los poderes de las secretarıás 
y entidades autónomas del Estado en personal nombrado por él. La misma po-
lıt́ica ha sido seguida con las municipalidades, reduciéndoles el presupuesto de 
10% a 6%, del cual además el “75% será únicamente entregado en obras sobre 
la base de proyectos aprobados por una nueva Dirección Nacional de Obras Mu-
nicipales controlada por la presidencia de la república” (Moallic, 2021). 
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De esta manera, Bukele concentra todo el poder, nacional y municipal, dejando 
de lado todo sistema de contrapesos y de control del aparato público. Todo lo 
cual nos permite aϐirmar que en El Salvador se viene consolidando un régimen 
verdaderamente autoritario.

4.2.3.  Reelección: una fórmula ya conocida
Luego de la destitución de los magistrados de la Sala Constitucional de la 
Corte Suprema de Justicia producida en mayo de 2021, el gobierno de Bukele 
procedió de inmediato a reemplazar a los destituidos con jueces aϐines al 
Gobierno, los mismos que comenzaron a emitir fallos cuestionables y favo-
rables al régimen. 

El más grave de ellos es la decisión que habilita a Bukele a presentarse a la 
reelección en las elecciones generales de 2024, posibilidad que estaba vetada 
constitucionalmente. En efecto, la “Sala de lo Constitucional de la Corte Supre-
ma de El Salvador emitió un fallo en el que habilitó a que una persona que ejerza 
la presidencia de El Salvador y no haya sido presidente en el periodo inmediato 
anterior participe en la contienda electoral por una segunda ocasión”, añadien-
do “que para evitar que el presidente que opte por la reelección no se aproveche 
del cargo, debe dejarlo seis meses antes que inicie el nuevo periodo”, asumiendo 
el poder en tal caso el vicepresidente. La base de su argumento consistió en 
sostener que una interpretación contraria “despojarıá al pueblo de su derecho 
a decidir quién quiere que lo represente”. Con esta decisión la referida sala no 
solo violó el artıćulo 152 de la Constitución salvadoreña que impide ser candi-
dato presidencial a quien hubiera desempeñado el cargo en los seis meses ante-
riores, sino que también revirtió un fallo de la propia sala de 2014 que prohibıá 
la reelección presidencial en los 10 años posteriores de dejar el puesto (BBC 
News Mundo, 4 de setiembre de 2021; Delcid, 4 de setiembre de 2021). Al res-
pecto, cabrıá recordar lo ya señalado por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos respecto de la reelección presidencial, en el sentido de que tal reelec-
ción no es un derecho humano y, por el contrario, atenta contra la alternancia 
en el poder (CorteIDH, 7 de junio de 2021). 

Esto motivó el repudio internacional (Infobae, 4 de setiembre de 2021) y 
una dura respuesta del Departamento de Estado de EE.UU. al señalar que la 
controvertida interpretación efectuada por la Sala Constitucional de la Corte 
Suprema socavaba los procesos e instituciones democráticas (El Comercio, 
24 de setiembre de 2021), mientras que el director para las Américas de 
Human Rights Watch, José Miguel Vivanco, expresó que “la democracia en 
El Salvador está al borde del abismo (BBC News Mundo, 4 de setiembre de 
2021) y que Bukele es “un Hugo Chávez de alta velocidad” (El Comercio, 24 
de setiembre de 2021).
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4.2.4.  Ataques a la libertad de expresión 
Adicionalmente, el gobierno de Bukele ha realizado constantes ataques a la 
prensa independiente que ha sido bloqueada en las conferencias de prensa del 
gobierno, ha recibido artıćulos anónimos de amenaza, ha sufrido discursos de 
odio y estigmatización, ha enfrentado a auditorıás del Estado, violencia sexual 
y otras formas de violencia de género, amén de investigaciones por acusacio-
nes de evasión ϐiscal y lavado de dinero, procesos judiciales con connotaciones 
sexistas, al igual que campañas contra ellos en medios de comunicación del 
Estado conteniendo declaraciones degradantes. La CIDH ha dado cuenta de 
este hostigamiento y ha solicitado especıϐ́icamente al gobierno proteger a 34 
periodistas que han recibido amenazas (Masek y Aguasvivas, 2021, p. 165; 
Dıáz González et al., 2022, p. 41; Human Rights Watch, 2021; CIDH, 2021b, pp. 
131-132; CEJIL, 2021). 

Asimismo, la Relatorıá Especial para la Libertad de Expresión de la CIDH ha 
mostrado preocupación sobre 

[…] la potencial captura gubernamental del debate público en la que habrıá es-
fuerzos institucionales para posicionar el relato oϐicial como el único legıt́imo y 
veraz a través del uso de medios estatales; medios de propiedad privada admi-
nistrados por el Estado y la reducción de espacios informativos independientes. 
(CIDH, 2021b, p. 135). 

A todo esto se suma, el despido de decenas de periodistas de medios estatales 
por no ajustarse al discurso oϐicial y el otorgamiento poco transparente de 
pauta publicitaria estatal “según el apego o distancia de la lıńea editorial del 
medio a la narrativa oϐicial” (CIDH, 2021b, p. 135). De otro lado, se obser-
va también las restricciones al “acceso a información pública, principalmente 
vinculada a temas de seguridad, medio ambiente, gastos públicos y acuerdos 
migratorios”, a través de abusivas declaratorias de reserva de información en 
las instituciones del Estado (CIDH, 2021b, pp. 136-138; Acción Ciudadana, 6 
de diciembre de 2021). 

Otro ejemplo del acoso a los medios de comunicación fue la expulsión del paıś 
del mexicano Daniel Lizárraga, editor del periódico digital El Faro (Malamud y 
Núñez, 28 de octubre de 2021). 

Una última medida considerada como un atentado a la libertad de prensa es el 
paquete de medidas aprobadas por la Asamblea en 2022 para combatir a las 
pandillas denominadas Maras, que implican sanciones a los periodistas que “re-
produzcan o transmitan mensajes o comunicados originados o presuntamente 
originados” por estas pandillas (BBC, 6 de abril de 2022).  
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Todo lo anterior, ha llevado a que El Salvador se ubique en el puesto 112 de 180 
paıśes en el IƵndice Mundial de Libertad de Prensa 2022, elaborado por Repor-
teros sin Fronteras (2022), experimentando “por segundo año consecutivo una 
de las caıd́as más pronunciadas de América Latina (-30)”. 

4.2.5.  Deterioro de los derechos humanos
En materia de derechos humanos, el gobierno de Bukele fue acusado por la de-
tención de más de 16 mil personas en centros de contención —algunas hasta 
por 40 dıás— (Human Rights Watch, 2021), por presunto incumplimiento de la 
cuarentena obligatoria impuesta por su gobierno durante la pandemia del CO-
VID-19, acompañada por un uso excesivo de la fuerza y detenciones arbitrarias. 
Estos centros de detención además carecıán de agua potable, medicinas y pro-
ductos de limpieza (Amnistıá Internacional, 2021, pp. 178-180; Human Rights 
Watch, 2021; CIDH, 2021b, p. 11). 

La propia Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de El Salva-
dor estableció la inconstitucionalidad de esta medida señalando que la misma 
no podıá ser justiϐicada en base al interés público o por la defensa del derecho 
fundamental a la salud. Estableció también que la utilización de términos como 
retención, localización, evaluación, entre otros, encubrıán en el fondo una de-
tención arbitraria, la misma que carecıá de legitimidad constitucional (Gómez 
Orellana, 2020, pp. 47-48).

De igual forma, se le acusa a Bukele de estigmatizar a las organizaciones 
de derechos humanos, lı ́deres de oposición y organizaciones sociales (Am-
nistı ́a Internacional, 2021, pp. 178-180; Human Rights Watch, 2021; CIDH, 
2021b, p. 11).

Por otro lado, se ha señalado posibles casos de ejecuciones extrajudiciales co-
metidas en enfrentamientos armados entre agentes de la policıá y FF.AA. con 
pandilleros, ası ́como la presencia de escuadrones de la muerte o grupos de ex-
terminio (CIDH, 2021b, p. 8). Asimismo, ante el repunte de la tasa de homicidios 
en el paıś en abril de 2020, Bukele permitió el uso de la fuerza letal por parte de 
la policıá, lo que nuevamente encendió la preocupación de los organismos de 
derechos humanos. 

El IƵndice CIVICUS Monitor 2021 señala que El Salvador es un “Estado obs-
truido”, categorı ́a que se otorga a aquellos paı ́ses que acosan a las organiza-
ciones de la Sociedad Civil y que tiene restricciones jurı ́dicas y prácticas para 
el disfrute de los derechos fundamentales (Acción Ciudadana, 6 de diciembre 
de 2021).
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De igual forma, las medidas aprobadas por la Asamblea Legislativa el 30 de 
marzo de 2022 contra las pandillas criminales que operan en ese paı ́s26, ası ́
como las declaraciones del presidente Bukele han generado preocupación 
del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos 
como del Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia –UNICEF (BBC, 6 de 
abril de 2022).

Las medidas en torno al combate a las pandillas que han generado mayores crı-́
ticas están referidas a: los periodos indeϐinidos de detención previa al juicio, la 
posibilidad de juzgar en ausencia, la posibilidad de condenar hasta con 10 años 
de prisión a menores de 12 a 16 años de edad, ası ́como el establecimiento de 
penas privativas de libertad para quien reciba provecho directo o indirecto de 
las relaciones de cualquier naturaleza con estas organizaciones criminales, lo 
que resulta bastante impreciso y peligroso (Amnistıá Internacional, 25 de abril 
de 2022). También se cuestionan las detenciones masivas y arbitrarias que vie-
nen llevándose a cabo, ası ́como los tratos indebidos propinados a las personas 
detenidas (BBC, 6 de abril de 2022). 

En cuanto a las declaraciones del presidente Bukele que han sido objeto de 
duras crı ́ticas se encuentra por ejemplo cuando manifestó que dejarı ́a “morir 
de hambre a los pandilleros presos si en la calle sus grupos comenzaban a 
vengarse” por el régimen de excepción decretado por su gobierno el 27 de 
marzo de 2022 y por la detención de seis mil pandilleros (BBC, 6 de abril 
de 2022).

No obstante las crı ́ticas de los organismos de derechos humanos, estas medi-
das continúan. Ası ́, al 17 de agosto de 2022, desde el estado de emergencia 
decretado el 27 de marzo, se habı ́an detenido a 50.000 personas que su-
puestamente integran alguna pandilla, provocando que durante 77 dı ́as no 
se registren homicidios en El Salvador (Alvarenga, 17 de agosto de 2022); no 
obstante lo cual, el gobierno no ha detallado si los detenidos probadamente 
pertenecen a las pandillas o a cuál de ellas pertenecen, más aun cuando hay 
denuncias de detenciones arbitrarias y de personas inocentes (El Nacional, 
28 de abril de 2022).

26  Entre las principales pandillas criminales que operan en El Salvador se encuentran 
la Mara Salvatrucha (MS-13) y Barrio 18 (Barrio 18 Sureños B18-S y Barrio18 Revolu-
cionarios B18-R), pandillas criminales creadas por inmigrantes salvadoreños en Los 
AƵngeles, EE.UU. Pero también hay otras más pequeñas como Mara Máquina, Mao-Mao 
y Mirada Locos 13. Se calcula que estas pandillas tienen aproximadamente más de 70 
mil miembros, de los cuales aproximadamente 34 mil están encarcelados (Vallas, 29 
de abril de 2022; Martı ́nez Reyes y Navarro Pérez, 2021, p. 132; Grimaldi y Moodie, 
2022, p. 20).
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4.2.6.  Niveles preocupantes de corrupción 
Por otro lado, y no obstante haber sido la lucha contra la corrupción una de 
sus banderas primordiales desde el inicio de su mandato, los niveles de esta 
en El Salvador siguen siendo preocupantes (USAID, 2020). Ası,́ en el IƵndice de 
percepción de la corrupción para 2020, este paıś se ubicó en el puesto 104 de 
180 paıśes evaluados, lo que demuestra que seguıá congelado en esta materia; 
mientras que el mismo ıńdice de 2021 le otorga solo 34 de 100 puntos —donde 
0 es total corrupción y 100 mıńima corrupción—. Este nivel de caliϐicación re-
sulta bastante bajo si tenemos en cuenta que el promedio en las Américas es de 
43 puntos (Transparencia Internacional, 2022). 

Por su parte, para Transparencia Internacional la alarmante concentración de 
poder de Bukele “ha contribuido a una explosión de irregularidades y casos de 
corrupción vinculados a las contrataciones públicas relacionadas con la pande-
mia” (Expediente Público, 6 de febrero de 2021). A febrero de 2021, la Fiscalıá 
General de la República tenıá abiertas 17 investigaciones por compras irregula-
res por parte del Gobierno; a lo que se suma que la Corte de Cuentas de la Repú-
blica descubrió irregularidades en el reparto de un bono para los afectados por 
la pandemia (Expediente Público, 6 de febrero de 2021).  

Finalmente, Bukele puso ϐin al acuerdo con la Organización de Estados Ameri-
canos para crear la Comisión Internacional contra la Impunidad en El Salvador 
–CICIES (Blanco, 5 de junio de 2021), lo que ha sido visto como una clara deci-
sión del Gobierno de evitar controles y auditorıás. 
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5.  México

5.1.  Origen del régimen
Andrés Manuel López Obrador (AMLO) se inició en la polıt́ica al incorporarse 
a las ϐilas del Partido Revolucionario Institucional (PRI) a mediados de la dé-
cada del setenta, abandonándolo en 1988 para incorporarse al Partido de la 
Revolución Democrática (PRD), con el cual alcanzó la jefatura de Gobierno de 
la Ciudad de México en 2000. Más adelante, en 2006 y 2012, apostó a la candi-
datura presidencial con el Partido de la Revolución Democrática –PRD y con el 
Movimiento de Regeneración Nacional –Morena, que se formó en 2011, aunque 
no tuvo éxito, no reconociendo los resultados electorales en ninguno de los dos 
casos. Finalmente, en 2018, obtuvo la victoria electoral con el 53% de los votos,  
obteniendo también mayorıá en la Cámara de Diputados y de Senadores y en 
otros congresos locales, dejando al margen al PRI, al PRD y al Partido Acción 
Nacional –PAN (Serrano Rodrıǵuez, 2019, pp. 156-157). 

El escenario mexicano que favoreció la elección de AMLO correspondió a una 
escalada de la violencia interna (más de 65 asesinatos por dıá en 2018), altos 
ıńdices de impunidad (99% de los delitos cometidos no eran castigados), ele-
vados niveles de corrupción (que alcanzó a los tres partidos polıt́icos tradicio-
nales), crisis económica (en 2017 se registró la inϐlación más alta en 17 años al 
cerrar en 6,77%), depreciación del peso mexicano ante el dólar hasta llegar a 23 
pesos mexicanos, caıd́a del poder adquisitivo al igual que el empleo, y creciente 
desprestigio de la clase polıt́ica (solo el 9% de los mexicanos tenıá conϐianza en 
el gobierno hacia 2017) y de la democracia (solo el 18% de los mexicanos en 
2017 estaba satisfecho con el funcionamiento del sistema democrático) (Serra-
no Rodrıǵuez, 2019, pp. 158-160).  

5.2.  Atentados contra la democracia representativa 
5.2.1.  Per il populista y polarización 
El populismo de López Obrador tiene un claro componente nacional-popular, el 
mismo que se plasma en su proyecto polıt́ico denominado la Cuarta Transfor-
mación de México. Lo nacional-popular tiene dos dimensiones: como modelo 
de desarrollo y como modelo de hegemonıá de masas, el mismo que se opone 
a lo que denominan el modelo neoliberal. En cuanto al proyecto polıt́ico este 
pretende dar continuidad a las tres transformaciones polıt́icas en la historia de 
México: la independencia (1821), la reforma liberal de Benito Juárez (1857) y la 
revolución mexicana (1910) (Hernández et al., 2021, pp. 43-44 y 47). 

El populismo del régimen de López Obrador se diferencia de otros, como el de 
Jair Bolsonaro, por ser un populismo de izquierda, donde se deϐiende un mayor 
intervencionismo estatal en la economıá pero también un mucho menor grado 

 México
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de exclusión, limitándose este a lo que denomina “la maϐia del poder” y la “tec-
nocracia neoliberal” (Serrano Rodrıǵuez, 2019, pp. 165-166). Sin embargo, am-
bos comparten el nacionalismo, las teorıás de conspiración, el sentirse repre-
sentantes de la voz del pueblo, el mesianismo, su desapego a las instituciones 
democráticas, a la libertad de expresión y a la disidencia polıt́ica. 

López Obrador apela al antagonismo entre lo que él denomina como héroes (el 
pueblo mexicano) y villanos (la maϐia del poder). Asimismo, realiza una serie de 
acciones populistas para aϐianzar el respaldo del pueblo, como fue el no ocupar 
la residencia asignada a los presidentes de la república para transformarla en 
un centro cultural o no utilizar el avión presidencial “porque representaba toda 
la corrupción de los gobiernos neoliberales” (Solıś y Barrientos, 2020, p. 93), su 
decisión de rebajarse el sueldo, ası ́como los salarios de los altos mandos de la 
administración.  

Adicionalmente, utiliza una forma de expresarse coloquial y popular que conec-
ta con el pueblo y que en varios casos ha llegado a excesos, como cuando caliϐica 
a sus adversarios como “aprendices de carteristas, ϐifıś, maϐiosos, malandrines, 
minorıá rapaz, monarcas de moronga azul, pandilla de ruϐianes, pirrurris, reac-
cionarios de abolengo, señoritingos, traϐicantes de inϐluencias, traidorzuelos o 
zopilotes” (Solıś y Barrientos, 2020, p. 93; Olvera, 2021, p. 122). 

AMLO busca una conexión directa con el pueblo a través de giras por el territo-
rio mexicano, conferencias presidenciales matutinas y, en general, llenando to-
dos los espacios posibles de comunicación con el pueblo (Olvera, 2021, p. 122).

Como buen populista, el presidente López Obrador apela constantemente a la 
palabra “pueblo”, sea para indicar que las medidas que adopta las hace en su 
beneϐicio o para justiϐicar que sus iniciativas responden a las necesidades y re-
clamos de este ente indeterminado de personas. 

Precisamente, apelando al pueblo, promovió un referendo revocatorio que se 
llevó a cabo el 10 de abril de 2022 y donde él mismo era el protagonista. En efec-
to, no la oposición, sino el mismo Gobierno solicitó consultar al pueblo de ma-
nera directa si querıán revocar el mandato presidencial, haciendo uso de esta 
ϐigura incorporada a la Constitución mexicana en 2019 y señalada por el propio 
presidente como “un antıd́oto contra malos gobiernos”. La población, sin em-
bargo, respondió con desinterés y no como el presidente esperaba; ası ́hubo una 
muy baja participación, asistiendo solo el 14,8% de la población electoral. Final-
mente, la opción que defendıá la continuidad del Gobierno obtuvo el respaldo 
de más del 90% de los electores, mientras que el 8% se manifestó a favor de la 
revocación. Para muchos analistas este proceso tuvo en realidad como objetivo 
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apuntar a las elecciones internas en Morena de cara a las próximas elecciones, 
más que una consulta de revocación (DW, 11 de abril de 2022). 

Sin embargo, el problema mayor del populismo del presidente mexicano es que 
las decisiones de gobierno no siempre responden a un criterio técnico. Por el 
contrario, autores como Solıś y Barrientos (2020) sostienen que las decisiones 
de AMLO son de cuatro tipos: 

a) Políticas de obstinación, que englobarıán a todas aquellas decisiones que por 
convicción personal ha impuesto el presidente sin tomar en cuenta las posibles 
consecuencias [como la cancelación del Nuevo Aeropuerto Internacional de Mé-
xico o la desaparición del Instituto Nacional de Evaluación de la Educación]; b) 
políticas populistas, que serıán todas aquellas orientadas a beneϐiciar de manera 
directa, sin intermediarios ni reglas de operación claras a amplios grupos so-
ciales con ϐines presumiblemente electorales [Becas Benito Juárez, Créditos a la 
Palabra, Sembrando Vida, etc.]; c) políticas contra la autonomía o el equilibrio de 
poderes en las que se pretende socavar instituciones diseñadas para funcionar 
como un freno o contrapeso al poder presidencial [injerencia para colocar alle-
gados polıt́icos en la Comisión Reguladora de Energıá, la Comisión Nacional de 
Hidrocarburos y la Agencia de Seguridad, Energıá y Ambiente; inϐluencia en el 
nombramiento de tres nuevos ministros de la Suprema Corte, etc.]; y, d) políticas 
de racionalidad cuestionable, a través de las cuales el presidente premia o castiga 
discrecionalmente a grupos o sectores sociales sin una sólida justiϐicación polıt́i-
ca, técnica o jurıd́ica [reducción salarial de los funcionarios públicos, recorte del 
75% del gasto en la administración pública federal, reducción del presupuesto 
de la Red Nacional de Refugios para mujeres vıćtimas de violencia, etc.]. (p. 94) 
(resaltado nuestro)

En todo caso, más allá de la irracionalidad y la falta de sustento técnico de las  
medidas populistas adoptadas por el gobierno de AMLO, lo cierto es que detrás 
de ellas hay un propósito claro y este es el de establecer una relación clientelar 
o de dependencia con sus votantes a quienes favorece con diversos beneϐicios 
sociales, pero también de aceptación y apoyo cuando adopta medidas que casti-
gan a sectores que la sociedad entiende como privilegiados.   

5.2.2.  Señales de autoritarismo y deterioro de la democracia
En materia de democracia, si bien son muchos los avances que se han dado en 
este paıś desde la reforma polıt́ico electoral de 2014 (Chavarrıá, 2021, p. 232), 
segú n el ıńdice de Democracia 2021, México se encuentra cerca de convertirse 
en un régimen autoritario no solo por las acciones del Gobierno contra la pren-
sa sino por las reformas que este promueve para concentrar mayor poder en el 
Ejecutivo. En  2020, México obtuvo en este ıńdice 6.07 puntos de caliϐicación, 
pero al año siguiente retrocedió a 5.54 puntos, lo que lo convierte en un régi-
men hıb́rido (El Financiero, 10 de febrero de 2022; The Economist, 9 de febrero 
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de 2022). Otros estudios también conϐirman promedios menores en cuanto al 
desarrollo de la democracia en México y que esta tendencia ya venıá presentán-
dose desde 2019 y 2020 (IDDMEX, 2020, pp. 14 y 23).

En el mismo sentido, se maniϐiestan diversos analistas como Solıś y Barrientos 
(2020, p. 99) cuando sostienen que el gobierno de López Obrador encaja, por 
lo menos, en dos de los cuatro indicadores de un comportamiento autoritario 
planteados por Levitsky y Ziblatt27, como son el rechazo a las reglas demo-
cráticas de juego y la negación de la legitimidad de los adversarios polıt́icos. 
Aunque nosotros añadirıámos un tercero, cual es la predisposición a restrin-
gir las libertades de los medios de comunicación, como lo apreciaremos en el 
siguiente punto. 

Adicionalmente, López Obrador pretende una centralización del poder. En efec-
to, el proyecto presidencial de reforma administrativa plantea la fusión o elimi-
nación de 16 órganos desconcentrados y descentralizados, lo que ha sido en-
tendido por muchos analistas como un proyecto destinado a concentrar mayor 
poder y reorientar el gasto hacia sus programas sociales. Bajo la justiϐicación de 
la austeridad y evitar supuesta duplicidad de funciones, se tratarıá de reubicar 
a secretarıás de Gobierno que quedarıán bajo la autoridad del presidente, mien-
tras que en otros casos se buscarıá desaparecer instancias incómodas al régi-
men como la Secretarıá Ejecutiva del Sistema Nacional Anticorrupción –SNA 
(Badillo, 13 de febrero de 2022).  

A lo anterior habrıá que añadir el nombramiento de tres ministros de la Su-
prema Corte de Justicia con los que mantienen estrechos lazos, ası ́como de los 
responsables de los órganos reguladores de la energıá, las telecomunicaciones 
y el campo ϐinanciero, incumpliendo el trámite parlamentario correspondiente 
(Olvera, 2021, p. 130).

Asimismo, ha impuesto una serie de ajustes al presupuesto de los gobiernos 
estatales y municipales, como una forma de limitar el poder de estos. Adicio-
nalmente, creó la ϐigura de los Delegados Federales de Programas Sociales (más 
conocidos como “superdelegados”) en cada uno de los estados, quienes mane-
jan aproximadamente el 85% de los recursos de los señalados gobiernos, pro-
venientes de transferencias federales (Olvera, 2021, pp. 130-131). Al respecto, 
nos dice Olvera (2021): 

27  Estos autores sostienen que son cuatro los indicadores de un comportamiento auto-
ritario: a) rechazo o débil aceptación de las reglas del juego democrático; b) negación 
de la legitimidad de los adversarios polıt́icos; c) tolerancia o fomento de la violencia; 
y, d) predisposición a restringir las libertades civiles, de la oposición o los medios de 
comunicación (Levitsky y Ziblatt, 2018, pp. 33-35).
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Por esta razón, los “superdelegados” se han convertido en gobernadores parale-
los, pues no solo controlan el gasto público federal en los estados, sino que tam-
bién asumen un rol polıt́ico como coordinadores de las polıt́icas de seguridad y 
participan en las decisiones sobre el despliegue de la Guardia Nacional […]. A su 
vez, hay un conjunto de 285 “delegados regionales”, cuyo territorio de respon-
sabilidad coincide casi exactamente con los 300 distritos electorales federales, 
quienes atienden conϐlictos, demandas y participan también de las reuniones de 
seguridad regionales.
El “superdelegado” y los delegados regionales controlan también a los “Servi-
dores de la Nación”, funcionarios encargados de levantar los censos de bene-
ϐiciarios de los nuevos programas de subsidios dirigidos a jóvenes, ancianos y 
campesinos, y de entregarlos directamente en las comunidades, por lo que su 
papel polıt́ico-territorial es estratégico. (p. 131)

Lo anteriormente descrito pone en evidencia el sometimiento y control de los 
gobernadores al poder del presidente de la República, a través de las ϐiguras de 
los superdelegados y de los delegados regionales. En el caso mencionado en la 
cita de los Servidores de la Nación, habrıá que añadir que estos son casi 20 mil 
y que “son agentes partidarios informales y agentes gubernamentales formales 
[…] que materializan una relación de dependencia personal de los gobernados 
en relación al presidente de la República” (Olvera, 2021, p. 132).

Entonces, los superdelegados, los delegados regionales y los Servidores de la 
Nación forman una estructura paralela encargada de la polıt́ica social y de gene-
rar una relación de clientelaje con el pueblo que ϐinalmente es el elector. Por su 
parte,  las fuerzas armadas se convierten en la otra estructura complementaria 
encargada del orden y la seguridad, pero también de otras funciones de carácter 
muy amplio (Olvera, 2021, p. 132).

En efecto, el autoritarismo de AMLO se apoya también en la participación de las 
FF.AA. en labores que no son propias de la institución, tales como el control del 
orden público interno y la conducción de la Guardia Nacional, la vigilancia de las 
fronteras, el control de las aduanas, la administración de los programas sociales 
y la ejecución de megaproyectos como el nuevo aeropuerto de Santa Lucıá (Solıś 
y Barrientos, 2020, p. 99). 

Como señala Sheridan (17 de diciembre de 2020), “los militares están siendo 
cada vez más la fuerza a la que recurre el presidente para tareas previamente 
gestionadas por agencias civiles, desde administrar puertos hasta remodelar 
hospitales y construir aeropuertos”.

Esta militarización de las decisiones polıt́icas y administrativas se ha extendido 
incluso a la policıá. En efecto, el Gobierno disolvió la Policıá Federal, supuesta-
mente por estar muy corrompida. En su reemplazo creó la Guardia Nacional, 
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la misma que debıá tener un carácter civil. Sin embargo, en la práctica, es la 
Secretarıá de la Defensa Nacional (Sedena) —y no la Secretarıá de Seguridad 
y Protección Ciudadana, dirigida por civiles— la que está a cargo de su control 
operativo. Asimismo, cerca del “70% de los miembros de la Guardia son policıás 
militares transferidos del Ejército y de la Armada”; adicionalmente, las fuerzas 
armadas les proporcionan entrenamiento. Por todo lo cual, muchos aϐirman que 
“realmente la Guardia Nacional es militar, disfrazada de no militar” (Sheridan, 
17 de diciembre de 2020). Para sincerar esta situación, el Poder Ejecutivo logró 
que el Congreso aprobase la ley que incorpora formalmente a la Guardia Na-
cional a la Secretarıá de Defensa Nacional, lo que ha sido condenado por la Alta 
Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, Nada Al-Nas-
hif, que ha caliϐicado tal acto como un retroceso (ONU, 9 de setiembre de 2022).

La militarización también se aprecia en el despliegue territorial, ası ́durante la 
presidencia de AMLO ha habido un aumento de 75% en la cantidad de miem-
bros de la Armada desplegados por el territorio mexicano, producto en parte de 
la lucha contra la pandemia, a los que se deben añadir otros cien mil miembros 
de la Guardia Nacional, lo que triplica el tamaño de la extinta Policıá Federal 
(Sheridan, 17 de diciembre de 2020).

Como ya se señaló, AMLO también ha ampliado las funciones de las fuerzas ar-
madas a ámbitos insospechados tales como remodelar hospitales, combatir el 
robo de combustibles, desarrollar proyectos de infraestructura (provocando 
una seria distorsión económica, en tanto la Secretarıá de la Defensa Nacional 
tiene más contratos que las constructoras privadas más grandes del paıś28), di-
rigir las oϐicinas federales de migración, controlar las aduanas y administrar 
los puertos del paıś, ampliar y equipar viveros forestales, vigilar la entrega de 
recursos de los programas sociales, entregar libros y materiales educativos, re-
coger algas en playas turıśticas, entre otras (Sheridan, 17 de diciembre de 2020; 
San Juan, 4 de enero de 2021).  

A lo expuesto se debe sumar la propuesta de AMLO de reforma electoral que 
busca desaparecer a los diputados plurinominales, reemplazar al Instituto Na-
cional Electoral –INE y reducir los congresos locales. En relación la eliminación 
de la representación plurinominal habrıá que señalar que las mismas han ser-
vido para dar oportunidad a los partidos emergentes de alcanzar representa-

28  Como la construcción de cuatro aeropuertos, la modernización de 32 hospitales, la 
ediϐicación de 2.700 sucursales del Banco de Bienestar, la construcción de tres tramos 
del tren Maya, viviendas para el personal de la Guardia Nacional, ası ́como 248 cuarteles 
para esta misma guardia, entre otras obras. Solo entre 2019 y 2020, “la Sedena recibió 
50 contratos por adjudicación directa por montos superiores a los 2.481 millones de 
pesos” (San Juan, 4 de enero de 2021).
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ción propia y fortalecer el sistema de partidos (Zavaleta Salgado, 13 de junio 
de 2022). En el caso especıϐ́ico del INE, este está compuesto por 11 consejeros 
elegidos por consenso de las diversas fuerzas polıt́icas representadas en el Con-
greso; lo que AMLO pretende es sustituirlo por otra entidad de 7 integrantes 
elegidos por sufragio directo de una lista de 60 candidatos presentados por los 
tres poderes del Estado (Pérez, 28 de abril de 2022), que actualmente poseen 
clara mayorıá o aϐinidad por el partido de Gobierno (Vásquez, 11 de mayo de 
2022). 

La propuesta plantea también eliminar el ϐinanciamiento público de los partidos 
polıt́icos, lo que sin duda elevarıá su dependencia de grupos de poder económi-
co, incluso, no siempre de fuente lıćita. Adicionalmente esta reforma liquidarıá 
a los partidos en formación, que carecerıán de las espaldas para ϐinanciar sus 
actividades a nivel nacional. También propone permitir a los funcionarios públi-
cos realizar propaganda, lo que implicarıá la posibilidad de mal utilizar fondos 
públicos en favor de un candidato, pero además romperıá la imparcialidad que 
estos deben guardar ante una elección. Plantea asimismo eliminar todos los ór-
ganos electorales locales, lo que llevarıá a que todos fueran de carácter nacional. 
El proyecto, ϐinalmente, señala la celebración de un único proceso electoral cada 
seis años, eliminando la elección escalonada (Vásquez, 11 de mayo de 2022).

A todo lo anterior se suma la violencia polıt́ica del paıś. Ası,́ de 2018 a junio de 
2022, México registró 663 ataques contra lıd́eres polıt́icos o contra instalacio-
nes de gobierno o de partidos polıt́icos, entendiendo por ataques amenazas, 
asesinatos, ataques armados, secuestros y desapariciones. Solo en el primer se-
mestre de 2022, se produjeron 72 asesinatos contra polıt́icos (en 2021 fueron 
73). Esta violenta realidad se explica por los intereses de las maϐias en eliminar 
a ciertos polıt́icos e imponer sus propios lıd́eres o también por ajustes de cuen-
tas contra polıt́icos que traicionan los pactos celebrados con estas maϐias (Ferri, 
4 de junio de 2022).

En general la violencia en México arroja las escalofriantes cifras de 130 mil 
muertes violentas en solo 43 meses de gestión y de superar los 100 mil desapa-
recidos, además de provocar la expulsión de miles de familias que huyen de sus 
comunidades por la violencia criminal, mientras que el presidente mexicano 
insiste con la polıt́ica de “abrazos, no balazos” (Alemán, 10 de junio de 2022).

5.2.3.  Grave situación de la libertad de expresión 
En el campo de la libertad de expresión, continúan las amenazas, el hostiga-
miento y los ataques a los periodistas y medios de comunicación; solo en 2020, 
19 periodistas fueron asesinados. Asimismo, durante ese año, se conoció que 
“la agencia de noticias estatal [Notimex] estaba involucrada en una campaña di-
famatoria contra varios periodistas y medios de comunicación que publicaban 
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contenido crıt́icos contra el gobierno” (Amnistıá Internacional, 2021, p. 308). 
El acoso a la libertad de expresión mereció una  carta de protesta ϐirmada por 
650 periodistas e intelectuales que acusaban al presidente de actuaciones que 
afectaban esta libertad (Amnistıá Internacional, 2021, p. 308). 

En el mismo sentido se ha pronunciado el Colectivo de Análisis de la Seguridad 
con Democracia (2020, pp. 10-11), al señalar en un informe que los periodis-
tas en México viven agresiones cotidianas de parte de policıás municipales y 
estatales, vejaciones, golpes, retención de equipos de trabajo y detención ar-
bitraria. Agrega que a ello se suman la desacreditación y estigmatización hacia 
los medios de comunicación realizada por el propio presidente de la República, 
caliϐicándolos de “conservadores” o “ϐifıś”, lo que genera una cadena de acoso y 
escarnio en todos los niveles de gobierno. De igual forma, el informe sostiene 
que el gasto en publicidad oϐicial sigue siendo un instrumento de presión del 
Gobierno hacia los medios de comunicación. A ello se suma que el acceso a la 
información pública es cada vez más complicada dado que las autoridades y 
las plataformas del Estado niegan la información o no la publican. Finalmente, 
el informe sostiene también que los mecanismos de protección y acceso a la 
justicia no funcionan, pues los procuradores de justicia  evitan investigar deli-
tos contra la libertad de expresión y los propios periodistas no acuden a estos 
mecanismos por falta de conϐianza en las autoridades. 

En 2021, los ataques a la libertad de expresión continuaron. Ası,́ durante el pri-
mer semestre de ese año se documentaron “362 agresiones a periodistas, entre 
las que destacan actos de intimidación y hostigamiento, amenazas, 35 ataques 
fıśicos; y 3 asesinatos”. Asimismo, conforme al IƵndice Mundial de Libertad de 
Prensa 2021 elaborado por Reporteros sin Fronteras, “México ocupa el lugar 
143 de 180 paıśes en el ranking mundial, y es uno de los paıśes más peligrosos”, 
por lo cual varios periodistas se ven obligados a desaparecer o exiliarse para 
garantizar su supervivencia (Comisión de Derechos Humanos de la Ciudad de 
México, 1 de septiembre de 2021). 

A agosto de 2021, “la Fiscalıá Especial Federal, encargada de investigar deli-
tos contra periodistas, [tenıá] más de ۳٫۳٦۲ investigaciones, presentado ۲٦٥ 
cargos por delitos y obtenido ۲٥ condenas”, no obstante lo cual son muchos 
los casos que quedan sin investigar. La misma situación ha proseguido en 2022, 
comparándose a México con Siria y Afganistán en cuanto a la cantidad de perio-
distas asesinados (Human Rights Watch, 2022b, p. 5). 

De igual forma, López Obrador ha caliϐicado a la prensa opositora como “gol-
peadores, mercenarios y vendidos”, e incluso ha llegado a publicar información 
privada de periodistas como sus salarios —como fue el caso de Carlos Loret de 
Mola, periodista muy conocido en prensa escrita, radio y televisión, que publicó 
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una investigación sobre el hijo del presidente—, buscando con ello despresti-
giarlo ante la opinión pública (The Washington Post, 15 de febrero de 2022). 

De otro lado, organizaciones internacionales de protección de los derechos hu-
manos han manifestado su preocupación ante los hallazgos sobre la utilización 
del software Pegasus por parte del Gobierno para expiar a periodistas, defen-
sores de los derechos humanos y personas con liderazgo público, que ejercen 
oposición al Gobierno. Esta denuncia viene a conϐirmar otras que se vienen for-
mulando desde 2017 y que implican una violación a los derechos de las perso-
nas a su privacidad y libertad de expresión (Relatorıá Especial para la Libertad 
de Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y Oϐicina en 
México del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Huma-
nos, 6 de agosto de 2021).

Por lo expuesto, México se ha convertido en el paıś más peligroso de la región 
para los periodistas (IDEA, 2020, p. 16). 

5.2.4.  Delicada situación de los derechos humanos 
En este campo, el gobierno de AMLO no ha podido evitar que se mantengan 
los mismos problemas que en el pasado. En este sentido, cada año en México 
continúa produciéndose la desaparición de miles de personas producto de la 
actuación de organizaciones delictivas, pero también de la policıá y las fuerzas 
militares. Los familiares de los desaparecidos han conformado diversos grupos 
para lograr conocer el paradero de sus parientes, debido a que los agentes del 
Ministerio Público y la Policıá en pocos casos tratan de encontrarlos. Hasta se-
tiembre de 2021 se registraron más de 90 mil personas desaparecidas, aunque 
el gobierno reconoce que la cifra real debe ser mucho más elevada, siendo la 
mayorıá personas de bajos ingresos entre 15 y 30 años (Human Rights Watch, 
2022b, p. 4).

Asimismo, “las fuerzas de seguridad [siguen] llevando a cabo detenciones ar-
bitrarias y haciendo uso excesivo de la fuerza”, lo que en algunos casos ha de-
terminado homicidios (Amnistıá Internacional, 2021, p. 304). En efecto, como 
ya se reϐirió anteriormente, el presidente López Obrador ha asignado a las 
FF.AA. una serie de tareas de control del orden interno y de la migración. En 
este sentido, “los militares están habilitados para detener a los civiles, hacerse 
cargo de las escenas del crimen y proteger evidencias” (Human Rights Watch, 
2022b, pp. 1 y 3).

Adicionalmente, estas violaciones quedan impunes en tanto no existe un sis-
tema judicial que permita alcanzar justicia. Según la ONG México Evalúa, solo 
el 5,2% de los delitos cometidos en México son resueltos judicialmente, un 
bajo ıńdice que responde a los altos niveles de corrupción y complicidad de los 
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agentes del Ministerio Público y otros funcionarios. Más aún, algunos policıás y 
agentes del Ministerio Público recurren a la tortura para obtener confesiones o 
aplican la medida de arraigo que les permite mantener detenida a una persona 
por 40 dıás sin presentar cargo alguno (Human Rights Watch, 2022b, pp. 1-2).

De igual forma, se acusa al presidente de estigmatizar en diversas ocasiones a 
los defensores de los derechos humanos. Se sostiene que el Gobierno Federal 
promueve la desinformación y la polarización social en torno a estos defenso-
res, que son agredidos mayoritariamente por funcionarios públicos quienes 
además, en algunos casos, diϐicultan su labor de protección a familias de perso-
nas desaparecidas o a mujeres vıćtimas de maltrato (Colectivo de Análisis de la 
Seguridad con Democracia, 2020, p. 12). La misma denuncia ha sido planteada 
por Human Rights Watch (2022a, p. 5); ası,́ solo entre enero y setiembre de 
2021, la Oϐicina en México del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos reportó 10 asesinatos de defensores de derechos humanos 
en el paıś, de los cuales 6 supuestamente recibıán protección del gobierno. A 
ello se suma que en octubre de 2020 el gobierno de López Obrador eliminó el 
fondo de apoyo a estos defensores.

De otro lado, se acusa al presidente de minimizar el problema de la violencia 
contra las mujeres y criticar las protestas de estas contra el incesante creci-
miento de los feminicidios. Después de importantes protestas sociales, el go-
bierno desistió en su propuesta de recortar el presupuesto para las Casas de 
Mujeres Indıǵenas y Afromexicanas y para la Comisión Nacional para Prevenir 
y Erradicar la violencia contra las Mujeres; aunque sı ́se recortó el 75% del pre-
supuesto del Instituto Nacional de las Mujeres (Amnistıá Internacional, 2021, 
pp. 306-307).

Otro hecho que ha sido observado en materia de derechos humanos es la de-
tención excesiva de miles de migrantes hondureños y salvadoreños que han in-
gresado al paıś de manera irregular, sometiéndolos a condiciones insalubres y 
de hacinamiento, lo que es doblemente peligroso en condiciones de pandemia. 
Conforme al DIDH, las autoridades mexicanas deben deportarlos o liberarlos 
si es que ya no pueden ser deportados (Human Rights Watch, 14 de abril de 
2020). Por otro lado, se acusa también al Gobierno mexicano de llevar adelante 
“la expulsión ilegal de migrantes y solicitantes de asilo en aviones y autobuses a 
América Central” (Human Rights Watch, 2022b, p. 2).

Por otra parte, se acusa al gobierno de AMLO de no brindar servicios de segu-
ridad, educación, sanidad y justicia acerca de 71 mil solicitantes de asilo, en el 
marco del programa Quédate en México —incluyendo familias con niños— su-
friendo muchos de ellos abusos por parte de autoridades mexicanas o cárteles 
delictivos. De igual forma en 2021, la Guardia Nacional y agentes migratorios 
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mexicanos “detuvieron violentamente varias caravanas de solicitantes de asilo, 
varios de los cuales resultaron heridos” (Human Rights Watch, 2022b, pp. 6-7).

De igual manera, el movimiento LGTBI ha criticado al presidente mexicano por 
sus declaraciones constantes en contra de los objetivos del movimiento, como 
por ejemplo, cuando aseveró que estos distraen la atención de problemas rea-
les, como la desigualdad social, o que son usados para dividir a la población 
(Cervantes Aguiar, 14 de julio de 2021). 

Finalmente, siendo México uno de los paıśes que emite en mayor medida gases 
de efecto invernadero, el gobierno de AMLO sigue adoptando un conjunto de 
acciones que en vez de reducir tales emisiones, las incrementa. Ası,́ este “se ha 
opuesto abiertamente a la producción de energıá eólica y solar, ha prometido 
rescatar las industrias del carbón y petróleo y ha introducido reformas que fa-
vorece a las centrales eléctricas estatales que dependen de combustibles fósi-
les” (Human Rights Watch, 2022b, p. 9). Adicionalmente, el Gobierno de AMLO 
ha reducido las medidas destinadas a evitar la deforestación ilegal (Human Ri-
ghts Watch, 2022b, p. 9).

5.2.5.  Índices de corrupción
En el ámbito de la corrupción, si bien durante el inicio de su gobierno, AMLO 
prometió un duro combate contra este fenómeno y la impunidad, lo cierto es 
que en su gobierno han sucedido diversos escándalos de corrupción y la per-
cepción ciudadana acompaña estos hechos.

Ası,́ en 2020, según la Encuesta Nacional de Cultura Cıv́ica, el 54,6% de las per-
sonas mayores de 15 años reconoció a la corrupción como uno de los tres pro-
blemas más importantes que el paıś enfrentó en dicho año. De igual forma, se 
observó un aumento sostenido de la prevalencia de la corrupción entre 2013 y 
2020, sin que el cambio de gobierno hubiera signiϐicado una transformación en 
la percepción de la población (INEGI, 2021, pp. 1-2).

En 2021, el 42,6% de los mexicanos consideró que habrıá mayor corrupción 
que en el pasado, mientras que solo el 28,6% estimó que esta disminuirıá. En 
cuanto a las causas de la corrupción, el 37,4% consideró que es la impunidad y 
falta de castigo, el 31,2% lo atribuyó a los gobiernos anteriores y el 24,6% a la 
pobreza y desigualdad. De igual forma, el 88,7% consideró que la corrupción 
en México es un acto muy frecuente, mientras que el 67,4% sostuvo que la co-
rrupción se concentra fundamentalmente en el gobierno y en el sector público. 
Ante la consulta de cuáles son las instituciones con mayor corrupción en el 
paıś, aquı ́aparecieron los partidos polıt́icos (mucha, 76%), la policıá (mucha, 
73%), las cárceles (mucha, 72%), el Ministerio Público (mucha, 68%), PEMEX 
(mucha, 59%), autoridades electorales (mucha, 58%), jueces y magistrados 



170 | Democracias con tendencias o manifestaciones autoritarias

(mucha, 53%), entre otros (Mexicanos contra la corrupción y la impunidad, 
2021, pp. 7, 9, 11, 21 y 25).

Lo anterior se vio corroborado por el informe sobre el IƵndice de Percepción de 
la Corrupción 2021 de Transparencia Internacional, según el cual la percepción 
de avance de la lucha contra la corrupción en México se habıá estancado. Más 
aún, el informe ubica a México en el lugar 124 de 180 paıśes y obtuvo una caliϐi-
cación de 31 puntos, donde 100 es la mejor caliϐicación posible, colocando ası ́a 
este paıś junto a Gabón, Nıǵer y Papúa Nueva Guinea. México, según este ıńdice, 
es el paıś peor evaluado de los 38 Estados que componen la Organización para 
la Cooperación y el Desarrollo Económico – OCDE, mientras que en el G20 ocu-
pa el puesto 18 (Pérez, 24 de enero de 2022).

Un problema central de la corrupción mexicana es la impunidad. Ası,́ se señala 
que en casos emblemáticos como Estafa Maestra, Odebrecht, Agro Nitrogena-
dos, expresidentes, etc., no han existido sancionados en el campo penal. Tampo-
co ha habido recuperación de activos o reparación a vıćtimas. Otro problema es 
que las redes de corrupción del pasado continúan activas, pero además conec-
tadas a otros grupos delincuenciales. Un tercer problema fundamental es el uso 
polıt́ico de las ϐiscalıás mexicanas, cuya “actuación presenta sesgos favorables 
o negativos dependiendo del grupo polıt́ico al que se investiga” (Pérez, 24 de 
enero de 2022).

Las denuncias por corrupción han alcanzado, incluso, al entorno más próxi-
mo del presidente López Obrador. Ası ́ tenemos la investigación periodıśtica 
realizada por la organización Mexicanos contra la Corrupción y la Impunidad, 
que señala a José Ramón López Beltrán, hijo mayor del presidente, por “haber 
vivido en una mansión de Texas, propiedad de un alto directivo de la petrolera 
Baker Hughes”, beneϐiciada por el actual Gobierno mexicano mediante con-
trataciones con Pemex por montos que superan los 150 millones de dólares. 
Esta denuncia ha servido para que un dirigente del PAN denuncie al hijo de 
AMLO ante la Fiscalıá Especializada en Combate a la Corrupción, por supuesto 
tráϐico de inϐluencias y actos de corrupción. Frente a esto el presidente ha sido 
renuente en investigar casos que involucran a su familia o colaboradores cer-
canos. Ası ́lo conϐirma el informe elaborado por el Servicio de Investigación del 
Congreso de EE.UU. de 21 de marzo de 2022, al establecer que “el presidente 
López Obrador no ha estado dispuesto a permitir que los ϐiscales investiguen 
las denuncias que involucran a su familia y aliados” (Maza, 24 de marzo de 
2022; El Financiero, 4 de febrero de 2022). 

Pero el escándalo de la denominada Casa Gris no es el único. Algunos se 
preguntan:
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¿Cómo explican la “coincidencia” de que el mismo año que Daniel Chávez, de 
Grupo Vidanta, obtuvo la ampliación por 15 años de una concesión para ocu-
par una playa y permiso para construir un teleférico para conectar sus mega-
proyectos, José Ramón López obtuvo visa para trabajar en Estados Unidos, vı ́a 
la empresa del hijo del dueño de Vidanta? […] ¿Por qué Pemex sigue haciendo 
negocios con Baker Hughes, una empresa sancionada —y actualmente bajo 
investigación— por las autoridades estadounidenses debido a sobornos a go-
biernos en los paı ́ses donde opera? ¿Qué es lo que entienden Andrés Manuel 
López Obrador, su familia y su gobierno por conϐlicto de interés, tráϐico de in-
ϐluencias, nepotismo, capitalismo de cuates, y rendición de cuentas? (Dresser, 
13 de junio de 2022)

Adicionalmente, el mismo informe señala que López Obrador, en aplicación de 
la denominada polıt́ica de austeridad republicana, ha privado de recursos pú-
blicos a entidades fundamentales para combatir la corrupción como es la Fis-
calıá General de la República y el Sistema Nacional Anticorrupción (SNA). Esto 
ha llevado a problemas de funcionamiento; ası,́ la Fiscalıá no ha podido llevar a 
proceso judicial la cerca de quinientas denuncias por corrupción presentadas 
por la Secretarıá de la Función Pública. También en este punto es de recordar 
la propuesta infructuosa de López Obrador formulada en enero de 2022 para 
eliminar el Secretariado Ejecutivo del SNA, no obstante ser el soporte técnico 
de dicha entidad y encargado de evaluar las actividades anticorrupción del paıś 
(Maza, 24 de marzo de 2022). 

A lo anterior se puede sumar la denuncia realizada el 19 de marzo de 2022 
por Julio Scherer, exconsejero jurıd́ico de la Presidencia, quien a través de una 
carta denunció que AMLO tuvo conocimiento directo de diversos actos ilıćitos 
cometidos por la exsecretaria de Gobernación y el ϐiscal general de la Repú-
blica entre 2019 y 2021, hechos que él no denunció, no obstante que estaba 
obligado por ley a hacerlo. El mismo denunciante sostiene haber advertido al 
presidente de tales actos, no obstante lo cual este no realizó ninguna acción al 
respecto, convirtiéndose por tanto en cómplice de tales actos (Hernández, 23 
de marzo de 2022).

Finalmente, están también los informes de la Auditorıá Superior de la Federa-
ción sobre los programas sociales ejecutados por el Gobierno para combatir la 
pobreza, los mismos que señalan la existencia de indicios de malversación de 
fondos públicos (Hernández, 23 de marzo de 2022).

5.2.6.  Ine iciencia en política económica y social 
En 2020, como consecuencia de la pandemia, la economıá mexicana decreció en 
8,2%, mientras que en 2021 esta creció solo en 5% (cifra menor al 6,3% previs-
to por la Secretarıá de Hacienda), con lo cual entró en recesión al cierre de dicho 
año, al sumar dos trimestres consecutivos con retroceso. Estas cifras se explican 
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por la alta inϐlación (7,3% en 2021, la más alta en 21 años)  y problemas en las 
cadenas de suministro (Cullell, 31 de enero de 2022; Arredondo, 9 de febrero 
de 2022).

Las perspectivas para el 2022 han venido también disminuyendo. Ası,́ el FMI 
redujo su proyección de crecimiento para México de un 4% a un 2,8% (Cullell, 
31 de enero de 2022). 

Otro problema es el del empleo. Al cierre de 2021, el número de personas des-
ocupadas era de 2,1 millones (3,9% de la población económicamente activa), 
la tasa de informalidad fue de 56,2% (32,2 millones de personas), las personas 
en búsqueda de trabajo sumaron 4,1 millones de personas y las que dejaron de 
buscar empleo por no encontrarlo sumaron 7,5 millones de personas (Arredon-
do, 9 de febrero de 2022).

A lo anterior se añade un problema de baja productividad y concentración del 
mercado, cuya corrección requiere de un conjunto de reformas a ser implemen-
tadas por el Gobierno mexicano (América Economıá, 17 de marzo de 2022). 

Para la mayorıá de los analistas mexicanos, si bien la pandemia y la crisis inter-
nacional tienen parte de la explicación de la situación antes descrita, coinciden 
en que el mal desempeño económico tiene principalmente su raıź en las polıt́i-
cas erradas del presidente López Obrador, que generan un bajo nivel de certeza 
jurıd́ica y un nivel de inseguridad creciente, como por ejemplo, sus decisiones 
de cancelar diversos proyectos de construcción en marcha o su proyecto de con-
trarreforma eléctrica desconociendo contratos celebrados con empresas priva-
das, lo que ahuyenta a los inversionistas nacionales y extranjeros (Huerta, 11 de 
enero de 2022). Asimismo, los esfuerzos del Gobierno por restaurar la posición 
dominante de antiguos monopolios estatales en los sectores del petróleo, gas y 
electricidad, no solo atentan contra la reforma constitucional de 2013 que abrió 
estos mercados a las empresas privadas, sino que frenan la inversión privada 
(Noticias en la mira, 13 de junio de 2022). De igual forma, la militarización de 
la economıá del paıś también ha impactado negativamente en el sector privado 
que claramente advierte una competencia desleal en el mercado (Arredondo, 9 
de febrero de 2022).

De otro lado, en materia de polıt́ica social, según el Instituto de Estudios sobre 
Desigualdad (INDESIG), en 2016, el 61% de los hogares más pobres eran be-
neϐiciarios de programas sociales, pero en 2020 solo el 35% de estos hogares 
fueron beneϐiciados. Asimismo, los programas sociales actuales presentan una 
menor organización y capacidad para llevar adelante una focalización en los 
sectores más pobres que en el gobierno anterior, es decir, algunos programas 
sociales no solo no han progresado, sino que en algunos casos ha habido re-
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gresión. Finalmente, el supuesto impulso del sureste del paıś anunciado por el 
gobierno de AMLO no solo no se dio sino que, conforme al IƵndice de Progreso 
Social, esta región es la de mayor rezago y su tendencia no varıá desde 2015 
(México Cómo Vamos, 2 de diciembre de 2021, pp. 6 y 8).

Por último, la ampliación de programas sociales unido a menores ingresos ϐis-
cales de los estimados y mayores costos de obras de infraestructura priorizadas 
por el presidente mexicano, vienen conduciendo a una serie de recortes pre-
supuestarios de dependencias públicas, con el deterioro lógico de su funciona-
miento (Huerta, 11 de enero de 2022).
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6.  Perú

6.1.  Origen del régimen
Tras la renuncia del presidente Pedro Pablo Kuczynski a la presidencia de la 
república, en marzo de 2018, ante su inminente declaratoria de vacancia por in-
capacidad moral por parte del Congreso de la República, lo sucedió su vicepresi-
dente Martıń Vizcarra Cornejo. En setiembre de 2019, Vizcarra disolvió el Con-
greso por una supuesta denegación fáctica de conϐianza al Gabinete Ministerial, 
y convocó a nuevas elecciones congresales. Paradójicamente, el nuevo Congre-
so, en legıt́imo ejercicio de sus atribuciones constitucionales, terminó vacándo-
lo por incapacidad moral permanente, el 9 de noviembre de 2020, acuerdo que 
se tomó por una mayorıá multipartidaria y abrumadora del Congreso de la Re-
pública, esto es, 105 de 130 congresistas, tras numerosas y evidentes denuncias 
por corrupción del mandatario. Esto determinó el ingreso del presidente del 
Congreso Manuel Merino como presidente de transición, pero ante las protestas 
en las calles que pedıán su dimisión, se vio forzado a renunciar a solo cinco dıás 
de asumido el cargo, siendo reemplazado por el congresista Francisco Sagasti, 
quien se encargarıá de convocar a elecciones generales.

Es en ese crıt́ico escenario que se desarrolló la primera vuelta de las elecciones 
generales en abril de 2021, que determinó el pase a segunda vuelta de los can-
didatos Pedro Castillo con el 18,9% y Keiko Fujimori con el 13,4% de los votos; 
luego, en junio de ese año se realizó la segunda vuelta que proclamó como ga-
nador al candidato izquierdista de Perú Libre, Pedro Castillo Terrones, luego de 
varias semanas de impugnaciones y pedidos de nulidad de actas de votación 
ante el Jurado Nacional de Elecciones. De acuerdo a la Oϐicina Nacional de Pro-
cesos Electorales –ONPE, Castillo obtuvo el 50,125% de los votos, mientras que 
la candidata Keiko Fujimori de Fuerza Popular obtuvo el 49,875%, es decir, la 
diferencia de votos entre ambos candidatos fue de solo 44.058 votos (BBC News 
Mundo, 20 de julio de 2021). 

El triunfo de Castillo fue producto de varios factores, entre ellos la alta polariza-
ción existente en torno a ambas candidaturas y a la existencia de un alto antivo-
to contra la candidatura de Fujimori. Asimismo, el apoyo de las zonas rurales y 
del interior del paıś fue también importante para el éxito de Castillo (BBC News 
Mundo, 20 de julio de 2021). A esto se debe sumar la crisis económica y social 
desatada por el Covid-19, que incrementó la pobreza y el descontento de vastos 
sectores de la población.

Inspirado claramente en el lıd́er populista Evo Morales, Castillo prometió cam-
biar la Constitución a través de una Asamblea Constituyente, eliminar el Tribu-
nal Constitucional y la Defensorıá del Pueblo, corregir a las entidades regulado-

 Perú
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ras de la educación y el transporte (Muñoz, 2021, pp. 285-286), promesas que 
prontamente abandonó ante la falta de una mayorıá en el Congreso, su limitado 
respaldo popular y las tempranas denuncias de corrupción de su Gobierno y 
entorno familiar.  

6.2.  Crisis de la democracia 
6.2.1.  Signos de la descomposición de la democracia
En el caso del Perú, se observan diversos problemas que vienen afectando la 
vigencia de una democracia representativa plena en los últimos años. Estos pro-
blemas se han ido agudizando y, sin duda, es a partir de 2016 que la descompo-
sición polıt́ica se maniϐiesta de manera más clara hasta llegar a tocar fondo con 
el actual gobierno de Pedro Castillo. 

En primer lugar tenemos la crisis de los partidos políticos. En efecto, la descom-
posición de los partidos polıt́icos que tiene su origen en las malas gestiones 
gubernamentales 1980-1985 y 1985-1990, y que se profundizó en la década 
de gobierno del presidente Alberto Fujimori (1990-2000), lamentablemente 
continuó en las décadas posteriores, limitando su capacidad organizativa, su re-
presentación geográϐica y sus posibilidades de renovación de cuadros. Este de-
terioro se ha acentuado con la eliminación de la reelección parlamentaria, que 
fue impulsada por el presidente Vizcarra y aprobada a través de un referéndum. 
Efectivamente, al eliminarse la reelección, se eliminó el principal incentivo para 
realizar una buena gestión parlamentaria, además de que se reduce la posibi-
lidad de enrolar personas en los partidos que quieran ser profesionales de la 
polıt́ica a largo plazo, en tanto la elección parlamentaria solo se darıá por cinco 
años. A ello se añade la falta de experiencia y de acumulación de conocimien-
tos de los polıt́icos al estrecharse el margen de participación en las elecciones 
parlamentarias (Campos, 10 de febrero de 2022). Por último, el propio Tribunal 
Constitucional contribuyó negativamente al debilitamiento de los partidos po-
lıt́icos cuando en su Sentencia N° 0006-2017-PI/TC habilitó a los congresistas 
a poder renunciar por “criterios de conciencia” a sus bancadas polıt́icas por los 
que fueron electos para plegarse a otras, conformar una mixta o permanecer 
como independientes.

De otro lado, los partidos polıt́icos han venido perdiendo espacio entre la po-
blación y en las competencias electorales frente a movimientos independientes 
que empezaron a sustituirlos. Este fenómeno de sustitución fue alentado por 
diversas razones. En primer lugar, la ideologıá fue reemplazada por el pragma-
tismo, con lo cual los partidos polıt́icos perdieron por completo su discurso y 
capacidad de distinguirse en el electorado. En segundo lugar, los movimientos 
independientes no implican un compromiso duradero en tanto se articulan para 
cada elección y normalmente culminan en ella. En tercer lugar, suelen captar a 
personas con recursos económicos que puedan ϐinanciar la campaña, recibien-
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do a cambio la posibilidad de determinar los objetivos del grupo, la composición 
parlamentaria o de la propia plancha presidencial. En cuarto lugar, las exitosas 
experiencias de los independientes en el campo electoral (desde los noventa 
con Alberto Fujimori en el plano nacional a Alberto Andrade en el plano local), 
incentiva a que miembros de partidos polıt́icos abandonen estos para buscar 
un lugar en este tipo de movimientos, aportando su propio caudal electoral. En 
quinto lugar, cuando estos movimientos no ganan la elección pero conservan su 
inscripción, la prestan al mejor postor, esto es, a quien convenga en el momen-
to adecuado (lo que se ha denominado “vientres de alquiler”). En sexto lugar, 
en estos movimientos las personas se asocian no en función de ideales sino en 
torno a quien tiene mayores posibilidades de ganar la contienda electoral, ana-
lizando para ello el arrastre popular del candidato presidencial. Finalmente, en 
séptimo lugar, los aspirantes a candidatos entablan una negociación directa con 
el movimiento para determinar su lugar en la lista congresal, en función de su 
aporte económico o polıt́ico a la campaña, sin importar sus méritos dentro del 
movimiento (Zavaleta, 2014, pp. 53-56; Levitsky y Zavaleta, 2019). 

Estos movimientos de independientes que en la práctica vienen sustituyendo a 
los partidos polıt́icos operan en el ámbito local, regional y nacional. Asimismo, 
se observa una tendencia a la captación de empresarios o dueños de medios de 
comunicación, tanto por las posibilidades de obtener ϐinanciamiento como por 
las facilidades para difundir masivamente al movimiento (Zavaleta, 2014, pp. 
71-72). 

Si bien muchos analistas plantean la necesidad de reconstruir o fortalecer los 
partidos polıt́icos a través de reformas electorales, el fortalecimiento de la ley 
de partidos polıt́icos, un mayor ϐinanciamiento público, etc. (Levitsky y Zavale-
ta, 2019), lo cierto es que la crisis es muy profunda y los incentivos para hacerlo 
son muy escasos. 

En el primer año de gobierno de Pedro Castillo la crisis de los partidos polıt́icos 
se ha profundizado aún más.  El actual Congreso de la República es una demos-
tración del debilitamiento y fraccionamiento permanente de los partidos y mo-
vimientos polıt́icos; ası,́ hoy en dıá, son 13 las bancadas que componen el Poder 
Legislativo, de las 10 que eran al inicio de su mandato el 28 de julio de 2021.

De otro lado, en segundo lugar, tenemos el incremento de la protesta social, que 
implica una privatización de la polıt́ica, pues signiϐica una participación directa 
de los ciudadanos “que prescinden de las instituciones de representación for-
mal”. Se trata entonces de una “forma de participación polıt́ica extra-institu-
cional de la ciudadanıá” que desnuda la falencia de representación de los par-
tidos polıt́icos y expone el incumplimiento de sus obligaciones por parte de las 
autoridades. Ası,́ desde el año 2004, la Defensorıá del Pueblo ha reportado un 
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promedio de 200 conϐlictos sociales mensuales. Durante el primer año de go-
bierno del presidente Castillo las protestas sociales se han profundizado, como 
tendremos ocasión de comprobarlo más adelante. 

En tercer lugar, la democracia peruana enfrenta un altıśimo grado de polariza-
ción, donde prácticamente ha colapsado el centro polı ́tico, lo cual obstaculiza 
el entendimiento entre el oϐicialismo y la oposición, como también dentro 
de la misma oposición, y exacerba la discusión en redes sociales y medios 
de comunicación e incluso dentro de grupos sociales y familiares. La última 
elección presidencial de Pedro Castillo multiplicó este fenómeno (The Econo-
mist, 2022, p. 48). 

En particular, en los últimos periodos presidenciales y también durante el go-
bierno actual se vienen dando fuertes enfrentamientos entre el oϐicialismo y 
la oposición que han llevado a esta última a presentar, hasta el momento, dos 
procesos de vacancia por incapacidad moral además de algunas censuras a mi-
nistros de Estado del actual gobierno, provocadas por las numerosas denuncias 
de corrupción que implican al propio jefe de Estado y la falta de idoneidad de 
gran parte de sus ministros (Encinas y Quiñón, 13 de marzo de 2022; Zegarra, 
13 de octubre de 2020; Landa, 2020, p. 43; Eguiguren, 2017, p. 74).  

En cuarto lugar, hay un desapego creciente de la opinión pública con la democra-
cia y su funcionamiento. Esto quedó evidenciado en el Barómetro de las Améri-
cas de LAPOP 2021, donde solo el 50% de la población peruana señaló apoyar la 
democracia, el 21% sostuvo estar satisfecho con el funcionamiento de la misma 
y el 52% tolerarıá un golpe de Estado militar en un contexto de alta corrupción 
(Lupu, Rodrıǵuez y Zechmeister, 2021).  Esta insatisfacción se ve actualizada 
en las encuestas publicadas por diversas empresas en 2022, las mismas que le 
otorgan al Poder Ejecutivo y al Congreso de la República muy bajos niveles de 
aprobación. 

A lo anterior podrıámos añadir muchos problemas más de la democracia perua-
na como son: a) la rendición de cuentas electoral: la falta de transparencia en el 
ϐinanciamiento de las campañas electorales, ası ́como en la contabilidad interna 
de los partidos; la ausencia de mecanismos para que el elector pueda exigir a 
su representante el cumplimiento de las promesas de campaña; y, la falta de 
estabilidad de alternativas partidarias; b) la participación política: alto nivel de 
conϐlictividad social; cuestionamientos a instituciones de la sociedad civil; bajo 
o inadecuado ejercicio de mecanismos de consulta directa; c) la competencia 
política: bajos niveles de control para el reclutamiento de candidatos; existencia 
del voto preferencial que provoca competencia al interior de los partidos polıt́i-
cos; magnitud del distrito electoral (Santander, 2021, pp. 10-14 y 16). 
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El deterioro de la democracia en el Perú se ve particularmente reϐlejado cuando 
se toma consciencia que desde diciembre de 2017, la vacancia presidencial por 
incapacidad moral fue promovida en seis oportunidades y que, desde 2016, el 
Perú ha tenido cinco presidentes y tres parlamentos. 

Todo lo anteriormente indicado explica por qué el Perú es ubicado en el puesto 
71 del ranking mundial del IƵndice Democrático elaborado por The Economist, 
con un puntaje general de 6.09 y en el puesto 13 de Latinoamérica (2022, p. 
14).  En el mismo sentido, tenemos el informe del Freedom House (2021, p. 2) 
que señala un declive del Perú en cuanto a la situación de las libertades civiles 
y derechos polıt́icos. 

En cuanto al gobierno de Castillo, la democracia peruana ha sufrido un mayor 
debilitamiento a través de un conjunto de acciones y decisiones que han sido 
cuestionadas por entidades de control como por la propia ciudadanıá. Ası,́ a 
solo 120 dıás de su mandato, organizaciones de la sociedad civil llevaron a cabo 
una evaluación y encontraron ocho alertas muy graves y seis alertas graves, 
además de otras trece de carácter moderado, en relación a la vigencia del sis-
tema democrático, respeto a las libertades y a los derechos humanos en el paıś 
(Plataforma Vigilantes, 2021), varias de las cuales serán analizadas a lo largo de 
este capıt́ulo. 

En la actualización al mes de mayo de 2022 del reporte de la Plataforma Vigilan-
tes (2022) se muestra incluso un aumento del número de alertas muy graves, 
que pasan de 11 a 15 respecto del mes de marzo (fueron 8 en diciembre). De 
igual modo, las alertas graves pasaron de 9 a 10 (fueron 6 en diciembre). Esta 
situación se explica: 

[…] por la decisión de ordenar una inmovilización con vicios de inconstitucio-
nalidad, la posible afectación a la autonomıá de la Sunedu y de las polıt́icas de 
igualdad de género; la continuidad en los riesgos que enfrenta la libertad de ex-
presión y la lucha contra la corrupción; una gestión poco prudente de las ϐinan-
zas públicas con la dación de medidas con alto costo ϐiscal no focalizadas; y la 
continuación de medidas y acciones que no incentivan la inversión privada y la 
creación de empleo formal por parte del Ejecutivo. Finalmente, tomamos con 
mucha preocupación las declaraciones inaceptables del presidente del partido 
de gobierno, quien el pasado 3 de mayo señaló que la Constitución necesita cam-
biarse, sea por una vıá pacıϐ́ica o por “una vıá no pacıϐ́ica”. (Pla taforma Vigilantes, 
mayo de 2022, p. 5) 

Resulta particularmente importante destacar en este punto las denuncias de 
colaboradores eϐicaces ante el Ministerio Público sobre la existencia de un su-
puesto grupo de congresistas apodados “Los Niños”, pertenecientes a distintas 
bancadas polıt́icas y que sostenidamente votan a favor del gobierno de Castillo 
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(o en contra de su vacancia) a cambio de su participación en actos corruptos 
vinculados a obras públicas. Esta acción corrupta no solo debilita y erosiona por 
dentro a los partidos polıt́icos, sino que además busca controlar otro poder del 
Estado (el Congreso) a efectos de neutralizar las acciones de ϐiscalización y con-
trapeso que son caracterıśticas de toda democracia representativa. Asimismo, 
esta acción desacredita al propio Congreso frente a la opinión pública al no ser 
eϐicaz en sus labores de control del Ejecutivo. Finalmente, el debilitamiento del 
Congreso es aprovechado por sectores del Gobierno para plantear la convoca-
toria a una Asamblea Constituyente que, en buena cuenta, implique la dación de 
una nueva Constitución y una nueva arquitectura polıt́ica para el paıś, al mismo 
estilo de Venezuela o Bolivia.

De igual modo, consideramos importante reparar en el hecho de que, frente 
a las investigaciones por corrupción que viene desarrollando la Fiscalıá de la 
Nación contra Pedro Castillo y su entorno familiar, el presidente viene adop-
tando un conjunto de acciones que implican un claro abuso del poder —como 
presionar para lograr la destitución del coronel PNP encargado de apoyar a la 
Fiscalıá en la ejecución de órdenes judiciales o el relevo intempestivo de los 
altos mandos de la PNP29— además de proferir discursos difamatorios contra 
las entidades que desarrollan estas investigaciones, todo lo cual no solo ha sido 
denunciado por diversos medios de comunicación sino también por el propio 
Ministerio Público. 

6.2.2.  Atentados contra la libertad de expresión 
En materia de libertad de expresión, el gobierno de Castillo viene desarrollando 
un conjunto de acciones que violan este pilar fundamental para toda democra-
cia. 

Ası,́ los diversos medios de comunicación vienen denunciando la nula trans-
parencia del Gobierno y del presidente en el manejo de su agenda pública y el 
sostenimiento de reuniones no reportadas con agentes privados fuera de Pala-
cio de Gobierno (Plataforma Vigilantes, 2021, pp. 26 y 34); las constantes ame-
nazas sobre el tema de la publicidad estatal y que esta no se dirigirá “a aquellos 
que tergiversan la realidad” (Plataforma Vigilantes, 2021, p. 26); el proyecto 
de ley presentado por la bancada oϐicialista de Perú Libre en el Congreso para 
tomar el control de los medios de comunicación durante el Estado de emer-
gencia (Plataforma Vigilantes, 2021, p. 27); el despido de algunos periodistas y 
comunicadores de medios de comunicación del Estado (Ortiz Martıńez, 17 de 
abril de 2022); la no concesión de entrevistas por el presidente a los medios 
de comunicación o las restricciones al ingreso de estos a las salas de prensa de 

29  Véase las declaraciones del exministro del Interior Carlos Basombrıó (Canal N, 27 de 
agosto de 2022). 
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instituciones públicas (Plataforma Vigilantes, 2021, p. 27); el maltrato al cual 
varios periodistas han estado sujetos por parte del personal de seguridad del 
presidente y sus ministros (Plataforma Vigilantes, 2021, p. 27; Instituto, Prensa 
y Sociedad –IPYS, 22 de febrero de 2022); y el planteamiento de acciones ante el 
Poder Judicial, la Fiscalıá y hasta Indecopi para querellar a varios periodistas por 
sus investigaciones, lo que implica un claro amedrentamiento (Plataforma Vigi-
lantes, 2021, p. 28; Gestión, 11 de enero de 2022; Gestión, 16 de abril de 2022). 

Asimismo, en los primeros nueve meses de gobierno, el Instituto Prensa y So-
ciedad – IPYS y el Consejo de la Prensa Peruana emitieron un total de 24 alertas 
en rechazo a acciones del Poder Ejecutivo en desmedro de la libertad de ex-
presión, entre ellas, algunas por agresión a periodistas por agentes del orden 
encargados de la seguridad del presidente Castillo y sus ministros (Ortiz Mar-
tıńez, 17 de abril de 2022). El Colegio de Periodistas del Perú, en igual sentido, 
ha advertido las afectaciones serias y graves a la labor periodıśtica por parte del 
Ejecutivo e incluso por parte del Congreso (La República, 21 de mayo de 2022).

La Defensorıá del Pueblo también ha cuestionado

[…] las restricciones a la libertad de prensa por parte del gobierno de Castillo y 
del Congreso de la República, señalando que se elimine toda orden dirigida a im-
pedir que los periodistas participen de las actividades oϐiciales y realicen pregun-
tas, por más incómodas que pudieran resultar. (Gestión, 22 de febrero de 2022)

Más aún, la Sociedad Interamericana de Prensa considera que “la situación de 
las libertades de expresión y de prensa en el Perú están en su peor momento 
de las últimas dos décadas”, incluyendo al Poder Ejecutivo que encabeza Pedro 
Castillo entre las instituciones que más afectan estos derechos. Especıϐ́icamente 
ha señalado que este poder “es la institución que más agrede, retórica y fıśica-
mente, a los periodistas, especialmente aquellos que indagan sobre los presun-
tos actos de corrupción del Gobierno”, añadiendo que “la Fiscalıá de la Nación 
también ha abierto investigaciones contra periodistas por el mero hecho de 
informar, además de perseguir a periodistas y ciudadanos por sus posiciones 
polıt́icas” (Ges tión, 19 de abril de 2022). 

Con lo anterior coincide el Instituto Prensa y Sociedad – IPYS, cuando señaló 
que el presidente de la república y su primer ministro Anıb́al Torres mantenıán 
un discurso estigmatizante contra la prensa y que además frente a las denun-
cias que cada semana la prensa presenta contra el Gobierno, no habıá respuesta 
oϐicial por parte de este (Chillitupa, 28 de abril de 2022). 

Finalmente, la Sociedad Interamericana de Prensa señala que es particularmen-
te importante que el gobierno garantice y fortalezca la independencia del Insti-
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tuto Peruano de Radio y Televisión, garantice la transparencia y publicidad de 
procesos de contratación de publicidad estatal; y no limite, restrinja o prohıb́a 
que los periodistas busquen, reciban o expresen información libremente. Ade-
más, sostiene que el Gobierno no debe “usar la vıá judicial ni el poder polıt́ico, 
directa o indirectamente, para intimidar u hostigar a periodistas y medios de 
prensa crıt́icos al régimen” (Gestión, 19 de abril de 2022). 

Otro ámbito especialmente conϐlictivo es el del uso de las redes sociales por par-
te del Gobierno. Especıϐ́icamente, el Consejo de la Prensa Peruana ha señalado:

También se ha convertido en un frente de agresión a la libertad de expresión el 
activismo polıt́ico y digital que busca censurar opiniones discordantes, princi-
palmente a través de las redes sociales. Este es un frente de agresión que esta 
organización considera una seria amenaza a la libertad de expresión en el Perú. 
(Gestión, 6 de mayo de 2022)

La situación con la prensa es tan crıt́ica, que el Consejo de la Prensa Peruana, 
el Instituto Prensa y Sociedad y la Asociación Nacional de Periodistas del Perú 
pidieron la visita a nuestro paıś del relator especial de libertad de expresión de 
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, doctor Pedro Vaca, a efectos 
de investigar lo que viene ocurriendo en el paıś (Consejo de la Prensa Peruana, 
23 de febrero de 2022). En su visita de cuatro dıás, el relator veriϐicó la situa-
ción, y trasladó al presidente peruano el reclamo de los gremios periodıśticos 
para que sea más accesible a la prensa (Agencia EFE, 19 de mayo de 2022).

Dos semanas después de su visita, el relator publicó sus observaciones preli-
minares y recomendaciones. En estas, Vaca advierte la presencia de “normas y 
prácticas que impactan negativamente el goce efectivo del derecho a la libertad 
de expresión”, añadiendo que se “estarıá alimentando dinámicas que obstacu-
lizan la creación y difusión de información; el libre y plural debate de ideas; y 
el escrutinio de la acción pública”. Pedro Vaca también sostiene haber observa-
do “un escenario de hostigamiento, amenazas, agresiones, declaraciones estig-
matizantes contra la prensa, aunado a un patrón de intimidación judicial que 
buscarıá limitar el trabajo de la prensa y de los periodistas” (Higueras, 3 de 
junio de 2022). Estas apreciaciones están dirigidas fundamentalmente al Poder 
Ejecutivo y al presidente Pedro Castillo, sin embargo también se mencionan las 
diϐicultades que los periodistas tienen para obtener información del Congreso 
de la República (Gestión, 7 de junio de 2022).

Pero eso no es todo, los propios directores de los principales medios de comuni-
cación escrita del paıś, desde hace varios meses, han pedido la renuncia del pre-
sidente Castillo, esto es, desde Aurelio Arévalo, director del Diario El Comercio 
en el editorial “La renuncia es la mejor salida”, hasta Gustavo Mohme Seminario, 
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director del Diario La República, quien le ha pedido dar un paso al costado y 
permitir una salida constitucional a la crisis (De La Quintana, 25 de marzo de 
2022). Estas peticiones no solo se mantienen vigentes sino que se han reiterado 
con mayor énfasis antes las múltiples denuncias de corrupción que implican a 
Pedro Castillo y su gobierno. 

6.2.3.  Deterioro de la situación social y pérdidas económicas
El gobierno de Pedro Castillo registra el record de conϐlictos sociales activos y 
con menos resolución de las últimas seis gestiones gubernamentales. En efecto, 
según la Defensorıá del Pueblo, en su reporte de julio de 2022, se computaron 
208 conϐlictos sociales registrados, en las 24 regiones del paıś y se llevaron a cabo 
274 acciones colectivas de protesta (Defensorıá del Pueblo, 2022, pp. 8 y 122). 

Es importante destacar que estas protestas generan una gran cantidad de pér-
didas sociales y económicas para el paıś. Solo en el caso de la mina Las Bambas, 
por ejemplo, la represión policial para lograr el desalojo de los invasores tuvo 
como resultado 18 personas heridas y la suspensión de sus operaciones impli-
có una pérdida de más de 8.5 millones de soles por dıá, lo que no sorprende si 
tenemos en cuenta que esta mina representa el 2% del suministro mundial de 
cobre (Calderón, 6 de mayo de 2022; Gestión, 18 de abril de 2022; Actualidad 
Penal, 28 de abril de 2022).

Sobre lo mismo, el Banco Central de Reserva del Perú informó que hacia ϐines 
de 2021, como consecuencia de los reiterados bloqueos en el corredor minero 
del sur, se dejaron de producir 68 mil toneladas métricas de contenido ϐino de 
cobre (TMF), lo que impactó en -1,9 puntos porcentuales en el producto bruto 
interno del paıś. Por su parte, la Sociedad Nacional de Minerıá, Petróleo y Ener-
gıá sostiene que los conϐlictos en Cuajone (Moquegua) de 2022 han generado 
para el Estado una pérdida diaria de ocho millones y medio de soles (Montaño 
y Castro, 24 de abril de 2022). 

En este periodo de gobierno se han desatado también numerosos paros y pro-
testas multitudinarias, marchas masivas de ciudadanos contra el jefe de Estado 
pidiendo su renuncia, otras marchas en contra de la propuesta del Gobierno 
con el ϐin de realizar un referéndum para la dación de una nueva Constitución, 
saqueos y daños a la propiedad privada, bloqueos de carreteras y muertes de 
civiles presuntamente provocadas por un excesivo uso de la fuerza por parte 
de la Policıá Nacional, lo cual fue denunciado por Amnistıá Internacional (El 
Comercio, 10 de abril de 2022; Forbes Perú, 10 de abril de 2022; Amnistıá In-
ternacional, 7 de abril de 2022). 

Lo expuesto precisamente determinó un pronunciamiento de la Defensorıá 
del Pueblo en el cual reclamó la renuncia del presidente de la república ante 
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la grave crisis generada por sus actos y mala gestión. Asimismo, la Defensorıá 
del Pueblo condenó el toque de queda impuesto en Lima por el Gobierno ante 
los desmanes producidos en el interior del paıś, señalando que tal medida fue 
inconstitucional pero a la vez desmedida, desproporcionada, irracional e inmo-
tivada (Forbes Perú, 10 de abril de 2022).

En el mismo sentido, se pronunció la Coordinadora Nacional de Derechos Hu-
manos (5 de abril de 2022) al señalar que el estado de emergencia decretado 
por el Gobierno resultaba desproporcionado y violatorio de los derechos huma-
nos. También indicó que la inmovilidad dispuesta en Lima Metropolitana era 
innecesaria y afectaba seriamente los derechos de la población. Por último, el 
pronunciamiento concluıá exhortando al presidente lo siguiente: “gobierne o 
renuncie”.

Estos conϐlictos reϐlejan el descontento de la mayorıá de la población con la ges-
tión de Castillo, cuyos ıńdices de popularidad han caıd́o estrepitosamente. Ası,́ 
de acuerdo a la encuestadora Ipsos, la aprobación de la gestión de Castillo solo 
alcanza el 20% mientras que la desaprobación llega al 74%, cifra mucho más 
baja que la obtenida por sus antecesores en el cargo en el mismo periodo (La 
República, 17 de julio de 2022). 

6.2.4.  De iciente manejo de la economía 
Desde el inicio del gobierno de Pedro Castillo se lanzaron mensajes contradic-
torios sobre “nacionalizaciones o renegociaciones de contratos, control de pre-
cios, polıt́icas proteccionistas, restricción de la libre competencia, cierre uni-
lateral de operaciones mineras”, lo que generó una seria preocupación de los 
agentes económicos nacionales y extranjeros (Plataforma Vigilantes, 2021, p. 
43). Estos mensajes, a su vez, fueron respaldados posteriormente por algunos 
proyectos presentados por el partido oϐicialista no en el Congreso (Perú Libre) 
y por el permanente discurso de buscar la convocatoria a una Asamblea Cons-
tituyente que modiϐique la Constitución de 1993, en particular en cuanto a su 
régimen económico, todo lo cual ahuyentó la inversión y a los principales agen-
tes económicos. 

Adicionalmente, el mal manejo de la economıá ha generado una serie de retro-
cesos en diversos campos e ıńdices económicos.

Ası,́ en cuanto al empleo, las cifras oϐiciales del INEI, de diciembre de 2019 a 
diciembre de 2021, sostienen que este no se ha recuperado desde la pande-
mia. Concretamente, el empleo adecuado (aquel en el que se trabaja más de 35 
horas semanales con ingresos mayores al mıńimo), se ha reducido de 8.5 a 7.5 
millones de personas, alcanzando la cifra que existıá en 2015. Por el contrario, 
el subempleo (aquellos que trabajan menos de 35 horas semanales y ganan me-
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nos del sueldo mıńimo) ha subido en casi un millón de personas. Asimismo, el 
ingreso promedio de los trabajadores en este periodo, ha caıd́o en 25% (Hidal-
go, 21 de marzo de 2022). 

Para mejorar esta situación, el gobierno de Castillo adoptó medidas equivoca-
das o insuϐicientes (Macera, 18 de enero de 2022), tales como el incremento del 
sueldo mıńimo —que solo alcanza a los trabajadores formales dependientes, es 
decir, a uno de cada 25 trabajadores peruanos, reduciendo las posibilidades de 
acceder a un trabajo formal por parte de los informales—, la eliminación de la 
tercerización laboral (la misma que luego tuvo que ser derogada por las protes-
tas de los gremios y de la propia OIT, y que en Ecuador signiϐicó que el 80% del 
millón de trabajadores bajo esa condición se quedaran sin empleo) y la publi-
cación de un anteproyecto de nuevo Código de Trabajo, que aumenta la rigidez 
laboral y elimina los contratos temporales mayores a dos años, afectando a 1.5 
millones de trabajadores que podrıán quedar fuera del mercado (Hidalgo, 2 de 
mayo de 2022; Macera, 1 de marzo de 2022). 

En materia de inϐlación, la vicepresidenta del Banco Mundial Carmen Reinhart 
advirtió que el Perú se encuentra en riesgo de caer en estanϐlación, vale decir, 
alta inϐlación, alto desempleo y recuperación baja o caıd́a del PBI, que fue la 
situación que el paıś vivió en la década de los ochenta (Hidalgo, 28 de marzo 
de 2022). A mayo de 2022, la inϐlación superó la barrera del 10% en quince 
ciudades del paıś, impactando en los más pobres debido al alza que provoca en 
el precio del balón de gas ası ́como de alimentos como el pan, el pollo, los ϐideos, 
huevos, papa, etc. (Hidalgo, 9 de mayo de 2022). De igual forma, en base a la 
inϐlación oϐicial de enero a mayo de 2022, se proyecta que a diciembre de este 
año, la inϐlación alcanzarıá el 13,44%, la más alta después de 28 años cuando se 
alcanzó el 15,24% de inϐlación (Benavente Gianella, 10 de junio de 2022).

Esta inϐlación ha buscado ser enfrentada por el gobierno de Castillo nuevamen-
te a través de un conjunto de malas decisiones. Este es el caso de las exoneracio-
nes del impuesto general a las ventas (IGV) a los alimentos que no lograron ba-
jar signiϐicativamente sus precios; la reducción del precio de los combustibles 
que si bien consiguieron algún efecto tuvieron un enorme costo para las arcas 
del Estado; la libre disposición de fondos de pensiones de las AFP (en contra de 
la oposición del Ministerio de Economıá y Finanzas30) y de la compensación por 
30  A través del Oϐicio N° 541-2022-EF/10.01, el MEF sostuvo su oposición técnica a esta 
ley dada por el Poder Ejecutivo fundamentalmente por tres razones: primero, porque 
afectaba la ϐinalidad de los fondos de la seguridad social, cual es asegurar el pago de una 
pensión y no el retiro previo a la jubilación; segundo porque dicho retiro incrementa el 
riesgo de pobreza en la vejez al generar problemas para los aϐiliados en el futuro; y, ter-
cero, porque el retiro impactarıá sobre la liquidez del sistema ϐinanciero (RPP Noticias, 
20 de mayo de 2022).
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tiempo de servicios (CTS), cuyo universo de beneϐiciarios es muy reducido dada 
la inmensa informalidad del mercado laboral peruano, entre otras (Macera, 7 
de junio de 2022).

En el mismo sentido, señala De La Flor (1 de julio de 2022):

Frente al complejo panorama generado por los incrementos de precios y la ola 
de protestas y movilizaciones polıt́icas desatadas entre agricultores y transpor-
tistas, el gobierno optó por reducir temporalmente el ISC de los combustibles y 
exonerar del IGV a un grupo acotado de alimentos (pollo, huevos, pastas, pan y 
azúcar), contando para ello con la aprobación del Congreso que endosó la medi-
da, ampliando inclusive la lista de ıt́ems cubiertos por el Ejecutivo. Ello a pesar 
de los altos costos ϐiscales involucrados y de la evidencia sobre la poca efectivi-
dad de tales medidas.
Tres meses después, resulta evidente que las medidas adoptadas no han tenido 
los resultados deseados. Según datos del Sistema Integrado de Estadıśticas Agra-
rias, ninguno de los productos beneϐiciados vio reducciones de precios, sino todo 
lo contrario, con incrementos que ϐluctúan entre el 10 y 44%. La explicación a 
esta dinámica tiene que ver con la informalidad dominante en los canales de co-
mercialización de alimentos a través de los cuales se realiza el 70% de las ventas.
En lo que respecta a la suspensión del ISC, el propio ministro [de Economıá y 
Finanzas] Graham ha reconocido la inconveniencia de la medida por sus altıśi-
mos costos ϐiscales (S/350 millones anuales con los que se podrıán ϐinanciar dos 
meses de pagos a beneϐiciarios directos de los programas sociales), situación que 
pretende revertir ampliando la cobertura y extensión del Fondo de Estabilización 
del Precio de los Combustibles (FEPC).  Sin embargo, igual estarıámos frente a un 
subsidio ciego que eventualmente requerirá transferencias directas del Estado.

Por otro lado, en materia de crecimiento de la inversión, el Banco Central de 
Reserva estima que en 2022 el crecimiento de la inversión privada será 0%, 
mientras que la inversión pública ha caıd́o consecutivamente desde octubre de 
2021 (Hidalgo, 21 de marzo de 2022; Macera, 18 de enero de 2022). Sin em-
bargo, habrıá que añadir que mientras el BCR estima una nula expansión de la 
inversión privada este año, “analistas privados (BBVA, Scotiabank y Credicorp 
Capital) proyectan su contracción (caıd́a mayor a 5% en el sector minero).  Ello 
resulta especialmente preocupante, considerando que por cada punto que la 
inversión privada no crece, se dejan de generar alrededor de 12.500 puestos de 
trabajo” (De La Flor, 1 de julio de 2022). 

En materia de recaudación tributaria, el gobierno de Castillo ha manifestado 
especial interés por incrementarla y reducir la evasión del IGV que llega al 33% 
y la del impuesto a la renta que alcanza el 57%. Sin embargo, surge aquı ́la pre-
gunta de si en verdad el Perú requiere de mayores ingresos o de una mayor 
capacidad de gasto. Esto debido a que en 2021 se dejaron de ejecutar casi 18 
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mil millones de soles en inversión pública, lo que pone en evidencia “que la 
prioridad está en gastar mejor lo que ya se tiene antes que en exigir adicionales 
a ciegas, como por acto reϐlejo” (Macera, 15 de marzo de 2022b).

A esto habrıá que añadir la salida de funcionarios especializados y profesiona-
les de los ministerios y entidades públicas vinculadas al campo económico y 
comercial, siendo reemplazados por personas con poca o ninguna experiencia 
en el sector, e incluso por personas con antecedentes penales. Esto se extiende 
a todas las entidades del Estado que lo han vuelto más ineϐiciente. Pruebas de 
ello son la incapacidad para entregar documentos nacionales de identidad, bre-
vetes o pasaportes a los ciudadanos que lo requieren, no obstante tratarse de 
documentos esenciales (Macera, 15 de marzo de 2022a).

De otro lado, solo en los primeros seis meses del gobierno, la fuga de capitales 
aumentó nueve veces lo reportado en 2020, y ascendió a 15.548 millones de dó-
lares, según cifras del BCR. Este capital se destinó principalmente a cuentas de 
ahorro en el exterior, a adquirir inmuebles en el extranjero y a fondos mutuos 
en los mercados internacionales. Asimismo, el monto de reducciones de capital 
de las empresas en ese periodo fue de 17.841 millones de soles (Esquinarila, 3 
de diciembre de 2021). 

El deterioro de la conϐianza empresarial y las expectativas económicas genera-
das por el gobierno de Castillo diϐicultan la recuperación económica. Esto queda 
evidenciado en la XVIII Encuesta a Gerentes Generales elaborada por IPSOS en 
mayo de 2022, que arrojó como resultado que un 49% de estos era pesimista 
sobre las perspectivas económicas del paıś, al que se añade un 12% muy pesi-
mista y un 38% conservador, quedando solo 1% optimista. La misma encuesta 
arrojó que el 87% de los 165 gerentes generales consultados consideraban muy 
malo el desempeño del actual Gobierno, mientras otro 6% lo caliϐicó de malo 
(IPSOS, mayo de 2022).

En este mismo sentido, la agencia de clasiϐicaciones Standard & Poor´s Global 
Ratings recientemente revisó la caliϐicación crediticia del Perú como negativa 
por los riesgos en la dinámica deuda del Estado. Especıϐ́icamente, rebajó la ca-
liϐicación de la deuda peruana de largo plazo en moneda extranjera de BBB+ a 
BBB, dejando al Perú a dos pasos de perder el grado de inversión, mientras que 
Petroperú quedó fuera del grado de inversión. 

Esta baja se debe precisamente al deterioro de la conϐianza antes señalada (Es-
quinarila, 31 de marzo de 2022). Esta reducción, explica Hidalgo (28 de marzo 
de 2022), no solo hace menos atractivo invertir en el Perú sino que también 
repercute en el costo del ϐinanciamiento público y privado, lo que a su vez afecta 
el costo del crédito al público. 
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En igual sentido, la agencia estadounidense Bloomberg señaló que “la deuda 
externa de Perú se ha desplomado a mıńimos históricos debido a una ola de 
malestar social […] la inϐlación pone patas arriba a un mercado que alguna vez 
fue famoso por su resistencia a una crisis polıt́ica casi perpetua” y añade “los 
bonos peruanos son los segundos con peor desempeño en el mundo en lo que 
va de abril, solo superado por la socialista Sri Lanka que anunció la suspensión 
de pagos de la deuda extranjera”(Hidalgo, 18 de abril de 2022). A propósito de 
esto, la inϐlación llegó a 8,62% en los últimos 12 meses, cifra record en 10 años 
(Gestión, 2 de mayo de 2022).

A esto se añade que según Barclays Capital, el “Perú está en camino de perder 
su grado de inversión” porque “las medidas que están tomando las autoridades, 
aunadas al deterioro de las perspectivas de crecimiento, podrıán acelerar el de-
bilitamiento de las métricas ϐiscales”, lo que implicarıá la debacle bancaria, pues 
los megafondos saldrıán a vender los bonos Perú en el acto, rematándolos en el 
mercado (Hidalgo, 18 de abril de 2022).

De igual manera el Perú viene perdiendo atractivo para el sector minero mun-
dial, ası ́según la encuesta del Instituto Fraser, el Perú se ubica en el puesto 42 
del mundo, cuando estaba en el 24 en 2020 en el ranking de ciudades y paıśes 
para la inversión minera (Romero Caro, abril de 2022). Sobre este punto es ne-
cesario recordar que el Perú es el segundo mayor productor mundial de cobre y 
que por la falta de solución de las protestas sociales que aquejan al sector pue-
de perder millonarias inversiones mineras. Los proyectos mineros en el Perú 
suman no menos de 53 mil millones de dólares, 70% de los cuales son para 
extraer cobre. Mientras algunas de estas inversiones no tienen aún un futuro 
deϐinido, otras dejarıán de producirse como consecuencia del clima de protes-
tas (Reuters, 17 de mayo de 2022).

En cuanto al turismo, las polıt́icas del Gobierno no han logrado reactivar este 
importante sector de la economıá peruana que, desde 2015, se convirtió en 
la segunda fuente de divisas del paıś (Zorrilla, 31 de mayo de 2022). A ello 
se añade el anuncio de  EE.UU. recomendando a sus nacionales no viajar al 
Perú, amén de la pésima gestión del Gobierno peruano en las campañas de 
semana santa (donde incluso la ministra de Trabajo y Promoción del Empleo 
del Perú autorizó una huelga de controladores aéreos) y ϐiestas patrias 2022 
(donde se produjo una sobreventa de las entradas para Machu Picchu por falta 
de supervisión de los operadores turıśticos).  Por último tenemos la criticada 
decisión por el propio ministro de Economıá, Kurt Burneo, de reducir el IGV a 
8% para los restaurantes y hoteles, opinión compartida por muchos analistas 
económicos del paıś (Bloomberg Lıńea, 25 de agosto de 2022).
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Por otro lado, en materia de producción de alimentos, el Perú tiene un déϐicit de 
por lo menos 180 mil toneladas métricas de fertilizantes, producto de la guerra 
de Rusia contra Ucrania. En efecto, Rusia nos provee del 70% de las importa-
ciones de urea, 70% de nitrato de amonio, 20% de abonos quıḿicos potásicos 
y 30% de los abonos quıḿicos compuestos (Hidalgo, 30 de mayo de 2022). Sin 
embargo, esta escasez fue advertida meses antes, frente a lo cual el gobierno de 
Castillo mostró una absoluta incapacidad para solucionar el problema, colocan-
do en serio riesgo no solo la producción nacional de alimentos para consumo 
interno, sino también el bienestar económico de los agricultores peruanos, en 
particular, de los más pequeños. Sobre lo mismo, la FAO ha advertido una po-
sible situación de inseguridad alimentaria en el paıś que podrıá afectar a 15 
millones de peruanos (Calvo, 31 de mayo de 2022).

Este problema podrıá solucionarse, efectivamente, mediante la compra de fer-
tilizantes a otros paıśes. Sin embargo, esto no ha sido posible no solo por la 
incapacidad del titular designado por el gobierno como director ejecutivo de 
Agro Rural (acusado de presuntos delitos de falsiϐicación documentaria, fal-
sedad ideológica y nombramiento ilegal de cargo público), sino también por 
la anulación en dos oportunidades de la compra de urea por irregularidades 
detectadas (La República, 5 de junio de 2022). Concretamente, el Comité de 
Evaluación de Agro Rural otorgó la buena pro a la compañıá brasileña MF Fer-
tilizantes, a pesar de que su oferta era más costosa (760 dólares la tonelada) 
que la de su competidora Global Investments Group –GIG (650 dólares la to-
nelada). Lo increıb́le no solo fue eso sino que la oferta de GIG fue desestimada 
por presentar certiϐicados ISO en inglés aunque aceptó la documentación en 
portugués de la empresa brasileña, todo lo cual fue advertido por la Contralorıá 
General de la República, lo que determinó la anulación del proceso (Infobae, 
18 de junio de 2022; La República, 21 de junio de 2022). Finalmente, la tercera 
licitación fue también observada por la Contralorıá General de la República y 
ϐinalmente se declaró desierta cuando la ϐirma italiana Unión Sped, que ganó 
la licitación, se retiró de manera irrevocable denunciando supuestos chantajes 
y falsiϐicación de documentos, y añadió que denunciarıá estos hechos ante las 
representaciones diplomáticas de EE.UU. y de la Unión Europea por violación 
de las normas de libre comercio (Esquinarila, 3 de setiembre de 2022). 

Por último, en 2022, “el ıńdice de precios al consumidor (IPC) muestra una va-
riación de 8,8% a nivel nacional (INEI, 2022), siendo que los componentes más 
importantes de la canasta de consumo con un fuerte componente importado 
son los que mayores aumentos experimentaron” (De La Flor, 1 de julio de 2022). 
Sobre este incremento en los precios de los productos que viene sufriendo la 
población peruana, De La Flor (1 de julio de 2022) señala:

Este incremento de precios castiga con especial saña a los pobres, debido al peso 
que en la distribución de sus gastos tienen precisamente ambos rubros, a los 
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que destinan más del 60% de sus gastos.  A mayor inϐlación e incremento en el 
precio de los alimentos, más altas las lıńeas de pobreza monetaria y de pobreza 
extrema, y menor la posibilidad de que un hogar sea clasiϐicado como no pobre, 
ya que su gasto deberıá ajustarse a la misma velocidad que la variación nominal 
de los precios de la canasta básica, algo que no ha venido sucediendo.

Resulta paradójico que el ineϐiciente manejo económico del gobierno de Pedro 
Castillo sumado a la alta corrupción —que abordaremos en el punto siguien-
te—castigue más fuertemente a los pobres del paıś, cuando su lema de campaña 
fue “no más pobres en un paıś rico”. 

6.2.5.  Fuertes índices de corrupción en el Gobierno central y en la perso-
na y entorno del presidente

La corrupción en el Perú se ha convertido en un mal endémico, provocando 
cuantiosas pérdidas al erario nacional pero también generando la pérdida de 
conϐianza ciudadana en sus autoridades y lıd́eres.

Ası ́por ejemplo, Shack et al. (2021, pp. 44 y 53) sostienen que en el Perú, en 
2020, solo a nivel de Gobierno nacional, la corrupción causo pérdidas al paıś 
por 11.580 millones de soles, dinero con el cual se hubieran podido realizar seis 
proyectos idénticos al primer tramo de la Lıńea 1 del Metro de Lima y Callao 
o creado una autopista de cuatro carriles similar a la nueva carretera central. 
Por otro lado, si estimamos el costo de oportunidad del daño generado por la 
corrupción en el alivio de la pobreza monetaria, se puede concluir que la brecha 
anual de pobreza hubiera podido ser cubierta durante dos años continuos. 

Según el Barómetro de las Américas del Latin American Public Opinion Proyect, 
el Perú es el paıś de la región más preocupado por el tema de la corrupción 
(36% de la población señala este problema como el más importante en el paıś), 
superando a otros como seguridad, economıá, crisis polıt́ica, entre otros. A ello 
debemos sumar el alto nivel de desconϐianza en las instituciones destinadas a 
combatir este delito, como es el caso del Ministerio Público (73,1% no confıá en 
él), el Poder Judicial (83,3% de desconϐianza) y la Procuradurıá Anticorrupción 
(72,1% de desconϐianza) (Janampa et al., 2021). En el mismo sentido, el IƵndice 
de Percepción de la Corrupción de 2021 de Transparencia Internacional ubica 
al Perú en el puesto 105 de 180 paıśes con 36 puntos sobre 100 (La República, 
25 de enero de 2022). 

En cuanto al gobierno de Pedro Castillo, este se ha caracterizado por incluir 
en todos sus gabinetes de ministros a personas acusadas, procesadas o conde-
nadas por delitos comunes o incluso por la comisión del delito de terrorismo, 
práctica denigrante que se extiende a otras dependencias del Estado como ES-
SALUD, Indecopi, Superintendencia de Transporte Terrestre de Personas, Carga 



190 | Democracias con tendencias o manifestaciones autoritarias

y Mercancıás –SUTRAN, DINI, entre muchas otras. Antes de haber cumplido un 
año de gobierno, ya el presidente Castillo habıá designado como altos funcio-
narios a personas con investigaciones por lavado de activos, corrupción, cri-
men organizado, secuestro, robo agravado, violación y apologıá al terrorismo, 
además de otros con sanciones disciplinarias, destituidos o con sentencias por 
abuso de autoridad (Plataforma Vigilantes, 2021, pp. 34, 41-42), lo que ha sido 
cuestionado por la Contralorıá General de la República y por la Defensorıá del 
Pueblo. En resumen, 

[…] factores como la meritocracia o probidad del funcionario son dejados de 
lado, causando un escenario de incertidumbre y poca transparencia. 
Desde que inició su mandato, la administración de Pedro Castillo registra dece-
nas de nombramientos cuestionados por idoneidad en cargos dentro de minis-
terios como viceministerios, secretarıá general, presidencia o jefatura de varia-
das instituciones públicas, siendo la más preocupante la del secretario general 
de Palacio [Bruno Pacheco], cuyo retiro del cargo tardó, aun habiendo graves 
evidencias y el inicio de una investigación por parte de la Fiscalıá. (Plataforma 
Vigilantes, 2021, p. 42)

Esta mala práctica no solo viene dañando seriamente el valor de la meritocra-
cia en la administración pública peruana —y en particular en los gabinetes 
ministeriales que han derivado prácticamente en un caquistocracia—, sino que 
además viene deteriorando la moral y la institucionalidad de diversas entida-
des del Estado. Un ejemplo grave de ello fue lo que ocurrió en el Ministerio 
de Defensa cuando el titular de esa cartera tuvo que renunciar ante una su-
puesta interferencia de su despacho y del presidente Castillo en el proceso 
meritocrático de ascensos militares, denunciada por el entonces comandante 
general del Ejército José Vizcarra, lo que viene siendo indagado por la Fiscalıá 
de la Nación (Plataforma Vigilantes, 2021, p. 23 y 35; Reyes Parra, 2 de junio 
de 2022). De igual forma tenemos el cambio de los comandantes generales del 
Ejército y la FAP —que solo tenıán tres meses en el cargo—, sin que las auto-
ridades salientes conocieran esta decisión ni por parte del presidente ni del 
ministro de Defensa (Plataforma Vigilantes, 2021, p. 44). Algo peor ha venido 
aconteciendo con la cúpula de la Policıá Nacional del Perú que ha sufrido nu-
merosos e injustiϐicados cambios, lastimando los valores y principios de estas 
instituciones jerárquicas. 

Asimismo, han aparecido en la prensa diversas denuncias sobre gestión de in-
tereses privados vinculados con el propio presidente de la república y personas 
de su entorno, tales como familiares, secretarios, asesores, etc., muchos de los 
cuales vienen siendo hoy investigados por corrupción, detenidos preventiva-
mente y otros prófugos. El propio presidente viene siendo incluido en diversas 
investigaciones por corrupción desarrolladas por la Fiscalıá de la Nación.
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Ası,́ por ejemplo, la Procuradurıá General del Estado presentó una denuncia 
ante la Fiscalıá de la Nación, en diciembre de 2021, contra el presidente Pedro 
Castillo por la presunta comisión de los delitos de patrocinio ilegal y tráϐico 
de inϐluencias en la adjudicación de una obra vial en la región San Martıń, en 
favor del consorcio Puente Tarata III. La denuncia se sustenta en las reuniones 
sostenidas por el mandatario con la empresaria Karelim López, quien repre-
sentaba a la empresa que ganó la licitación por 57,6 millones de dólares, en-
cuentros que se realizaban en una vivienda privada (conocida como “Casa de 
Sarratea”). La Procuradurıá basó la denuncia en el art. 117 de la Constitución 
que permite que un presidente de la república en funciones pueda ser investi-
gado. Este caso también determinó que la Fiscalıá anticorrupción realizara el 
allanamiento de las viviendas de la referida Karelim López y del exsecretario 
general de Palacio de Gobierno, Bruno Pacheco, implicado también en el caso 
(DW, 18 de diciembre de 2021).

En este mismo asunto, la empresaria López se acogió al procedimiento de cola-
boración eϐicaz, en el cual no solo reconoció su participación en los delitos antes 
señalados sino que además reconoció la participación del presidente Pedro Cas-
tillo, de los sobrinos del mandatario Fray Vásquez Castillo, Gian Marco Castillo 
Gómez y Rubdel Oblitas Paredes, del exministro de Transportes y Comunicacio-
nes Juan Silva Villegas y del exsecretario general de Palacio de Gobierno, Bruno 
Pacheco. Más aún, señaló al presidente Castillo como el jefe de una organización 
criminal que operaba en el Ministerio de Transportes y Comunicaciones –MTC 
y en otros ministerios y entidades del Estado (Canal N, 26 de febrero de 2022; 
Romero, 28 de febrero de 2022).  

Asimismo, la señora López señaló que esta organización criminal tendrıá la pro-
tección de un ϐiscal superior (coordinador de las ϐiscalıás anticorrupción) ası ́
como de la exϐiscal de la Nación, Zoraida AƵvalos, para efectos de no investigar 
sus actividades delictivas (Romero, 28 de febrero de 2022).  No obstante, a pe-
dido de la Fiscalıá Corporativa Especializada en Delitos de Corrupción, el Poder 
Judicial decretó 3 años de prisión preventiva para los siete implicados, luego 
de que varios de ellos se encontraran en calidad de prófugos, ofreciéndose por 
parte de la Comisión Evaluadora de Recompensas contra la Criminalidad una 
recompensa por su captura por los presuntos delitos de colusión agravada y 
organización criminal (RPP Noticias, 7 de abril de 2022). 

Adicionalmente, la aspirante a colaboradora eϐicaz aϐirmó que al menos cinco 
congresistas del partido Acción Popular apodados “los niños” obedecı ́an todo 
lo que el presidente Castillo les pedı ́a, a cambio de beneϐiciarse de millona-
rios contratos en el MTC, encontrándose también vinculados a la maϐia de 
las licitaciones (RPP Noticias, 27 de febrero de 2022; Romero, 28 de febrero 
de 2022). 
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La hipótesis del entonces ϐiscal de la Nación Pablo Sánchez, que decidió incluir 
a Pedro Castillo en la investigación, es que el presidente serıá el lıd́er de una 
organización criminal integrada también por su exministro Silva y otros funcio-
narios de Transportes y Comunicaciones, empresarios y terceros interesados, a 
efectos de favorecer a empresas que apoyaron económicamente al presidente 
durante su campaña (Reyes Parra, 2 de junio de 2022).

Otra denuncia de corrupción que involucra al presidente Castillo es la que se 
planteó casi al inicio de su gobierno, producto de una investigación surgida 
en 2019 en la región Junıń (caso Los Dinámicos del Centro). En este caso, se 
investiga por lavado de activos al lıd́er del partido oϐicialista Perú Libre Vladi-
mir Cerrón y al entonces primer ministro y congresista de ese partido Guido 
Bellido, por el origen del dinero que ϐinanció la campaña que llevó a Pedro 
Castillo a la presidencia. El dinero habrıá provenido de la Dirección Regional 
de Transportes y Comunicaciones del gobierno regional de Junıń por parte de 
la organización criminal denominada “Los Dinámicos del Centro”, que operaba 
en el referido organismo (BBC News Mundo, 10 de agosto de 2021).

Por si todo lo anterior no fuese suϐiciente, la Fiscalıá de Tacabamba inició in-
vestigación contra Pedro Castillo y su esposa Lilia Paredes por presunto pla-
gio de sus tesis de maestrıá, denuncia planteada por la prensa en base a un 
análisis de estos trabajos, donde además el supuesto asesor negó haber cum-
plido tal tarea. La tesis conjunta ϐigura como presentada en 2012 en la ϐilial 
de la Universidad César Vallejo de Tacabamba, Cajamarca, universidad que ha 
reconocido oϐicialmente que la tesis tendrıá un 43% de similitudes con otros 
trabajos. Sin embargo, según el exsecretario de la presidencia, Bruno Pacheco 
la tesis habrıá sido ıńtegramente fabricada por terceros, gracias a su interme-
diación. Por todo ello, el presidente y su esposa habrıán cometido los delitos 
de plagio agravado, falsedad genérica y cobro indebido (Reyes Parra, 2 de ju-
nio de 2022).

Adicionalmente, tenemos la investigación preliminar abierta por la Quinta 
Fiscalıá Penal de Lima Centro contra Lilia Paredes, esposa del presidente, por 
su negativa a colaborar con la administración de justicia al negarse a declarar 
como testigo en los procesos de investigación dirigidos contra su esposo (Reyes 
Parra, 2 de junio de 2022).

La Fiscalıá Anticorrupción también indaga la posible comisión de irregularida-
des cometidas en una licitación por parte de Petroperú en favor de la empresa 
HPO en octubre de 2021, tras veriϐicar las reuniones en Palacio de Gobierno 
sostenidas por esta empresa, la ya mencionada lobista Karelim López y el ge-
rente general de PetroPerú (Reyes Parra, 2 de junio de 2022).
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Otra investigación por el delito de tráϐico de inϐluencias es la llevada a cabo 
contra el exsecretario de Palacio de Gobierno por supuestas presiones al jefe 
de la Superintendencia de Administración Tributaria –SUNAT, a partir de chats 
publicados en la prensa. Asimismo, tenemos la investigación de la Fiscalıá An-
ticorrupción a ciertas contrataciones efectuadas por el despacho presidencial 
de personas que no cumplirıán los requisitos legales para los cargos asumidos 
(Reyes Parra, 2 de junio de 2022).

Finalmente, la Fiscalıá Especializada en Delitos de Corrupción de Funcionarios 
abrió investigación preliminar contra la cuñada del presidente Castillo, Yenifer 
Paredes Navarro, por la presunta comisión del delito contra la administración 
pública en la modalidad de tráϐico de inϐluencias. Esto, ante la evidencia de una 
visita realizada por Paredes —sin tener ningún cargo o representación oϐicial— 
junto al gerente de una empresa constructora —quien tiene registradas varias 
visitas a Palacio de Gobierno— ofreciendo una obra de saneamiento a la comu-
nidad de La Succha en Cajamarca (RPP, 4 de julio de 2022). Como se apreciará 
más adelante, las investigaciones de este caso llevarıán a la determinación de 
otros hechos delictivos. 

La situación penal de Pedro Castillo se siguió agravando con la entrega del exse-
cretario de Palacio de Gobierno, Bruno Pacheco, el 25 de julio de 2022, tres dıás 
antes del discurso presidencial por ϐiestas patrias. Según la prensa, Pacheco ha 
conϐirmado la entrega de dinero al presidente Castillo en diversas ocasiones 
y por variados motivos: a) de 10 oϐiciales de la policıá a través de las escoltas 
presidenciales, para asegurar su ascenso al rango de generales (20 mil dólares), 
b) de Fermıń Silva, dueño de la Clıńica La Luz, para garantizar el nombramien-
to de Hugo Chávez Arévalo como gerente general de Petroperú (30 mil soles) 
y c) del exministro Juan Silva, un maletıń con dinero como pago por diversas 
coimas otorgadas en el sector transportes y comunicaciones por licitaciones di-
rigidas (Gestión, 31 de julio de 2022). Asimismo, ha conϐirmado la existencia de 
congresistas que habrıán participado en actos de corrupción con el Gobierno a 
cambio de su apoyo en las votaciones congresales. Este grupo, al que ya hemos 
referencia, denominado “los niños”, habrıán sido captados por el asesor de Pa-
lacio de gobierno Auner Vásquez (los congresistas de Acción Popular, con un total 
de ۱۲), el dueño de la casa de Sarratea Alejandro Sánchez Sánchez (congresistas 
de Alianza para el Progreso) y el ministro Roberto Sánchez (congresistas de 
Juntos por el Perú) (La República, 1 de agosto de 2022). Finalmente, Pacheco ha 
revelado también que Pedro Castillo coordinó su fuga a través de su sucesor en 
la Secretarıá General del Despacho Presidencial, Beder Camacho (Infobae, 31 
de julio de 2022). 

Por otro lado, los avances en la investigación y la entrega de información por 
parte de colaboradores eϐicaces en el caso de la cuñada del presidente —y a 



194 | Democracias con tendencias o manifestaciones autoritarias

quien él en reiteradas veces identiϐica como su hija— han determinado su de-
tención preliminar por 30 meses. Para el Ministerio Público, la hermana menor 
de la esposa del presidente Castillo era la “encargada de coordinar y contactar a 
diferentes alcaldes para que se negocien obras de manera ilıćita” (Infobae, 28 de 
agosto de 2022). Este caso también ha determinado que el Ministerio Público 
solicité al Poder Judicial el impedimento de salida del paıś por 36 meses de la 
propia esposa de Pedro Castillo, Lilia Paredes, todo lo cual determina un cerco 
de corrupción en torno al cıŕculo más ıńtimo del presidente de la república, a 
quien además, según nuevamente la tesis ϐiscal, se sindica como el lıd́er de esta 
organización criminal (DW, 11 de agosto de 2022). 
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 Conclusiones

Luego de lo desarrollado en los capıt́ulos 2 y 3 de esta obra, el presente capıt́ulo 
persigue alcanzar tres objetivos. 

El primero de ellos, consiste en establecer cuáles han sido las medidas que cier-
tos gobiernos de la región adoptaron en su momento, para convertirse en ver-
daderas dictaduras o en gobiernos autoritarios; esto parte de la premisa, de que 
las medidas adoptadas por tales gobiernos guardan cierta identidad o similitud. 
El segundo objetivo, consiste en advertir cómo diversos regıḿenes de la región 
parecen querer imitar, en mayor o menor medida, el camino seguido por estas 
dictaduras o regıḿenes autoritarios. Y ϐinalmente, el tercer objetivo, implica es-
tablecer el desastroso resultado polıt́ico, económico y social que se deriva del 
establecimiento de tales regıḿenes, constituyéndose en verdaderos antimode-
los no solo de la democracia sino también de un gobierno eϐiciente en la región. 

1.  El camino seguido para el establecimiento de dictaduras o gobiernos 
autoritarios en la región

Si nosotros analizamos lo expuesto en los capıt́ulos 2 y 3 de esta obra, podemos 
advertir la existencia de una especie de procedimiento común seguido por cier-
tos lıd́eres polıt́icos de la región, para la entronización de una dictadura (Cuba, 
Venezuela y Nicaragua) o de un régimen autoritario (la Bolivia de Evo Morales y 
El Salvador de Nayib Bukele). Incluso, regıḿenes democráticos de otros paıśes 
como Argentina, Brasil, México o el Perú, vienen peligrosamente implementando 
o buscando implementar algunas de estas medidas, lo que debe ser materia de 
seria preocupación. Este procedimiento consiste básicamente en lo siguiente:

a) El dictador o lıd́er autoritario surge en el peor contexto de crisis polıt́ica, 
económica y social de un paıś, a efectos de aprovechar el descontento y 
hartazgo de la población con el sistema polıt́ico, con los partidos tradicionales 
y sus lıd́eres, con la democracia y con el régimen económico.

b) El lıd́er suele tener ciertas caracterıśticas: carisma, mesianismo, 
nacionalismo, populismo (indianista, millenial, tecnocrático, etc.), discurso 
polarizante, crıt́ico del establishment y de los partidos polıt́icos tradicionales, 
polıt́icamente incorrecto, discurso agresivo, capacidad de comunicación con 
vastos sectores de la población, entre otras. 

c) Inmediatamente se asume el poder, se aprovecha la popularidad o el 
gran caudal electoral, según sea el caso, para modiϐicar la arquitectura 
constitucional del Estado, a efectos de establecer una estructura favorable a 
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la concentración del poder. Para ello se promueven asambleas constituyentes 
que brindan un nuevo marco constitucional, en el que se elimina en la práctica 
el sistema de pesos y contrapesos, elemento central de una democracia 
representativa. Para la aprobación de la nueva Constitución por la población 
se manipula a esta, responsabilizando al instrumento constitucional a ser 
reemplazado de todos los males que aquejan al paıś y prometiendo un futuro 
diferente a partir de la aprobación del nuevo texto constitucional. 

d) Uno de los aspectos claves que suelen ser incorporados en la nueva 
Constitución es la reelección indeϐinida del presidente de la república, de 
forma tal de asegurar la continuidad del régimen. Esto claramente viola el 
principio de la alternancia en el poder y debilita la competencia electoral, 
pero resulta un componente indispensable para asegurar la estabilidad y 
permanencia del dictador o autócrata.

e) Para el control de los otros poderes y órganos del Estado, se otorga al 
Congreso o a la Asamblea, de mayorıá oϐicialista, la potestad de nombrar a los 
representantes y miembros de estas entidades (jueces, ϐiscales, miembros 
del Tribunal Constitucional, miembros del Consejo de la Magistratura, 
contralores, defensores del pueblo, y hasta al propio presidente de la 
república) o, al menos, componer la terna de candidatos ya ϐiltrada a tales 
puestos, que será luego sometida a elección popular. 

f) Esta estrategia implica asegurar a su vez la mayorıá parlamentaria, para 
lo cual se emplean diversas estrategias: i) el diseño de una lista ϐiltrada de 
candidatos al Congreso elegibles por el pueblo a través de comisiones de 
candidaturas, de forma tal de controlar el perϐil de las personas que pueden 
ser objeto de elección popular, ii) controlando el órgano nacional electoral, 
sea eligiendo a su presidente o a la mayorıá de sus miembros, iii) acceso 
desigual a los medios de comunicación, dejando poco espacio a los candidatos 
de oposición, iv) acceso desigual a los recursos de campaña, v) reduciendo al 
mıńimo la participación de la oposición, cancelando por ejemplo la inscripción 
de los partidos polıt́icos opositores, vi) retrasando las cédulas de identidad 
en las circunscripciones de mayorıá opositora, vii) deteniendo judicialmente 
a los candidatos opositores, viii) despojando a los representantes de los 
partidos opositores de su representación para otorgársela a algún miembro 
del partido afıń al régimen, ix) mediante la amenaza o el amedrentamiento 
a la población, x) desacreditando o estigmatizando ante la opinión pública a 
los candidatos opositores, xi) imponiendo estructural y constitucionalmente 
una ideologıá o partido únicos.

g) Tomado el Congreso o Asamblea, el siguiente paso es asegurar el control 
del Poder Judicial, del Tribunal Constitucional y del Ministerio Público. Se 
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trata de un elemento clave en la estrategia de concentración del poder, en 
tanto estos serán los órganos encargados de perseguir judicialmente a los 
opositores polıt́icos y a la prensa libre, pero también —los dos primeros— 
serán los encargados de modiϐicar a su antojo la nueva Constitución en 
aquellos aspectos que incomoden al régimen, asumir las competencias 
que corresponden a otros órganos del Estado (usurpando sus funciones) y 
realizar en sus dictámenes y sentencias las interpretaciones que favorezcan 
al régimen, por ejemplo, permitiendo la reelección del lıd́er en contra del 
texto constitucional. 

Este control de los magistrados del Poder Judicial y ϐiscales del Ministerio 
Público se logra de diversas formas: i) concentrando la elección de los jue-
ces y ϐiscales en la Asamblea de mayorıá oϐicialista, ii) elaborando una lista 
ϐiltrada de candidatos a través de comisiones del Congreso para que el pue-
blo elija solo a magistrados subsecuentes, iii) controlando la elección de los 
miembros del Consejo de la Magistratura, a través del Congreso o Asamblea 
oϐicialista, que en algunos paıśes tiene por función la elección y destitución 
de los magistrados y ϐiscales, iv) destituyendo a los jueces imparciales a tra-
vés de denuncias falsas, v) presionando a los magistrados a través de la po-
blación para que renuncien, vi) ampliando el número de jueces y ϐiscales, vii) 
nombrando en los espacios creados por la aplicación de las tres estrategias 
anteriores a magistrados adeptos al régimen, viii) manteniendo a los jueces 
en una situación de transitoriedad y, por tanto, de precariedad, para mane-
jarlos a su antojo. 

La misma lógica y estrategias se aplican para asegurar el control del Tribu-
nal Constitucional.

h) El control polıt́ico por parte del régimen a su vez se extiende a los gobiernos 
estaduales, regionales o municipales, mediante: i) el control del presupuesto 
nacional o federal que deberıá ser otorgado a los gobiernos locales, regionales 
o estaduales, ii) el fraude electoral, iii) la destitución de los candidatos de 
oposición elegidos por parte del órgano electoral controlado por el régimen, 
iv) creando estructuras paralelas de poder para mediatizar las funciones y 
competencias de estos gobiernos, las mismas que son asumidas por órganos 
no elegidos que dependen directamente del presidente de la república.

i) En casi la totalidad de estos regıḿenes dictatoriales se suelen celebrar 
procesos electorales para dar la apariencia de una democracia. Sin embargo, 
en la práctica, estos procesos no gozan de las caracterıśticas indispensables 
que debe tener toda elección en una democracia representativa, es decir, ser 
abierta, libre y justa. En este sentido, las estrategias para fraguar la voluntad 
electoral son más soϐisticadas que en el pasado y normalmente comprenden: 
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i) la captura del órgano electoral, ii) la limitación de la oferta electoral 
a nivel personal —sea desacreditando a los opositores ante la opinión 
pública, persiguiéndolos judicialmente por cargos falsos, encarcelándolos o 
descaliϐicándolos por supuestos incumplimientos de requisitos electorales— 
como también partidaria —cancelando inscripciones de partidos opositores 
o impidiendo su inscripción electoral—, iii) el acceso desigual a los medios 
de campaña, es decir, a los fondos de ϐinanciamiento y a los medios de 
comunicación, iv) la reversión de los resultados electorales, anulando de 
manera arbitraria la elección de candidatos opositores, v) la utilización 
del presupuesto público y de los programas sociales para respaldar las 
candidaturas del oϐicialismo, vi) el manejo y manipulación del padrón 
electoral, vii) la limitación del voto de sectores opositores o lugares con 
mayorıá opositora, entre otras.

j) En cuanto a los sostenedores y aliados del régimen, este suele contar con 
un partido polıt́ico o movimiento de respaldo, normalmente rıǵido y de 
estructura vertical, que no admite la discusión ni la disidencia, ni siquiera 
internamente, y que compensa con cargos y beneϐicios económicos la 
ϐidelidad al régimen.

k) Con el propósito de captar el apoyo de la población y con ello ampliar la base 
social y “legitimidad” del régimen, se desarrollan un conjunto de estrategias. 
Ası,́ en primer lugar, se implementan un conjunto de programas sociales que 
están destinados a establecer una relación de clientelaje entre el Gobierno 
y la población beneϐiciada. Estos programas dependen, sin embargo, de 
la capacidad económica y la disponibilidad de recursos del régimen, por 
lo cual suelen decaer con el tiempo al ser económicamente insostenibles. 
En segundo lugar, se organizan entidades de participación ciudadana, que 
suelen desempeñar variadas funciones, desde participar en la distribución 
de alimentos y ayuda social hasta realizar labores de censos o servir de 
aparatos de control social (soplones). En tercer lugar, se les capta para 
formar parte de escuadrones civiles armados que repriman a los opositores 
y a la prensa independiente. Se trata de verdaderas bandas criminales que 
actúan como un brazo armado civil a favor del régimen.

En todo caso, cualquiera sea la fórmula empleada, el mensaje es el mismo: si 
eres leal al régimen recibes beneϐicios, pero si lo cuestionas eres objeto de 
persecución y represión.

l) Asimismo, el régimen suele buscar una alianza con otros estamentos de 
la sociedad a efectos de contar con una base de respaldo que garantice su 
permanencia indeϐinida. 
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En este sentido, se busca en primer lugar y, ante todo, una alianza con las 
Fuerzas Armadas y la Policıá nacional del paıś, para lo cual: i) se crean es-
tructuras paralelas a las institucionales a efectos de dividir su mando, ii) se 
eliminan los contrapesos institucionales para hacerlos depender directa y 
únicamente del presidente de la república, iii) se les adoctrina en lıńea con 
los nuevos “principios” que impone el régimen, iv) se les otorga una serie de 
premios y beneϐicios institucionales (seguros médicos, incremento de suel-
dos, incorporación en programas sociales) y personales (ascensos, nombra-
mientos) por su respaldo, v) se castiga a los rebeldes (no ascenso, pase al 
retiro, denuncias), y vi) se les hace partıćipes de las ganancias obtenidas por 
actos corruptos en el gobierno, entre otras estrategias de cooptación.

Esta cooptación a su vez conduce a: i) una militarización de la polıt́ica y de la 
administración pública —mediante el nombramiento de militares en activi-
dad y en retiro en altos cargos de gobierno, su empleo en actividades que no 
forman parte de su competencia profesional e, incluso, mediante su postula-
ción a cargos de elección popular—, ii) la politización y partidización de las 
FF.AA., iii) la militarización de la policıá, iv) la participación de las FF.AA. en 
la vida económica del paıś, asumiendo la presidencia o gerencia de empresas 
públicas y el manejo de diversas entidades del Estado de carácter económi-
co, v) su utilización para controlar a la población y reprimir a los disidentes. 
Este último punto resulta fundamental en tanto las dictaduras suelen perder 
progresivamente popularidad, por lo cual la represión se convierte, ϐinal-
mente, en el método único y más efectivo para controlar cualquier disidencia 
o protesta de la población. 

m) Un segundo sector al cual se capta es al empresariado. Para tal efecto se 
les favorece en licitaciones públicas, se les beneϐicia con asignaciones de 
obras de manera directa y, sus bienes e inversiones quedan protegidos de 
cualquier afectación gubernamental. Asimismo, los empresarios cooptados 
por el régimen suelen participar de las actividades y negocios corruptos de 
este.

n) Una alternativa diferente al punto anterior, consiste en establecer un 
monopolio estatal de la economıá, del comercio y de las empresas, a efectos 
de que la cúpula polıt́ica y militar del régimen tenga el control absoluto 
del manejo económico del paıś, pero también para obtener ganancias y 
beneϐicios personales fruto de la corrupción. 

o) De esta manera, el régimen lo controla todo: poderes del Estado, gobiernos 
estaduales, regionales y locales, órganos de control, transparencia y 
ϐiscalización, a la población, al estamento militar y policial, a sectores 
empresariales, además de la economıá y a la sociedad en su conjunto.
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2.  Consecuencias del establecimiento de dictaduras o gobiernos 
autoritarios en la región

El establecimiento de gobiernos dictatoriales o autoritarios en la región ha traı-́
do resultados nefastos en todos los ámbitos de la vida nacional. Ası,́ ha quedado 
evidenciado en los capıt́ulos 2 y 3 de esta obra que, según el caso, en estos paıśes:

a) Se elimina el sistema de pesos y contrapesos que constituye la base de toda 
democracia. Como ya se ha explicado, se elimina la independencia de los 
poderes del Estado, a efectos de concentrar todo el poder en una sola 
mano, lo que elimina toda posibilidad de ϐiscalización y limitación del 
abuso del poder. Los ciudadanos entonces, se encuentran sometidos a la 
voluntad, abusos y arbitrariedades del régimen, sin ninguna posibilidad 
de defensa de sus derechos por parte de otro órgano del Estado.

b) Se violan los derechos humanos de la población. En los informes de los 
órganos de protección de los derechos humanos de carácter universal 
y regional, ası ́ como de las ONG de derechos humanos nacionales 
e internacionales, estos regıḿenes latinoamericanos son objeto de 
constante crıt́ica y denuncia por violar derechos tan básicos como el 
derecho a la vida, a la integridad, a la libertad de expresión, a la libertad 
religiosa, a la libertad sexual, a la libre circulación, a la imagen y buena 
reputación, a la propiedad, pero también por violar el derecho al trabajo, 
a los derechos de los pueblos indıǵenas, al medio ambiente, entre muchos 
otros derechos no solo de carácter civil y polıt́ico sino también de carácter 
económico, social y cultural.

c) Se cometen crímenes internacionales. Especıϐ́icamente, se denuncia la 
comisión de crıḿenes de lesa humanidad, al menos, contra dos de los 
regıḿenes analizados, conforme lo ha denunciado un grupo de expertos 
independientes de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

d) Se persigue y reprime la libertad de expresión y la disidencia. Los periodistas 
independientes, los defensores de los derechos humanos y del medio 
ambiente y los activistas son difamados, asediados, sometidos a procesos 
judiciales, detenidos, torturados, sometidos a vigilancia permanente, 
multados, se les conϐisca sus instrumentos de trabajo, se les controla 
intimidando a sus familiares, se controlan sus redes sociales (roban saldos, 
bloquean portales, realizan interferencias, cortes de ϐluido, hackean redes, 
etc.), no se renuevan las concesiones radioeléctricas, se cancelan las 
licencias de los medios de comunicación, se monopoliza el uso del papel 
para sujetar a la prensa escrita, se adquieren medios de comunicación 
para colocarlos al servicio del régimen, se utilizan las pautas publicitarias 
para premiar a los medios de comunicación adeptos y castigar a los 
adversarios, se despide a los periodistas independientes de los medios de 
comunicación estatal, entre otras medidas abusivas e ilegales.
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e) Se establece un sistema de poder altamente corrupto. Esto se produce por la 
falta de mecanismos autónomos de control, ϐiscalización y transparencia, 
ası ́como por la ausencia de una prensa libre que pueda llevar a cabo una 
labor de ϐiscalización. La corrupción se maniϐiesta de diversas maneras: 
i) a través de las licitaciones y obras públicas dirigidas, ii) aprovechando 
el manejo del control cambiario, iii) participando del mercado negro y 
del contrabando de bienes que se forma naturalmente ante la falta de 
ciertos bienes de primera necesidad, iv) formando parte de las maϐias del 
narcotráϐico, v) beneϐiciándose de los recursos destinados a los programas 
sociales, vi) aprovechándose del control monopólico de la economıá y de 
las empresas estatales por parte del gobierno, entre otras modalidades. 
Ello explica por qué varios de los paıśes analizados aparecen en los 
primeros lugares de los ıńdices de corrupción regional y mundial. Por 
todo ello las dictaduras o gobiernos autoritarios suelen convertirse en 
verdaderas cleptocracias (régimen caracterizado por el enriquecimiento 
propio a costa de bienes públicos). 

Esto a su vez va acompañado del hecho de que las personas que se incor-
poran como autoridades de estos regıḿenes corruptos suelen ser poco 
preparadas, algunos tienen antecedentes penales, carecen de experiencia 
en el manejo de la cosa pública y su perϐil profesional —cuando lo tienen— 
es mediocre, lo que sumado a prácticas de nepotismo y eliminación de todo 
atisbo de meritocracia, añade a estos gobiernos el carácter de caquistocra-
cia (deϐinido como el gobierno de los peores y menos capacitados).

f) Se genera una crítica situación económica. En la mayorıá de estos paıśes, 
como consecuencia de un manejo de la economıá populista y poco técnico, 
suelen producirse cuadros de alta inϐlación, contracción económica, 
déϐicit ϐiscal, miseria, crecimiento de la deuda externa, destrucción 
de la industria nacional, incremento de los precios de los productos, 
desabastecimiento de alimentos, medicinas y combustible, caıd́a de las 
exportaciones, crecimiento de las importaciones y reducción del empleo. 
Normalmente son economıás cerradas, crıt́icas del libre mercado y la 
inversión extranjera, que suelen tener un pésimo desempeño en ıńdices 
tales como grado de apertura económica, calidad institucional, libertad 
económica, riesgo paıś, capacidad para hacer negocios e igualdad de 
oportunidades. Esto último resulta paradójico, pues estos regıḿenes 
suelen tener como base de su discurso oϐicial la igualdad y la lucha por 
los más pobres.

g) Se provoca una crítica situación social. Esto se ve reϐlejado en el colapso 
alimentario de la población, en la malnutrición, en el incremento de 
la mortalidad materna e infantil, en el retraso del crecimiento de los 
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niños, en la disminución y pauperización de los centros escolares y 
universitarios, en el abandono estudiantil, en el colapso de la salud 
y del agua potable, en la crisis de la vivienda, en los problemas para el 
abastecimiento del suministro eléctrico, en la reducción de los salarios, en 
la falta de oportunidades laborales, en el crecimiento de la prostitución, 
en el incremento de la violencia criminal (asesinatos, secuestros, 
desapariciones), entre otros indicadores sociales. Una expresión de tal 
situación de descomposición suele ser el incremento de las protestas 
sociales incluso en férreas dictaduras como la cubana, donde toda 
manifestación es reprimida.

h) Se generan altas tasas de migración y desplazamiento de la población. La 
represión interna, la falta de libertades y la crıt́ica situación económica 
y social provocan que gran parte de la población decida migrar a otros 
paıśes en búsqueda de una realidad diferente. Esto no solo implica la 
separación de familias, la fuga de talentos, la disminución de la población 
joven, sino también una crisis humanitaria para el resto de paıśes que se 
ven inundados con una marea humana de desplazados que atender.

i) Se provocan situaciones de tensión en las relaciones con los vecinos y con 
otros países democráticos. Las posturas polıt́icas radicales que asumen 
estos regıḿenes y la preocupación que suele mostrar el resto de paıśes 
que suscriben los principios democráticos por esa dictadura o régimen 
autoritario, genera de por sı ́una tensión, en tanto, los primeros acusan 
a los segundos de una injerencia en su polıt́ica interna, mientras los 
segundos exigen a los primeros, el respeto de los valores democráticos y 
de los derechos humanos de la población. La situación se agrava cuando 
las dictaduras o regıḿenes autoritarios buscan exportar su modelo 
a otros paıśes en clara violación de la soberanıá de estos, o cuando 
inventan reclamos territoriales para provocar la unidad interna frente a 
un supuesto enemigo o agresor externo.

j) Finalmente, se alienta la presencia en la región de potencias disruptivas. 
Normalmente estos regıḿenes se suelen vincular o asociar con potencias 
extraregionales no democráticas, como China, o disruptivas, como 
es el caso de Irán o Rusia, a efectos de ampliar su base de apoyo en la 
comunidad internacional, como también para poder acceder a fuentes de 
ϐinanciamiento no tradicionales. Estas potencias suelen respaldar a las 
dictaduras frente a todo intento de democratización e incluso utilizan a las 
dictaduras como plataformas para mostrarse como una alternativa frente 
a otras potencias o bloques democráticos, trasladando peligrosamente las 
disputas por el poder mundial a la región.
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